
 

OBRAS SOCIALES 

Ley 24.455 

Prestaciones obligatorias que deberán incorporar aquellas recipendarias del fondo de 
redistribución de la Ley N°23.661.  

Sancionada : Febrero 8 de 1.995.  

Promulgada: Marzo 1 de1.995. 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc., 
sancionan con fuerza de Ley. 

ARTCULO 1°— Todas las Obras Sociales y Asociaciones de Obras Sociales del Sistema 
Nacional incluidas en la Ley 23.660, recipendarias del fondo de redistribución de la Ley 
23.661, deberán incorporar como prestaciones obligatorias: 

a) La cobertura para los tratamientos médicos, psicológicos y farmacológicos de las 
personas infectadas por algunos de los retrovirus humanos y los que padecen el síndrome 
de inmuno deficiencia adquirida (SIDA) y/o las enfermedades intercurrentes;  

b) La cobertura para los tratamientos médicos, psicológicos y farmacológicos de las 
personas que dependan física o psíquicamente del uso de estupefacientes; 

c) La cobertura para los programas de prevención del SIDA y la drogadicción. 

ARTICULO 2°— Los tratamientos de desintoxicación y rehabilitación mencionados en 
los artículos 16, 17, 18 y 19 de la Ley 23.737 deberán ser cubiertos por la obra social de la 
cual es beneficiaria la persona a la que se le aplica la medida de seguridad curativa. En 
estos casos el Juez de la causa deberá dirigirse a la obra social que corresponda a fin de 
indicarle la necesidad y condiciones del tratamiento. 

ARTICULO 3°— Las obras sociales, junto con el Ministerio de Salud y Acción Social 
elaborarán los programas destinados a cubrir las contingencias previstas en el artículos 1 de 
la presente. Estos deberán ser presentados a la ANSSAL para su aprobación y financiación, 
rigiendo su obligatoriedad a partir de ellas.  

La no presentación en tiempo y forma de los programas previstos generará las sanciones 
que prevén las leyes 23.660 y 23.661. 

ARTICULO 4°— El control del cumplimiento de los recaudos exigidos en el artículo 1° 
de la presente se efectuará por intermedio del Ministerio de Salud y Acción Social de la 
Nación. 



 

ARTICULO 5°— La presente ley tendrá ejecutoriedad, previa existencia en el Presupuesto 
General de la Nación del período de que se trata de partidas específicas destinadas a sus 
fines. 

ARTICULO 6°— La presente ley deberá ser reglamentada dentro de los sesenta días de su 
promulgación. 

ARTICULO 7°— Comuníquese al Poder Ejecutivo. ALBERTO PIERRI — EDUARDO 
MENEM — Juan Estrada — Edgardo Piuzzi.  

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS 
AIRES, A LOS OCHO DIAS DEL MES DE FEBRERO DEL AÑO MIL NOVECIENTOS 
NOVENTA Y CINCO.  

 



 

ASIGNACIONES FAMILIARES 

Decreto 1602/2009 

Incorpórase el Subsistema no Contributivo de Asignación Universal por hijo para 
Protección Social. 

Bs. As., 29/10/2009 

VISTO las Leyes Nros. 24.714 y 26.061 y el Decreto Nº 897 del 12 de julio de 2007, y 

CONSIDERANDO: 

Que los más diversos sectores políticos y sociales han expresado su predisposición 
favorable a la adopción de políticas públicas que permitan mejorar la situación de los 
menores y adolescentes en situación de vulnerabilidad social. 

Que a través de la Ley Nº 24.714 se instituyó con alcance nacional y obligatorio un 
Régimen de Asignaciones Familiares. 

Que dicha norma abarca a los trabajadores que presten servicios remunerados en relación 
de dependencia en la actividad privada, cualquiera sea la modalidad de contratación laboral 
y a los beneficiarios tanto del Sistema Integrado Previsional Argentino como de regímenes 
de pensiones no contributivas por invalidez. 

Que, en el régimen establecido por la ley citada se encuentran previstas, entre otras, la 
asignación por hijo consistente en el pago de una suma mensual por cada hijo menor de 18 
años que estuviere a cargo del beneficiario, así como la asignación por hijo con 
discapacidad. 

Que en el mencionado Régimen de Asignaciones Familiares no se incluye a los grupos 
familiares que se encuentren desocupados o que se desempeñen en la economía informal. 

Que la Ley Nº 26.061 tiene por objeto la Protección Integral de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para 
garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquéllos reconocidos en el 
ordenamiento jurídico nacional y en los Tratados Internacionales en los que la Nación sea 
parte. 

Que por el artículo 3º de dicha norma se entiende por interés superior de aquéllos a quienes 
protege la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías que a 
ellos se les reconoce, entre los que se encuentran el derecho a la obtención a una buena 
calidad de vida, a la educación y a obtener los beneficios de la Seguridad Social. 

Que cabe agregar que el artículo 26 de la Ley Nº 26.061 dispone que los organismos del 
Estado deberán establecer políticas y programas para la inclusión de las niñas, niños y 



 

adolescentes, que consideren la situación de los mismos, así como de las personas que sean 
responsables de su mantenimiento. 

Que, si bien las políticas de estado llevadas a cabo han producido una mejora en la 
situación económica y financiera del país reduciendo los niveles de pobreza y de 
marginalidad alcanzándose, asimismo, un importante incremento del nivel ocupacional, 
subsisten situaciones de exclusión de diversos sectores de la población que resulta 
necesario atender. 

Que, en virtud de ello, se torna necesario contemplar la situación de aquellos menores 
pertenecientes a grupos familiares que no se encuentren amparados por el actual Régimen 
de Asignaciones Familiares instituido por la Ley Nº 24.714 creándose, a tal fin, la 
Asignación Universal por Hijo para Protección Social. 

Que la referida Asignación Universal por Hijo para Protección Social consistirá en una 
prestación monetaria no retributiva de carácter mensual, que se abonará a uno solo de los 
padres, tutor, curador o pariente por consanguinidad hasta el tercer grado por cada menor 
de DIECIOCHO (18) años que se encuentre a su cargo o sin límite de edad cuando se trate 
de un hijo discapacitado. 

Que, como el resto de los beneficios de la Ley Nº 24.714, la asignación que se crea será 
financiada con los recursos previstos en el artículo 18 de la Ley Nº 24.241. 

Que estos recursos se han fortalecido a partir de las inversiones que se han efectuado de los 
fondos que constituyen el Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 
Previsional Argentino creado por el Decreto Nº 897/07 y de la rentabilidad anual obtenida, 
resultando posible dar sustento al financiamiento de la Asignación Universal por Hijo para 
Protección Social, que por el presente se instituye. 

Que el otorgamiento del beneficio se somete a requisitos que deberán acreditarse para 
garantizar la universalidad y a la vez preservar la transparencia, condicionándolo al 
cumplimiento de los controles sanitarios obligatorios para menores y a la concurrencia al 
sistema público de enseñanza. 

Que la ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES), 
como organismo autónomo sujeto a la supervisión de la COMISION BICAMERAL DE 
CONTROL DE LOS FONDOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL creada por el artículo 11 
de la Ley Nº 26.425, deberá dictar las normas complementarias pertinentes para la 
implementación operativa, la supervisión, el control y el pago de las prestaciones. 

Que, forzoso es decirlo, esta medida por sí no puede garantizar la salida de la pobreza de 
sus beneficiarios y no puede ubicarse allí toda la expectativa social, aunque resultará, 
confiamos, un paliativo importante. Queremos evitar entonces el riesgo de depositar la 
ilusión de que con una sola medida se puede terminar con la pobreza. 



 

Que, como se ha destacado, una medida de tal naturaleza tiene sin embargo una indudable 
relevancia en cuanto significa más dinero en los bolsillos de los sectores más postergados. 
No implica necesariamente el fin de la pobreza, pero inocultablemente ofrece una respuesta 
reparadora a una población que ha sido castigada por políticas económicas de corte 
neoliberal. 

Que la clave para una solución estructural del tema de la pobreza sigue afincada en el 
crecimiento económico y la creación constante de puestos de trabajo. El trabajo decente 
sigue siendo el elemento cohesionante de la familia y de la sociedad, que permite el 
desarrollo de la persona. 

Que la mejor política social de promoción y articulación del tejido social es el trabajo que, 
sumado a la educación, la salud, la modernización o creación de infraestructura, servicios 
básicos y viviendas, permitirá mejorar las condiciones de vida y avanzar sobre el núcleo 
más duro de la pobreza, consolidando progresivamente un desarrollo humano integral, 
sostenible e incluyente. 

Que existe consenso entre la comunidad y las instituciones sobre la urgencia en 
implementar medidas que permitan combatir la pobreza así como brindar apoyo y 
asistencia a las familias como núcleo de contención natural y bienestar de la sociedad, 
mediante la adopción de medidas de alcance universal. 

Que la particular naturaleza de la situación planteada y la urgencia requerida para su 
resolución, dificultan seguir los trámites ordinarios previstos por la CONSTITUCION 
NACIONAL para la sanción de las leyes, por lo que el PODER EJECUTIVO NACIONAL 
adopta la presente medida con carácter excepcional. 

Que la Ley Nº 26.122, regula el trámite y los alcances de la intervención del H. 
CONGRESO DE LA NACION respecto de los Decretos de Necesidad y Urgencia dictados 
por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, en virtud de lo dispuesto por el artículo 99 
inciso 3 de la CONSTITUCION NACIONAL. 

Que la citada ley determina, que la Comisión Bicameral Permanente tiene competencia 
para pronunciarse respecto de la validez o invalidez de los decretos de necesidad y 
urgencia, así como elevar el dictamen al plenario de cada Cámara para su expreso 
tratamiento, en el plazo de DIEZ (10) días hábiles. 

Que el artículo 20 de la Ley Nº 26.122 prevé incluso que, en el supuesto que la Comisión 
Bicameral Permanente no eleve el correspondiente despacho, las Cámaras se abocarán al 
expreso e inmediato tratamiento del decreto, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 99, inciso 3 y 82 de la CONSTITUCION NACIONAL. 

Que, por su parte, el artículo 22 de la misma ley dispone que las Cámaras se pronuncien 
mediante sendas resoluciones y que el rechazo o aprobación de los decretos deberá ser 
expreso conforme lo establecido en el artículo 82 de la Carta Magna. 



 

Que ha tomado la intervención de su competencia el servicio jurídico permanente. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades que otorga el artículo 99, inciso 3, 
de la CONSTITUCION NACIONAL y de los artículos 2º, 19 y 20 de la Ley Nº 26.122. 

Por ello, 

LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE 
MINISTROS 

DECRETA: 

Artículo 1º — Incorpórase como inciso c) del artículo 1º de la Ley Nº 24.714 y sus 
modificatorios, el siguiente texto: 

"c) Un subsistema no contributivo de Asignación Universal por Hijo para Protección 
Social, destinado a aquellos niños, niñas y adolescentes residentes en la República 
Argentina, que no tengan otra asignación familiar prevista por la presente ley y pertenezcan 
a grupos familiares que se encuentren desocupados o se desempeñen en la economía 
informal." 

Art. 2º — Incorpórase al artículo 3º de la Ley Nº 24.714 y sus modificatorios el siguiente 
párrafo: 

"Quedan excluidos del beneficio previsto en el artículo 1º inciso c) de la presente los 
trabajadores que se desempeñen en la economía informal, percibiendo una remuneración 
superior al salario mínimo, vital y móvil." 

Art. 3º — Incorpórase como inciso c) del artículo 5º de la Ley Nº 24.714 y sus 
modificatorios, el siguiente: 

"c) Las que correspondan al inciso c) del artículo 1º de esta ley con los siguientes recursos: 

1. Los establecidos en el artículo 18 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias; 

2. Los rendimientos anuales del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema 
Integrado Previsional Argentino creado por el Decreto Nº 897/07 y modificatorios." 

Art. 4º — Incorpórase como inciso i) del Artículo 6º de la Ley Nº 24.714 y sus 
modificatorios, el siguiente: 

" i) Asignación Universal por Hijo para Protección Social." 

Art. 5º — Incorpórase como artículo 14 bis de la Ley Nº 24.714 y sus modificatorios, el 
siguiente: 



 

"ARTICULO 14 bis.- La Asignación Universal por Hijo para Protección Social consistirá 
en una prestación monetaria no retributiva de carácter mensual, que se abonará a uno solo 
de los padres, tutor, curador o pariente por consanguinidad hasta el tercer grado, por cada 
menor de DIECIOCHO (18) años que se encuentre a su cargo o sin límite de edad cuando 
se trate de un discapacitado; en ambos casos, siempre que no estuviere empleado, 
emancipado o percibiendo alguna de las prestaciones previstas en la Ley Nº 24.714, 
modificatorias y complementarias. 

Esta prestación se abonará por cada menor acreditado por el grupo familiar hasta un 
máximo acumulable al importe equivalente a CINCO (5) menores." 

Art. 6º — Incorpórase como artículo 14 ter de la Ley Nº 24.714 y modificatorios, el 
siguiente: 

"ARTICULO 14 ter.- Para acceder a la Asignación Universal por Hijo para Protección 
Social, se requerirá: 

a)Que el menor sea argentino, hijo de argentino nativo o por opción, naturalizado o 
residente, con residencia legal en el país no inferior a TRES (3) años previos a la solicitud. 

b) Acreditar la identidad del titular del beneficio y del menor, mediante Documento 
Nacional de Identidad. 

c) Acreditar el vínculo entre la persona que percibirá el beneficio y el menor, mediante la 
presentación de las partidas correspondientes y en los casos de adopción, tutelas y curatelas 
los testimonios judiciales pertinentes. 

d) La acreditación de la condición de discapacidad será determinada en los términos del 
artículo 2º de la Ley Nº 22.431, certificada por autoridad competente. 

e) Hasta los CUATRO (4) años de edad —inclusive—, deberá acreditarse el cumplimiento 
de los controles sanitarios y del plan de vacunación obligatorio. Desde los CINCO (5) años 
de edad y hasta los DIECIOCHO (18) años, deberá acreditarse además la concurrencia de 
los menores obligatoriamente a establecimientos educativos públicos. 

f) El titular del beneficio deberá presentar una declaración jurada relativa al cumplimiento 
de los requisitos exigidos por la presente y a las calidades invocadas, de comprobarse la 
falsedad de algunos de estos datos, se producirá la pérdida del beneficio, sin perjuicio de las 
sanciones que correspondan. 

Art. 7º — Incorpórase como inciso k) del artículo 18 de la Ley Nº 24.714 y sus 
modificatorios: 

"inciso k) Asignación Universal por Hijo para Protección Social: la mayor suma fijada en 
los incisos a) o b), según corresponda. 



 

El OCHENTA POR CIENTO (80%) del monto previsto en el primer párrafo se abonará 
mensualmente a los titulares de las mismas a través del sistema de pagos de la 
ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES). 

El restante VEINTE POR CIENTO (20%) será reservado en una Caja de Ahorro a nombre 
del titular en el BANCO DE LA NACION ARGENTINA percibido a través de tarjetas 
magnéticas emitidas por el banco, sin costo para los beneficiarios. 

Las sumas podrán cobrarse cuando el titular acredite, para los menores de CINCO (5) años, 
el cumplimiento de los controles sanitarios y el plan de vacunación y para los de edad 
escolar, la certificación que acredite además, el cumplimiento del ciclo escolar lectivo 
correspondiente. 

La falta de acreditación producirá la pérdida del beneficio. 

Art. 8º — Los monotributistas sociales se encuentran alcanzados por las previsiones de la 
presente medida. 

Art. 9º — La percepción de las prestaciones previstas en el presente decreto resultan 
incompatibles con el cobro de cualquier suma originada en Prestaciones Contributivas o No 
Contributivas Nacionales, Provinciales, Municipales o de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, incluyendo las prestaciones de las Leyes Nros. 24.013, 24.241 y 24.714 y sus 
respectivas modificatorias y complementarias. 

Art. 10. — Facúltase a la ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL (ANSES) a dictar las normas complementarias pertinentes para la implementación 
operativa, la supervisión, el control y el pago de las prestaciones. 

Art. 11. — El presente decreto comenzará a regir a partir del 1º de noviembre de 2009. 

 



CSS 42272/2012/CS1-CA1 
Blanco, Lucio Orlando c/ ANSeS s/ reajustes 
varios. 

04(k-  5l/24 e~ @f' a hb I <5 4 2 

Buenos Aires, 
d.pei.e.a., oze 20 

Vistos los autos: "Blanco, Lucio Orlando c/ ANSeS s/ 

reajustes varios". 

Considerando: 

10) Que el actor dedujo una demanda dirigida a 

obtener la recomposición de su jubilación, adquirida en el año 

2003 bajo el régimen de la ley 24.241 (t.o. según Boletín 

Oficial 1993). Explicó que el haber inicial fue calculado según 

las disposiciones del art. 24 de la ley citada y de las 

resoluciones de la ANSeS Nros. 63/94 y 140/95, que ordenaban 

actualizar las remuneraciones de los últimos diez años de 

servicios solo hasta el mes de marzo de 1991, a efectos de 

cumplir con lo previsto en la Ley de Convertibilidad. 

El demandante sostuvo que el congelamiento de una 

parte de los salarios percibidos a partir de la última fecha 

indicada y el cómputo de los devengados con posterioridad según 

sus montos nominales, sin incluir las variaciones habidas hasta 

el momento de adquisición de su derecho al beneficio, deterioró 

significativamente el valor de su jubilación. 

2°) Que la Sala II de la Cámara Federal de la 

Seguridad Social -en lo que interesa al caso- confirmó el 

pronunciamiento de la instancia anterior en lo atinente a la 

realización de un nuevo cálculo del nivel inicial de las 

prestaciones compensatoria y adicional por permanencia. Juzgó 

que para calcular dichas prestaciones, las remuneraciones debían 

ser actualizadas mediante el índice de salarios básicos de la 
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industria y la construcción (ISBIC) hasta la fecha de vigencia 

de la ley 26.417 y, a partir de allí, según las disposiciones 

del art. 32 de la ley 24.241 (reformada por la ley citada en 

primer término). 

De tal modo, desestimó el planteo de la demandada de 

que se empleara el índice contemplado por el decreto 807/2016 y 

por la ley 27.260, que mide la evolución de la "Remuneración 

Imponible Promedio de los Trabajadores Estables" (RIPTE). 

30) Que contra dicha sentencia, la Administración 

Nacional de la Seguridad Social dedujo el recurso extraordinario 

que fue concedido. 

La recurrente aduce que las instancias anteriores 

hicieron una incorrecta interpretación del precedente de esta 

Corte "Elliff" (Fallos: 332:1914), dado que ese fallo no 

especifica la utilización de un determinado índice para la 

recomposición de los haberes iniciales. Afirma además que la 

sentencia apelada prescinde de la legislación vigente, en 

particular, del citado decreto 807/2016 y de la mencionada ley 

27.260, que establecieron cuáles eran los apropiados para 

actualizar salarios, distinguiendo tres períodos, para ninguno 

de los cuales se previó el uso del ISBIC 

Sostiene que al momento en que el actor adquirió el 

beneficio jubilatorio -año 2003- había un vacío legal en materia 

de actualización de remuneraciones, que no puede ser 

razonablemente suplido mediante el empleo pretoriano del ISBIC, 

ya que este indicador refleja solo lo acontecido con los sueldos 

de un sector de la economía y no los cambios ocurridos en los 
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ingresos de la generalidad de los trabajadores, además de 

arrojar, en el período que cuestiona, variaciones que duplican a 

las de otras series estadísticas sobre ingresos. Peticiona, en 

consecuencia, que se ordene la sustitución del ISBIC por el 

indicador que mide las variaciones de la Remuneración Imponible 

Promedio de los Trabajadores Estables (RIPTE). 

4°) Que el remedio intentado es formalmente 

admisible, pues se encuentra en tela de juicio la interpretación 

de normas federales y la decisión atacada ha sido contraria al 

derecho que la recurrente funda en ellas (art. 14, inciso 30, de 

la ley 48). 

Las objeciones con sustento en la doctrina de la 

arbitrariedad de sentencia se encuentran referidas a la cuestión 

federal indicada, por lo que quedan comprendidas en ella y, por 

ende, deben ser tratadas en forma conjunta (doctrina de Fallos: 

323:1625 y 338:556, entre otros). Con el objetivo de establecer 

la interpretación de las normas federales bajo análisis, la 

Corte no está limitada en su decisión por los argumentos de las 

partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una 

declaratoria sobre el punto disputado (conf. Fallos: 308:647; 

318:1269; 330:2286; 333:604, 2396 y 339:609). 

5°) Que los agravios de la ANSeS dirigidos a hacer 

valer las modificaciones introducidas al sistema previsional por 

el decreto 807/2016 y por la ley 27.260, no pueden prosperar 

pues dichas normas no resultan aplicables al caso. 

En efecto, el decreto 807/2016 limitó los ajustes que 

fijó, a las prestaciones que se otorgasen con alta mensual a 
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partir de agosto de 2016 (art. 5°), lo cual deja al titular de 

estas actuaciones fuera de sus prescripciones. 

Por otro lado, el "Programa Nacional de Reparación 

Histórica para Jubilados y Pensionados" -ley 27.260-, se aplica 

a los beneficiarios "que voluntariamente decidan participar" 

(art. 4°), condición esta última que no se verifica en el caso. 

6°) Que con posterioridad a la interposición del 

recurso extraordinario, la ANSeS dictó la resolución N°  56/2018, 

de fecha 3 de abril del corriente año, invocando las facultades 

conferidas por el art. 36 de la ley 24.241. La nueva disposición 

ordena que para realizar los cálculos del nivel inicial de las 

prestaciones con altas anteriores al 1°  de agosto de 2016, las 

remuneraciones deben actualizarse con el índice combinado 

aprobado por la resolución de la Secretaría de Seguridad Social 

N°  6/2016, que en lo que respecta al período cuestionado en el 

presente caso, contempla la aplicación del índice de la 

Remuneración Imponible Promedio de los Trabajadores Estables 

(RIPTE) desde el 1°  de abril de 1995 hasta el 30 de junio de 

2008. 

7°) Que habida cuenta de la indidencia de dicha 

resolución en el examen de las cuestiones planteadas en la 

presente causa, el Tribunal decidió oír a las partes a los 

efectos de que pudieran ejercer su derecho de defensa en juicio 

(fs. 97; 98/101; 102; 104/112 y 113/116). Asimismo, corresponde 

señalar que el organismo previsional puso en conocimiento del 

Tribunal el dictado de la resolución N°  1/2018 de la Secretaría 
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de Seguridad Social, dependiente del Ministerio de Salud y 

Desarrollo Social, y solicitó una medida para mejor proveer. 

8°) Que la cuestión pendiente de tratamiento por este 

Tribunal se circunscribe entonces a determinar •si, como pide la 

ANSeS, resulta válida la aplicación de la resolución N°  56/2018 

al caso, ratificada por la citada resolución N°  1/2018 de la 

Secretaría de la Seguridad Social, en cuanto determina la 

actualización de las remuneraciones por el índice RIPTE. 

La factibilidad de tal aplicación conduce a recordar 

inicialmente que el Congreso de la Nación -como poder 

representativo de la voluntad popular- recibe de la Constitución 

Nacional el mandato de reglamentar el ejercicio de los derechos 

constitucionales mediante el dictado de leyes, siempre cuidando 

de no desnaturalizar su contenido (arts. 14 y 28 de la 

Constitución Nacional). 

En particular, el art. 14 bis de la Constitución 

Nacional dispone que "la ley establecerá (...) jubilaciones y 

pensiones móviles", lo cual revela la voluntad del constituyente 

de que dicho departamento del Estado sea el que disponga la 

extensión y las características del sistema de seguridad social 

con el objeto de otorgar "sus beneficios" a los habitantes de la 

Nación. 

9°) Que la autoridad legislativa en materia de 

seguridad social ha sido reconocida por esta Corte desde antiguo 

(Fallos: 170:12; 173:5; 179:394; 326:1431; 328:1602 y 329:3089), 

en el entendimiento de que son facultades propias de la 

competencia funcional de ese poder con el fin de cumplir con el 
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objetivo establecido en el Preámbulo de "promover el bienestar 

general". 

Que en ejercicio de esta facultad, al dictar la 

ley 24.241 en el año 1993, el Congreso derogó la ley 18.037 -que 

preveía la utilización del íñdice del nivel general de 

remuneraciones para calcular el haber inicial de las 

prestaciones- y encomendó a la ANSeS que reglamente la 

aplicación del índice salarial que debía utilizarse a los fines 

de establecer el promedio de las remuneraciones sujetas a 

aportes y contribuciones, actualizadas y percibidas durante el 

período de diez años inmediatamente anteriores a la cesación en 

el servicio, poniendo como única condición que fuese de carácter 

oficial (confr. art. 24, inc. a -concordante con el art. 158, 

inc. 50, apartado 1- del texto original de la ley 24.241, 

publicada en el Boletín Oficial el 18 de octubre de 1993). 

Que en cumplimiento de ese mandato, el organismo 

previsional dictó la resolución N°  63/94. En sus consideraciones 

puede leerse que para la mentada actualización "resulta 

razonable aplicar como índice salarial, el de salario básico de 

convenio de la industria y la construcción (promedio general 

personal no calificado), por resultar el más adecuado a los 

fines de la ley". La ANSeS entendió, sin embargo, que en la 

fórmula debía emplearse el "_índice promediado al 31 de marzo dé 

1991 de acuerdo a lo que prescribe la ley 23.928". Aprobó, en 

consecuencia, una tabla de coeficientes anuales. 

El indicador y su alcance temporal fueron ratificados 

por la demandada en el año 1995 al fijar la tabla de 
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coeficientes mensuales para las actualizaciones, en tanto ordenó 

que para determinar el ingreso base debía emplearse "el índice 

de salarios básicos de convenio de la industria y la 

construcción (promedio general personal no calificado) base 

marzo de 1991, en concordancia con el criterio adoptado en la 

Res. N°  63/94 de esta Administración nacional" (art. 1°  de la 

resolución de la ANSeS 140/95). 

12) Que en la causa "Elliff" (Fallos: 332:1914), 

fallada en 2009, este Tribunal rechazó la pretensión de la 

administración previsional de mantener, en el cálculo de las 

prestaciones obtenidas bajo el régimen de la ley 24.241, el 

valor nominal de las remuneraciones desde el mes de marzo de 

1991, tal como lo establecía la última resolución citada. 

Para fundar su decisión, el Tribunal explicó que los 

salarios tenidos en cuenta para el cálculo del primer haber no 

podían ser congelados al 31 de marzo de 1991, porque el empleo 

de un índice salarial en materia de jubilaciones apunta a 

mantener una razonable proporción entre el ingreso de los 

trabajadores y los del sector pasivo y que, por lo tanto, no 

podía ser utilizado para limitar la actualización de los 

beneficios jubilatorios. De aceptar el razonamiento propuesto 

por la ANSeS en la resolución citada -prosiguió la Corte- se 

desconocería el principio de proporcionalidad previsional, según 

el cual el nivel de vida del jubilado debe guardar una relación 

justa y razonable con el que alcanza un trabajador y su familia 

por el ingreso que percibe de su labor. 
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Que en el citado precedente, al defender el 

contenido de la resolución N°  140/95, la ANSeS sostuvo que la 

potestad de determinar el nivel de las prestaciones pertenecía 

en forma "exclusiva" al Congreso de la Nación. 

La Corte le recordó entonces que desde siempre sus 

fallos han reconocido la facultad del Poder Legislativo para 

organizar el sistema de jubilaciones y pensiones, y precisó que 

la ley 24.241 no había efectuado distinción alguna sobre 

ingresos computables a valor nominal ni sobre períodos excluidos 

de la actualización, de manera tal que, al distinguir 

situaciones no previstas en la ley, la resolución citada había 

incurrido en un exceso reglamentario. 

Finalmente, la Corte agregó que si el legislador 

hubiese querido limitar el cálculo del promedio con. fundamento 

genérico en la Ley de Convertibilidad -ley 23.928-, no hubiese 

dictado tiempo después una ley especial de carácter previsional 

-la ley 24.241- que no establece ningún límite al cálculo sobre 

el promedio de 10 años. 

Como puede advertirse, el alcance del fallo "Elliff" 

no ha sido adecuadamente interpretado por la ANSeS al apelar la 

sentencia de la cámara. 

Que la facultad de elegir el indicador para la 

actualización de los salarios computables fue reasumida por el 

legislador al sancionar la ley 26.417 en el año 2008. Este 

cuerpo normativo, por el que se modificó la movilidad del 

régimen previsional público, escogió un índice combinado 

(detallado en su Anexo) y ordenó su aplicación a las 
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remuneraciones "que se devenguen a partir de la vigencia de la 

presente ley" (arts. 2°  y 6°). 

Asimismo, al modificar el segundo párrafo del inciso 

a del art. 24 de la ley 24.241 -sancionada en 1993- facultó a la 

Secretaría de Seguridad Social, dependiente del Ministerio de 

Trabajo, Empleo y Seguridad Social, a dictar las normas 

reglamentarias que establecerían los procedimientos de cálculo 

del correspondiente promedio de remuneraciones (art. 12 de la 

ley 26.417 citada). 

Dicha secretaría, por resolución N°  6/2009, 

estableció que las disposiciones de la ley 26.417 serían 

aplicables a partir del 1°  de marzo de 2009 y que la ANSeS 

"elaborará y aprobará el índice previsto en el art. 32 de la Ley 

N°  24.241, y determinará los coeficientes aplicables a fin de 

practicar la actualización de las remuneraciones que dispone el 

art. 24, inciso a) de la citada ley, el cual se aplicará según 

los criterios definidos en la presente resolución, para las 

prestaciones cuyos titulares hubieran cesado a partir del 28 de 

febrero de 2009 inclusive" (arts. 1°  y 4°). 

15) Que la ANSeS sustentó su facultad para dictar la 

. resolución N°  56/2018 en el art. 36 de la ley 24.241, que no fue 

modificado por la ley 26.417. 

El mencionado art. 36 confirió al organismo 

previsional la autoridad para aplicar, controlar y fiscalizar el 

régimen de reparto y, en particular, para dictar normas 

reglamentarias en los ítems que señaló en una enumeración 

meramente enunciativa, que no excluía a aquellas funciones no 
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especificadas que hagan al normal ejercicio de sus facultades de. 

administración del sistema. 

16) Que corresponde examinar si el mencionado art. 36 

de la ley 24.241 atribuye al organismo previsional competencia 

para fijar el índice de actualización de las remuneraciones 

correspondiente, en el caso, al período aquí cuestionado. 

Asimismo, cabe indagar si la Secretaría de la Seguridad Social 

-que ratificó la resolución N°  56/2018- está facultada para 

elegir el mencionado índice, en virtud de lo dispuesto por el 

art. 12 de la citada ley 26.417. 

En primer lugar, resulta conveniente recordar que el 

art. 36 de la ley 24.241 es contemporáneo a la redacción 

original del art. 24 de la ley 24.241 (de 1993), que encomendaba 

a la ANSeS la elección del índice de actualización y que quedó 

derogado con el dictado de la ley 26.417. 

No es posible considerar que la potestad para decidir 

el índice de recomposición de las remuneraciones pueda 

razonablemente inferirse de la previsión genérica del art. 36 ya 

citado. Ello es así toda vez que el legislador que lo concibió 

consideró necesario disponer en forma expresa sobre el punto y 

lo hizo asignándola en ese momento a la ANSeS por medio del 

entonces vigente art. 24, inciso a, de la ley 24.241, texto 

original. 

En segundo lugar, cabe destacar que el art. 12 de la 

citada ley 26.417, sustituyó el órgano encargado de dictar 

normas reglamentarias (de la ANSeS a la Secretaría de Seguridad 

Social) y la función que debía cumplir. Asimismo, de manera 
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mucho más significativa, a partir de la sanción de esta ley, el 

legislador reasumió la atribución de elegir el índice de 

actualización de los salarios (art. 2°). 

En efecto, el nuevo artículo 24 de la ley 24.241 

-texto según ley 26.417- solo otorga a la Secretaría de la 

Seguridad Social la potestad de establecer los procedimientos de 

cálculo del promedio de remuneraciones. El contenido de esta 

facultad no puede ser ponderado de manera aislada y genérica, 

sino que debe ser entendido en conjunto con el art. 25 de la ley 

24.241 en cuanto establece que "Para establecer el promedio de 

las remuneraciones no se considerará el sueldo anual 

complementario ni los importes que en virtud de lo establecido 

en el segundo párrafo del artículo 9; excedan el máximo fijado 

en el primer párrafo del mismo artículo". 

17) Que por lo expresado resulta imperativo concluir 

que la fijación del índice de actualización no puede 

considerarse incluida dentro de las atribuciones genéricas que 

la ley 24.241 -texto según ley 26.417- reconoce en cabeza de la 

ANSeS (art. 36) como tampoco dentro de la facultad específica 

otorgada a la Secretaría de la Seguridad Social (art. 24, inciso 

a, segundo párrafo), habida cuenta de que la elección de la 

variable de ajuste no es un aspecto menor, de detalle, referente 

al cumplimiento del régimen de jubilaciones, sino que es una 

cuestión de la mayor relevancia pues tiene directa incidencia 

sobre el contenido económico de las prestaciones, pudiendo 

afectar el mandato protectorio del art. 14 bis de la 

Constitución Nacional o el derecho de propiedad de los 

beneficiarios. 



Que, en consecuencia, al no hallarse la 

determinación del índice de actualización dentro del poder 

reglamentario del art. 36 de la ley 24.241 y al haberse dictado 

la resolución N°  56/2018 después de que finalizara -con la 

sanción de la ley 26.417- la vigencia de la redacción original 

del art. 24 de la mencionada ley 24.241, cabe concluir que la 

ANSeS se ha arrogado una facultad que ya no poseía, como tampoco 

la tenía la Secretaría de Seguridad Social, dependiente del 

Ministerio de Salud y Desarrollo Social, al dictar la resolución 

N°  1/2018 que ratifica el índice fijado por la norma que es 

objeto de examen en la presente decisión. 

En efecto, no puede admitirse el ejercicio de una 

potestad de exclusivo resorte del Poder Legislativo Nacional, 

ejecutada por ese departamento del Estado desde el año 2008 en 

dos oportunidades (leyes 26.417 y 27.426). 

Que habida cuenta de que la resolución N°  56/2018 

en debate (ratificada por la mencionada resolución N°  1/2018 de 

la Secretaría de Seguridad Social) ha sido sobreviniente a la 

deducción del recurso y las partes han tenido oportunidad de 

expedirse sobre su incidencia en el caso, ejerciendo su derecho 

de defensa en juicio, nada obsta a que esta Corte, como ya lo ha 

resuelto en la causa "Rodríguez Pereyra" (Fallos: 335:2333 y sus 

citas), declare de oficio su inconstitucionalidad. 

Que, en suma, el alcance del poder que el 

constituyente ha otorgado al Congreso de regular la distribución 

de "los beneficios de la seguridad social" debe inscribirse en 

una comprensión que enlaza la realización del proyecto social de 
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la Constitución Nacional con el juicio y decisión de los 

representantes del pueblo y de las provincias, pues son los 

legisladores quienes en mejores condiciones están de realizar 

los designios de nuestro texto constitucional. 

La intervención indebida que lleva a cabo el Poder 

Ejecutivo Nacional -a través de la ANSeS y de la Secretaría de 

la Seguridad Social- al dictar y ratificar la resolución N°  

56/2018 sin tener la potestad constitucional para hacerlo, 

contradice el art. 14 bis de la Ley Fundamental que conjuga el 

ideal representativo con la realización de los derechos 

sociales. Asimismo, transgrede la regla básica republicana según 

la cual cada poder del Estado Federal debe actuar dentro de su 

ámbito de competencia, siendo respetuoso del ejercicio que los 

otros pudieran hacer de los poderes que la Constitución les 

atribuye. También desconoce que las normas que desde hace más de 

cincuenta años han reconocido las obligaciones del Estado de 

tutelar al trabajador en situación de pasividad no pueden ser 

entendidas fuera de la nueva cláusula del progreso (art. 75, 

inciso 19, de la Constitución Nacional), según la cual 

corresponde al Congreso proveer lo conducente "al desarrollo 

humano" y "al progreso económico con justicia social". 

21) Que por lo expuesto, es el Congreso Nacional en 

su carácter de órgano representativo de la voluntad popular, el 

que deberá establecer, conforme a las facultades conferidas por 

la Constitución Nacional, el índice para la actualización de los 

salarios computables para el cálculo del haber inicial en el 

período en juego, toda vez que se trata de un componente 



decisivo para asegurar la vigencia de los derechos consagrados 

en el art. 14 bis de la Ley Fundamental. 

Reasumida la facultad por el Congreso, será en el 

marco de la tarea legislativa -a través del diálogo de las dos 

cámaras que deben confluir en la sanción de una ley- que se 

establecerán las pautas adecuadas para hacer efectivo el mandato 

del :artículo 14 bis de establecer "jubilaciones y pensiones 

móviles". 

Que hasta que ello suceda y dado que la misión 

más delicada del Poder Judicial es la de saberse mantener dentro 

del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que 

incumben a los otros poderes ni suplir las decisiones que deben 

adoptar para solucionar el problema, las cuestiones suscitadas 

en la presente causa en torno al haber inicial deberán ser 

resueltas de conformidad con las consideraciones dadas por el 

Tribunal en el caso "Elliff" (Fallos: 332:1914). 

Que por lo demás, la decisión que se adopta en la 

presente causa se enrola dentro de la jurisprudencia de esta 

Corte Suprema en materia de seguridad social, en la que el 

Tribunal se ha manifestado particularmente sensible a las 

cuestiones que atañen al resguardo de los créditos 

pertenecientes a la clase pasiva, grupo vulnerable e 

históricamente postergado, procurando con sus decisiones hacer 

efectiva la protección que la Constitución Nacional garantiza a 

la ancianidad (art. 75, inc. 23). Con este objetivo, declaró la 

inconstitucionalidad de normas procesales que conspiraban contra 

la celeridad de los procesos previsionales (Fallos: 328:566 
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"Itzcovich"); reconoció el derecho al reajuste de las 

prestaciones previsionales y la movilidad jubilatoria (Fallos: 

328:1602 "Sánchez" y 329:3089 "Badaro"); admitió la 

actualización de las remuneraciones a los fines de los cálculos 

de los haberes jubilatorios (Fallos: 332:1914 "Elliff"); 

reconoció el derecho a la devolución de los aportes voluntarios 

efectuados al sistema de capitalización (Fallos: 337:1564 

"Villarreal"); reconoció la naturaleza previsional de la renta 

vitalicia extendiéndole la garantía de la movilidad y garantizó 

la percepción de una suma equivalente al haber mínimo del 

régimen ordinario (Fallos: 338:1092 y 339:61 "Etchart" y 

"Deprati", respectivamente), y tomó diversas decisiones en 

materia de atribución de competencia judicial con el objeto de 

evitar la postergación injustificada en la tramitación de las 

causas (Fallos: 337:530 y 339:740 "Pedraza" y "Constantino", 

respectivamente). 

24) Que razones de seguridad jurídica también deben 

ser consideradas, ya que esta Corte Suprema de Justicia de la 

Nación se ha pronunciado en numerosas oportunidades aplicando el 

citado precedente "Elliff", del cual no cabe apartarse, excepto 

que hubiera una razón suficiente y excepcional. 

Un principio de justicia que goza de amplio consenso 

es aquel que manda desarrollar las libertades y derechos 

individuales hasta el nivel más alto compatible con su igual 

distribución entre todos los sujetos que conviven en una 

sociedad dada, así como introducir desigualdades excepcionales 

con la finalidad de maximizar la porción que corresponde al 



grupo de los menos favorecidos (Rawls, John, "A theory of 

Justice", 1971, Harvard College). 

Estos principios se adecuan a la regla de la igualdad 

(art. 16 de la Constitución Nacional) y se compadecen con la 

distribución diferenciada a través de medidas de acción positiva 

destinadas a garantizar la igualdad real de oportunidades y el 

pleno goce de los derechos reconocidos por la Carta Magna y los 

tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en 

particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y 

las personas con discapacidad. 

El fin protector de las prestaciones debe ser 

coherente con una tutela procesal adecuada encaminada a la 

protección efectiva que todo derecho merece, acentuada en este 

supuesto en razón de las particularidades de la edad avanzada, 

siempre y cuando las partes hayan tenido oportunidad de ser 

oídas con arreglo a las reglas del debido proceso. 

25) Que en tales condiciones, corresponde llevar a 

conocimiento del Congreso Nacional la presente decisión a fin de 

que en un plazo razonable haga uso de las atribuciones 

constitucionales que le competen para hacer efectivo el mandato 

del art. 14 bis citado, fijando el contenido concreto de las 

jubilaciones en el período en debate, con especial ponderación 

de los principios de proporcionalidad y sustitutividad, según 

fueron establecidos por este Tribunal en numerosos precedentes 

(Fallos: 279:389; 280:424; 292:447; 293:235; 300:84, 571; 

305:866; 328:1602), de conformidad con la protección especial 
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que ha otorgado la Ley Fundamental al conjunto de los derechos 

sociales. 

26) Que, por último, cabe destacar que es 

precisamente en tiempos de crisis económica cuando la actualidad 

de los derechos sociales cobra su máximo significado. En tales 

etapas criticas, deben profundizarse las respuestas 

institucionales en favor de los grupos más débiles y 

postergados, pues son las democracias avanzadas y maduras las 

que refuerzan la capacidad de los individuos y atienden las 

situaciones de vulnerabilidad en momentos coyunturales adversos. 

Así lo ha establecido el Comité de Derechos 

Económicos Sociales y Culturales de las Naciones Unidas en la 

Observación General N°  19, relativa a los derechos de la 

Seguridad Social. Allí se reconoce que el ejercicio del derecho 

a la seguridad social conlleva importantes consecuencias 

financieras para los Estados Partes, pero observa que la 

importancia fundamental de la seguridad social para la dignidad 

humana y el reconocimiento jurídico de este derecho, supone que 

se le debe dar la prioridad adecuada en la legislación y en la 

política del Estado. Establece que los Estados Partes deben 

elaborar una estrategia nacional para lograr quy se ponga 

plenamente en práctica el derecho a la seguridad social, y 

asignar suficientes recursos fiscales y de otro tipo a nivel 

nacional (conf. Observación General 19 del Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, punto 41). 

' Por ello, el Tribunal resuelve: 



Declarar formalmente admisible el recurso extraordinario 

de la demandada y confirmar la aplicación al caso del precedente 

"Elliff". 

Declarar la inconstitucionalidad de las resoluciones de 

ANSeS N°  56/2018 y de la Secretaría de Seguridad Social N°  

1/2018. 

Comunicar al Congreso de la Nación el contenido de esta 

sentencia a fin de que, en un plazo razonable, se fije el 

indicador para la actualización de los salarios computables para 

el cálculo del haber inicial en el período en cuestión. 

Asimismo, póngase en conocimiento el escrito presentado por la 

ANSeS a que alude el considerando 70, a los efectos que estime 

corresponder. 

Hasta tanto el Congreso de la Nación sancione la ley con el 

indicador citado, se aplicará el criterio judicial emergente del 
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-//- presente caso a las causas pendientes de resolución. 

4) Costas por su orden en atención a la complejidad de las 

cuestiones planteadas. Notifíquese y devuélvase. 
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de NOLASCO 

Considerando: 

1°) Que el actor procura que se recomponga su 

jubilación, obtenida en el año 2003 bajo el régimen de la ley 

24.241, oportunidad en que fue calculada según las disposiciones 

del art. 24 de la ley citada y de las resoluciones de la ANSeS 

63/94 y 140/95, que ordenaban actualizar las remuneraciones 

utilizadas para la determinación del promedio solo hasta el mes 

de marzo de 1991, de modo de adecuarse a las prescripciones de 

la ley de convertibilidad 23.928. 

El demandante sostuvo que el congelamiento de una 

parte de los salarios percibidos a partir de la fecha indicada y 

el cómputo de los devengados con posterioridad según sus montos 

nominales, sin incluir las variaciones habidas hasta el momento 

de adquisición de su derecho al beneficio, deterioró 

significativamente su valor. 

2°) Que la Sala II de la Cámara Federal de la 

Seguridad Social confirmó el pronunciamiento de la instancia 

anterior en lo atinente a la realización de un nuevo cálculo del 

nivel inicial de las prestaciones compensatoria y adicional por 

permanencia, en el que las remuneraciones debían ser 

actualizadas mediante el Índice de Salarios Básicos de la 

Industria y la Construcción (ISBIC) hasta la fecha de vigencia 

de la ley 26.417 y, a partir de allí, según las disposiciones 
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del art. 32 de la ley 24.241 (reformada por la ley citada en 

primer término). 

De tal modo, desestimó el planteo de la demandada de 

que se empleara el índice que mide la evolución de la 

"Remuneración Imponible Promedio de los Trabajadores Estables" 

(RIPTE). 

30) Que contra dicho pronunciamiento la 

Administración Nacional de la Seguridad Social dedujo recurso 

extraordinario, en el que se agravia por entender que la 

sentencia ha interpretado el precedente de esta Corte "Elliff" 

(Fallos: 332:1914) apartándose de su texto, el cual no contiene 

decisión alguna sobre los índices que debían aplicarse, y 

también porque prescinde de la legislación vigente, en 

particular del decreto 807/2016 y de la ley 27.260, que 

establecieron cuáles eran los apropiados para actualizar 

salarios, distinguiendo tres períodos, para ninguno de los 

cuales se previó el uso del ISBIC. 

4°) Que la apelante sostiene además que al momento en 

que el actor adquirió su derecho al beneficio jubilatorio había 

un vacío legal en materia de actualización de remuneraciones, 

que no puede ser razonablemente suplido mediante el empleo 

pretoriano del ISBIC, ya que este indicador refleja únicamente 

lo acontecido con los sueldos de un sector de la economía y no 

los cambios ocurridos en los ingresos de la generalidad de los 

trabajadores, además de arrojar, en ei período que cuestiona, 

variaciones que duplican a las de otras series estadísticas 
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sobre ingresos. Reclama, en consecuencia, que esta Corte ordene 

la sustitución del ISBIC por el RIPTE. 

5°) Que el remedio intentado es formalmente 

procedente, pues se encuentra en tela de juicio la 

interpretación y alcance de normas federales y la decisión 

atacada ha sido contraria al derecho que la apelante funda en 

ellas. Las objeciones con sustento en la doctrina de la 

arbitrariedad de sentencia se encuentran referidas a la cuestión 

federal indicada, por lo que quedan comprendidas en ella y, por 

ende, deben ser tratadas en forma conjunta (doctrina de Fallos: 

323:1625 y 338:556, entre otros). Cabe recordar que la Corte no 

está limitada en su decisión por los argumentos de las partes o 

del a quo, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre 

el punto disputado (conf. Fallos: 308:647; 318:1269; 330:2286; 

333:604, 2396 y 339:609). 

6°) Que la ley 24.241, texto original, había 

dispuesto en su art. 24, inc. a -concordante con el art. 158, 

inc. 5, apartado 1-, que a los fines de establecer el promedio 

de las remuneraciones sujetas a aportes y contribuciones, 

actualizadas y percibidas durante el período de diez años 

inmediatamente anteriores a la cesación en el servicio, la 

Administración Nacional de la Seguridad Social debía reglamentar 

la aplicación del índice salarial a utilizar, poniendo como 

única condición que fuese de carácter oficial. 

7°) Que la facultad delegada por el legislador fue 

ejercida por el organismo previsional mediante la resolución N°  

63/94. En sus consideraciones puede leerse que para la 
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actualización "resulta razonable aplicar como índice salarial, 

el de salario básico de convenio de la industria y la 

construcción (promedio general personal no calificado), por 

resultar el más adecuado a los fines de la ley". Entendió, sin 

embargo, que en la fórmula debía emplearse el "...índice 

promediado al 31 de marzo de 1991 de acuerdo a lo que prescribe 

la Ley 23.928". Aprobó, en consecuencia, una tabla de 

coeficientes anuales. 

8°) Que el indicador y su alcance temporal fueron 

ratificados por la demandada al fijar la tabla de coeficientes 

mensuales para las actualizaciones, en tanto ordenó que para 

determinar el ingreso base debía emplearse "el índice de 

salarios básicos de convenio de la industria y la construcción 

(promedio general personal no calificado) base marzo de 1991, en 

concordancia con el criterio adoptado en la resolución N°  63/94 

de esta Administración Nacional" (art. 1 de la resolución de la 

ANSeS N°  140/95). 

9°) Que en la causa "Elliff, Alberto José", fallada 

el 11 de agosto de 2009 (Fallos: 332:1914), el Tribunal rechazó 

la pretensión de la administración previsional de mantener, en 

el cálculo de las prestaciones obtenidas bajo el régimen de la 

ley 24.241, el valor nominal de las remuneraciones desde el mes 

de marzo de 1991, que se había basado en una interpretación 

extensiva de la ley de convertibilidad. Continuó, de tal modo, 

el criterio adoptado en el precedente "Sánchez" (Fallos: 

328:1602 y 2833), en el que se había examinado la incidencia de 

la ley 23.928 en materia de movilidad y unificó el tratamiento 

dado al cálculo de estos haberes iniciales con el reconocido a 
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los beneficiarios de la ley 18.037 (causa "Monzo", Fallos: 

329:3211). No se refirió a las restantes cuestiones reguladas 

por las citadas resoluciones de la ANSeS. 

Que lo expuesto basta para excluir la tacha de 

arbitrariedad respecto de la adopción del ISBIC como pauta para 

la actualización de las remuneraciones, como así también las 

objeciones relacionadas con su falta de representatividad, 

puesto que fue elegido por la ANSeS, a quien incumbía examinar 

las cuestiones técnicas que ahora esgrime. Las mencionadas 

resoluciones administrativas no fueron derogadas, sino 

complementadas, mediante la incorporación de nuevos 

coeficientes, a partir de octubre de 2004 (resolución N°  

298/08). 

Que el criterio según el cual no deberían 

actualizarse las remuneraciones en el período comprendido entre 

marzo de 1991 y septiembre de 2004 fue mantenido por la 

demandada hasta la resolución administrativa número 28 del 18 de 

febrero de 2016 y solo fue modificado con posterioridad al 

decreto 807/2016 para casos ulteriores a su dictado. 

Que la facultad de elegir el indicador para la 

actualización de los salarios computables fue reasumida por el 

legislador al sancionar la ley 26.417. Este cuerpo normativo, 

por el que se modificó la movilidad del régimen previsional 

público, ordenó la aplicación del índice combinado previsto en 

su art. 32 a las remuneraciones "que se devenguen a partir de la 

vigencia de la presente ley" (art. 2), es decir, a partir del 1°  

de marzo de 2009 (art. 1 de la resolución de la Secretaría de 



Seguridad Social n°  6/2009), tal como fue previsto en el 

presente caso. 

Que el decreto 807/2016, invocado por la 

recurrente, señaló entre sus fundamentos que no se había logrado 

solucionar, hasta el momento de su dictado, la litigiosidad que 

enfrenta la ANSeS, ni evitar la presentación masiva de nuevos 

reclamos en lo que respecta a períodos de actualización 

anteriores a la vigencia de la Ley 26.417. 

Añadió que a fin de comenzar a dar una solución a la 

problemática planteada y con el objeto específico de interrumpir 

la principal causa de esos juicios, el Estado Nacional había 

decidido efectuar las correcciones necesarias para que las 

remuneraciones que se toman en cuenta sean actualizadas en forma 

justa y razonable. 

Empero, no contempló la aplicación de esas 

modificaciones a aquellos beneficiarios de jubilaciones o 

pensiones que hubieran planteado o plantearen su disconformidad 

con el modo en que se habían calculado sus haberes iniciales. 

Por el contrario, limitó los ajustes a las futuras prestaciones 

(ver considerando 8 del decreto citado), es decir, a aquellas 

que se otorgasen con alta mensual a partir de agosto de 2016 

(art. 5)-, lo cual deja al titular de estas actuaciones fuera de 

sus prescripciones. 

Que en lo atinente a la ley 27.260, también 

invocada por la recurrente para sostener sus planteos, debe 

tenerse en cuenta que el programa de reparación que contempla se 

aplica a los "...beneficiarios enunciados en el artículo 3°  de la 
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presente ley, que voluntariamente decidan participar", condición 

esta última que no se verifica en la presente causa. 

Que con posterioridad a la interposición del 

recurso extraordinario, la ANSeS dictó la resolución N°  56/2018, 

de fecha 3 de abril del corriente año, invocando las facultades 

conferidas por el art. 36 de la ley 24.241. La nueva disposición 

ordena que para realizar los cálculos del nivel inicial de las 

prestaciones con altas anteriores al 1°  de agosto de 2016, las 

remuneraciones deben actualizarse con el índice combinado 

aprobado por la resolución de la Secretaría de Seguridad Social 

N°  6/2016. 

Que el art. 36 de la ley 24.241 confirió al 

organismo previsional la autoridad para aplicar, controlar y 

fiscalizar el régimen de reparto y, en particular, para dictar 

normas reglamentarias en los ítems que señaló en una enumeración 

meramente enunciativa, que no excluye a aquellas funciones no 

especificadas que hagan al normal ejercicio de sus facultades de 

administración del sistema. 

Tales previsiones son contemporáneas de la redacción 

original del art. 24 que había dejado a criterio de la ANSeS la 

elección del índice de actualización. Si el legislador que 

concibió ambas normas consideró necesario efectuar una 

delegación expresa sobre este último punto, no puede 

válidamente interpretarse que la fijación del indicador también 

está dentro de las cuestiones que recibieron una autorización 

genérica, máxime cuando no es un aspecto menor, de detalle, 

referente al cumplimiento del régimen de jubilaciones, sino que 
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es una cuestión de la mayor relevancia pues tiene directa 

incidencia sobre el contenido económico de las prestaciones, 

pudiendo afectar al mandato protectorio del art. 14 bis de la 

Constitución Nacional o al derecho de propiedad de los 

beneficiarios. 

Que en consecuencia, al no hallarse la 

determinación del índice de actualización dentro del poder 

reglamentario del art. 36 de la ley 24.241 y, por haberse 

dictado la resolución N°  56/2018 después de que concluyera -con 

la sanción de la ley 26.417- la vigencia de la redacción del 

art. 24 de dicho cuerpo legal que delegaba su elección, sin que 

pueda admitirse el ejercicio de una potestad con carácter 

retroactivo, para restablecer una actividad declinada durante un 

prolongado período (Fallos: 310:380, dictamen del Procurador 

Fiscal que compartió y al que remitió el Tribunal), cabe 

concluir que la mencionada resolución se encuentra viciada de 

nulidad absoluta, por haberse emitido mediando incompetencia, 

tal como lo dispone el art. 14, inc. b, de la ley 19.549, por lo 

que no puede producir efecto alguno en la presente controversia. 

Que a igual conclusión corresponde llegar 

respecto de la resolución N°  1/2018, dictada por la Secretaría 

de Seguridad Social con fecha 9 de noviembre de 2018, que 

ratifica el índice previsto en la resolución de la ANSeS N°  

56/2018. Dicho acto se basa en el art. 24, inc. a, de la ley 

24.241 en la redacción aprobada mediante la ley 26.417 que, tras 

ordenar el uso de un promedio de remuneraciones actualizadas 

para determinar el nivel inicial de la prestación compensatoria, 

confiere a esa secretaría de Estado la facultad de "_dictar las 
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normas reglamentarias que establecerán los procedimientos de 

cálculo del correspondiente promedio". 

Al respecto, tiene dicho la Corte que cuando la 

delegación es amplia e imprecisa no otorga atribuciones más 

extensas sino que, por el contrario, debe ser interpretada 

restrictivamente (Fallos: 535:1227). 

Desde tal perspectiva, un tema de la importancia que 

tiene la elección de un índice destinado a incorporar los 

ingresos de los trabajadores en términos justos no puede 

entenderse comprendido dentro de la genérica atribución para 

establecer "procedimientos de cálculo", menos aún cuando la 

misma ley que autorizó a la Secretaría de Seguridad Social a 

dictar reglamentos también fijó, para las remuneraciones 

devengadas a partir de su vigencia, una fórmula de actualización 

que contempló el índice RIPTE únicamente para el supuesto en que 

su aplicación arrojase variaciones más favorables para el 

jubilado (ley 26.417, arts. 2 y 6 y anexo). 

Por ser ello así, la citada resolución de la 

Secretaría de Seguridad Social N°  1/2018 contiene disposiciones 

de carácter legislativo para las que no se encontraba facultada, 

circunstancia que la Constitución Nacional sanciona con la 

nulidad absoluta e insanable (art. 99, inc. 3). 

Por ello, el Tribunal resuelve: declarar formalmente 

procedente el recurso extraordinario deducido por la demandada y 
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-//- confirmar la sentencia apelada, con el alcance que surge de 

las consideraciones de la presente. Notifíquese y devuélvase. 

ELENA 1. H1GHTON de NOLASCO 

DISI  -// - 
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-//-DENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON CARLOS FERNANDO 

ROSENKRANTZ  

Considerando que: 

1°) El señor Blanco obtuvo su jubilación en el año 

2003 bajo el régimen de la ley 24.241. Su haber inicial fue 

calculado, de conformidad con el artículo 24 de la ley citada, 

sobre la base del promedio de las remuneraciones 

correspondientes a los diez años anteriores a la fecha de 

cesación del servicio. Dichas remuneraciones fueron tomadas a 

valores históricos -no fueron actualizadas- en virtud de la 

resolución ANSES 140/1995 que disponía que, por las 

prescripciones de la ley de convertibilidad 23.928, solo 

correspondía actualizar las remuneraciones aplicando el Índice 

de Salarios Básicos de la Industria y Construcción (ISBIC) hasta 

el 31 de marzo de 1991. En los hechos, la falta de actualización 

importó el congelamiento de las remuneraciones cuyo promedio se 

usa para calcular el haber inicial por los períodos 

transcurridos con posterioridad a dicha fecha. A raíz de ello, 

el actor inició un juicio por reajuste de haberes. En lo que 

aquí interesa, solicitó que, a los efectos del cálculo del haber 

inicial, se actualicen sus remuneraciones correspondientes a los 

años 1994 a 2003 aplicando para ello el mismo índice previsto 

para los períodos anteriores al 31 de marzo de 1991, es decir, 

el ISBIC. A su entender, dicho índice resultaba de aplicación 

por efecto de lo resuelto por esta Corte en el caso "Elliff", 

Fallos: 332:1914 (fs. 16 a 23). 
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2°) La jueza de primera instancia hizo lugar a lo 

solicitado y, a los fines de redeterminar el haber inicial del 

actor, ordenó que las remuneraciones fueran actualizadas hasta 

la fecha de adquisición del derecho aplicando el ISBIC. Esto es, 

ordenó aplicar el índice de la resolución ANSES 140/1995 para un 

período -1994 a 2003- a pesar de que la referida resolución 

preveía la aplicación de dicho índice solo para las 

remuneraciones anteriores al 31 de marzo de 1991 (fs. 50 a 53). 

Contra dicha sentencia, la demandada expresó agravios 

en los que sostuvo que no es materia de controversia que el 

Poder Ejecutivo tiene la facultad de establecer los índices para 

actualizar las remuneraciones (por lo establecido en el artículo 

24 de la ley 24.241). Sostuvo que el ISBIC ni siquiera es 

mencionado en el caso "Elliff". Argumentó que lo que la Corte 

decidió fue, únicamente, que las remuneraciones tomadas en 

cuenta para el cálculo del haber inicial debían ser actualizadas 

sin la limitación temporal contenida en la resolución ANSES 

140/1995 pero jamás ordenó la aplicación del ISBIC. Solicitó, en 

consecuencia y a los efectos de cumplir con lo ordenado por esta 

Corte en "Elliff", que se deje sin efecto la aplicación del 

ISBIC para la actualización de las remuneraciones a los efectos 

del cálculo del haber inicial y se establezca en su lugar la 

aplicación del índice combinado dispuesto en la Ley de 

Reparación Histórica 27.260, el decreto 807/2016 y la resolución 

de la Secretaría de Seguridad Social 6/2016. Es decir, solicitó 

que se apliquen los siguientes índices: (i) para la 

actualización de las remuneraciones desde el 1°  de abril de 1991 

hasta el 31 de marzo de 1995, el Índice del Nivel General de las 
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Remuneraciones (INGR); (ii) para las remuneraciones entre el 1°  

de abril de 1995 y el 30 de junio de 2008, la evolución de la 

Remuneración Imponible Promedio de los Trabajadores Estables 

(RIPTE) y (iii) luego, las variaciones equivalentes a las 

movilidades establecidas por la ley 26.417 (fs. 62 a 65). 

3°) La Sala II de la Cámara Federal de la Seguridad 

Social confirmó el pronunciamiento de la instancia anterior en 

lo atinente a la realización de un nuevo cálculo, ordenando la 

actualización de las remuneraciones para la fijación del haber 

inicial mediante el ISBIC hasta la fecha de entrada en vigor de 

la ley 26.417 y, a partir de allí, según el artículo 2°  de dicho 

cuerpo legal hasta la fecha de adquisición de su derecho. Para 

así decidir, sostuvo que no debía aplicarse el índice solicitado 

por la demandada pues no constaba en autos, ni fue alegado por 

ninguna de las partes, que el actor hubiera adherido al Programa 

de Reparación Histórica establecido por la ley 27.260, ni 

suscripto el acuerdo transaccional previsto en dicha ley, por lo 

que entendió que devenía improcedente aplicar el contenido de un 

contrato contemplado en esa ley a un tercero que no lo ha 

suscripto. Asimismo, remarcó que no parecía justo ni adecuado 

sustituir el ISBIC que, a su entender, fue ratificado por esta 

Corte en el precedente "Elliff". El referido índice, añadió, se 

ajusta a su inveterada doctrina sobre el contenido y alcance de 

la garantía de movilidad y de los dos pilares en los cuales se 

sustenta, a saber, los principios de proporcionalidad y de 

sustitutividad (artículo 14 bis de la Constitución Nacional) que 

obligan al legislador y al juez a cuantificar la tasa de 

sustitución razonable que corresponde aplicar, tanto para la 
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determinación del haber inicial, cuanto para su movilidad 

futura. De este modo, desestimó el planteo de la demandada de 

que se empleara el índice combinado dispuesto en la Ley de 

Reparación Histórica 27.260, el decreto 807/2016 y la resolución 

de la Secretaría de Seguridad Social 6/2016 (fs. 72 a 74). 

4°) Contra la sentencia del tribunal a quo, la ANSES 

dedujo recurso extraordinario en el que plantea tres agravios. 

En primer lugar, se agravia por entender que la sentencia de 

cámara ha interpretado erróneamente el precedente de esta Corte 

"Elliff" ya que dicho precedente no dispone en modo alguno un 

determinado índice para la actualización de las remuneraciones 

tenidas en cuenta para la determinación del haber inicial para 

el período debatido en autos. Sostiene que la determinación del 

índice no fue una cuestión sometida a la jurisdicción de la 

Corte Suprema en dicho precedente y por tal motivo esta Corte no 

se expidió al respecto. En segundo lugar, se agravia porque 

entiende desacertada la afirmación de la cámara en cuanto a que 

es facultad del juez la fijación de índices para la 

determinación del haber jubilatorio. Afirma que no resulta 

controvertido jurisprudencialmente que es el Poder Ejecutivo 

Nacional quien tiene la facultad de establecer los índices 

aplicables para actualizar las remuneraciones. Por último, la 

ANSES se agravia de la elección que hizo la cámara del ISBIC 

como el índice aplicable a los efectos de actualizar las 

remuneraciones. Sostiene que el actor adquirió el derecho pero 

sin que dicho derecho incluyera un índice en particular de 

actualización de las remuneraciones. Ello es así pues, para la 

determinación del haber inicial, había un vacío legal en materia 
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de actualización de remuneraciones que no podía razonablemente 

ser suplido mediante el empleo pretoriano del ISBIC, ya que este 

indicador refleja únicamente lo acontecido con los sueldos de un 

sector de la economía y no la evolución de los salarios 

declarados por los empleadores de todos los sectores. Además, 

afirma que el índice elegido y dispuesto por los órganos 

competentes en la ley 27.260 y el decreto 807/2016 recepta los 

principios de razonabilidad, proporcionalidad y sustitutividad y 

surge a partir de una evaluación cuidadosa y armónica que 

contempla la complejidad de la gestión del gasto público y las 

múltiples necesidades que está destinado a satisfacer (fs. 75 a 

88). 

5.) El recurso interpuesto fue concedido con 

fundamento en la doctrina de gravedad institucional y por 

hallarse en juego la interpretación y alcance de normas de 

carácter federal (fs. 94). 

6°) Con posterioridad a la interposición del recurso 

extraordinario se dictaron dos resoluciones que la recurrente 

consideró relevantes para la solución de esta controversia. 

En primer lugar, la ANSES dictó la resolución 

56/2018, publicada en el Boletín Oficial el 5 de abril de 2018, 

mediante la cual ordenó que, para realizar los cálculos de las 

prestaciones previsionales con altas anteriores al 1°  de agosto 

de 2016, las remuneraciones deben actualizarse con el índice 

combinado aprobado por la resolución de la Secretaría de 

Seguridad Social 6/2016, compuesto por las variaciones del INGR 

1 



hasta el 31 de marzo de 1995, de RIPTE hasta el 30 de junio de 

2008, y desde allí por la movilidad general de la ley 26.417. 

Con fecha 27 de abril de 2018, el Tribunal decidió 

oír a las partes respecto de la resolución ANSES 56/2018 (fs. 

97). 

En su presentación, el actor sostiene que la 

resolución ANSES 56/2018 no debe aplicársele pues ello 

representaría extenderle los efectos del Programa de Reparación 

Histórica para Jubilados y Pensionados, establecido por ley 

27.260, pese a que no adhirió a dicho programa. La 

obligatoriedad de tal acogimiento constituiría, a su juicio, un 

exceso reglamentario, ya que el régimen fue sancionado como 

optativo. Sostiene que la pacífica doctrina que se desprende a 

partir del precedente "Elliff" ordena la aplicación del ISBIC 

para la actualización de las remuneraciones hasta el 28 de 

febrero de 2009. En opinión del actor, la aplicación de la 

resolución ANSES 56/2018 supone licuar en ciertos períodos los 

créditos a favor de los beneficiarios que iniciaron sus reclamos 

de reajustes en base a un precedente de la Corte adoptado por 

todo el fuero previsional. Plantea también la 

inconstitucionalidad de la resolución ANSES 56/2018 por 

considerar que el efecto retroactivo de dicha norma afecta 

derechos que se encuentran amparados por garantías 

constitucionales. Sostiene que el modo de determinación del 

haber integra su estatus de jubilado, que no puede ser alterado 

ni por el legislador ni por la Administración. Cambiar 

retroactivamente el índice de actualización oportunamente 

elegido por la ANSES, añade, lesiona ese estatus provocando una 
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merma en el haber inicial. Por último, el actor también 

cuestiona el empleo del índice que mide las variaciones de la 

RIPTE, señalando que tiene distorsiones metodológicas que lo 

vuelven inadecuado y perjudicial para ser aplicado a la 

actualización de las remuneraciones, en especial por haberse 

reducido la base de cálculo al limitarla a un ingreso único, 

estable, y con el tope de aportes al que se refiere el artículo 

9°  de la ley 24.241 (fs. 98 a 101 vta.). 

Por su parte, la ANSES indica que el índice combinado 

previsto en la resolución ANSES 56/2018.  es el mismo que 

eligieron el Poder Legislativo en la ley 27.260 para el Programa 

de Reparación Histórica y el Poder Ejecutivo en el decreto 

807/2016 para los beneficios con altas desde el 1°  de agosto de 

2016, por lo que el objeto de la resolución ANSES 56/2018 es que 

todos los beneficiarios reciban un trato igualitario, obteniendo 

una actualización justa y razonable con un índice que es 

representativo de la evolución de las variables económicas, en 

particular, los aumentos de los salarios. Sostiene que, dado que 

el alta del actor es anterior al 1°  de agosto de 2016, resulta 

aplicable al presente caso el artículo 1°  de la resolución ANSES 

56/2018 (fs. 102/102 vta.). 

Con fecha 11 de mayo del corriente año, el Tribunal 

ordenó correr traslado de lo manifestado por ambas partes a la 

contraria por el término •de 5 días (fs. 103). 

Corrido el traslado ordenado, la parte actora 

sostiene que no se puede considerar que el RIPTE sea un índice 

representativo ni siquiera de la evolución que han tenido los 



haberes mínimos. Indica que la variación del ISBIC ha sido 

sistemáticamente superior a la del RIPTE: entre abril de 2005 y 

diciembre de 2008 el primero aumentó más de cinco veces y el 

segundo no llegó a tres veces. Acompaña una liquidación en la 

que compara el haber inicial actualizado según el ISBIC con el 

haber inicial actualizado según el RIPTE. Sostiene que la 

aplicación de la resolución ANSES 56/2018, que actualiza según 

el índice RIPTE, implica un haber inicial menor al calculado 

según el ISBIC, en un porcentaje que estimó en un 30,43% (fs. 

110/112). 

En su contestación, la ANSES afirma que la normativa 

vigente dispone la utilización del RIPTE desde el 31 de marzo de 

1995 hasta el 30 de junio de 2008. Al respecto indica que es 

pacífica la jurisprudencia que reconoce al Estado la facultad de 

reglamentar el sistema previsional, y en particular, la elección 

del índice para actualizar las remuneraciones (artículo 24 de la 

ley 24.241). Menciona que en el caso "Elliff" (Fallos: 332:1914) 

se determinó que corresponde actualizar las remuneraciones sin 

la limitación temporal de la resolución ANSES 140/1995 y que 

precisamente la resolución ANSES 56/2018 tiene por finalidad 

cumplir con la doctrina de dicho fallo. A su entender, la 

consecuencia de ese fallo no es que el ISBIC deba aplicarse más 

allá de la fecha prevista en la resolución ANSES 140/1995 (es 

decir, hasta el 31 de marzo de 1991), puesto que dicha 

aplicación excedería las facultades que la Constitución Nacional 

le concede al Poder Judicial. Argumenta, por otro lado, que el 

RIPTE resguarda adecuadamente el valor de las jubilaciones y 

que, por incluir todos los sectores de la economía, es 
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verdaderamente representativo de la evolución de los salarios de 

los trabajadores. Sostiene que el RIPTE es un índice general, a 

diferencia del ISBIC que es un índice sectorial en tanto incluye 

a los trabajadores de dos sectores únicamente (industria y 

construcción). Por último, argumenta que la resolución ANSES 

56/2018 no afecta derechos adquiridos. La actora no cuenta con 

un derecho adquirido a la actualización con ISBIC con 

posterioridad al 31 de marzo de 1991 ya que no existe norma ni 

sentencia firme en su caso que así lo disponga. Resulta 

improcedente, según la demandada, que la actora, a fines de 

acreditar un perjuicio o una confiscación, compare el resultado 

que se obtendría aplicando ISBIC más allá del 31 de marzo de 

1991 puesto que ella no tiene un derecho adquirido a que se 

aplique dicho índice luego de dicha fecha. Sostiene que el 

derecho que sí tiene la actora en relación con la actualización 

de las remuneraciones es que esta sea proporcional a los 

incrementos de los trabajadores activos y que no ha demostrado 

que la aplicación del RIPTE afecte dicho derecho (fs. 113 a 116 

vta.). 

Luego de que las partes se expidieran respecto a la 

resolución ANSES 56/2018, la Secretaría de Seguridad Social 

dictó la resolución 1/2018, publicada en el Boletín Oficial el 

12 de noviembre de 2018. Mediante dicha resolución, la 

Secretaría de Seguridad Social ratificó que las remuneraciones 

con aportes correspondientes a los titulares de beneficios con 

altas anteriores al 1°  de agosto de 2016, a los efectos de los 

cálculos previstos en el inciso a) del artículo 24 y en el 

artículo 97 de la ley 24.241 y sus modificatorias, deben 
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actualizarse conforme al índice aprobado por la resolución de la 

Secretaría de Seguridad Social 6/2016, y la resolución ANSES 

56/2018. 

70) A juicio de esta Corte, el recurso extraordinario 

federal interpuesto por la demandada es formalmente procedente 

pues se encuentra en tela de juicio la interpretación y alcance 

de normas federales y la decisión atacada ha sido contraria al 

derecho que la apelante funda en ellas (artículo 14, inciso 3°, 

ley 48). 

8°) A fines de definir el thema decidendum es 

necesario realizar tres aclaraciones preliminares. 

En primer lugar, se encuentra fuera de controversia 

que el actor tiene derecho a que se actualicen las 

remuneraciones por él percibidas entre 1994 a 2003 a los efectos 

del cálculo de su haber inicial. 

En segundo lugar, es preciso aclarar que en "Elliff" 

(Fallos: 332:1914), si bien este Tribunal ordenó a la ANSES que 

actualizara las remuneraciones a los efectos de cumplir con la 

obligación legal contenida en el artículo 24 inciso a) de la ley 

24.241, en modo 'alguno fijó el índice a utilizar para la 

actualización de remuneraciones devengadas con posterioridad al 

31 de marzo de 1991. En dicho caso, la decisión de esta Corte se 

limitó a disponer que la ley de convertibilidad no podía tener 

como efecto la imposibilidad de actualizar las remuneraciones 

sobre cuya base la ANSES debía calcular el haber inicial. Con 

este fundamento -y no otro- fue que, en el caso en cuestión, 

este Tribunal rechazó el recurso extraordinario interpuesto por 
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la ANSES contra la decisión de la cámara que había ordenado 

actualizar las remuneraciones más allá del 31 de marzo de 1991 

(o sea sin la limitación temporal contenida en la resolución 

ANSES 140/1995). Por lo demás, debe puntualizarse que el hecho 

de que los tribunales inferiores hayan aplicado el ISBIC con 

posterioridad al dictado de la sentencia de esta Corte en 

"Elliff" se dio en el contexto de la ausencia de una norma que 

fijara un índice de actualización de las remuneraciones más allá 

del 31 de marzo de 1991. No es esto lo que sucede en el caso de 

autos. Por lo tanto, no puede afirmarse que existe un precedente 

de esta Corte al que podría ser remitida la resolución de esta 

causa. 

.En tercer lugar, no se discute en esta causa que la 

resolución ANSES 56/2018, ratificada por la resolución 

Secretaría de Seguridad Social 1/2018, dispuso de manera expresa 

cuál debía ser el índice de actualización aplicable a las 

remuneraciones devengadas con posterioridad al 31 de marzo de 

1991 para realizar los cálculos del nivel inicial de las 

prestaciones con altas anteriores al 1°  de agosto de 2016. 

Dado lo anterior, lo que esta Corte debe decidir es 

si la resolución ANSES 56/2018, ratificada por la resolución 

Secretaría de Seguridad Social 1/2018, merece reparos 

constitucionales o legales de carácter formal o sustancial. En 

este sentido, esta Corte debe resolver dos cuestiones centrales. 

La primera se relaciona con la validez formal de las referidas 

resoluciones. En otras palabras, esta Corte debe determinar si 

la Administración contaba con facultades para dictar las 

resoluciones ANSES 56/2018 y Secretaría de Seguridad Social 
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1/2018. La segunda cuestión se refiere a la validez sustantiva 

de las referidas resoluciones. Más precisamente, este Tribunal 

debe determinar si su aplicación vulnera algún derecho o 

garantía contenido en nuestra Constitución Nacional. 

90) En relación con la primera de las cuestiones 

mencionadas, de acuerdo con la Constitución Nacional, la 

legislación vigente y la jurisprudencia de esta Corte, la 

elección del índice de actualización de las remuneraciones (e 

incluso la determinación del índice de movilidad) no constituye 

una facultad privativa o exclusiva del Congreso pues no se trata 

de materia reservada por la Constitución al Congreso de la 

Nación. En ese sentido, la fijación de índices de actualización 

para la determinación del haber inicial difiere de otras 

materias regidas por el principio de legalidad tal como sucede 

en buena parte de las cuestiones que involucran materia penal o 

tributaria (artículos 18 y 75 de la Constitución Nacional). 

En efecto, el artículo 14 bis de la Constitución 

Nacional dispone que una ley establecerá "jubilaciones y 

pensiones móviles". En la interpretación de ese artículo, esta 

Corte invariablemente ha sostenido que el legislador goza de 

amplias facultades para organizar el sistema previsional tanto 

en lo atinente a la adopción del método para garantizar la 

movilidad de las prestaciones previsionales (Fallos: 329:3089, 

"Badaro I" y sus citas) como en lo referido al mecanismo a 

utilizar a los fines de determinar el haber inicial de retiro 

(Fallos: 332:1914, "Elliff", considerando 10; 337:1277, 

"Quiroga", considerando 8°  y sus citas). 
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En Fallos: 321:2181 "Busquets de Vitolo", este 

Tribunal ahondó en el fundamento del reconocimiento de amplias 

facultades al legislador al momento de establecer el sistema o 

mecanismo para hacer efectiva la garantía contenida en el 

artículo 14 bis de la Carta Magna. Sostuvo en dicha oportunidad 

que "[...] la garantía consagrada en el art. 14 bis de la Carta 

Magna no especifica el procedimiento a seguir para el logro del 

objetivo propuesto [...] dejando librado el punto al criterio 

legislativo. Y ello es así, toda vez que el contenido y alcance 

de esa garantía no son conceptos lineales y unívocos que dan 

lugar a una exégesis única, reglamentaria e inmodificable sino 

que, por el contrario, son susceptibles de ser moldeados y 

adaptados a la evolución que resulte de las concepciones 

políticas, jurídicas, sociales y económicas dominantes que 

imperan en la comunidad en un momento dado". 

10) En la historia moderna del derecho previsional 

argentino, y en razón de encontrarse constitucionalmente 

habilitado a hacerlo, el legislador ha concebido distintos 

mecanismos o procedimientos a los fines de dar contenido a la 

garantía prevista en el artículo 14 bis de la Constitución 

Nacional. 

En este sentido, en algunos períodos, al reglamentar 

la garantía contenida en el artículo 14 bis de la Constitución 

Nacional, el Congreso decidió fijar él mismo el índice aplicable 

a la movilidad de las prestaciones previsionales. Así sucedió 

con el artículo 1°  de la ley 27.426. Dicho artículo sustituyó el 

artículo 32 de la ley 24.241 por el siguiente: "la movilidad se 

basará en un setenta por ciento (70%) en las variaciones del 
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Nivel General del Índice de Precios al Consumidor Nacional 

elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos 

(INDEC) y en un treinta por ciento (30%) por el coeficiente que 

surja de la variación de la Remuneración Imponible Promedio de 

los Trabajadores Estables (RIPTE), conforme la fórmula que se 

aprueba en el Anexo de la presente ley". 

En otros momentos, el legislador juzgó conveniente 

que tanto el índice aplicable a la movilidad de las prestaciones 

como el referido a la actualización de las remuneraciones para 

el cálculo del haber inicial sean fijados directamente por la 

Administración, a veces otorgándole una pauta para fijar el 

índice y otras veces sin darle pauta alguna. A modo de ejemplo, 

en relación con la determinación del haber inicial y la 

movilidad de las prestaciones previsionales, los artículos 48 y 

51 de la ley 18.037 -texto original- establecían que el Poder 

Ejecutivo debía confeccionar el índice en función del nivel 

general de las remuneraciones. En otras oportunidades, al 

sancionar el artículo 24 inciso a) de la ley 24.241, el 

legislador consideró que el índice aplicable para el cálculo de 

la prestación compensatoria debía ser elaborado por la 

Administración pero, a diferencia de lo que hizo en el caso de 

la ley 18.037, no estableció pauta alguna. Dichas 

determinaciones por parte de la Administración a lo largo de la 

historia argentina no despertaron objeción constitucional 

alguna. 

Finalmente, dentro de esta amplitud de arreglos 

posibles en la distribución de facultades entre el Congreso de 

la Nación y la Administración, en otras ocasiones el Congreso se 
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reservó para sí la facultad de determinar la movilidad de las 

jubilaciones. Así sucedió cuando sancionó el artículo 7 inciso 2 

de la ley 24.463. La norma referida dispuso, en efecto, que "a 

partir de la vigencia de la presente ley todas las prestaciones 

de los sistemas públicos de previsión de carácter nacional 

tendrán la movilidad que anualmente determine la Ley de 

Presupuesto". 

La verdadera importancia de la seminal decisión de 

esta Corte en "Badaro I" en Fallos: 329:3089 y "Badaro II" en 

Fallos: 330:4866 solo puede entenders.e cuando se repara en que 

la decisión adoptada fue determinada por el hecho de que el 

Congreso se había reservado la facultad de fijar la movilidad de 

las jubilaciones mediante el mencionado artículo 7 inciso 2 de 

la ley 24.463. En el primero de dichos precedentes, este 

Tribunal enfatizó la importancia de que el Congreso hubiera 

reservado para sí la facultad de fijar la movilidad de las 

prestaciones previsionales. Así consideró que la validez del 

artículo en cuestión debía analizarse dado el "concreto 

ejercicio que el Congreso hizo de las facultades que se reservó" 

(considerando 6°). El Congreso no había ejercido la facultad 

reservada de determinar la movilidad de las prestaciones 

previsionales y la reserva de dicha facultad impedía a la 

Administración establecer el índice de actualización necesario 

para garantizar dicha movilidad. Por ello, en un primer momento, 

esta Corte —reconociendo que la misión más delicada de la 

Justicia es la de saberse mantener dentro del ámbito de su 

jurisdicción— no fijó índice alguno. Evitó sustituir la voluntad 

del Congreso por la propia en lo que este había determinado que 
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era su función. A los efectos de honrar la división de poderes, 

notificó al Congreso que su omisión había privado al actor de un 

derecho reconocido por la Constitución Nacional (considerandos 

18 y 19) y que debía remediar dicha omisión. En "Badaro II", 

debido a la persistencia de la omisión legislativa, este 

Tribunal declaró la inconstitucionalidad del artículo 7 inciso 2 

de la ley 24.463 y dispuso que la prestación del actor se 

ajustara, a partir del 1°  de enero de 2002 y hasta el 31 de 

diciembre de 2006, según las variaciones anuales del índice de 

salarios, nivel general, elaborado por el INDEC. 

En síntesis, a lo largo de la historia y de 

conformidad con lo que dispone nuestra Constitución que no 

concibe a la elección del índice de actualización de las 

remuneraciones como facultad privativa o exclusiva del Congreso, 

el Congreso ha elegido distintos mecanismos para darle contenido 

a la obligación de establecer "jubilaciones y pensiones móviles" 

prevista en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional. 

11) A diferencia de lo que sucedió en los casos 

"Badaro I" y "Badaro II", en el caso de autos el Congreso no se 

reservó ninguna facultad. Tampoco fijó el índice necesario para 

actualizar las remuneraciones a los efectos de determinar el 

haber inicial de los beneficiarios que estuvieran en la 

situación del actor. Eso no significa, sin embargo, que el 

Congreso no hubiera tomado una decisión al respecto. Por el 

contrario, y este es un punto de enorme importancia -quizá el 

punto más importante para decidir este caso- dejó en el ámbito 

del poder reglamentario de la Administración la determinación de 

dicho índice. 
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En efecto, al sancionar la ley 24.241, el Congreso 

dispuso en el artículo 24 inciso a) que el haber mensual de la 

prestación compensatoria se calculará sobre "el promedio de 

remuneraciones sujetas a aportes y contribuciones actualizadas y 

percibidas durante el período de DIEZ (10) años inmediatamente 

anterior a la cesación del servicio" (énfasis agregado). Esta 

disposición implicaba la necesidad de actualizar las 

remuneraciones en cuestión. Con posterioridad, con el dictado de 

la ley 26.417, el Congreso dispuso la fórmula que debía ser 

aplicada para la actualización de las remuneraciones a que se 

refiere el artículo 24, inciso a) de la ley 24.241, para 

aquellas que se devenguen a partir de la entrada en vigencia de 

dicha ley (artículo 2°, en su texto original, de la ley 26.417). 

Sin embargo, no fijó el índice que correspondía aplicar a las 

remuneraciones devengadas con anterioridad a la entrada en 

vigencia de la ley 26.417 (marzo de 2009). El legislador tampoco 

se reservó ninguna facultad, como sí lo había hecho en el 

artículo 7 inciso 2 de la ley 24.463. Es decir, con relación a 

las remuneraciones devengadas con anterioridad a marzo de 2009, 

el legislador mantuvo la obligación legal contenida en el 

artículo 24 inciso a) de la ley 24.241 de calcular el haber 

inicial sobre la base de remuneraciones actualizadas de los 

solicitantes pero no hizo uso de la facultad no privativa de 

fijar el índice que debía ser utilizado para dicha 

actualización. 

En virtud de que el legislador mantuvo la obligación 

legal de actualizar las remuneraciones pero no fijó por sí el 

índice de actualización ni tampoco se reservó la facultad de 



hacerlo, no puede sino concluirse que el Congreso de la Nación 

optó por dejar en poder de la Administración -que se encuentra 

constitucionalmente habilitada para hacerlo dado su competencia 

reglamentaria- la determinación del índice aplicable a la 

actualización de las remuneraciones anteriores a marzo de 2009. 

Ninguna otra alternativa es jurídicamente posible. 

El segundo párrafo del texto actual del inciso a) del 

artículo 24 de la ley 24.241 corrobora la conclusión anterior. 

En efecto, allí el Congreso facultó expresamente a "la 

Secretaría de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo, Empleo 

y Seguridad Social a dictar las normas reglamentarias que 

establecerán los procedimientos de cálculo del correspondiente 

promedio" (cfr. artículo 12 de la ley 26.417 que sustituyó el 

artículo 24 inciso a) de la ley 24.241). Como se desprende de la 

lectura de la norma citada, al sancionar este artículo, la 

voluntad del legislador ha sido, en primer lugar, que se realice 

el cálculo del haber inicial sobre la base de las remuneraciones 

históricas actualizadas y, en segundo lugar, que sea la 

Secretaría de Seguridad Social la autoridad reglamentaria que 

establezca los procedimientos de cálculo del correspondiente 

promedio. 

Por otro lado, de acuerdo con nuestra tradición 

constitucional, la potestad reglamentaria de la Administración 

la habilita a establecer condiciones, requisitos, limitaciones o 

distinciones y, en un modo genérico, a expedir todas las 

instrucciones y reglamentos que sean "necesarios para la 

ejecución de las leyes de la Nación". La única limitación 

constitucional existente en el artículo 99 inciso 2 de la 
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Constitución Nacional es la de "no alterar su espíritu con 

excepciones reglamentarias". 

En autos, la fijación de un índice de actualización 

de las remuneraciones constituye una acción imprescindible para 

realizar el cálculo actualizado de las remuneraciones ordenado 

por el legislador en el artículo 24 inciso a) de la ley 24.241 

para la fijación del haber inicial que, en modo alguno, altera 

el espíritu de la ley con excepciones reglamentarias. Es más, se 

trata de una condición sine qua non de dicha actualización. 

Efectivamente, para que la Secretaría de Seguridad Social fije 

el promedio de las remuneraciones actualizadas, tal como ello es 

ordenado por el artículo 24 inciso a) de la ley 24.241, es 

necesario no solo establecer el promedio de las remuneraciones 

de los diez años anteriores a la fecha de cesación en el 

servicio sino también proceder a la actualización de dichas 

remuneraciones, lo que la Secretaría de Seguridad Social 

únicamente puede hacer fijando y utilizando un índice de 

actualización. Lo contrario —es decir, suponer la incompetencia 

de la Administración para establecer el índice de actualización 

a ser usado— implicaría la imposibilidad de cumplir el mandato 

que el mismo Congreso le impone a la Administración de calcular 

el haber inicial sobre la base de las remuneraciones 

actualizadas. Una lectura semejante equivaldría a presumir la 

inconsecuencia o falta de previsión del legislador, en contra de 

la tradicional pauta interpretativa de esta Corte en Fallos: 

341:631, "Benoist"; 340:644, "Pirelli"; 338:488, "P.A.", entre 

muchos otros. 
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En suma, dado que de acuerdo con la Constitución la 

actualización de las remuneraciones no se trata de materia 

privativa del Congreso, que el Congreso no fijó ni se reservó 

para sí la facultad de realizar dicha actualización y que, 

además, ordenó que dicha actualización sea realizada, la 

Secretaría de Seguridad Social es la autoridad competente para 

fijar el índice a utilizar para actualizar las remuneraciones 

anteriores al mes de marzo de 2009 a los efectos del cálculo del 

nivel inicial de las prestaciones previsionales. 

12) En ejercicio de esa competencia, la Secretaría de 

la Seguridad Social dictó la resolución 1/2018 que ratificó el 

modo en que debe procederse para calcular el nivel inicial de 

las prestaciones con altas anteriores al 1°  de agosto de 2016: 

las remuneraciones de los diez años previos al cese han de ser 

actualizadas con el índice combinado que ya había sido previsto 

en las resoluciones de la Secretaría de Seguridad Social 6/2016 

y ANSES 56/2018 (es decir, un índice compuesto por las 

variaciones del INGR hasta el 31 de marzo de 1995, de la RIPTE 

hasta el 30 de junio de 2008, y desde allí por la movilidad 

general de la ley 26.417). 

Por otro lado, debe destacarse -pues también resuelve 

la cuestión planteada en autos- que la resolución Secretaría de 

Seguridad Social 6/2016 ya había aprobado los índices de 

actualización de todas las remuneraciones desde 1950 a 2016, tal 

como ello era ordenado por el artículo 24 inciso a) de la ley 

24.241, sin establecer ninguna restricción respecto de la fecha 

de adquisición de los beneficios previsionales ni la fecha de 

devengamiento de las remuneraciones a las que se aplicarían 
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dichos índices. Por su parte, la resolución ANSES 56/2018, en 

uso de las atribuciones conferidas a la ANSES por el artículo 36 

de la ley 24.241, aplicó los índices aprobados por la resolución 

de la Secretaría de Seguridad Social 6/2016 a los beneficios 

que, como el del actor, hubieran sido concedidos por la ANSES 

con altas anteriores al 10  de agosto de 2016, derogando 

implícitamente la resolución ANSES 140/1995 que, por su 

contenido, impedía la actualización de las remuneraciones 

posteriores al 31 de marzo de 1991. 

Finalmente, la ratificación efectuada por la 

Secretaría de Seguridad Social de las resoluciones Secretaría de 

Seguridad Social 6/2016 y ANSES 56/2018 está sustentada en las 

atribuciones otorgadas a ella por el decreto 174/2018 invocado 

en la motivación de la resolución 1/2018. En efecto, según dicho 

decreto, la ANSES es un organismo descentralizado dentro del 

Ministerio de Salud y Desarrollo Social y la Secretaría de 

Seguridad Social tiene a su cargo supervisar su accionar. En 

ejercicio de estas facultades de supervisión, la Secretaría de 

Seguridad Social, al dictar la resolución ratificatoria 1/2018, 

ha declarado que el accionar de la ANSES, en cuanto aplicó 

-mediante el dictado de la resolución ANSES 56/2018- los índices 

aprobados por la resolución Secretaría de Seguridad Social 

6/2016 al período debatido en autos, se encuentra en conformidad 

con las facultades legalmente conferidas. 

13) Examinada la cuestión de la validez formal de las 

resoluciones que fijaron el índice de actualización para el 

período debatido, corresponde que esta Corte se pronuncie sobre 

la segunda cuestión de la que depende la resolución del presente 
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caso, esto es, si se encuentra vulnerado algún derecho o 

garantía contenido en nuestra Constitución Nacional. 

14) Conviene examinar, en ese marco, las objeciones 

que el actor plantea. La primera sostiene que la resolución 

56/2018 importa la inclusión forzosa en el Programa Nacional de 

Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados establecido 

por ley 27.260. 

Dicha objeción no puede admitirse. La pretensión de 

que las remuneraciones del actor se actualicen conforme el INGR 

hasta el 31 de marzo de 1995, el RIPTE entre el 10  de abril de 

1995 y el 30 de junio de 2008 y, luego, según las variaciones 

equivalentes a las movilidades establecidas por la ley 26.417, 

no encuentra fundamento actualmente en la ley 27.260 sino en la 

resolución Secretaría de Seguridad Social 6/2016 y en la 

resolución ANSES 56/2018, ratificadas por la resolución 

Secretaría de Seguridad Social 1/2018. Por lo demás, aun cuando 

la fórmula para la actualización de las remuneraciones 

computables sea igual en la resolución 56/2018, en las 

resoluciones de la Secretaría de Seguridad Social 6/2016 y 

1/2018 y en el Programa de Reparación Histórica, la resolución 

ANSES 56/2018 solo regula la cuestión relativa al índice 

aplicable a la actualización de las remuneraciones para la 

determinación del haber inicial. De este modo, la aplicación de 

dicha resolución no implica un desistimiento de los restantes 

reclamos realizados por el actor en relación con el reajuste de 

su haber jubilatorio -otras impugnaciones al cálculo del nivel 

inicial, movilidad, topes, etc.- ni afecta al período de pago de 

las diferencias que pudieran corresponder. 

1 
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Por otra parte, no es verdad que —como pretende 

el actor— la resolución ANSES 56/2018 haya afectado derechos 

adquiridos. 

En efecto, el actor adquirió su estatus de jubilado 

encontrándose vigente la resolución ANSES 140/1995, que ordenaba 

la aplicación del ISBIC únicamente hasta el 31 de marzo de 1991. 

Como se sostuvo precedentemente en el considerando 8°, ni al 

momento de su jubilación ni tampoco después hubo una norma que 

reconociera al actor el derecho a que sus remuneraciones sean 

actualizadas, con posterioridad al 31 de marzo de 1991, conforme 

al ISBIC. El actor tampoco cuenta con una sentencia judicial 

firme que le reconozca ese derecho. Es claro, en consecuencia, 

que el actor no tiene ningún derecho adquirido a la aplicación 

del ISBIC. 

Más aun, las resoluciones de la Secretaría de 

Seguridad Social 6/2016 y ANSES 56/2018 ratificadas por la 

resolución de la Secretaría de Seguridad Social 1/2018 

introducen una significativa mejora en lo que se refiere a los 

derechos que asisten al demandante respecto de la reglamentación 

vigente al momento del cese cuya impugnación dio origen a esta 

causa (resolución ANSES 140/1995) ya que garantizan la concesión 

de beneficios determinados sobre la base de remuneraciones 

actualizadas por un índice determinado, derecho del que antes 

carecía. 

Los reparos del actor en relación con la 

metodología empleada por el índice RIPTE para medir las 

variaciones no pueden ser atendidos porque no se ha acreditado 



-ni denunciado- la existencia de errores en la confección del 

indicador. Tampoco se ha ponderado, con el rigor técnico 

indispensable, la incidencia que podrían tener las 

características observadas sobre los resultados obtenidos. 

Cualquier análisis sobre la razonabilidad del índice elegido por 

la autoridad competente exige contar con información técnica que 

excede ampliamente la que ha sido aportada al proceso. 

La crítica a la utilización de cierto índice no puede 

basarse en el mero hecho de que otro índice arroja un resultado 

más beneficioso. Una regulación dictada por las autoridades 

competentes destinada a establecer cómo se debe calcular el 

haber de nuestros jubilados y pensionados no es inconstitucional 

por el mero hecho de no arrojar el haber más elevado posible. Si 

así fuera, ninguna regulación podría superar un examen de 

constitucionalidad pues siempre hay maneras de fijar las 

actualizaciones de las remuneraciones de modo que den montos 

superiores. 

17) Lo señalado evidencia que el actor debería haber 

comprobado -para que pudiera considerarse que ha sufrido un 

perjuicio concreto, efectivo y actual- que el índice combinado 

previsto en la resolución de la Secretaría de Seguridad Social 

6/2016 y la resolución ANSES 56/2018 ratificado por la 

resolución de la Secretaría de Seguridad Social 1/2018 no cumple 

adecuadamente su función de expresar las remuneraciones 

históricas a valores presentes al momento del cese a los efectos 

del cálculo del haber inicial. Al haberse omitido todo intento 

de demostración de esa circunstancia, sus objeciones no 
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justifican la declaración de inconstitucionalidad que se 

pretende. 

En conclusión, la fijación del índice de 

actualización de las remuneraciones devengadas con anterioridad 

a marzo de 2009 para el cálculo del nivel inicial de las 

prestaciones con altas anteriores al 1°  de agosto de 2016 ha 

sido una decisión válida de la Administración, en ejercicio de 

las atribuciones reconocidas por la ley 24.241 y la Constitución 

Nacional. Por lo demás, no se ha acreditado que esa decisión 

haya desconocido los derechos que la Constitución garantiza al 

señor Blanco. 

Es innegable que, a lo largo de nuestra historia, 

la situación de los jubilados y pensionados ha sido afectada por 

el dictado de normas legales y sublegales cambiantes, poco 

claras y, lo que es más importante, en muchas ocasiones dichas 

normas han perjudicado muy severamente los derechos de quienes 

merecen una jubilación digna en los últimos años de su vida. Se 

trata de una larga historia de postergaciones que un país tiene 

que esforzarse por remediar pues una comunidad que se precie de 

ser tal debe ocuparse primero de los que se encuentran más 

necesitados. 

De todos modos, el compromiso que una sociedad debe 

tener con quienes, con su trabajo, han contribuido a producir 

los bienes que todos disfrutamos, no puede autorizar a esta 

Corte a alterar nuestro régimen de gobierno sustituyendo al 

Congreso de la Nación que ha habilitado a la Administración a 

dictar la reglamentación necesaria para actualizar las 
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remuneraciones. Hacerlo implicaría ignorar que otros poderes del 

Estado han válidamente ejercido las atribuciones conferidas por 

la Constitución y las leyes aplicables. Como ha sostenido este 

Tribunal "la esencia de nuestro sistema de gobierno radica en la 

limitación de los poderes de los distintos órganos y en la 

supremacía de la Constitución. Ningún departamento del Gobierno 

puede ejercer lícitamente otras facultades que las que le han 

sido acordadas" (Fallos: 316:2940, "Nicosia"; 322:1616, "Fayt"; 

330:2222, "Binotti"; 330:3160, "Bussi"; 331:549, "Patti"). Nunca 

debemos olvidar que, interpretando el artículo 14 bis de la 

Constitución Nacional que concede el derecho a jubilaciones y 

pensiones móviles, esta Corte ha dicho con sabiduría que "la 

misión más delicada de la Justicia es la de saberse mantener 

dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las 

funciones que incumben a los otros poderes ni suplir las 

decisiones que deben adoptar para solucionar el problema y dar 

acabado cumplimiento a las disposiciones del artículo 14 bis de 

la Constitución Nacional" (Fallos: 329:3089, "Badaro I", 

considerando 18). 

Nuevamente, nada de lo dicho en este pronunciamiento 

importa desconocer la vulnerabilidad y postergación de la que 

han sido objeto nuestros adultos mayores en las últimas décadas 

ni ignorar o permanecer insensible frente a las dificultades 

económicas que muchos de ellos deben enfrentar en su vida 

cotidiana. La presente decisión tampoco implica en modo alguno 

fijar un límite al reconocimiento de derechos que el Congreso 

puede decidir adoptar. Por el contrario, se ancla en la 

convicción de que el primer deber de un juez es ser respetuoso 
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del derecho, lo que en este caso exige ser respetuoso de la 

división de poderes como principio fundamental de nuestro 

sistema de gobierno que impide a los jueces menoscabar las 

facultades de los demás poderes del Estado (Fallos: 155:248, 

"Bonevo"; COM 8283/2006/34/CS1 "Asociación Francesa Filantrópica 

y de Beneficencia s/ quiebra s/ incidente de verificación de 

crédito por L.A.R. y otros", sentencia de 6 de noviembre de 

2018, entre muchos'otros). Más allá de que a todo argentino de 

buena voluntad le gustaría mejorar los beneficios de los 

jubilados y pensionados, habiendo las autoridades competentes 

fijado el índice de actualización de las remuneraciones sin que 

se haya acreditado la existencia de agravio constitucional 

alguno, este Tribunal se encuentra constitucionalmente 

imposibilitado de elegir a su discreción qué índice (ISBIC, 

RIPTE o cualquier otro) es aplicable a esta controversia sobre 

la base de los beneficios económicos que arroja. 

Por ello, el Tribunal resuelve: declarar formalmente 

procedente el recurso extraordinario deducido por la demandada y 

revocar parcialmente la sentencia apelada en lo relacionado con 

la redeterminación del haber inicial, cuyo cálculo deberá 

realizarse de acuerdo con las disposiciones de las resoluciones 

Secretaría de Seguridad Social 6/2016 y ANSES 56/2018 

ratificadas por la resolución Secretaría de Seguridad Social 

1/2018. Notifíquese y, oportunamente, devuélvase. 



Recurso extraordinario interpuesto por la ANSeS, demandada en autos, 
representada por la Dra. Gabriela Laura De Santis. 

Traslado contestado por Lucio Orlando Blanco, actor en autos, representado por 
el Dr. Gabriel Greizerstein. 

Tribunal de origen: Sala II de la Cámara Federal de la Seguridad Social. 

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado Federal de Primera Instancia 
de la Seguridad Social n°  4. 
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/ García,IMaría Isabel c/ AFIP s/ acción meramente 
' declarativa de inconstitucionalidad. 

Vistos los autos: "García, María Isabel c/ AFIP s/ acción 

meramente declarativa de inconstitucionalidad". 

Considerando: 

1°) Que la Cámara Federal de Paraná confirmó la 

sentencia del juez de primera instancia que hizo lugar a la 

demanda y, en consecuencia, declaró la inconstitucionalidad del 

art. 79, inc. c), de la Ley de Impuesto a las Ganancias 20.628. 

En mérito a ello, ordenó a la demandada que procediera a 

reintegrar a la actora, desde el momento de la interposición de 

la demanda y hasta su efectivo pago, los montos que se le 

hubieren retenido por aplicación de la normativa descalificada. 

Asimismo, dispuso que cesara para el futuro la aplicación del 

tributo con relación a sus haberes previsionales. 

2°) Que para decidir en el sentido indicado, el a quo 

remitió a los fundamentos expresados en un precedente de ese 

mismo tribunal, fallado el 29 de abril de 2015 (FPA 

21005389/2013/CA1 "Cuesta, Jorge Antonio c/ AFIP s/ acción de 

inconstitucionalidad (sumarísimo)"). En esa oportunidad, la 

cámara señaló que resultaba contrario al principio 

constitucional de integralidad del haber previsional su 

reducción por vías impositivas y que, al abonar el impuesto a 

las ganancias durante la actividad laboral, existía una evidente 

doble imposición si se gravaba -con ese mismo tributo- el 

posterior haber previsional. Añadió que la naturaleza integral 

del beneficio fue reconocida por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos en el caso "Cinco Pensionistas vs. Perú", 



sentencia del 28 de febrero de 2003, en la que se expuso que 

"los derechos económicos, sociales y culturales tienen una 

dimensión tanto individual como colectiva. Su desarrollo 

progresivo, sobre el cual ya se ha pronunciado el Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones 

Unidas, se debe medir, en el criterio de este Tribunal, en 

función de la creciente cobertura de los derechos económicos, 

sociales, y culturales en general, y del derecho a la seguridad 

social y a la pensión en particular, sobre el conjunto de la 

población, teniendo presentes los imperativos de la equidad 

Afirmó que la interpretación y aplicación de las 

leyes previsionales debe hacerse de forma tal que no conduzcan a 

negar los fines superiores que ellas persiguen, armonizándose 

con el conjunto del ordenamiento jurídico. En consecuencia, 

entendió que el art. 79, inc. c), de la ley 20.628 resultaba 

inconstitucional pues afectaba los arts. 14 bis, 16, 17, 31, 75 

inc. 22 y conc. de la Constitución Nacional, el art. 26 de la 

Convención Americana, XVI de la Declaración Americana de 

Derechos y Deberes del Hombre y el art. 9 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

Finalmente, sostuvo que la jubilación no es una ganancia, sino 

un débito que tiene la sociedad con el jubilado que le permite 

gozar de un beneficio cuando la capacidad laborativa disminuye o 

desaparece. A partir de ello concluyó que, al ser el haber 

previsional una suma de dinero que se ajusta al parámetro de 

integralidad, no puede ser pasible de ningún tipo de imposición 

tributaria. 
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30) Que contra lo así resuelto, la Administración 

Federal de Ingresos Públicos interpuso recurso extraordinario 

que fue denegado en lo relativo a las invocadas causales de 

arbitrariedad y de gravedad institucional, y concedido en cuanto 

a que la sentencia interpretó normas de carácter federal. Ante 

ello, el Fisco dedujo un recurso de queja respecto de la 

mencionada denegación. 

40) Que el recurso extraordinario es formalmente 

procedente toda vez que se ha cuestionado la validez de normas 

federales (arts. 1°, 2°  y 79, inc. c, de la ley 20.628), bajo la 

pretensión de ser repugnantes a la Constitución Nacional y el 

fallo definitivo del superior tribunal de la causa ha declarado 

su inconstitucionalidad (art. 14, inc. 1°, ley 48). En cuanto a 

los agravios contenidos en el recurso de hecho relativos a la 

arbitrariedad de la sentencia apelada deben ser tratados 

conjuntamente, por estar indisolublemente ligados a los puntos 

de derecho federal stricto sensu controvertidos en el recurso 

extraordinario concedido (Fallos: 324:4307). 

Asimismo, cabe recordar que cuando se encuentra en 

discusión la inteligencia que cabe asignar a normas de 

naturaleza federal, la Corte no se halla limitada por los 

argumentos del a quo o las posiciones de las partes, sino que le 

incumbe formular una declaración sobre el punto disputado según 

la interpretación que rectamente le otorgue (Fallos: 307:1457; 

308:647; 	311:2688; 	312:2254; 	314:529; 	323:1491; 	329:4628; 

330:2416; 331:1369, entre otros). 
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50) Que la ley 20.628 de Impuesto a las Ganancias 

(t.o. por decreto 649/97), dispone que "[t]odas las ganancias 

obtenidas por personas humanas, jurídicas o demás sujetos 

indicados en esta ley, quedan alcanzados por el impuesto de 

emergencia previsto en esta norma" (art. 1°, ley 27.430). A su 

turno, el art. 2°, en lo pertinente, prevé que "a los efectos de 

esta ley son ganancias, sin perjuicio de lo dispuesto 

especialmente en •cada categoría y aun cuando no se indiquen en 

ellas: 1) Los rendimientos, rentas o enriquecimientos 

susceptibles de una periodicidad que implique la permanencia de 

la fuente que los produce y su habilitación". 

Concordemente, en el Título II, Capítulo IV, se 

enumeran las Ganancias de la Cuarta Categoría, esto es, la 

"Renta del Trabajo Personal" (denominación sustituida por la de 

"Ingresos del Trabajo Personal en Relación de Dependencia y 

Otras Rentas" en la reciente redacción 

B.O. 27 de diciembre de 2016) y en el 

entre otras, 

dada por la ley 27.346, 

art. 79 se dispone que, 

categoría las constituyen "...ganancias de cuarta 

provenientes: (...) c) De las jubilaciones, pensiones, retiros o 

subsidios de cualquier especie en cuanto tengan su origen en el 

trabajo personal [y en la medida que hayan estado sujeto al pago 

del impuesto] y de los consejeros de las sociedades 

cooperativas" (la expresión comprendida entre corchetes 

corresponde al agregado incorporado por la ley 27.346). 

En consecuencia, la cuestión federal planteada por la 

Administración Federal de Ingresos Públicos radica en determinar 

la validez constitucional de las disposiciones de la ley 20.628 

que gravan con el impuesto a las ganancias a las rentas 
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provenientes de las jubilaciones, pensiones, retiros o subsidios 

de cualquier especie en cuanto tengan su origen en el trabajo 

personal (art. 79, inc. c). 

60) Que corresponde inicialmente dejar en claro que 

el acierto o error, el mérito o la conveniencia de las 

soluciones legislativas no son puntos sobre los que al Poder 

Judicial le quepa pronunciarse. Solo los casos que trascienden 

ese ámbito de apreciación para internarse en el campo de lo 

irrazonable, inicuo o arbitrario, habilitan la intervención de 

los jueces (conf. causas "Bayer S.A." -Fallos: 340:1480- y CSJ 

114/2014 (50-H)/CS1 "Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia 

del s/ acción declarativa de certeza", fallada el 31 de octubre 

de 2017). 

Conforme al principio de división de poderes y lo 

reglado por los arts. 40, 17 y 75 de la Constitución Nacional, 

es el Congreso quien tiene la atribución de elegir los objetos 

imponibles, determinar las finalidades de percepción y disponer 

los modos de valuación de los bienes o cosas sometidos a 

gravamen, siempre que -en tal labor- no se infrinjan preceptos 

constitucionales (Fallos: 314:1293; 332:1571; entre otros). 

Sentado ello, la cuestión litigiosa involucra, por un 

lado, la legítima atribución estatal de crear tributos y, por el 

otro, el goce de derechos de la seguridad social en condiciones 

de igualdad entre los beneficiarios contribuyentes. 

7°) Que, en el caso de los beneficiarios de 

prestaciones de la seguridad social, comprensivo de los 

jubilados, pensionados, retirados o subsidiados de cualquier 
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especie siempre que su status se origine en el trabajo personal, 

el legislador ha asumido que se trata de un colectivo uniforme 

al que diferencia de otra categoría, la de trabajador activo, a 

la que aplica, a partir del dictado de la ley 27.346, una escala 

de deducciones más gravosa. Tal proceder conlleva un 

reconocimiento de la distinta naturaleza de la renta sujeta a 

tributo, esto es el salario y la prestación previsional, 

otorgando mayor tutela a esta última. 

8°) Que sin perjuicio del tratamiento diferenciado 

que ha realizado el legislador respecto del colectivo de los 

beneficiarios de prestaciones de la seguridad social, en 

relación al colectivo de los trabajadores activos, corresponde 

preguntarse si todos aquellos se encuentran en las mismas 

circunstancias -como para recibir un tratamiento fiscal 

igualitario- o si existen condiciones especiales, basadas en un 

estado de mayor vulnerabilidad (producto de la avanzada edad u 

otras situaciones particulares como la discapacidad) que 

permitirían distinguir algunos jubilados, pensionados, retirados 

o subsidiados de otros. 

A tal efecto, resulta dirimente definir en la causa 

los alcances de los principios de igualdad y de razonabilidad en 

materia tributaria, límites constitucionales a la potestad 

estatal. 

9°) Que esta Corte ha dicho que la garantía de 

igualdad ante la ley radica en consagrar un trato legal 

igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de 

circunstancias 
	

(Fallos: 	16:118; 	95:327; 	117:22; 	124:122; 
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126:280; 137:105; 138:313; 151:359; 182:355; 199:268; 270:374; 

286:97; 300:1084, entre muchos otros), lo que no impide que el 

legislador contemple de manera distinta situaciones que 

considere diferentes, en la medida en que dichas distinciones no 

se formulen con criterios arbitrarios, de indebido favor o 

disfavor, privilegio o inferioridad personal o clase, ni 

importen ilegítima persecución de personas o grupos de ellas 

(Fallos: 115:111; 123:106; 127:167; 182:398; 236:168; 273:228; 

295:455; 306:1560; 318:1256). 

10) Que, en materia impositiva, el principio de 

igualdad no solo exige la creación de categorías tributarias 

razonables (Fallos: 150:189; 160:247) sino que también prohíbe 

la posibilidad de unificar las consecuencias tributarias para 

situaciones que en la realidad son distintas (Fallos: 149:417; 

154:337; 156:352; 195:270; 184:592; 209:431; 210:322; 234:568). 

En efecto, desde el punto de vista constitucional, hacer 

prevalecer el principio de igualdad supone reconocer que es tan 

injusto gravar en distinta forma a quienes tienen iguales medios 

como imponer la misma contribución a quienes están en desigual 

situación. 

La cláusula constitucional del art. 16 deriva a la 

prudencia y sabiduría del Poder Legislativo una amplia libertad 

para ordenar, agrupar, distinguir y clasificar los objetos de la 

legislación; no obstante, el establecimiento de categorías para 

la percepción de los impuestos debe ser estrictamente compatible 

con el principio de igualdad, no solo a condición de que todos 

los que sean colocados en una clase o categoría reciban el mismo 

tratamiento (Fallos: 98:67; 320:1166), sino también -y es lo 
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esencial- que la clasificación misma tenga razón de ser, esto es 

que corresponda razonablemente a distinciones reales (conf. 

argumentos de las causas "Bayer S.A." y "Harriet y Donnelly S.A. 

c/ Chaco, Provincia del", ya citadas). 

11) Que no pueden caber dudas acerca de la naturaleza 

eminentemente social del reclamo efectuado por la actora, 

afirmación que encuentra amplísimo justificativo en el 

reconocimiento de los derechos de la ancianidad receptados por 

la Constitución Nacional y examinados por la jurisprudencia de 

esta Corte Suprema. 

En 	efecto, 	la 	Argentina 	otorgó 	jerarquía 

constitucional a los derechos sociales al reformar su 

Constitución Federal en 1949. A su vez, la Constitución 

reformada en 1957 se hizo eco de estas conquistas sociales al 

acuñar las normas que en el art. 14 bis establecen los derechos 

de la seguridad social en nuestro país. La idea fundamental que 

emerge de este texto -al establecer que el Estado otorgará los 

beneficios de la seguridad social que tendrá carácter de 

integral e irrenunciable- es la de procurar a los trabajadores 

los medios para atender a sus necesidades cuando en razón de su 

avanzada edad evidencien una disminución de su capacidad de 

ganancia. 

En este orden de ideas, en sintonía con los conceptos 

que inspiran el constitucionalismo social, hace ya casi cuarenta 

años, esta Corte Suprema destacó en el precedente "Beraitz" que 

es "de equidad y aún de justicia apartarse del rigor del 

derecho" cuando resultan involucrados los sectores sociales más 
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necesitados (Fallos: 289:430). Desde esta perspectiva 

preferentemente social, no pueden caber dudas entonces que la 

incorporación de los derechos de la seguridad social al catálogo 

de los derechos del trabajador en la Constitución Federal apunta 

a dignificar la vida de los trabajadores para protegerlos en la 

incapacidad y en la vejez. 

12) Que la reforma constitucional introducida en 1994 

dio un nuevo impulso al desarrollo del principio de igualdad 

sustancial para el logro de una tutela efectiva de colectivos de 

personas en situación de vulnerabilidad, estableciendo "medidas 

de acción positiva" -traducidas tanto en "discriminaciones 

inversas" cuanto en la asignación de "cuotas benignas"- en 

beneficio de ellas. Es que, como se ha dicho, "en determinadas 

circunstancias, que con suficiencia aprueben el test de 

razonabilidad, resulta constitucional favorecer a determinadas 

personas de ciertos grupos sociales en mayor proporción que a 

otras, si mediante esa 'discriminación' se procura compensar y 

equilibrar la marginación o el relegamiento desigualitarios que 

recaen sobre aquellas (...) se denomina precisamente 

discriminación inversa porque tiende a superar la desigualdad 

discriminatoria del sector perjudicado..." (Bidart Campos, Germán, 

"Tratado elemental de derecho constitucional Argentino", 2000-

2001, Editorial Ediar, Buenos Aires, Tomo I B, pág. 80). 

La citada reforma introdujo "discriminaciones 

inversas" y "cuotas benignas" en materias muy variadas, tales 

como la representación política de las mujeres (art. 37 y 

cláusula transitoria segunda), la identidad cultural y el 

arraigo territorial de las comunidades originarias (art. 75, 

-9- 



inc. 17) y, de modo especial, con los niños en situación de 

desamparo -desde el embarazo hasta la finalización del período 

de enseñanza elemental-, las madres durante el embarazo y el 

tiempo de lactancia, los ancianos y las personas con 

discapacidad. Sobre ellos la Norma Fundamental argentina 

encomienda al Congreso de la Nación "Legislar y promover medidas 

de acción positiva que garanticen la igualdad real de 

oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los 

derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados 

internacionales vigentes sobre derechos humanos_" (art. 75, inc. 

23). 

13) Que el envejecimiento y la discapacidad -los 

motivos más comunes por las que se accede al status de jubilado-

son causas predisponentes o determinantes de vulnerabilidad, 

circunstancia que normalmente obliga a los concernidos a contar 

con mayores recursos para no ver comprometida seriamente su 

existencia y/o calidad de vida y el consecuente ejercicio de sus 

derechos fundamentales. 

Por ello, las circunstancias y condicionantes de esta 

etapa del ciclo vital han sido motivo de regulación 

internacional, generando instrumentos jurídicos específicos de 

relevancia para la causa que se analiza. 

En la Primera Asamblea Mundial sobre el 

Envejecimiento de 1982 (convocada por la Asamblea General de 

Naciones Unidas), se elaboró el Plan de Acción Internacional de 

Viena sobre el Envejecimiento, con 62 puntos, promoviendo 

acciones específicas en temas tales como la salud y la 
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nutrición, la protección de los consumidores de mayor edad, la 

vivienda y el medio ambiente, la familia y él bienestar social, 

entre otros. Expresamente se incluyó la seguridad de los 

ingresos. 

En la Segunda Asamblea Mundial sobre el 

Envejecimiento, celebrada en Madrid, España, en 2002, se adoptó 

la Declaración Política y el Plan de Acción Internacional sobre 

el Envejecimiento. Ello dio lugar a la Resolución del Parlamento 

Europeo sobre el Envejecimiento que, en lo que orientativamente 

aquí interesa, consideró necesario un cambio de actitud a 

efectos de lograr una sociedad para todas las edades, 

distinguiendo entre quienes pertenecen a la tercera edad, llevan 

vidas saludables, activas e independientes y participan 

plenamente del ámbito en el que viven y quienes pertenecen a la 

cuarta edad, cuya independencia y salud son más delicadas y 

merecen atención y cuidados específicos con el fin de que puedan 

vivir dignamente (conf. inciso F de la mencionada resolución). 

Especial mención merece la participación y compromiso 

de nuestro país con la problemática en el ámbito internacional. 

En el contexto de la Asamblea General de Naciones Unidas, la 

Argentina ha presidido el Grupo de Trabajo de composición 

abierta sobre Envejecimiento, establecido por la Resolución 

65/182 (21 de diciembre de 2010) •con la misión de aumentar la 

protección de los derechos humanos de las personas adultas 

mayores, examinando el marco internacional en vigor en materia 

de derechos humanos de las personas de edad y determinando 

posibles deficiencias y la mejor forma de corregirlas. Idénticas 

iniciativas se verifican en el ámbito regional y del Mercosur. 
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14) Que el Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales (documento que goza de 

jerarquía constitucional conforme al art. 75 inc. 22 de la Norma 

Fundamental), establece el derecho a la seguridad social, 

disponiendo que toda persona debe gozar de "la seguridad social 

que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la 

incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para 

obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa..." (art. 

9 del Protocolo Adicional; el énfasis es agregado). A tales 

efectos, el Protocolo dispone la obligación de los Estados 

Partes de adoptar todas las medidas necesarias, hasta el máximo 

de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de 

desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad 

con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos 

que se reconocen en el documento (art. 1°). 

A su turno, la Convención Interamericana sobre la 

Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores 

(CIPDHPM), adoptada por la Organización de Estados Americanos 

durante la 45' Asamblea General de la OEA, el 15 de junio de 

2015, e incorporada a nuestro ordenamiento jurídico mediante ley 

27.360 (en vigor desde el 22 de noviembre de 2017), consagra el 

compromiso de los Estados Partes para adoptar y fortalecer 

"todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, 

presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado 

acceso a la justicia a fin de garantizar a la persona mayor un 

trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos" (el 

énfasis es agregado), así como también las medidas necesarias a 
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fin de lograr, progresivamente, la plena efectividad de los 

derechos económicos. Contempla, asimismo, el derecho que tiene 

toda persona mayor a la seguridad social que la proteja para 

llevar una vida digna (arts. 40, incs. c y d, y 17). Este 

instrumento hace hincapié en el "enfoque diferencial para el 

goce efectivo de los derechos de la persona mayor" (el énfasis 

es agregado) como uno de los principios generales aplicables 

respecto de los derechos reconocidos en la Convención (art. 30 , 

punto 1). 

15) Que de lo anteriormente reseñado se desprende 

que, a partir de la reforma constitucional de 1994, cobra 

especial énfasis el deber del legislador de estipular respuestas 

especiales y diferenciadas para los sectores vulnerables, con el 

objeto de asegurarles el goce pleno y efectivo de todos sus 

derechos. 

Dicho imperativo constitucional resulta transversal a 

todo el ordenamiento jurídico, proyectándose concretamente a la 

materia tributaria, ya que no es dable postular que el Estado 

actúe con una mirada humanista en ámbitos carentes de contenido 

económico inmediato (libertades de expresión, ambulatoria o 

tránsito, etc.) y sea insensible al momento de definir su 

política fiscal. Es que, en definitiva, el sistema tributario no 

puede desentenderse del resto del ordenamiento jurídico y operar 

como un compartimento estanco, destinado a ser autosuficiente "a 

cualquier precio", pues ello lo dejaría al margen de las mandas 

constitucionales. 



16) Que el control judicial del cumplimiento de este 

imperativo constitucional no implica desconocer el principio de 

división de poderes, ni el origen representativo del tributo, 

toda vez que "...la falta de causa en la ley no es óbice para que 

se examine, por vía 'jurisdiccional' principalmente, la 

existencia de una causa legítima en todo impuesto o contribución 

establecido por la ley. Pero para eso es preciso diferenciar 

siempre el criterio político del objeto del 'control 

jurisdiccional' (...) Todos los principios y preceptos expresos o 

implícitos de la Constitución evidencian que el sistema legal 

impositivo no deriva solamente de la ley, sino que toda 

contribución tiene su 'causa constitucional'. No basta, pues, 

decir que el pago del impuesto es definitivo o incontestable 

porque el Estado al ejercer el poder impositivo procede como 

poder público, o como poder político soberano, ya que sin el 

pago del impuesto el Estado no podría subsistir. Esto último, 

es, sin duda, cierto en cualquier régimen. Pero lo que debe 

diferenciarse, según el régimen político, es el impuesto 

constitucional 	-es 	decir, 	jurídico- 	del 	impuesto 

inconstitucional -es decir, antijurídico-. En los gobiernos 

absolutos no hay por qué examinar la causa. El monarca es el 

legislador máximo: 'quid principi placuit, legis habet vigorem'. 

Pero en los gobiernos constitucionales la solución es bien 

distinta: los poderes deben obrar 'en la órbita de su 

competencia y de acuerdo con la Constitución', que es la ley 

suprema. Las Constituciones de los estados constitucionales por 

antonomasia, además de las reglas que limitan la competencia de 

los poderes, contienen normas establecidas en defensa de los 

administrados y contribuyentes; esas normas constituyen 
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garantías de orden jurídico" (Bielsa, Rafael, La noción de causa 

con particular referencia al derecho financiero, Anuario del 

Instituto de Derecho Público, N°  1, Rosario, 1938, ps. 154/155). 

En esa inteligencia, "en toda contribución especialmente 

impuesta 'puede haber' una razón política superior y 'debe 

haber' una razón jurídica (causa jurídica). La primera escapa al 

control de legitimidad (lato sensu de constitucionalidad), a 

menos que lesione una garantía constitucional. Entonces el 

control jurisdiccional surge y se coloca sobre la propia 

discrecionalidad política" (Bielsa, ídem, p. 156). 

17) Que lo expuesto pone en evidencia que la sola 

capacidad contributiva como parámetro para el establecimiento de 

tributos a los jubilados, pensionados, retirados o subsidiados, 

resulta insuficiente si no se pondera la vulnerabilidad vital 

del colectivo concernido. La falta de consideración de esta 

circunstancia como pauta de diferenciación tributaria supone 

igualar a los vulnerables con quienes no lo son, desconociendo 

la incidencia económica que la carga fiscal genera en la 

formulación del presupuesto de gastos que la fragilidad irroga, 

colocando al colectivo considerado en una situación de notoria e 

injusta desventaja. 

En esas condiciones el estándar de revisión judicial 

históricamente adoptado por esta Corte, según el cual los 

términos cuantitativos de la pretensión fiscal solo deben ser 

invalidados en caso de confiscación, no permite dar una adecuada 

respuesta a la protección constitucional de contribuyentes como 

los anteriormente descriptos. Ello no supone desterrar el 

criterio de la "no confiscatoriedad" del tributo como pauta para 
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evaluar la adecuación cuantitativa de un gravamen a la 

Constitución Nacional, sino advertir que tal examen de validez, 

centrado exclusivamente en la capacidad contributiva potencial 

del contribuyente, ignora otras variables necesarias, fijadas 

por el propio texto constitucional, para tutelar a quienes se 

encuentran en tan excepcional situación. 

18) Que, en ese orden argumentativo, el análisis 

integral de la capacidad contributiva implica que la 

equiparación de un jubilado en condiciones de mayor 

vulnerabilidad con otro que no se encuentra en esa situación, 

pasa por alto el hecho evidente de que el mismo ingreso no 

impactará de igual manera en un caso que en otro, insumiendo más 

gastos en el primero que en el segundo. Dicho de otro modo: la 

misma capacidad económica -convertida sin más por el legislador 

en capacidad contributiva- está destinada a rendir en ambos 

casos de manera diferente, desigualando en la realidad lo que el 

legislador igualó. 

Se advierte entonces que la estructura tipificada por 

el legislador (hecho imponible, deducciones, base imponible y 

alícuota) termina por subcategorizar mediante un criterio 

estrictamente patrimonial (fijando un mínimo no imponible) a un 

universo de contribuyentes que, de acuerdo a una realidad que la 

Constitución obliga a considerar, se presenta heterogéneo. La 

opción legislativa elaborada originariamente en un contexto 

histórico diferente, con un marco constitucional previo a la 

última reforma de la Norma Fundamental, y reiterada casi 

automáticamente a través de los años ha devenido, pues, 
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insuficiente y -en el específico caso bajo examen- contraria al 

mandato constitucional. 

19) Que en el caso bajo examen ha quedado comprobado 

que: a) la actora contaba en 2015, al deducir la demanda, con 79 

años de edad (fs. 6); b) padecía problemas de salud que no 

fueron controvertidos (fs. 56/56 vta.); y c) los descuentos 

realizados en su beneficio jubilatorio oscilaron en el período 

marzo a mayo de 2015 entre el 29,33% y el 31,94%, (fs. 41), y 

fueron reconocidos por la propia demandada. 

Tales circunstancias, comprobadas en la causa, 

convierten a la tipología originaria del legislador, carente de 

matices, en una manifestación estatal incoherente e irrazonable, 

violatoria de la Constitución Nacional. 

Es probable que la falta de percepción fina respecto 

de la subcategorización de los jubilados, incorporando los 

elementos relevantes de la vulnerabilidad a la capacidad 

económica inicial, se explique por la reiteración de un standard 

patrimonial escogido varias décadas atrás en las que era 

tecnológicamente imposible distinguir -dentro del universo 

rotulado como "jubilados"- entre quienes son vulnerables en 

mayor o menor medida. Hoy esta diferenciación puede extraerse 

-cuanto menos en sus trazos más notorios, que es lo que busca el 

legislador- a partir de la propia información registral en poder 

del Estado. Bastaría con cruzar los datos de los departamentos 

previsionales y asistenciales estatales competentes para generar 

subclasificaciones que conformaran estándares impregnados de 

justicia y simplificaran la tarea revisora de los tribunales. 
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Que debe quedar en claro que no se pretende desde 

el Poder Judicial establecer, a los efectos del pago del 

impuesto a las ganancias, cuál debe ser la capacidad 

contributiva de cada jubilado en concreto, pues ello equivaldría 

-desde el punto de vista lógico- a consagrar la insensatez de 

promover tantas categorías como beneficiarios existan en el 

sistema, y -desde el punto de vista jurídico- asumir una tarea 

propia del legislador, violentando el principio republicano de 

la división de poderes. Lo que se pretende, ejerciendo 

competencias que son propias, es analizar -cuando un caso llega 

a la decisión del poder encargado de resolver- si en la causa el 

standard genérico utilizado por el legislador cumple 

razonablemente con los principios constitucionales o si, por el 

contrario, 	su 	aplicación 	concreta 	vulnera 	derechos 

fundamentales. En tal hipótesis, lo que corresponde hacer a la 

magistratura es declarar la incompatibilidad de la norma con la 

Constitución en el caso concreto, sin perjuicio de poner en 

conocimiento del Congreso la situación, para que este 

-ejerciendo sus competencias constitucionales- identifique 

situaciones y revise, corrija, actualice o complemente 

razonablemente el criterio genérico originario atendiendo al 

parámetro establecido por la justicia. 

Que por lo demás, la decisión que se adopta en la 

presente causa se enrola dentro de la jurisprudencia de esta 

Corte Suprema en materia de seguridad social, en las que el 

Tribunal se ha manifestado particularmente sensible a las 

cuestiones que atañen al resguardo de los créditos 

pertenecientes a la clase pasiva, grupo vulnerable e 
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históricamente postergado, procurando con sus decisiones hacer 

efectiva la protección que la Constitución Nacional garantiza a 

la ancianidad (art. 75, inc. 23). Con este objetivo, declaró la 

inconstitucionalidad de normas procesales que conspiraban contra 

la celeridad de los procesos previsionales (Fallos: 328:566 

"Itzcovich"); reconoció el derecho al reajuste de las 

prestaciones previsionales y la movilidad jubilatoria (Fallos: 

328:1602 "Sánchez" y 329:3089 "Badaro"); admitió la 

actualización de las remuneraciones a los fines de los cálculos 

de los haberes jubilatorios (Fallos: 332:1914 "Elliff" y 

341:1924 "Blanco"); reconoció el derecho a la devolución de los 

aportes voluntarios efectuados al sistema de capitalización 

(Fallos: 337:1564 "Villarreal"); reconoció la naturaleza 

previsional de la renta vitalicia extendiéndole la garantía de 

la movilidad y garantizó la percepción de una suma equivalente 

al haber mínimo del régimen ordinario (Fallos: 338:1092 y 339:61 

"Etchart" y "Deprati", respectivamente), y tomó diversas 

decisiones en materia de atribución de competencia judicial con 

el objeto de evitar la postergación injustificada , en la 

tramitación de las causas (Fallos: 337:530 y 339:740 "Pedraza" y 

"Constantino", respectivamente). 

22) Que en los términos citados es deber de esta 

Corte, cabeza del Poder Judicial de la Nación, expedirse en el 

caso, recordando que mediante acordada 5/2009 este Tribunal ha 

adherido a las 100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia 

para Personas en Condición de Vulnerabilidad, documento en el 

que se considera tales a quienes, por diversas razones, 

"encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud 
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ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el 

ordenamiento jurídico" (confr. regla 3). 

Que habida cuenta de la relación de colaboración 

que debe existir entre los departamentos de Estado, corresponde 

hacer saber a las autoridades que tienen asignadas las 

atribuciones para efectuar las correcciones generales 

necesarias, que la omisión de disponer un tratamiento 

diferenciado para aquellos beneficiarios en situación de mayor 

vulnerabilidad que se encuentran afectados por el tributo (en 

especial los más ancianos, enfermos y discapacitados), agravia 

la 	Constitución 	Nacional 	en 	los 	términos 	citados 

precedentemente. 

Que dado que la misión más delicada del Poder 

Judicial es la de saberse mantener dentro del ámbito de su 

jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los 

otros poderes ni suplir las decisiones que deben adoptar para 

solucionar el problema, corresponde ordenar que, hasta que el 

Congreso Nacional legisle sobre el punto, no podrá retenerse 

suma alguna en concepto de impuesto a las ganancias a la 

prestación previsional de la demandante. Asimismo, corresponde 

confirmar la sentencia apelada en cuanto ordenó el reintegro de 

los importes abonados por la actora con sustento en las normas 

declaradas inconstitucionales. 

Por todo lo expuesto, y oída la señora Procuradora Fiscal 

en la causa EPA 21005389/2013/CA1-CS1, "Cuesta, Jorge Antonio c/ 

AFIP s/ acción de inconstitucionalidad (sumarísimo)" se hace 
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lugar a la queja, se declara procedente el recurso 

extraordinario, y se resuelve: 

Declarar en el presente caso, y con el alcance indicado, 

la inconstitucionalidad de los arts. 23, inc. c); 79, inc. c); 

81 y 90 de la ley 20.628, texto según leyes 27.346 y 27.430. 

Poner en conocimiento del Congreso de 'la Nación la 

necesidad de adoptar un tratamiento diferenciado para la tutela 

de jubilados en condiciones de vulnerabilidad por ancianidad 

enfermedad, que conjugue este factor relevante con el de la 

capacidad contributiva potencial. 

Confirmar la sentencia apelada en cuanto ordena 

reintegrar a la actora desde el momento de la interposición de 

la demanda y hasta su efectivo pago, los montos que se hubieran 

retenido por aplicación de las normas descalificadas. Hasta 

tanto el Congreso legisle sobre el punto, no podrá descontarse 

suma alguna en concepto de impuesto a las ganancias de la 

prestación previsional. 

Costas por su orden, en atención a la naturaleza de la 

cuestión debatida. Agréguese la queja al principal. Exímase al 

recurrente de efectuar el pago del depósito previsto en el art. 
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CARLOS FERNANDO ROSENKRANTZ 

MAN CARLOS MAQUEDA 

MC De UIS LOREN7ETT1 

DI SI  -// - 

-//- 286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, 

cuyo pago se encuentra diferido de conformidad con lo prescripto 

en la acordada 47/91. Notifíquese y, oportunamente, devuélvase. 

HORA= RO TTI 
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-//-DENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON CARLOS FERNANDO 

ROSENKRANTZ 

Considerando que: 

1°) María Isabel García de Cano se desempeñó en su 

vida activa como diputada y docente y obtuvo su jubilación de la 

Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Entre Ríos. 

En tal carácter, solicitó que se declare la inconstitucionalidad 

de los arts. 1°, 2°  y 79, inc. c, de la ley 20.628 (en adelante, 

la "Ley de Impuesto a las Ganancias"), en tanto, al gravar sus 

haberes jubilatorios, se violarían los arts. 14 bis, 16, 17, 31, 

33, 75, inc. 22, de la Constitución Nacional. Asimismo, requirió 

que se ordene oficiar a la AFIP, la ANSeS y/o la Caja de 

Jubilaciones de la Provincia de Entre Ríos a efectos de que no 

se apliquen más retenciones sobre sus haberes jubilatorios en 

concepto de impuesto a las ganancias. 

2°) El Juzgado Federal de Concepción del Uruguay n°  2 

hizo lugar a la demanda, sentencia que fue confirmada por la 

Cámara Federal de Paraná. La cámara fundamentó su decisión 

remitiendo a su sentencia en autos "Cuesta, Jorge Antonio", de 

fecha 29 de abril de 2015. Sostuvo allí que resultaba contrario 

al principio constitucional de integralidad del haber 

previsional su reducción por vías impositivas y que, al haber 

abonado el impuesto a las ganancias durante la actividad laboral 

del jubilado, existe una evidente doble imposición si se grava 

con ese mismo tributo su posterior haber previsional. La cámara 

afirmó, asimismo, que la jubilación no es una ganancia sino el 

cumplimiento de un débito que tiene la sociedad hacia el 



jubilado que fue protagonista del progreso social en su ámbito y 

en su época. Tachó de inconstitucional el art. 79, inc. c, de la 

Ley de Impuesto a las Ganancias por afectar la integralidad del 

beneficio previsional consagrada en el art. 14 bis de la 

Constitución Nacional y por ser contrario a los arts. 16, 17, 

31, 75, inc. 22, de esa Norma Fundamental y a los arts. 26 de la 

Convención Americana, XVI de la Declaración Americana de los 

Derechos y Deberes del Hombre, 22 y 25 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y 9 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

3°) Contra lo así resuelto, la Administración Federal 

de Ingresos Públicos interpuso recurso extraordinario federal. 

El recurso fue concedido en orden a la interpretación de normas 

federales pero denegado en lo atinente a la arbitrariedad y 

gravedad institucional invocadas, denegación que originó la 

presentación de la queja que será resuelta conjuntamente con el 

presente. 

De acuerdo con el recurrente, el carácter integral de 

las jubilaciones no puede ser entendido como sinónimo de 

intangibilidad de los haberes previsionales sino que, por el 

contrario, debe entenderse como referido a que el beneficiario 

de una jubilación debe tener una cobertura global de todas las 

contingencias que pudieran afectarlo. Asimismo, afirma que el 

tribunal a quo no reparó en que el derecho de gozar de los 

beneficios de la seguridad social no excluye la obligación, en 

tanto exista capacidad contributiva, de proveer a los gastos del 

Estado. Destaca que en el caso, conforme surge de la prueba 

documental acompañada por la propia actora, los haberes 
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jubilatorios superan ampliamente los montos no sujetos a 

imposición y exceden, significativamente, lo que es considerado 

necesario para una vida digna. Por otro lado, afirma que, para 

que se verifique un supuesto de doble imposición, el 

destinatario legal del tributo debe ser gravado dos o más veces 

por el mismo hecho imponible, en el mismo período y por parte de 

dos o más sujetos con poder de imposición tributaria y explica 

que, en este caso, las obligaciones tributarias nacen en 

momentos diferentes. Arguye que la alegada violación a las 

normas constitucionales y a los tratados internacionales con 

jerarquía constitucional carece de toda referencia fáctica o 

legal y se basa exclusivamente en la voluntad de los jueces que 

la suscriben, razón por la cual la sentencia recurrida no 

constituye una derivación razonada del derecho vigente con 

aplicación a las circunstancias de la causa. 

40) El recurso extraordinario es formalmente 

admisible toda vez que se ha cuestionado la validez de normas 

federales (arts. 1°, 2°  y 79, inc. c, de la Ley de Impuesto a 

las Ganancias) bajo la pretensión de ser repugnantes a la 

Constitución Nacional y el fallo definitivo del superior 

tribunal de la causa ha sido contrario a su validez (art. 14, 

inc. 1°, ley 48). Por otra parte, los agravios contenidos en el 

recurso de hecho relativos a la arbitrariedad de la sentencia 

apelada se encuentran indisolublemente ligados a los puntos de 

derecho federal controvertidos en el recurso extraordinario 

concedido, por lo cual serán tratados de manera conjunta 

(Fallos: 324:4307; entre muchos otros). 
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50) El Congreso de la Nación es el órgano donde 

encuentran su representación natural las diversas opiniones, 

valores, convicciones y preferencias sostenidas por el pueblo de 

la Nación (arts. 22, 37, 45 y 54 de la Constitución Nacional). 

Es en ese carácter que la Constitución atribuye al Congreso la 

compleja función de articular los muchos derechos y objetivos 

sociales que deben ser honrados en la regulación del sistema de 

seguridad social del país. Esta Corte lo ha confirmado en el 

caso "Busquets de Vitolo" (Fallos: 321:2181), donde se decidió 

que: 

"[_] la garantía consagrada en el art. 14 bis de la Carta 
Magna no especifica el procedimiento a seguir para el logro 
del objetivo propuesto [_] dejando librado el punto al 
criterio legislativo. [_] [E]l contenido y alcance de esa  
garantía no son conceptos lineales y unívocos que dan lugar 
a una exégesis única, reglamentaria e inmodificable sino 
que, por el contrario, son susceptibles de ser moldeados y 
adaptados a la evolución que resulte de las concepciones 
políticas, jurídicas, sociales y económicas dominantes que 
imperan en la comunidad en un momento dado" (subrayado 

añadido). 

Por lo anterior, es claro que corresponde al Poder 

Legislativo la función primaria de dar contenido a las garantías 

del art. 14 bis de la Constitución Nacional, tal como lo ha 

decidido constante jurisprudencia de esta Corte (cfr. Fallos: 

329:3089; entre otros), estando reservado al Poder Judicial el 

rol de evaluar, en los casos concretos sometidos a su 

juzgamiento, solo si aquella atribución ha sido ejercida sin 

desnaturalizar los derechos reconocidos en el texto 

constitucional (art. 28 de la Constitución Nacional). 
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6°) Sin lugar a dudas, la Constitución Nacional 

impone al Estado el deber de garantizar los beneficios de la 

seguridad social con carácter integral e irrenunciable (art. 14 

bis de la Constitución Nacional). Ahora bien, esta tarea es 

interdependiente de otros cometidos igualmente exigidos por la 

norma constitucional que también requieren la imposición de 

cargas y la asignación de recursos a distintos individuos o 

sectores de la sociedad. Por ello, el deber de garantizar los 

beneficios de la seguridad social del modo indicado por la 

Constitución no puede satisfacerse en aislamiento. Por el 

contrario, solo puede llevarse adelante guiado por una 

concepción de la justicia distributiva o justicia social que 

articule dicho deber con la satisfacción de todos los cometidos 

que también son constitucionalmente exigidos. Efectivamente, 

como tiene dicho esta Corte, la justicia social es la que nos 

permite "[...] ordenar la actividad intersubjetiva de los miembros 

de la comunidad y los recursos con que ésta cuenta con vistas a 

lograr que todos y cada uno de sus miembros participen de los 

bienes materiales y espirituales de la civilización" (Fallos: 

289:430; 327:3753; entre otros). 

La justicia distributiva o social ha sido consagrada 

por nuestra Constitución como un mandato imperativo para los 

poderes del Estado. Así, por ejemplo, según la Constitución, 

corresponde al Congreso la imposición de contribuciones directas 

coparticipables y distribuibles entre las distintas entidades 

del entramado federal. En esta tarea deben contemplarse 

"criterios objetivos de reparto" dando "prioridad al logro de un 

grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de 



oportunidades en todo el territorio nacional" y a una 

distribución "equitativa y solidaria" (art. 75, inc. 2, de la 

Constitución Nacional). El Congreso debe, además, proveer lo 

conducente a la "prosperidad del país, al adelanto y bienestar 

de todas las provincias" (art. 75, inc. 18, de la Constitución 

Nacional) y, especialmente, aquello conducente al "desarrollo 

humano, al progreso económico con justicia social", teniendo 

como objetivo el "crecimiento armónico de la Nación" y 

promoviendo "políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el 

desigual desarrollo relativo de provincias y regiones" (art. 75, 

inc. 19, Constitución Nacional). 

70) Por lo anterior, la evaluación de la 

constitucionalidad de las medidas legislativas que aspiran a 

realizar el mandato constitucional de la justicia distributiva 

en el sistema jubilatorio, único cometido que la Constitución 

otorga al Poder Judicial en relación a dicho sistema, no puede 

llevarse a cabo sino teniendo en cuenta el modo en que los 

órganos representativos de la voluntad popular han decidido que 

aquel sistema se financie. No puede nunca perderse de vista la 

división de responsabilidades entre los distintos poderes del 

Estado que impone la Constitución y el rol preponderante que en 

esa división le cabe al Congreso de la Nación. Es allí donde, 

por las razones expresadas en el considerando 5°, deben 

adoptarse las normas que estructuran la concepción de justicia 

distributiva que la Constitución ordena realizar. Es por ello 

que esta Corte debe ser especialmente prudente al analizar la 

concreción de las mandas constitucionales por parte del órgano 

deliberativo diseñado para consensuar el modo en que los 
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diversos componentes de una solución distributivamente justa se 

articulan (arg. Fallos: 219:342; 225:331; 329:3089; entre 

otros). 

8°) Teniendo en cuenta que esta • Corte no puede 

prescindir en sus sentencias de las circunstancias existentes al 

momento de decidir, incluyendo las nuevas normas dictadas 

durante el curso del proceso (Fallos: 330:640; 338:1216; 

340:1433; 341:124; entre muchos otros), corresponde analizar la 

normativa vigente para identificar el modo concreto en que el 

Congreso de la Nación ha diseñado. el esquema tributario 

aplicable a las jubilaciones, pensiones, retiros o subsidios de 

cualquier especie. 

En este sentido, debe destacarse que los arts. 2°  y 

79, inc. c, de la Ley de Impuesto a las Ganancias (texto actual) 

consideran "renta" sujeta al impuesto a las ganancias, las 

"jubilaciones, pensiones, retiros o subsidios de cualquier 

especie en cuanto tengan su origen en el trabajo personal y en 

la medida en que hayan estado sujeto al pago del impuesto". 

En el año 2016, a los efectos de morigerar la 

sensible situación de los jubilados, pensionados, retirados o 

subsidiados el Congreso sancionó la ley 27.346 que introdujo 

modificaciones a la Ley de Impuesto a las Ganancias. En efecto, 

el Congreso estableció una deducción especial en virtud de la 

cual las jubilaciones o pensiones de aquellos beneficiarios del 

régimen general, con ingresos exclusivamente de naturaleza 

previsional, son gravadas recién a partir de una suma igual a 6 

veces el monto de los haberes mínimos garantizados definidos en 



el art. 125 de la ley 24.241, siempre que esta última suma 

resulte superior a las deducciones previstas en los incisos a y 

c del art. 23 de la Ley de Impuesto a las Ganancias (texto según 

ley 27.346). 

El haber mínimo garantizado es actualmente .de $ 

10.410,37 (de conformidad con el art. 1°  de la resolución de la 

ANSeS 74/2019, publicada en el Boletín Oficial el 6 de marzo de 

2019) por lo que, en virtud de lo dispuesto por la ley 27.346, 

los jubilados y ,pensionados que solo tienen ingresos 

jubilatorios tributan únicamente cuando perciben haberes 

superiores a $ 62.462,22. De acuerdo con las estadísticas 

oficiales, esta cifra es, además, más de 4 veces superior al 

haber medio jubilatorio del país y sólo-es percibida por menos 

del 10% de los jubilados y pensionados del Sistema IHtegrad'o 

Previsional Argentino (décimo decil, fuente: ANSeS Datos 

Abiertos, disponible en: https://www.anses.gob.ar/informacion/   

datos-abiertos-pasivos, último acceso 21 de marzo de 2019), es,. 

decir, aquellos que tienen los ingresos jubilatorios más altos 

del sistema. En consecuencia, en virtud de lo dispuesto por la 

ley, solo los jubilados con haberes más elevados tributan 

impuesto_a las ganancias. 

La deducción especial referida con anterioridad, de 

acuerdo 	con 	la , ley 	sancionada, 	procederá 	cuando 	los 

beneficiarios no hubieran obtenido en el período fiscal que se 

liquida ingresos distintos a los prevrsionales y siempre que no 

se encuentren obligados a tributar el impuesto sobre los bienes 

- personales, excepto que la obligación surja exclusivamente de la 

'tenencia de un inmueble para viviendá única (art. 23 de la Ley 
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de Impuesto a las Ganancias -texto según ley 27.346- y anexo 

11.5, Resolución General AFIP E 4003/2017). 

El propósito de la ley 27.346 fue generar un 

beneficio especial para los jubilados y pensionados de menores 

ingresos y gravar únicamente las jubilaciones más elevadas. Así 

lo expuso con claridad el. senador Abal Medina cuando, en el 

transcurso del debate legislativo previo a la sanción de la ley 

27.346, afirmó que "para los jubilados -este es otro gran 

avance- solo pagan las jubilaciones de privilegio los que 

superen seis veces el haber mínimo" (Cámara de Senadores de la 

Nación, 22a reunión - 2' sesión extraordinaria - 21 de diciembre 

de 2016, el destacado no corresponde al texto original). La 

referida ley fue aprobada con amplio consenso por representantes 

de todo el espectro político (167 votos afirmativos, 4 votos 

negativos y 3 abstenciones en la Cámara de Diputados y 56 votos 

afirmativos, 2 negativos y 12 abstenciones en la Cámara de 

Senadores). 

9°) Con estos datos en mente, que sin duda patentizan 

—al menos desde el punto de vista impositivo— que el Estado 

argentino ha prestado especial atención a la situación de sus 

jubilados y pensionados más desaventajados, corresponde analizar 

la sentencia apelada. Como se dijo precedentemente, la Cámara 

Federal de Paraná fundó la inconstitucionalidad del impuesto en 

tres tipos de consideraciones: (i) que la jubilación no es 

renta; (ii) que el cobro del impuesto importa un supuesto de 

doble imposición ya que el jubilado tributó el impuesto a las 

ganancias durante su vida laboral activa; y (iii) que el 

impuesto a las ganancias afecta la integralidad del haber 
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previsional garantizada por el art. 14 bis de la Constitución 

Nacional y los tratados internacionales aplicables. 

10) En primer lugar, contrariamente a lo sostenido 

por el tribunal a quo, es claro que las jubilaciones son renta 

tal como ella es definida por la Ley de Impuesto a las Ganancias 

y que, en tanto tal, se encuentran gravadas por dicho impuesto. 

La Ley de Impuesto a las Ganancias dispone que son ganancias, 

"sin perjuicio de lo dispuesto especialmente en cada categoría y 

aun cuando no se indiquen en ellas (_) los rendimientos, rentas 

o enriquecimientos susceptibles de una periodicidad que implique 

la permanencia de la fuente que los produce y su habilitación" 

(art. 2°, inc. 1°, Ley de Impuesto a las Ganancias, el subrayado 

no pertenece al original). En efecto, al regular la cuarta 

categoría de ganancias, se establece de manera expresa y 

especial que "constituyen ganancias [_] las provenientes: [_] 

(c) de las jubilaciones, pensiones, retiros o subsidios de 

cualquier especie en cuanto tengan su origen en el trabajo 

personal y en la medida que hayan estado sujeto al pago del 

impuesto" (art. 79, Ley de Impuesto a las Ganancias, texto 

actual). Por ello, los haberes jubilatorios cobrados por la 

actora constituyen renta alcanzada por la Ley de Impuesto a las 

Ganancias. 

De manera concordante y a modo ilustrativo, es de 

destacar que la ley 24.241, que establece el régimen general de 

jubilaciones y pensiones, dispone que "las jubilaciones, retiros 

por invalidez, pensiones por fallecimiento y demás prestaciones 

otorgadas conforme a esta ley estarán sujetas en cuanto 

corresponda al impuesto a las ganancias" (art. 115). 
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Sostener, como lo hace la sentencia recurrida, que la 

jubilación no es, conceptualmente; renta o ganancia y, por ello, 

no podría ser gravada por la Ley de Impuesto a las Ganancias 

contradice, además, dos doctrinas sustentadas desde antiguo por 

esta Corte. 

En primer lugar, esta Corte ha interpretado que el 

legislador goza de amplia discreción para determinar los hechos 

imponibles (Fallos: 318:676; 329:2152; entre otros). Es el 

legislador quien pondera los diversos intereses en juego (por 

ejemplo, la relación existente entre quienes deben contribuir al 

sostenimiento económico del •Estado y quienes son beneficiarios 

del sistema de la seguridad social; el nivel de ingresos a 

partir del cual es justo exigir que los beneficiarios del 

sistema contribuyan a su mantenimiento; etc.) y determina, en 

ejercicio de la potestad constitucional de establecer tributos, 

qué es lo que gravará. En virtud de ello, ninguna objeción 

constitucional cabe formular por el mero hecho de que el 

legislador, como sucede en este caso, haya establecido que los 

beneficios jubilatorios pueden ser gravados. 

La segunda doctrina de esta Corte que es contradicha 

por la decisión recurrida se refiere a la naturaleza del haber 

jubilatorio. La sentencia apelada sostiene que las jubilaciones 

y los salarios resultan sustancialmente diferentes y que, por 

ello, aunque los últimos puedan ser gravados, la prestación 

previsional "no puede ser pasible de ningún tipo de imposición 

tributaria" (sentencia de la Cámara Federal de Paraná en la 

causa "Cuesta, Jorge Antonio c/ AFIP s/ acción de 

inconstitucionalidad", a la que remite en su sentencia en la 
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presente causa). Ahora bien, de acuerdo con lo decidido por esta 

Corte, el haber previsional es análogo a toda otra remuneración 

que haya recibido su beneficiario, en tanto constituye la 

prolongación de esta después del cese regular y definitivo de la 

actividad laboral del individuo, como débito de la comunidad por 

el servicio que el beneficiario del haber previsional ha 

prestado durante la vida activa ("Bercaitz", Fallos: 289:430; 

entre otros). La analogía entre remuneración y haber jubilatoriO 

establecida por esta Corte quita sustento al razonamiento de la 

sentencia recurrida y, por ello, a la inconstitucionalidad del 

impuesto aquí analizado. 

11) La afirmación que realiza el tribunal a quo en el 

sentido de que el cobro del impuesto a las ganancias a los 

jubilados configuraría un supuesto de doble imposición es 

técnicamente errónea. 

Ello es así por dos razones. En primer lugar, 

desconoce que los aportes previsionales realizados por quien 

luego obtiene un beneficio previsional no son gravados por el 

impuesto a las ganancias que tributa quien se encuentra en 

actividad dado que dichos aportes son deducibles de los ingresos 

gravados con dicho impuesto. 

En efecto, el art. 81, inc. d, de la Ley de Impuesto 

a las Ganancias textualmente dispone que se podrán deducir las 

"contribuciones o descuentos para fondos de jubilaciones, 

retiros, pensiones o subsidios, siempre que se destinen a cajas 

nacionales, provinciales o municipales". De manera concordante y 

a modo ilustrativo, el art. 112 de la ley 24.241 dispone que la 
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porción de la remuneración y renta destinada al pago de los 

aportes previsionales es deducible de la base imponible sobre la 

que se tributa el impuesto a las ganancias. Por lo tanto, gravar 

los beneficios jubilatorios no implica gravar un ingreso que ya 

fue gravado con anterioridad. 

En segundo lugar, la afirmación que realiza el 

tribunal a quo en el sentido de que el cobro del impuesto a las 

ganancias a los jubilados configuraría un supuesto de doble 

imposición desconoce que el impuesto a las ganancias que se paga 

en actividad y el que se paga por recibir beneficios 

jubilatorios responden a hechos imponibles distintos que gravan 

distintas manifestaciones de riqueza. Así, el impuesto a las 

ganancias que se paga sobre la remuneración obtenida en 

actividad grava los ingresos que son fruto del trabajo. En 

cambio, el impuesto a las ganancias que se paga sobre los 

beneficios jubilatorios grava los beneficios que el jubilado 

obtiene del sistema nacional de seguridad social, beneficios 

que, en un sistema de reparto asistido, no se conforman solo con 

los aportes realizados por el jubilado cuando se encontraba en 

actividad. 

12) En tercer lugar, no se puede afirmar -como lo 

hace la sentencia recurrida- que el impuesto a las ganancias 

afecte el principio de integralidad del haber previsional. Más 

aun, esta afirmación evidencia un desconocimiento del contenido 

y alcance de la garantía del art. 14 bis de la Constitución 

Nacional. 
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El art. 14 bis dispone que "El Estado otorgará los 

beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de 

integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el 

seguro social obligatorio, que estará a cargo de entidades 

nacionales o provinciales con autonomía financiera y económica, 

administradas por los interesados con participación del Estado, 

sin que pueda existir superposición de aportes; jubilaciones y 

pensiones móviles; la protección integral de la familia; la 

defensa del bien de familia; la compensación económica familiar 

y el acceso a una vivienda digna". 

La "integralidad" de los beneficios de la seguridad 

social que la Constitución garantiza en modo alguno implica que 

dichos beneficios no puedan ser gravados. Esa "integralidad" a 

la que se refiere la Constitución, tal como surge del debate en 

la Convención Constituyente del año 1957, no implica ni tiene 

que ver con la imposibilidad de que las jubilaciones sean objeto 

de gravámenes —la no-gravabilidad—, como dogmáticamente sostiene 

la sentencia recurrida. Por el contrario, la noción de 

"integralidad" expresa la convicción del constituyente de que la 

seguridad social debe abarcar muchos otros beneficios diferentes 

a La jubilación amparando a los habitantes de la Nación de 

contingencias diversas. 

El debate constituyente así lo demuestra. En efecto, 

al momento de discutirse la incorporación del último párrafo del 

art. 14 bis, varios convencionales aclararon el significado que 

tenía la palabra "integralidad" y lo entendieron como una noción 

que expresa que la seguridad social es un objetivo 

constitucional compuesto de muchos elementos distintos. Así, el 
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convencional Jaureguiberry explicó que un sistema de "seguridad 

social integral" comprende, entre otros, "[la] seguridad e 

higiene en el trabajo; [la] rehabilitación integral de los 

incapacitados, [la] medicina preventiva del trabajo, y [las] 

cajas de jubilaciones" (Convención Nacional Constituyente, 24' 

reunión, 24 de octubre de 1957, p. 1480); el convencional Corona 

Martínez sostuvo que la seguridad social incluye "todos los 

riesgos de toda la población sin excepción" (Convención Nacional 

Constituyente, 24a reunión, 24 de octubre de 1957, p. 1477) y el 

convencional Shaposnik afirmó que "la seguridad social es 

integral y no comprende solo al asalariado. Nosotros pretendemos 

con este concepto, que es mucho más amplio, hacer partícipe 

[sic] de este seguro social a todos los habitantes del país" 

(Convención Nacional Constituyente, 24' reunión, 24 de octubre 

de 1957, p. 1473). 

De estas intervenciones se desprende que no hay 

elementos ni en el debate constituyente ni en el texto que fue 

finalmente consagrado que permitan interpretar que la 

integralidad de la seguridad social establecida por el art. 14 

bis de la Constitución Nacional supone, como afirma la sentencia 

recurrida, la imposibilidad de gravar las jubilaciones. 

La conclusión anterior se ve reforzada por el uso del 

vocablo "integral" que realizó el constituyente al reformar la 

Constitución Nacional en 1994. En efecto, en el inciso 23 del 

art. 75 se indicó que corresponde al Congreso "dictar un régimen 

de seguridad social especial e integral en protección del niño 

en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la 

finalización del período de enseñanza elemental, y de la madre 
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durante el embarazo y el tiempo de lactancia". El carácter 

integral de la seguridad social es demostrativo de que esta 

protege vicisitudes de la vida distintas a la vejez. En modo 

alguno se desprende que la noción de integralidad pueda ser 

asociada a la imposibilidad de gravar las prestaciones de la 

seguridad social. 

Lo anteriormente dicho no se ve afectado por la 

interpretación efectuada por esta Corte en diversos precedentes 

en los que se asoció la noción de integralidad con la necesidad 

de que exista una relación justa y proporcional entre el salario 

de los trabajadores en actividad y los haberes de los jubilados 

y pensionados (Fallos: 328:1602; 337:1277; entre otros). Resulta 

claro que la interpretación recordada no impide que las 

jubilaciones y pensiones sean gravadas si se respeta dicha 

relación justa y proporcional. 

13) La posibilidad de gravar las jubilaciones y 

pensiones está, además, positivamente presupuesta por firmes 

doctrinas desarrolladas por esta Corte y mantenidas hasta la 

actualidad. 

En efecto, es jurisprudencia consolidada que las 

garantías del art. 14 bis de la Constitución Nacional no impiden 

que, en ciertas circunstancias, los haberes previsionales sean 

reducidos. En este sentido, esta Corte ha decidido 

reiteradamente que las reducciones en los montos de las 

jubilaciones están constitucionalmente justificadas cuando: 1) 

fueran impuestas por ley; 2) respondieran al interés público; y 

3) no fueran confiscatorias ni padecieran de una arbitraria 
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desproporcionalidad 	(Fallos: 	278:232; 	300:616; 	303:1155; 

321:2181; entre otros). 

La doctrina de esta Corte Suprema respecto de las 

reducciones de los montos de las jubilaciones y otros beneficios 

previsionales implica que la "integralidad" de la seguridad 

social no impide que los beneficios jubilatorios sean reducidos. 

Por lo tanto, una reducción de los beneficios previsionales 

producida como consecuencia de impuestos que pudieran 

aplicárseles no puede ser tachada de inconstitucional en tanto 

se satisfagan los tres requisitos mencionados, como sucede en el 

presente caso. 

14) Desde el punto de vista de la justicia 

distributiva la gravabilidad de las jubilaciones no responde a 

una política socialmente regresiva. Una política social 

progresiva no impide que se graven las jubilaciones más 

elevadas. 

A modo de ejemplo, el sistema nacional de previsión 

social de nuestro país constituye un régimen de reparto 

asistido, basado en el principio de solidaridad (art. 10, ley 

24.463). Las prestaciones del sistema previsional público se 

financian exclusivamente de: (i) los aportes personales de los 

afiliados comprendidos en el régimen previsional público; (ii) 

las contribuciones a cargo de los empleadores; (iii) los aportes 

de los trabajadores autónomos; (iv) la recaudación del Impuesto 

sobre los Bienes Personales no incorporados al Proceso Económico 

o aquel que lo sustituya en el futuro, y otros tributos de 

afectación específica al sistema jubilatorio; (v) los recursos 
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adicionales que anualmente fije el Congreso de la Nación en la 

Ley de Presupuesto; (vi) intereses, multas y recargos; (vii) 

rentas provenientes de inversiones; y (viii) todo otro recurso 

que legalmente corresponda ingresar al régimen previsional 

público (art. 18, ley 24.241). 

En el año 2017, los recursos provenientes de tributos 

representaron el 27,8% del total de recursos corrientes y de 

capital de la ANSeS (fuente: ANSeS Datos Abiertos Financiero, 

disponible 	en: 	https://www.anses.gob.ar/informacion/datos- 

abiertos-financiero, último acceso 21 de marzo de 2019), lo que 

demuestra la relevancia que tienen los recursos tributarios en 

el financiamiento y sustentabilidad del sistema nacional de 

previsión social argentino. Por lo tanto, el impuesto a las 

ganancias responde a motivos de interés general y a las 

exigencias de la justicia distributiva ya que los recursos que 

mediante este impuesto se obtienen son destinados, por 

imperativo constitucional, a la promoción del bienestar general 

(Preámbulo, arts. 4 y 75, inc. 2°, 18 y 19, Constitución 

Nacional) lo que incluye el pago de los beneficios concedidos 

por el sistema de seguridad social. 

Por ello, la sustentabilidad y el buen funcionamiento 

del sistema previsional que provee los beneficios de la 

seguridad social es una condición sine qua non para la promoción 

de la justicia distributiva y el bienestar general. Esta verdad 

ha llevado a esta Corte a señalar que debe protegerse el 

esfuerzo contributivo realizado por el conjunto de los afiliados 

para financiar ese sistema (Fallos: 340:411), sobre la base de 

principios de solidaridad intra-generacional (Fallos: 256:67; 
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313:1100; entre otros) y que lo que la ley regula, al gravar las 

jubilaciones a partir de cierto monto, "no es solo el derecho de 

los beneficiarios sino también la contribución colectiva con que 

se los sostiene" (Fallos: 219:343). Por las razones 

anteriormente expuestas, el cobro del impuesto a las ganancias a 

las jubilaciones más elevadas se encuentra justificado por 

motivos de justicia distributiva e interés general. 

15) Sentado lo que antecede, corresponde examinar las 

referencias genéricas a la afectación del derecho de propiedad 

que, a juicio de la actora, produciría la aplicación del 

impuesto a las ganancias a sus haberes jubilatorios. 

En autos la actora inició la demanda el 16 de junio 

de 2015 cuando tenía 79 años de edad. Acompañó con la demanda 

prueba documental y, en subsidio, ofreció prueba informativa. La 

prueba documental consistió en (a) copias de recibos de haberes 

previsionales y (b) copias fieles de documentación que, según la 

actora, "acreditan los gastos normales que posee el actor, 

justificativos de la confiscatoriedad que implica el 

inconstitucional descuento tributario en el haber previsional" 

(cfr. fs. 11 vta.). 

En el rubro (a), la actora acompañó tres comprobantes 

de pago previsional de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la 

Provincia de Entre Ríos que demuestran que la reducción en 

concepto de impuesto a las ganancias fue, en los tres meses de 

los comprobantes, del orden del 29 al 31% y que, en el mes de 

mayo de 2015, la actora percibió un monto total en concepto de 

haberes jubilatorios de $ 81.503,42 (fs. 1 a 3). 
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En relación con el rubro (b) antes indicado, la 

actora acompañó únicamente una factura de telefonía por un monto 

de $ 558,22 con fecha de vencimiento 27 de mayo de 2015 y un 

comprobante de un pago a una empresa telefónica por un monto de 

$ 561,71 efectuado el 8 de junio de 2015 (fs. 4 y 5). 

Luego de que se trabara la litis, la actora presentó 

un escrito en el que realizó ciertas aclaraciones y solicitó que 

se declarara la causa como de puro derecho y se dictara 

sentencia (fs. 55 a 57). En dicha oportunidad, la actora indicó 

que, al tratarse "de un Ser Humano muy mayor de edad (...) 

necesita disponer de los fondos que se le están confiscando mes 

a mes en forma inmediata, atento a su avanzada edad, los 

problemas de salud obvios y normales para la edad, los que se 

agravan día a día" (ver fs. 56 vta.). 

Este Tribunal ha señalado de manera invariable que, 

para que la confiscatoriedad exista, debe producirse una 

absorción por parte del Estado de una porción sustancial de la 

renta o el capital, que debe ser acreditada de manera 

concluyente por quien la alega (Fallos: 332:1571 y 

jurisprudencia allí citada). 

En el caso, no se ha acreditado que una retención del 

orden del 30% en concepto de impuesto a las ganancias sea 

confiscatoria ni irrazonable. Por el contrario, la actora solo 

ofreció prueba relativa al pago de un servicio de telefonía, 

cuyo costo representaba el 0,68% del haber jubilatorio percibido 

en el mes de mayo de 2015. Debe destacarse, además, que la 

actora, en mayo de 2015 -tal como ella misma ha documentado- 
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percibió un monto total en concepto de haberes jubilatorios de $ 

81.503,42, época en la cual el haber medio de jubilaciones y 

pensiones del país era de $ 5.179 (fuente: ANSeS Datos Abiertos, 

disponible 	en: 	https://www.anses.gob.ar/informacion/datos- 

abiertos-pasivos, último acceso 21 de marzo de 2019) . Por lo 

tanto, el haber de la actora era más de 15 veces superior al 

haber medio de nuestro país, lo que muestra elocuentemente que 

se encuentra en una mejor situación que la mayoría del colectivo 

de jubilados y pensionados. 

En relación con la invocación de problemas de salud, 

la actora no aportó prueba alguna de cuáles serían los gastos 

normales asociados a los problemas de salud ni indicó qué 

problema de salud específico la afectaría. De hecho, entendió 

que no hacía falta hacerlo pues ella misma consideró que la 

cuestión era de puro derecho. 

En definitiva, la prueba concluyente requerida por 

esta Corte a los fines de demostrar la confiscatoriedad o 

irrazonabilidad del tributo no permite admitir la pretensión de 

la actora, máxime cuando la causa fue declarada como de puro 

derecho (fs. 54), y la actora no aportó los elementos 

probatorios que permitan tener por configurada una afectación a 

su derecho de propiedad. 

16) Conviene aclarar que la reforma constitucional de 

1994, al incorporar el art. 75, inc. 22, no altera en modo 

alguno las consideraciones precedentes y tampoco puede brindar 

sustento a lo decidido por el tribunal a quo. 



Los tratados internacionales de derechos humanos que, 

a tenor del art. 75, inc. 22, gozan de jerarquía constitucional, 

no constituyen fuente de un derecho constitucional a que las 

jubilaciones estén exentas del impuesto a las ganancias. En 

efecto, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales menciona explícitamente el derecho a la seguridad 

social (arts. 9 y 10.2 del Pacto) pero no contiene ninguna norma 

que determine que las jubilaciones, como principio, no puedan 

ser gravadas. Lo mismo cabe decir de los restantes tratados 

internacionales sobre derechos humanos de los que Argentina es 

parte. Así, el Protocolo Adicional a la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales ("Protocolo de San Salvador") se limita a 

garantizar el derecho a la seguridad social que proteja a las 

personas de las contingencias de la vejez y les permita llevar 

una vida digna y decorosa (art. 9). La Convención Interamericana 

sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 

Mayores, de modo similar, solo establece que toda persona mayor 

tiene derecho a un ingreso que la proteja para llevar una vida 

digna a través de los sistemas de seguridad social (art. 17) 

pero nada dice de la imposibilidad de gravar los beneficios de 

la seguridad social. 

La jurisprudencia en materia de derechos humanos en 

el ámbito interamericano tampoco sustenta la prohibición de que 

el Congreso de la Nación grave las jubilaciones con el impuesto 

a las ganancias. En efecto, contrariamente a lo sostenido por el 

tribunal a quo, no surge del caso "Cinco Pensionistas vs. Perú", 

(sentencia del 28 de febrero de 2003) que la naturaleza integral 
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del beneficio jubilatorio no sea "pasible de ser afectada en su 

monto ni desarrollo progresivo". Antes bien, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido en ese mismo 

caso que "los Estados pueden poner limitaciones al goce del 

derecho •de propiedad por razones de utilidad pública o interés 

social. En el caso de los efectos patrimoniales de las pensiones 

(monto de las pensiones), los Estados pueden reducirlos 

únicamente por la vía legal adecuada y por los motivos ya 

indicados" (párrafo 116). La Corte Interamericana de Derechos 

Humanos reconoce a los Estados la posibilidad de reducir los 

montos de las pensiones por razones de utilidad pública o 

interés social que, por otro lado, son las mismas razones que 

justifican los impuestos. La referida atribución presupone la 

posibilidad de gravar los montos de las pensiones. 

17) Como se advierte, el derecho a la seguridad 

social, tal como se encuentra consagrado en las normas referidas 

en el considerando anterior, no permite fundar una prohibición 

constitucional absoluta de gravar las jubilaciones y pensiones. 

No cabe inferir de las normas redactadas en el nivel de 

generalidad recién reseñado una restricción a la facultad 

constitucional expresa del Congreso de gravar ciertas 

manifestaciones de riqueza (arts. 4, 17, 52, 75, incs. 1°  y 2°, 

y concordantes de la Constitución Nacional). Más aun, la 

facultad de gravar manifestaciones de riqueza, como puede ser el 

haber jubilatorio de quienes perciben las jubilaciones más altas 

del sistema y no han probado el carácter confiscatorio o 

irrazonable del impuesto a las ganancias, es necesaria, como los 

impuestos en general, justamente para adoptar medidas que 



desarrollen los derechos sociales enunciados de modo general en 

las normas constitucionales e internacionales mencionadas. Sin 

recursos ningún Estado puede satisfacer derechos de ningún tipo 

y, menos aun, derechos sociales que son aquellos cuya 

satisfacción más recursos requieren. 

18) El art. 75, inc. 23, de la Constitución Nacional 

tampoco constituye fundamento suficiente para la declaración de 

inconstitucionalidad. En efecto, esta norma dispone que 

corresponde al Congreso dictar medidas que garanticen la 

igualdad real de oportunidades y de trato y el pleno goce y 

ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución 

Nacional y por los tratados internacionales vigentes sobre 

derechos humanos, "en particular respecto de los niños, las 

mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad". 

En palabras del señor Convencional por Buenos Aires 

Juan Pablo Cafiero, miembro informante del despacho de mayoría 

en la reforma constitucional de 1994, la inclusión del inciso 

vinculado a las acciones positivas respondió a "la necesidad de 

reconocer que en nuestra sociedad hay sectores que viven 

postergados aun frente a la igualdad jurídica. Falta conectar 

esa igualdad jurídica con la igualdad real para dejar de lado 

definitivamente la discriminación y la desigualdad" (Convención 

Nacional Constituyente, 22 reunión, 2 de agosto de 1994, Obra de 

la Convención Nacional Constituyente, tomo V, p. 5182). 

La mención en el texto constitucional de ciertas 

categorías de personas o la vulnerabilidad con la que a ellas 

comúnmente se asocia no exime a dichas personas, por esa sola 

1. 
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circunstancia, de la obligación de pagar los tributos que el 

Congreso establezca para afrontar los gastos del Estado. Ello es 

así pues la mención en el texto constitucional de una 

determinada categoría de sujetos no implica de ninguna manera 

reconocer a dichos sujetos derecho constitucional alguno a un 

tratamiento impositivo preferente, distinto al del resto de los 

contribuyentes. Si la mera pertenencia a las categorías de 

personas mencionadas en el art. 75, inc. 23 requiriese un 

tratamiento impositivo preferente debería admitirse una 

conclusión que parece inaceptable, por ejemplo, que las mujeres, 

por el solo hecho de ser mujeres, deberían estar eximidas de 

pagar cualquier tributo o deberían pagar un porcentaje menor que 

los hombres. 

Por consiguiente, en el presente caso, aun cuando la 

edad de la actora al momento de iniciar la demanda (79 años) 

pueda determinar que, en la mejor interpretación del art. 75 

inc. 23, deba incluírsela en la categoría de "persona anciana" y 

que, por lo tanto, puedan tomarse medidas de acción positiva a 

su respecto, no implica que la actora tenga, por el hecho de 

pertenecer a esa categoría, un derecho a no tributar. 

En conclusión, la imposibilidad de extraer 

consecuencia alguna para resolver esta causa mediante 

referencias al art. 75, inc. 23, de la Constitución Nacional, 

sumada a la ausencia de prueba del carácter confiscatorio o 

irrazonable del gravamen en las particulares circunstancias de 

la actora, justifica la revocación de la declaración de 

inconstitucionalidad realizada por el a quo. 
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19) Por otro lado, el Estado argentino ha adoptado 

diversas medidas orientadas todas ellas a maximizar la 

probabilidad del pleno goce y ejercicio de los derechos 

constitucionales de los jubilados. En este sentido cabe 

recordar, entre otras medidas adoptadas, las siguientes. A 

partir de la sanción de la ley 27.346, tal como se destacó 

precedentemente, los jubilados tributan ganancias de modo 

diferenciado pues son beneficiarios de deducciones especiales 

que los trabajadores en actividad no tienen; los jubilados son 

beneficiarios de una tarifa social federal de transporte 

mediante la cual acceden a un 55% de descuento en boletos de 

trenes y colectivos (Resolución del Ministerio de Transporte 

975/2012); los jubilados y pensionados que perciban una 

remuneración bruta menor o igual a dos (2) Salarios Mínimos 

Vitales y Móviles son beneficiarios de una tarifa social federal 

de gas natural y electricidad (Resoluciones 7/2016 y 474-E/2017 

del Ministerio de Energía y Minería); los jubilados y 

pensionados que cumplen ciertas condiciones son beneficiarios de 

una tarifa social federal de agua (Resolución 30/2016 del Ente 

Regulador de Agua y Saneamiento), entre otras medidas adoptadas 

por el Estado en favor de los jubilados. 

Las medidas descriptas en el párrafo precedente 

muestran que el Estado Nacional ha establecido un sistema 

multidimensional en el que los jubilados y pensionados con 

haberes elevados, como todos los demás contribuyentes, 

contribuyen 

jubilatorio 

que varían 

al mantenimiento del Estado y del propio sistema 

y, 	a la vez, todos los jubilado á reciben beneficios 

en función de la cuantía de sus haberes. Ni la 
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realización de los objetivos de justicia distributiva que la 

Constitución fija ni la determinación del alcance de los 

beneficios de la seguridad social pueden concebirse como tareas 

lineales ni mecánicas. El mero hecho de que consideremos que el 

Estado no ha hecho por los jubilados lo que cada uno de nosotros 

desearía no puede convertirse en un argumento para fulminar con 

la inconstitucionalidad un régimen que necesariamente depende de 

valoraciones, hechos, estrategias y criterios de oportunidad 

cuya articulación corresponde primariamente al Congreso de la 

Nación. No debemos olvidar que vivimos en una democracia y que 

las razones que nos convencen a cada uno de nosotros no se 

convierten, por ello, en derecho vigente. 

20) En nuestra democracia constitucional, como se 

dijo, es el Congreso, dentro de los amplios límites que la 

Constitución le fija (arts. 14 bis, 16, 17, 28, 75, incs. 2, 18, 

19 y 23, de la Constitución Nacional), quien debe tomar las 

medidas necesarias para, en última instancia, concretar los 

mandatos de promover el bienestar general y realizar la justicia 

distributiva. En materia tributaria, ello se traduce -dentro de 

los límites de la razonabilidad impuestos por la Constitución 

Nacional (art. 28 de la Constitución Nacional)- en la libertad 

del Poder Legislativo para establecer clasificaciones a los 

fines de imponer la obligación de tributar. Como ha afirmado de 

manera sostenida esta Corte, "la recta interpretación de la 

garantía de igualdad asigna al legislador la facultad de 

contemplar en forma distinta situaciones que considere 

diferentes, con tal de que la discriminación no sea arbitraria,  

ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de 



personas o de grupo de personas, aunque su fundamento sea 

opinable" (Fallos: 325:11; 327:4206; 323:2395, entre muchos 

otros). 

Si bien el Poder Judicial tiene la atribución 

constitucional de pronunciarse sobre la constitucionalidad de 

las normas tributarias en casos concretos, no son los jueces 

quienes están llamados a concretar sus concepciones de justicia 

distributiva o social, por valiosas o defendibles que ellas 

fuesen, a través del desarrollo interpretativo de principios o 

valores generales contenidos en las normas bajo análisis. 

Como lo ha sostenido esta Corte, "la configuración 

del gravamen decidida por el legislador involucra una cuestión 

ajena a la órbita del Poder Judicial, a quien no compete 

considerar la bondad de un sistema fiscal para buscar los 

tributos que requiere el erario público y decidir si uno es más 

conveniente que otro, sino que sólo le corresponde declarar si 

repugna o no a los principios y garantías contenidos en la 

Constitución Nacional" (arg. Fallos: 223:233; 318:676; 332:1571, 

entre otros). Por ello, el Poder Judicial "no tiene facultades 

para invalidar los gravámenes en razón de su injusticia o 

inconveniencia, del exceso de su monto o de las formas de 

percepción, mientras de ellos no resulte una violación de las 

disposiciones constitucionales" (Fallos: 181:264; 188:464; entre 

otros). Tampoco el Poder Judicial se encuentra facultado para 

establecer categorías tributarias o distinciones no previstas en 

las leyes sometidas a su consideración. 
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21) Finalmente, nada de lo dicho hasta aquí implica 

cerrar la posibilidad de que se demuestre, en un caso concreto y. 

mediando pruebas adecuadas, la inconstitucionalidad de la 

aplicación del tributo a un demandante en particular, de 

conformidad con la jurisprudencia y normas reseñadas a lo largo 

de este pronunciamiento. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la señora 

Procuradora Fiscal en la causa FPA 21005389/2013/CA1-CS1 

"Cuesta, Jorge Antonio c/ AFIP s/ acción de inconstitucionalidad 

(sumarísimo)", dictamen cuya copia deberá incorporarse a la 

presente causa, se hace lugar a la queja, se declara procedente 

el recurso extraordinario interpuesto, se revoca la sentencia 

apelada y se rechaza la demanda. Costas por su orden. Exímase al 

recurrente de efectuar el pago del depósito previsto en el art. 

286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuyo 

pago se encuentra diferido de conformidad con lo prescripto en 

la acordada 47/91. Notifíquese, agréguese la queja al principal 

y, oportunamente devuélvase. 

CARLOS FERNANDO ROSENKRANTZ 
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Recurso extraordinario interpuesto por la AFIP, representada por las Dras. 
Sandra María Liliana Cuestas y Miriam Daniela Clariá. 

Traslado contestado por María Isabel García, con el patrocinio de los Dres. 
María Cristina Badano, Eduardo Luis Prina y Pablo R. Tánger. 

Recurso de queja interpuesto por la AFIP, representada por la Dra. Sandra 

María Liliana Cuestas, con el patrocinio letrado del Dr. Sebastián Mundani. 

Tribunal de origen: Cámara Federal de Apelaciones de Paraná. 

Tribunal que-  intervino con anterioridad: Juzgado Federal de Concepción del 
Uruguay n°  2. 

s. 
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SOLIDARIDAD PREVISIONAL 

Ley 24.463 

Reformas al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Reforma a la Legislación 
Previsional. Movilidad de las prestaciones. Mejora de los haberes mínimos. Haberes 
máximo. Orden público. Derogación. Reforma al Procedimiento Judicial de la 
Seguridad Social. Otras Disposiciones. 

Sancionada: Marzo 8 de 1995. 

Promulgada Parcialmente: Marzo 23 de 1995. 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc., 
sancionan con fuerza de Ley: 

TITULO I 

DE LAS REFORMAS AL SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIONES 

CAPITULO I 

REFORMAS A LA LEGISLACION PREVISIONAL 

ARTICULO 1º — 

1. Los sistemas públicos de previsión de carácter nacional son sistemas de reparto asistido, 
basados en el principio de solidaridad. 

2. Las prestaciones otorgadas o a otorgarse por dichos sistemas serán financiadas con los 
recursos enumerados en el artículo 18 de la Ley 24.241, y quedan sometidas a las normas 
que sobre haberes mínimos y máximos, incompatibilidades, y movilidad establece la Ley 
24.241. 

3. El Estado nacional garantiza el otorgamiento y pago de las prestaciones de dichos 
sistemas, hasta el monto de los créditos presupuestarios expresamente comprometidos para 
su financiamiento por la respectiva Ley de Presupuesto. 

El monto de los créditos presupuestarios anuales destinados al financiamiento del régimen 
previsional público no podrá ser inferior a lo asignado en la Ley de Presupuesto 24.447. 

4. Los recursos de dichos sistemas son inembargables. 

ARTICULO 2º — Modificase el artículo 16 de la Ley 24.241, el que queda redactado de la 
siguiente forma: 



 

Artículo 16. — Naturaleza del Régimen y Garantía del Estado 

1.El régimen previsional público es un régimen de reparto asistido, basado en el principio 
de solidaridad. 

Sus prestaciones serán financiadas con los recursos enumerados en el artículo 18 de esta 
Ley. 

2. El Estado Nacional garantiza el otorgamiento y pago de las prestaciones establecidas en 
este Capítulo, hasta el monto de los créditos presupuestarios expresamente comprometidos 
para su financiamiento por la respectiva Ley de Presupuesto. 

ARTICULO 3º — Modificase el artículo 17 de la Ley 24.241, al que se incorporan los 
siguientes párrafos:  

"f) Prestación por edad avanzada. 

La Ley de Presupuesto determinará el importe mínimo y máximo de las prestaciones a 
cargo del régimen previsional público. 

Ningún beneficiario tendrá derecho a recibir prestaciones por encima del tope máximo 
legalmente determinado".  

ARTICULO 4º — Modificase el artículo 18 de la Ley 24.241 el que queda redactado de la 
siguiente forma: 

Artículo 18. — Financiamiento. 

Las prestaciones del régimen previsional público serán financiadas exclusivamente con los 
siguientes recursos:  

a) Los aportes personales de los afiliados comprendidos en el régimen previsional público; 

b) Las contribuciones a cargo de los empleadores, establecidas en el artículo 11 de esta 
Ley; 

c) Dieciséis (16) puntos de los veintisiete (27) correspondientes a los aportes de los 
trabajadores autónomos; 

d) La recaudación del Impuesto sobre los Bienes Personales no incorporados al Proceso 
Económico o aquel que lo sustituya en el futuro, y otros tributos de afectación específica al 
sistema jubilatorio; 

e)Los recursos adicionales que anualmente fije el Congreso de la Nación en la Ley de 
Presupuesto; 



 

f) Intereses, multas y recargos;  

g) Rentas provenientes de inversiones;  

h) Todo otro recurso que legalmente corresponda ingresar al régimen previsional público; 

ARTICULO 5º — Modificase el artículo 32 de la Ley 24.241 el que queda redactado de la 
siguiente forma: 

Artículo 32. — Movilidad de las Prestaciones. 

Las prestaciones del Régimen Previsional Público tendrán la movilidad que anualmente 
determine la Ley de presupuesto conforme al cálculo de recursos respectivo.  

ARTICULO 6º — Sustitúyase el artículo 34 de la Ley 24.241 por el siguiente: 

Artículo 34. — 

1. los beneficiarios de prestaciones del Régimen Previsional Público podrán reingresar a la 
actividad remunerada tanto en relación de dependencia como en carácter de autónomos. 

2. El reingreso tiene la obligación de efectuar los aportes que en cada caso correspondan, 
los que serán destinados al fondo Nacional de Empleo. 

3. Los nuevos aportes no darán derecho a reajustes o mejoras en las prestaciones 
originarias. 

4.Los beneficiarios de prestaciones previsionales que hubieren accedido a tales beneficios 
amparados en los regímenes especiales para quienes presten servicios en tareas penosas, 
riesgosas o insalubres, determinantes de vejes o agotamiento prematuro no podrán 
reingresar a la actividad ejerciendo algunas de las tareas que hubieran dado origen al 
beneficio previsional. Si así lo hicieren, se le suspenderá el pago de los haberes 
correspondientes al beneficio previsional otorgado.  

5. El goce de la prestación del retiro por invalidez es incompatible con el desempeño de 
cualquier actividad en relación de dependencia. 

6. Sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en el artículo 12 de la presente ley, 
el empleador deberá comunicar la situación a que se refiere el apartado 1 de este artículo a 
la autoridad de aplicación, en el plazo y con las modalidades que la misma establezca. La 
omisión de esta obligación hará posible al empleador de una multa equivalente a diez (10) 
veces lo percibido por el beneficiario en concepto de haberes previsionales. 

ARTICULO 7º — Movilidad de las prestaciones. 



 

1. La movilidad de las prestaciones de los sistemas públicos de previsión de carácter 
nacional, por períodos anteriores a la promulgación de la presente ley se regirán por los 
siguientes criterios: 

a) Las prestaciones correspondientes a períodos anteriores al 1º de abril de 1991 se 
ajustarán según el índice definido en el anexo 1 de esta Ley; 

b) Las prestaciones correspondientes a períodos comprendidos entre el 1º de abril de 1991 y 
la fecha de promulgación de la presente ley se ajustarán según las disposiciones 
oportunamente aprobadas por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación y 
por organismos de su dependencia.  

2. A partir de la vigencia de la presente ley todas las prestaciones de los sistemas públicos 
de previsión de carácter nacional tendrán la movilidad que anualmente determine la Ley de 
Presupuesto. Dicha movilidad podrá ser distribuida en forma diferenciada a fin de 
incrementar las prestaciones mínimas.  

En ningún caso esta movilidad podrá consistir en una determinada proporción entre el 
haber de retiro y las remuneraciones de los activos. 

ARTICULO 7° Bis — No se entenderán como movilidades las reliquidaciones por 
rectificación que deban efectuarse en el haber de prestación de las jubilaciones y pensiones, 
cuya causa fueren errores materiales y/u omisiones producidos por la ANSeS o la 
repartición de origen. 

(Artículo incorporado por art. 1° de la Ley N°25.372 B.O. 2/1/2001) 

ARTICULO 8º — Mejora de los haberes mínimos. 

Las futuras leyes de presupuesto destinarán preferentemente los mayores recursos que se 
asignen anualmente en las mismas, así como los eventuales excedentes del régimen 
previsional público, a mejorar las prestaciones de los beneficiarios que carezcan de otros 
ingresos y perciban prestaciones previsionales inferiores a los cuatrocientos cincuenta pesos 
($ 450). 

ARTICULO 9º — Haberes máximos. 

1. ( Nota Infoleg: por art. 4º del Decreto N° 1199/2004 B.O. 14/9/2004, se deroga, a partir 
del primer día del tercer mes posterior a la vigencia del citado Decreto, el presente inciso, 
quedando unificado el haber máximo de las prestaciones otorgadas o a otorgar en virtud 
de leyes generales anteriores a la Ley Nº 24.241, en lo dispuesto por el inciso 3 del 
referido artículo, hasta tanto la Ley de Presupuesto determine el importe máximo a que se 
refiere el artículo 17 de la Ley Nº 24.241 y sus modificaciones) 

2. Los haberes previsionales mensuales correspondientes a las prestaciones otorgadas en 
virtud de leyes anteriores a la ley 24.241 que no tuvieren otro haber máximo menor, en la 
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suma equivalente al OCHENTA Y DOS POR CIENTO (82%) del monto máximo de la 
remuneración sujeta a aportes y contribuciones, prevista en el segundo párrafo del artículo 
13 de la ley 18.037, modificado por el artículo 158 apartado 1 de ley 24.241, estarán sujetos 
a las siguientes escalas de deducciones. 

- De $3.100 a $5.000: 20% sobre el excedente de $3.100 

- De $5.001 a $7.000: $380 más el 35% del excedente de $5.000 

- De $7.001 a $9.000: $1.080 más el 50% del excedente de $7.000 

- A partir de $9.001: $2.080 más el 70% del excedente de $9.000 

Las escalas de deducciones establecidas precedentemente serán de aplicación también a los 
beneficios previsionales de las Ex Cajas Previsionales Provinciales transferidas a la 
ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL. 

(Inciso sustituido por art. 25 de la Ley N° 25.239 B.O.31/12/1999)  

3. Hasta tanto la Ley de Presupuesto cumpla con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 
24.241, el monto del haber máximo del Régimen Previsional Público que regula la referida 
ley y correspondiente a las prestaciones que se otorguen después de la sanción de la 
presente no podrá superar los tres mil cien pesos ($ 3.100). 

ARTICULO 10. — Orden público. 

1. La presente Ley es federal y de orden público. 

2. No se aplicará retroactivamente respecto de haberes correspondientes a períodos 
anteriores a su entrada en vigencia. 

ARTICULO 11. — Derogación. 

1. Deróganse los artículos 125, 158 inc. 6), y 160 de la Ley 24.241 así como toda otra 
disposición que se oponga a la presente ley. 

2. Deróganse el Decreto 2302/94 a partir de la promulgación de la presente ley. 

ARTICULO 12. — Cuando de acuerdo con lo establecido por el pacto fiscal (Ley 24.307) 
para la producción y el empleo, se transfieran Cajas de Previsión Social Provincial al 
Régimen Previsional Público Nacional, y los primeros registraren déficit operativo, deberá 
habilitarse el correspondiente crédito presupuestario sin que afecten los recursos que la 
presente Ley asigna al Sistema Previsional Público Nacional. 

ARTICULO 13. — Incorpórase como segundo párrafo del artículo 188 de la Ley 24.241, 
el siguiente texto:  

http://infoleg.mecon.gov.ar/scripts1/busquedas/cnsnorma.asp?tipo=Ley&nro=25239


 

"Las contribuciones patronales destinadas al financiamiento de la Seguridad Social, podrán 
ser disminuidas por el Poder Ejecutivo nacional únicamente en la medida que fueran 
efectivamente compensadas con incrementos en la recaudación del sistema, o con aportes 
del Tesoro que equiparen dicha reducción."  

CAPITULO II 

REFORMA AL PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

ARTICULO 14. — El procedimiento de impugnación judicial de los actos administrativos 
de la Administración Nacional de Seguridad Social, se regirá por las disposiciones del 
presente Capítulo. 

ARTICULO 15. — Las resoluciones de la Administración nacional de la Seguridad Social 
podrán ser impugnadas ante los Juzgados Federales de Primera Instancia de la Seguridad 
Social de la Capital Federal, y ante los juzgados federales con asiento en las provincias, 
dentro del plazo de caducidad previsto en el art. 25, inc. a) de la ley 19.549, mediante 
demanda de conocimiento pleno, que tramitará por las reglas del proceso sumario previsto 
en el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con las modificaciones introducidas 
en la presente ley. La Administración Nacional de la Seguridad Social actuará como parte 
demandada. Para la habilitación de la instancia no será necesaria la interposición de recurso 
alguno en sede administrativa. 

(Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 24.655 B.O. 15/7/1996) 

ARTICULO 16. — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.153 B.O. 26/10/2006. 
Vigencia: entrará en vigencia en forma conjunta con la Ley de Presupuesto General de 
Gastos y Cálculo de Recursos de la Administración Nacional correspondiente al ejercicio 
2007.) 

ARTICULO 17. — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.153 B.O. 26/10/2006. 
Vigencia: entrará en vigencia en forma conjunta con la Ley de Presupuesto General de 
Gastos y Cálculo de Recursos de la Administración Nacional correspondiente al ejercicio 
2007.) 

ARTICULO 18. — La Cámara Nacional de Apelaciones de la Seguridad Social, creada 
por Ley 23.473, se transformará en Cámara Federal de la Seguridad Social y conocerá en la 
materia enumerada en el artículo 39 bis del Decreto-Ley 1.285/58, con la salvedad de que 
en lo concerniente al inciso a) de dicho artículo intervendrá en grado de apelación contra 
las sentencias dictadas por los juzgados mencionados en el artículo 15. 

ARTICULO 19. — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.025 B.O. 22/4/2005, 
sin perjuicio de la validez de los recursos interpuestos con arreglo a dicha norma hasta la 
fecha de publicación de la Ley de referencia). 
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ARTICULO 20. — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.153 B.O. 26/10/2006. 
Vigencia: entrará en vigencia en forma conjunta con la Ley de Presupuesto General de 
Gastos y Cálculo de Recursos de la Administración Nacional correspondiente al ejercicio 
2007.) 

ARTICULO 21. — En todos los casos las costas serán por su orden. 

ARTICULO 22. — Las sentencias condenatorias contra la Administración Nacional de la 
Seguridad Social serán cumplidas dentro del plazo de CIENTO VEINTE (120) días hábiles, 
contado a partir de la recepción efectiva del expediente administrativo correspondiente. 

Si durante la ejecución presupuestaria, se agotara la partida asignada para el cumplimiento 
de dichas sentencias, el Jefe de Gabinete de Ministros podrá disponer ampliaciones o 
reestructuraciones presupuestarias con el objeto de asegurar el pago en el plazo indicado. 

(Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 26.153 B.O. 26/10/2006. Vigencia: entrará en 
vigencia en forma conjunta con la Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de 
Recursos de la Administración Nacional correspondiente al ejercicio 2007.) 

ARTICULO 23. — (Artículo derogado por art. 1° de la Ley N° 26.153 B.O. 26/10/2006. 
Vigencia: entrará en vigencia en forma conjunta con la Ley de Presupuesto General de 
Gastos y Cálculo de Recursos de la Administración Nacional correspondiente al ejercicio 
2007.) 

ARTICULO 24. — Las normas previstas en el presente Capítulo serán de aplicación 
inmediata a las causas en trámite. Las que estuvieren radicadas ante la Cámara Nacional de 
Apelaciones de la Seguridad Social, pendientes de sentencia, serán convertidas al 
procedimiento previsto en la presente ley, notificando a los recurrentes para que adecuen su 
presentación al nuevo procedimiento, solicitando lo que en derecho corresponda. En estos 
casos, y por única vez, la Administración Nacional de Seguridad Social tendrá un plazo de 
seis (6) meses para contestar demanda y ofrecer pruebas, contados a partir de su 
notificación.  

ARTICULO 25. — Las sentencias dictadas o que se dicten en esta materia contra la 
Administración Nacional de la Seguridad Social o el Estado nacional hasta el 31 de 
diciembre de 1995, que la condenen al pago de sumas de dinero, serán cumplidas recién a 
partir del 1 de enero de 1996, de acuerdo al procedimiento previsto en la presente ley. 

ARTICULO 26. — Modificase el artículo 39 bis del Decreto - Ley 285/58 que quedará 
redactado de la siguiente forma:  

Artículo 39 bis: "La cámara Federal de la Seguridad Social conocerá": 

a) En los recursos de aplicación interpuestos en contra de las sentencias dictadas en las 
causas sustanciadas con motivo de impugnaciones judiciales contra resoluciones o actos 
administrativos que afecten pretenciones de los afiliados, beneficiarios, peticionarios de 
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prestaciones o de afiliación empleadores y, en general, de cualquier persona que alegare la 
afectación de su derecho respecto del régimen de reparto del Sistema Integrado de 
Jubilaciones y Pensiones; 

b) En los recursos interpuestos contra resoluciones que dicte la Dirección General 
Impositiva que denieguen total o parcialmente impugnaciones de deuda determinadas por el 
citado organismo en ejercicio de las funciones asignadas por el Decreto Nº 507/93, siempre 
que en el plazo de su interposición se hubiere depositado el importe resultante de la 
resolución impugnada;  

c) En los recursos interpuestos contra resoluciones de los entes que administran los 
subsidios familiares; 

d) En los recursos de apelación interpuestos contra resoluciones de la Comisión Nacional 
de Previsión Social, al decidir conflictos suscitados con motivo de la aplicación del régimen 
de reciprocidad instituido por el Decreto Nº 9316/46; 

e) En los recursos de queja por apelación denegada y en los pedidos de pronto despacho de 
conformidad con el artículo 28 de la Ley 19.549." 

ARTICULO 27. — Modificase el artículo 9º de la ley 23.473, que quedará redactado de la 
siguiente forma:  

Artículo 9º. — Los recursos contenciosos - administrativos enumerados en los incisos b), 
c), y d), del artículo 39 bis del Decreto Ley 1285/58 deberán presentarse con firma de 
letrado y con expresión de agravios ante el mismo organismo administrativo que dictó la 
medida y dentro de los treinta (30) días de notificada si el interesado se domiciliare en la 
Capital Federal y de noventa (90) días si se domiciliare en el interior del país o en el 
extranjero. Si el interesado se domiciliare en el interior del país, podrá optar por presentar 
el recurso ante el Juez Federal de su domicilio, quien remitirá las actuaciones a la Cámara. 

ARTICULO 28. — Modificase el artículo 11 de la ley 23.473, que quedará redactado de la 
siguiente forma: 

Artículo 11. — Interpuesto el recurso contencioso - administrativo y previa vista al 
ministerio público si la estimare necesaria, la Cámara Federal de la Seguridad Social 
resolverá en cada caso sobre la procedencia del recurso, de acuerdo a las constancias del 
expediente, sin perjuicio de las medidas que de oficio y para mejor proveer dispusiere. El 
control judicial recaerá sobre los hechos de las causas y el derecho aplicable. 

ARTICULO 29. — Derógase el artículo 14 de la Ley 23.473. 

TITULO II 

OTRAS DISPOSICIONES 



 

ARTICULO 30. — Modificase el artículo 33 de la Ley 24.073 que quedará redactado de la 
siguiente forma:  

Artículo 33. — Los créditos fiscales a que se refiere el presente Título se considerarán 
deudas del Estado nacional al 31 de marzo de 1991, una vez conformado su importe por la 
Dirección General Impositiva, a partir del ejercicio fiscal en el que hubieran correspondido 
su deducción de ganancias sujetas a impuesto y hasta el importe imputable a cada ejercicio. 

Tales deudas serán abonadas mediante la entrega de los Bonos de Consolidación en 
Moneda Nacional a dieciséis (16) años, creados por la Ley 23.982, siendo de aplicación 
dicha norma legal y su reglamentación en cuanto no se oponga a lo previsto en este Título. 

Vencido el plazo que establezca la Dirección y que no será menor de ciento ochenta (180) 
días los créditos se considerarán de oficio controvertidos y los reclamos correspondientes se 
deberán realizar según los procedimientos de la mencionada Ley 23.982. 

La modificación del artículo 33 de la Ley 24.073 dispuesta en el primer párrafo del presente 
artículo no será de aplicación a los contribuyentes que —al tiempo se sancionarse la 
presente ley— ya se hubiesen recibido los Bonos de Consolidación en el marco de los 
artículos 31 a 33 de la Ley 24.073. 

ARTICULO 31. — Sustitúyese el inciso a) del punto 1 del artículo 4º del Decreto Nº 879 
del tres de junio de 1992 ratificado por el artículo 29 de la Ley 24.307, con efectos 
retroactivos al primero de junio de 1994, por el siguiente texto: 

a) El veinte por ciento (20%) al Sistema de Seguridad Social, para ser destinado a la 
atención de la obligaciones previsionales nacionales. 

Asimismo y como consecuencia de lo dispuesto precedentemente, déjase sin efecto el 
inciso b) del artículo 1º del Decreto Nº 1985 de fecha 26 de octubre de 1992. 

ARTICULO 32. — (Artículo vetado por art. 1° del Decreto N°417/1995 B.O. 30/3/1995) 

ARTICULO 33. — Excepto lo dispuesto en el artículo 32, la presente ley entrará en 
vigencia el día de su publicación en el Boletín Oficial. 

ARTICULO 34. — Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. — ALBERTO R PIERRI. 
— EDUARDO MENEM. — Esther H. Pereyra Arandía de Pérez Pardo. — Edgardo Piuzzi 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS 
AIRES A LOS OCHO DIAS DEL MES DE MARZO DEL AÑO MIL NOVECIENTOS 
NOVENTA Y CINCO. 

(Nota Infoleg: Por art. 3° del Decreto N°833/1997 B. O.: 29/8/97, se establece que El 
MODULO PREVISIONAL (MOPRE) reemplaza al APORTE MEDIO PREVISIONAL 
OBLIGATORIO (AMPO) en todas las menciones de las Leyes números 24.241, 24.347, 
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24.463 y 24.557, sus decretos reglamentarios y resoluciones conexas de los distintos 
organismos de la ADMINISTRACION PUBLICA NACIONAL, desde la vigencia del 
presente. ) 

  

INDICE GENERAL DE REMUNERACIONES 

Ene-70 100,00 
Feb-70 100,00 
Mar-70 107,00 
Abr-70 107,00 
May-70 107,00 
Jun-70 107,00 
Jul-70 107,00 
Ago-70 107,00 
Sep-70 114,49 
Oct-70 114,49 
Nov-70 115,15 
Dic-70 115,15 
Ene-71 125,57 
Feb-71 125,57 
Mar-71 125,57 
Abr-71 154,18 
May-71 154,18 
Jun-71 154,18 
Jul-71 154,18 
Ago-71 154,18 
Sep-71 160,02 
Oct-71 160,02 
Nov-71 160,02 
Dic-71 160,02 
Ene-72 184,02 
Feb-72 184,02 
Mar-72 184,02 
Abr-72 184,02 
May-72 211,63 
Jun-72 211,63 
Jul-72 211,63 
Ago-72 211,63 
Sep-72 211,63 
Oct-72 234,42 
Nov-72 234,42 



 

Dic-72 234,42 
Ene-73 319,94 
Feb-73 319,94 
Mar-73 326,71 
Abr-73 326,71 
May-73 333,44 
Jun-73 393,57 
Jul-73 394,23 
Ago-73 394,23 
Sep-73 394,45 
Oct-73 394,51 
Nov-73 394,51 
Dic-73 394,51 
Ene-74 394,51 
Feb-74 398,44 
Mar-74 406,93 
Abr-74 480,96 
May-74 489,62 
Jun-74 494,54 
Jul-74 500,94 
Ago-74 510,86 
Sep-74 517,23 
Oct-74 522,44 
Nov-74 610,57 
Dic-74 634,94 
Ener-75 648,74 
Feb-75 649,93 
Mar-75 745,84 
Abr-75 788,76 
May-75 827,01 
Jun-75 1.660,18 
Jul-75 1.672,51 
Ago-75 1.921,55 
Sep-75 1.971,69 
Oct-75 2.009,31 
Nov-75 2.328,68 
Dic-75 2.342,49 
Ene-76 3.199,04 
Feb-76 3.318,03 
Mar-76 4.082,15 
Abr-76 4.302,07 
May-76 4.451,03 



 

Jun-76 5.017,51 
Jul-76 5.057,05 
Ago-76 5.146,72 
Sep-76 5.793,28 
Oct-76 5.793,28 
Nov-76 6.585,70 
Dic-76 6.585,70 
Ene-77 7.035,25 
Feb-77 7.035,25 
Mar-77 8.438,90 
Abr-77 9.396,97 
May-77 9.692,75 
Jun-77 9.776,47 
Jul-77 11.381,98 
Ago-77 12.234,24 
Sep-77 12.859,36 
Oct-77 14.066,04 
Nov-77 14.857,53 
Dic-77 15.560,42 
Ene-78 20.665,28 
Feb-78 21.529,23 
Mar-78 21.946,54 
Abr-78 23.534,84 
May-78 28.588,06 
Jun-78 29.284,79 
Jul-78 30.545,86 
Ago-78 34.254,93 
Sep-78 38.569,57 
Oct-78 40.897,09 
Nov-78 43.350,83 
Dic-78 53.821,90 
Ene-79 57.105,16 
Feb-79 58.580,84 
Mar-79 60.974,43 
Abr-79 66.007,10 
May-79 77.521,62 
Jun-79 82.881,67 
Jul-79 89.515,54 
Ago-79 95.824,10 
Sep-79 108.776,96 
Oct-79 121.634,83 
Nov-79 127.662,71 



 

Dic-79 133.129,63 
Ene-80 156.468,35 
Feb-80 160.962,11 
Mar-80 165.791,39 
Abr-80 172.388,71 
May-80 189.744,81 
Jun-80 194.733,44 
Jul-80 207.818,03 
Ago-80 220.630,86 
Sep-80 234.950,39 
Oct-80 245.385,97 
Nov-80 252.212,14 
Dic-80 261.037,54 
Ene-81 287.682,89 
Feb-81 294.111,72 
Mar-81 302.723,80 
Abr-81 313.483,84 
May-81 331.320,99 
Jun-81 358.259,57 
Jul-81 390.777,47 
Ago-81 409.062,11 
Sep-81 439.639,63 
Oct-81 492.010,50 
Nov-81 504.593,85 
Dic-81 517.565,82 
Ene-82 579.063,60 
Feb-82 591.990,75 
Mar-82 604.765,16 
Abr-82 617.241,66 
May-82 631.202,06 
Jun-82 662.426,86 
Jul-82 775.864,29 
Ago-82 814.375,72 
Sep-82 1.103.902,30 
Oct-82 1.350.404,40 
Nov-82 1.509.522,82 
Dic-82 1.685.830,97 
Ene-83 1.935.920,80 
Feb-83 2.131.357,80 
Mar-83 2.337.070,26 
Abr-83 2.692.635,71 
May-83 3.125.063,53 



 

Jun-83 3.648.136,64 
Jul-83 4.336.733,52 
Ago-83 4.957.185,04 
Sep-83 6.187.450,86 
Oct-83 7.449.588,85 
Nov-83 8.856.214,01 
Dic-83 10.981.025,43 
Ene-84 13.284.321,01 
Feb-84 15.003.293,45 
Mar-84 18.402.991,73 
Abr-84 22.427.384,56 
May-84 25.368.123,57 
Jun-84 29.862.099,73 
Jul-84 35.909.313,04 
Ago-84 45.154.367,54 
Sep-84 53.290.270,48 
Oct-84 69.279.476,44 
Nov-84 76.975.543,42 
Dic-84 80.075.643,29 
Ene-85 117.631.685,18 
Feb-85 136.155.791,17 
Mar-85 167.809.106,94 
Abr-85 213.116.460,91 
May-85 277.164.651,63 
Jun-85 333.595.393,40 
Jul-85 342.094.639,10 
Ago-85 346.344,261,94 
Sep-85 346.344.261,94 
Oct-85 350.593.884,79 
Nov-85 352.718.696,21 
Dic-85 354.843.507,64 
Ene-86 393.090.113,25 
Feb-86 395.214.924,67 
Mar-86 403.714.170,36 
Abr-86 410.088.604,63 
May-86 452.584.833,09 
Jun-86 465.333.701,63 
Jul-86 516.329.175,78 
Ago-86 548.201.347,13 
Sep-86 584.323.141,32 
Oct-86 633.193.804,04 
Nov-86 636.359.773,06 



 

Dic-86 639.541.571,93 
Ene-87 720.311.072,39 
Feb-87 733.059.940,93 
Mar-87 762.807.300,85 
Abr-87 790.429.849,35 
May-87 822.302.020,69 
Jun-87 939.166.648,95 
Jul-87 1.002.910.991,64 
Ago-87 1.102.777.128,52 
Sep-87 1.249.389.116,71 
Oct-87 1.434.298.705,98 
Nov-87 1.434.298.705,98 
Dic-87 1.434.298.705,98 
Ene-88 1.980.324.246,22 
Feb-88 2.143.934.725,79 
Mar-88 2.445.657.947,85 
Abr-88 2.840.872.872,53 
May-88 3.278.584.025,66 
Jun-88 3.867.156.789,83 
Jul-88 4.623.589.656,41 
Ago-88 5.896.351.698,79 
Sep-88 6.565.667.297,03 
Oct-88 7.254.106.198,07 
Nov-88 7.616.811.507,97 
Dic-88 7.921.483.968,28 
Ene-89 10.094.979.070,61 
Feb-89 11.015.022.416,76 
Mar-89 12.321.781.441,90 
Abr-89 16.163.440.494,66 
May-89 26.040.918.981,01 
Jun-89 53.090.538.214,73 
Jul-89 144.227.949.769,46  
Ago-89 181.295.285.043,45  
Sep-89 206.604.106.835,52  
Oct-89 247.924.928.202,62  
Nov-89 247.924.928.202,62  
Dic-89 280.155.168.868,96  
Ene-90 608.624.609.565,90  
Feb-90 960.508.254.892,38  
Mar-90 1.698.943.968.722,78  
Abr-90 2.258.136.965.344,33  
May-90 2.640.751.758.281,45  



 

Jun-90 3.027.705.416.144,32  
Jul-90 3.281.333.531.649,07  
Ago-90 3.762.288.846.864,84  
Sep-90 4.264.768.501.795,47  
Oct-90 4.752.803.688.672,63  
Nov-90 4.990.443.873.106,26  
Dic-90 5.239.966.066.761,58  
Ene-91 5.532.545.736.565,88  

INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

ADMINISTRACION NACIONAL DE SEGURIDAD SOCIAL 

Créditos por Incisos (en pesos) 

Transferencias 1.295.000.000 

ADMINISTRACION CENTRAL 

FUENTES FINANCIERAS (en pesos) 

Jurisdición 

Económica  

Endeudamiento Público e incremento de 
otros Pasivos 

Deuda Pública 1.295.000.000 

  

 



 

SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIONES  

Ley 26.222  

Modifícase la Ley Nº 24.241, estableciendo la libre opción del Régimen Jubilatorio. 

Sancionada: Febrero 27 de 2007  

Promulgada: Marzo 7 de 2007  

El Senado y Cámara de Diputados 

de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 

etc. sancionan con fuerza de 

Ley: 

ARTICULO 1º — Sustitúyese el artículo 9º de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias por 
el siguiente:  

Artículo 9º — A los fines del cálculo de los aportes y contribuciones correspondientes al 
SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIONES (SIJP) las remuneraciones 
no podrán ser inferiores al importe equivalente a TRES (3) veces el valor del módulo 
previsional (MOPRE) definido en el artículo 21. A su vez, a los fines exclusivamente del 
cálculo de los aportes previstos en los incisos a) y c) del artículo 10, la mencionada base 
imponible previsional tendrá un límite máximo equivalente a SETENTA Y CINCO (75) 
veces el valor del módulo previsional (MOPRE). 

Si un trabajador percibe simultáneamente más de una remuneración o renta como 
trabajador en relación de dependencia o autónomo, cada remuneración o renta será 
computada separadamente a los efectos del límite inferior establecido en el párrafo anterior. 
En función de las características particulares de determinadas actividades en relación de 
dependencia, la reglamentación podrá establecer excepciones a lo dispuesto en el presente 
párrafo. 

Facúltase al PODER EJECUTIVO NACIONAL a modificar la base imponible establecida 
en el primer párrafo del presente artículo, proporcionalmente al incremento que se aplique 
sobre el haber máximo de las prestaciones a que refiere el inciso 3) del artículo 9º de la Ley 
Nº 24.463, texto según Decreto Nº 1199/04. 

ARTICULO 2º — Sustitúyese el artículo 30 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, por 
el siguiente:  

Artículo 30.- Las personas físicas comprendidas en el artículo 2º, podrán optar por el 
Régimen Previsional Público de Reparto o por el de Capitalización, dentro del plazo de 



 

NOVENTA (90) días contados desde la fecha de ingreso a la relación laboral de 
dependencia o a la de inscripción como trabajador autónomo. En caso de no ejercerse la 
referida opción, se entenderá que la misma ha sido formalizada por el Régimen Previsional 
Público. 

La opción por este último Régimen, producirá los siguientes efectos para los afiliados:  

a) Los aportes establecidos en el artículo 11 serán destinados al financiamiento del 
Régimen Previsional Público;  

b) Los afiliados tendrán derecho a la percepción de una Prestación Adicional por 
Permanencia que se adicionará a las prestaciones establecidas en los incisos a) y b) del 
artículo 17. El haber mensual de esta prestación se determinará computando el UNO Y 
MEDIO POR CIENTO (1,5%) por cada año de servicios con aportes realizados al Régimen 
Previsional Público, en igual forma y metodología que la establecida para la Prestación 
Compensatoria. Para acceder a esta prestación los afiliados deberán acreditar los requisitos 
establecidos en los incisos a) y c) del artículo 23;  

c) Las prestaciones de Retiro por Invalidez y Pensión por Fallecimiento del Afiliado en 
Actividad serán financiadas por el Régimen Previsional Público;  

d) A los efectos de aspectos tales como movilidad, Prestación Anual Complementaria y 
otros inherentes a la Prestación Adicional por Permanencia, ésta es asimilable a las 
disposiciones que a tal efecto se establecen para la Prestación Compensatoria. 

Los afiliados al SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIONES podrán 
optar por cambiar el régimen al cual están afiliados una vez cada CINCO (5) años, en las 
condiciones que a tal efecto establezca el Poder Ejecutivo. 

ARTICULO 3º — Incorpórase como artículo 30 bis de la Ley Nº 24.241 y sus 
modificatorias, el siguiente:  

Artículo 30 bis.- Los afiliados al Régimen de Capitalización, mayores de CINCUENTA Y 
CINCO (55) años de edad, los hombres y mayores de CINCUENTA (50) años de edad las 
mujeres, cuya cuenta de capitalización individual arroje un saldo que no supere el importe 
equivalente a DOSCIENTOS CINCUENTA (250) MOPRES, serán considerados afiliados 
al Régimen Previsional Público. En tal caso, las Administradoras de Fondos de 
Jubilaciones y Pensiones deberán transferir al citado régimen el mencionado saldo, dentro 
del plazo de NOVENTA (90) días contados desde la fecha en que el afiliado alcanzó la 
referida edad, salvo que este último manifieste expresamente su voluntad de permanecer en 
el Régimen de Capitalización, en las condiciones que establezca el PODER EJECUTIVO 
NACIONAL. La SECRETARIA DE SEGURIDAD SOCIAL del MINISTERIO DE 
TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL fijará los conceptos de la cuenta de 
capitalización individual que integrarán la mencionada transferencia. 



 

ARTICULO 4º — Sustitúyese el inciso b) del artículo 68 de la Ley Nº 24.241 y sus 
modificatorias, por el siguiente:  

b) La comisión por la acreditación de los aportes obligatorios sólo podrá establecerse como 
un porcentaje de la base imponible que le dio origen y no podrá ser superior al UNO POR 
CIENTO (1%) de dicha base. No se aplicará esta comisión sobre los importes que en virtud 
de lo establecido en el segundo párrafo del artículo 9º, excedan el máximo fijado en el 
primer párrafo del mismo artículo. Facúltase al PODER EJECUTIVO NACIONAL a 
disminuir el porcentaje establecido en este inciso. 

ARTICULO 5º — Incorpórase al texto del artículo 74 de la Ley Nº 24.241 y sus 
modificatorias, el siguiente inciso:  

q) Títulos de deuda, certificados de participación en fideicomisos, activos u otros títulos 
valores representativos de deuda cuya finalidad sea financiar proyectos productivos o de 
infraestructura a mediano y largo plazo en la República Argentina. Deberán destinar a estas 
inversiones como mínimo el CINCO POR CIENTO (5%) de los activos totales del fondo y 
hasta un máximo del VEINTE POR CIENTO (20%). El PODER EJECUTIVO 
NACIONAL establecerá un cronograma que permita alcanzar estos valores en un plazo 
máximo de CINCO (5) años. Las inversiones señaladas en este inciso estarán sujetas a los 
requisitos y condiciones establecidos en el artículo 76. 

ARTICULO 6º — Sustitúyese el segundo párrafo del artículo 77 de la Ley Nº 24.241 y sus 
modificatorias, por el siguiente:  

De dichas cuentas sólo podrán efectuarse extracciones destinadas a la realización de 
inversiones para el fondo, y al pago de las prestaciones, o de las comisiones, de los aportes 
mutuales previstos en el artículo 99, transferencias y traspasos que establece la presente ley. 

ARTICULO 7º — Sustitúyese el inciso g) del artículo 84 de la Ley Nº 24.241 y sus 
modificatorias, por el siguiente:  

g) Los aportes mutuales previstos en el artículo 99;  

ARTICULO 8º — Sustitúyese el primer párrafo del artículo 95 de la Ley Nº 24.241 y sus 
modificatorias, por el siguiente:  

La Administradora será exclusivamente responsable y estará obligada, con los aportes 
mutuales previstos en el artículo 99, a:  

ARTICULO 9º — Sustitúyese el primer párrafo del artículo 96 de la Ley Nº 24.241 y sus 
modificatorias, por el siguiente:  

La Administradora estará también obligada frente a los afiliados comprendidos en el inciso 
a) del artículo precedente y con los aportes mutuales previstos en el artículo 99, por los 
siguientes conceptos:  



 

ARTICULO 10.- Sustitúyese el artículo 99 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, por 
el siguiente:  

Artículo 99.- Financiamiento de las Prestaciones por Invalidez y Fallecimiento. Con el fin 
de garantizar el financiamiento íntegro de las obligaciones establecidas en los artículos 95 y 
96, cada Administradora deberá deducir del fondo de jubilaciones y pensiones, previo al 
cálculo del valor de la cuota, los importes necesarios para el pago de las prestaciones de 
retiro transitorio por invalidez y de capitales complementarios y de recomposición, 
correspondientes al régimen de capitalización. 

A los fines indicados en el párrafo anterior se formará para cada fondo de jubilaciones y 
pensiones un fondo de aportes mutuales que será parte integrante de aquél. 

Las deducciones destinadas a este fondo deberán ser suficientes y resultar uniformes para 
todas las Administradoras. La reglamentación fijará los mecanismos para su cálculo y para 
las eventuales compensaciones de resultados que deban efectuarse entre distintas 
Administradoras, con el objeto de lograr la uniformidad del costo para todas las 
poblaciones comprendidas, así como los controles que deban realizarse respecto de la 
gestión en la administración de cada uno de los fondos de aportes mutuales. 

El fondo de aportes mutuales estará expresado en cuotas del respectivo fondo de 
jubilaciones y pensiones. 

ARTICULO 11.- Incorpórase como artículo 125 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, 
el siguiente:  

Artículo 125.- El ESTADO NACIONAL garantizará a los beneficiarios del SISTEMA 
INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIONES del Régimen Previsional Público y a 
los del Régimen de Capitalización que perciban componente público, el haber mínimo 
establecido en el artículo 17 de la presente ley. 

ARTICULO 12.- Sustitúyese el cuarto párrafo del artículo 157 de la Ley Nº 24.241 y sus 
modificatorias, por el siguiente:  

El PODER EJECUTIVO NACIONAL deberá contar con un informe, de la SECRETARIA 
DE SEGURIDAD SOCIAL del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD 
SOCIAL, con carácter previo, para cualquier aplicación de las facultades previstas en este 
artículo y en las leyes citadas. Dicho informe deberá proveer los elementos necesarios para 
el cálculo de los requisitos de edad, servicios prestados, aportes diferenciales y 
contribuciones patronales o subsidios requeridos para el adecuado financiamiento. 

ARTICULO 13.- Sustitúyese el artículo 161 de la Ley Nº 24.241 y sus modificatorias, por 
el siguiente:  

Principio de ley aplicable  



 

Artículo 161.- El derecho a las prestaciones se rige en lo sustancial, salvo disposición 
expresa en contrario: a) para las jubilaciones, por la ley vigente a la fecha de cese en la 
actividad o a la de solicitud, lo que ocurra primero, siempre que a esa fecha el peticionario 
fuera acreedor a la prestación, y b) para las pensiones, por la ley vigente a la fecha de la 
muerte del causante. 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, si a lo largo de la vida laboral, el 
solicitante cumpliera los extremos necesarios para la obtención del beneficio por un 
régimen diferente, podrá solicitar el amparo de dicha norma, en los términos del primer 
párrafo del artículo 82 de la Ley Nº 18.037. 

ARTICULO 14.- Los afiliados que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se 
encontraren incorporados al régimen de capitalización, podrán optar dentro de un plazo de 
CIENTO OCHENTA (180) días contados a partir de la reglamentación de este artículo, por 
el Régimen Previsional Público. El PODER EJECUTIVO NACIONAL reglamentará las 
condiciones que deberán observarse y los procedimientos administrativos aplicables para 
hacer efectivo el ejercicio de esta opción. 

ARTICULO 15.- A los efectos de su preservación y sustentabilidad futura, los recursos 
pertenecientes al sistema de seguridad social integrados por los activos financieros de la 
ADMINISTRACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL serán invertidos 
conforme a lo dispuesto en la Ley Nº 24.156, debiendo únicamente ser utilizados para 
efectuar pagos de beneficios del mismo sistema. 

ARTICULO 16.- Encomiéndase a la SECRETARIA DE SEGURIDAD SOCIAL del 
MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL para que, en el 
término de UN (1) año a partir de la vigencia de la presente ley, efectúe un relevamiento de 
los regímenes diferenciales e insalubres en vigor, conforme los lineamientos a que alude el 
artículo 157 de la Ley Nº 24.241 sustituido por el artículo 12 de la presente, debiendo poner 
en conocimiento del HONORABLE CONGRESO DE LA NACION los resultados del 
mismo. 

Este relevamiento deberá contener para cada actividad un informe con igual contenido al 
previsto en el artículo citado. 

ARTICULO 17.- Facúltase al PODER EJECUTIVO NACIONAL para dictar las normas 
interpretativas, complementarias y aclaratorias que fueren necesarias a los fines de la 
aplicación de lo dispuesto en la presente ley, como así también a elaborar un texto ordenado 
de la Ley Nº 24.241 sus complementarias y modificatorias. 

ARTICULO 18.- Deróganse los artículos 174 y 175 de la Ley Nº 24.241 y sus 
modificatorias, el Decreto Nº 1306 del 29 de diciembre de 2000, como así también toda 
otra norma que se oponga a la presente. 

ARTICULO 19.- Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 



 

PRESTACIONES PREVISIONALES 

Ley 26.417 

Movilidad de las Prestaciones del Régimen Previsional Público. Ley Nº 24.241 
modificación. 

Sancionada: Octubre 1 de 2008 

Promulgada: Octubre 15 de 2008 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con Fuerza de Ley 

MOVILIDAD DE LAS PRESTACIONES DEL REGIMEN PREVISIONAL PUBLICO 

CAPITULO I 

Disposiciones Generales 

ARTICULO 1º — A partir de la vigencia de la presente ley, todas las prestaciones 
previsionales otorgadas en virtud de la Ley 24.241, de regímenes nacionales generales 
anteriores a la misma y sus modificatorias, de regímenes especiales derogados, o por las ex-
cajas o institutos provinciales y municipales de previsión cuyos regímenes fueron 
transferidos a la Nación se ajustarán conforme lo establecido en el artículo 32 de la Ley 
24.241 y sus modificatorias. 

Los beneficios otorgados en virtud de la Ley 24.241 y sus modificatorias, o en las 
condiciones enunciadas en el párrafo anterior, que se encontraran amparados por 
disposiciones especiales de reajuste dispuestos por sentencia judicial pasada en autoridad 
de cosa juzgada, se ajustarán a lo establecido en el artículo 32 de la Ley 24.241 y sus 
modificatorias, a partir de la vigencia de la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de 
la manda judicial por los períodos anteriores a la vigencia de la presente ley. 

ARTICULO 2º — A fin de practicar la actualización de las remuneraciones a que se 
refiere el artículo 24, inciso a) de la Ley 24.241 y sus modificatorias, para aquellas que se 
devenguen a partir de la vigencia de la presente ley, se aplicará el índice combinado 
previsto en el artículo 32 de la mencionada ley. La Secretaría de Seguridad Social del 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social establecerá el modo de aplicación del 
citado índice. 

ARTICULO 3º — Las rentas de referencia que se establecen en el artículo 8º de la Ley 
24.241 y sus modificatorias se ajustarán conforme la evolución del índice previsto en el 
artículo 32 de la mencionada ley, con la periodicidad que establezca el Poder Ejecutivo 
nacional. 



 

ARTICULO 4º — Sustitúyese el artículo 20 de la Ley 24.241 y sus modificatorias, por el 
siguiente: 

Artículo 20: El monto del haber mensual de la Prestación Básica Universal se establece en 
la suma de PESOS TRESCIENTOS VEINTISEIS ($ 326). 

ARTICULO 5º — Derógase el artículo 21 de la Ley 24.241 y sus modificatorias. 

ARTICULO 6º — Sustitúyese el artículo 32 de la Ley 24.241 y sus modificatorias, por el 
siguiente: 

Artículo 32: Movilidad de las prestaciones. 

Las prestaciones mencionadas en los incisos a), b), c), d), e) y f) del artículo 17 de la Ley 
24.241 y sus modificatorias, serán móviles. 

El índice de movilidad se obtendrá conforme la fórmula que se aprueba en el Anexo de la 
presente ley. 

En ningún caso la aplicación de dicho índice podrá producir la disminución del haber que 
percibe el beneficiario. 

ARTICULO 7º — Cuando el haber real del beneficio previsional resulte inferior al haber 
mínimo garantizado, la diferencia se liquidará como complemento, a fin de que, de la 
sumatoria de todos los componentes resulte un haber no inferior a aquél. 

ARTICULO 8º — El haber mínimo garantizado por el artículo 125 de la Ley 24.241 y sus 
modificatorias se ajustará en a función de la movilidad prevista en el artículo 32 de la 
mencionada ley. 

ARTICULO 9º — El haber máximo se ajustará conforme la evolución del índice previsto 
en el artículo 32 de la Ley 24.241 y sus modificatorias. 

ARTICULO 10. — Establécese que la base imponible máxima prevista en el primer 
párrafo del artículo 9º de la Ley 24.241 y sus modificatorias, se ajustará conforme la 
evolución del índice previsto en el artículo 32 de la mencionada ley. 

CAPITULO II 

Disposiciones Complementarias 

ARTICULO 11. — Sustitúyese el artículo 35 de la Ley 24.241 y sus modificatorias, por el 
siguiente: 

Artículo 35: Las prestaciones previstas en el artículo 17 de la Ley 24.241 y sus 
modificatorias serán abonadas en forma coordinada con el haber de la jubilación ordinaria o 



 

con alguna de las prestaciones del artículo 27 otorgadas a través del Régimen de 
Capitalización. Las normas reglamentarias instrumentarán los mecanismos a fin de procurar 
la inmediatez y simultaneidad de los pagos respectivos. 

ARTICULO 12. — Sustitúyese el inciso a) del artículo 24 de la Ley 24.241 y sus 
modificatorias, por el siguiente: 

a) Si todos los servicios con aportes computados lo fueren en relación de dependencia, el 
haber será equivalente al UNO Y MEDIO POR CIENTO (1,5%) por cada año de servicio 
con aportes o fracción mayor de SEIS (6) meses, hasta un máximo de TREINTA Y CINCO 

(35) años, calculado sobre el promedio de remuneraciones sujetas a aportes y 
contribuciones actualizadas y percibidas durante el período de DIEZ (10) años 
inmediatamente anterior a la cesación del servicio. No se computarán los períodos en que el 
afiliado hubiere estado inactivo, y consecuentemente no hubiere percibido remuneraciones. 

Facúltase a la Secretaría de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo, Empleo y 
Seguridad Social a dictar las normas reglamentarias que establecerán los procedimientos de 
cálculo del correspondiente promedio. 

ARTICULO 13. — Sustitúyense todas las referencias al Módulo Previsional (MOPRE) 
existentes en las disposiciones legales y reglamentarias vigentes, las que quedarán 
reemplazadas por una determinada proporción del haber mínimo garantizado a que se 
refiere el artículo 125 de la Ley 24.241 y sus modificatorias, según el caso que se trate. 

La reglamentación dispondrá la autoridad de aplicación responsable para determinar la 
equivalencia entre el valor del Módulo Previsional (MOPRE), y el del haber mínimo 
garantizado a la fecha de vigencia de la presente ley. 

CAPITULO III 

Disposiciones Transitorias 

ARTICULO 14. — Las sumas que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se 
liquidaran en concepto de Suplemento por Movilidad, creado por el decreto 1199/04 y por 
los incrementos otorgados por el decreto 764/06, por el artículo 45 de la Ley 26.198 y por 
los decretos 1346/07 y 279/08, pasarán a integrar la Prestación Básica Universal en la 
medida necesaria para alcanzar el valor mencionado en el artículo 4º y el remanente la 
Prestación Compensatoria y la Prestación Adicional por Permanencia, proporcionalmente y 
según corresponda. 

ARTICULO 15. — El primer ajuste en base a lo establecido en el artículo 32 y 
concordantes de la Ley 24.241 y sus modificatorias se aplicará el 1º de marzo de 2009. 

ARTICULO 16. — La reglamentación establecerá las fechas a partir de las cuales 
comenzarán a regir las distintas normas incluidas en la presente ley. 



 

ARTICULO 17. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS 
AIRES, A UN DIA DEL MES DE OCTUBRE DEL AÑO DOS MIL OCHO. 

— REGISTRADA BAJO EL Nº 26.417 — 

JULIO C. C. COBOS. — EDUARDO A. FELLNER. — Marta A. Luchetta. — Juan H. 
Estrada. 

ANEXO 

CALCULO DE LA MOVILIDAD 

 

El ajuste de los haberes se realizará semestralmente, aplicándose el valor de "m" para los 
haberes que se devenguen en los meses de marzo y septiembre. Para establecer la 
movilidad se utilizará el valor de "m" calculado conforme el siguiente detalle: enero-junio 



 

para el ajuste de septiembre del mismo año y julio-diciembre para el ajuste a aplicar en 
marzo del año siguiente. 

 



 

SISTEMA INTEGRADO PREVISIONAL ARGENTINO 

Ley 26.425 

Régimen Previsional Público. Unificación. 

Sancionada: Noviembre 20 de 2008. 

Promulgada: Diciembre 4 de 2008. 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley: 

TITULO I 

Sistema Integrado Previsional Argentino 

CAPITULO I 

Unificación 

ARTICULO 1º — Dispónese la unificación del Sistema Integrado de Jubilaciones y 
Pensiones en un único régimen previsional público que se denominará Sistema Integrado 
Previsional Argentino (SIPA), financiado a través de un sistema solidario de reparto, 
garantizando a los afiliados y beneficiarios del régimen de capitalización vigente hasta la 
fecha idéntica cobertura y tratamiento que la brindada por el régimen previsional público, 
en cumplimiento del mandato previsto por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional. 

En consecuencia, elimínase el actual régimen de capitalización, que será absorbido y 
sustituido por el régimen de reparto, en las condiciones de la presente ley. 

ARTICULO 2º — El Estado nacional garantiza a los afiliados y beneficiarios del régimen 
de capitalización la percepción de iguales o mejores prestaciones y beneficios que los que 
gozan a la fecha de la entrada en vigencia de la presente ley. 

CAPITULO II 

Afiliados y beneficiarios 

ARTICULO 3º — Los servicios prestados bajo relación de dependencia o en calidad de 
trabajador autónomo correspondientes a los períodos en que el trabajador se encontraba 
afiliado al régimen de capitalización serán considerados a los efectos de la liquidación de 
los beneficios establecidos en el artículo 17 de la Ley 24.241 y sus modificatorias como si 
hubiesen sido prestados al régimen previsional público. 



 

ARTICULO 4º — Las beneficios de jubilación ordinaria, retiro por invalidez y pensión 
por fallecimiento que, a la fecha de vigencia de la presente, sean liquidados por las 
administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones bajo las modalidades de retiro 
programado o retiro fraccionario serán pagados por el régimen previsional público. El 
importe de las prestaciones de los actuales beneficiarios de las prestaciones por invalidez, 
pensión y jubilación ordinaria del régimen de capitalización será valorizado conforme el 
valor cuota más alto vigente entre el 1° de enero de 2008 y el 30 de septiembre de 2008. 
Estas prestaciones en lo sucesivo tendrán la movilidad prevista en el artículo 32 de la Ley 
24.241 y sus modificatorias. 

ARTICULO 5º — Los beneficios del régimen de capitalización previstos en la Ley 24.241 
y sus modificatorias que, a la fecha de vigencia de la presente, se liquiden bajo la 
modalidad de renta vitalicia previsional continuarán abonándose a través de la 
correspondiente compañía de seguros de retiro. 

ARTICULO 6º — Los afiliados al régimen de capitalización que hubieran ingresado 
importes en sus cuentas de capitalización individual bajo la figura de "imposiciones 
voluntarias" y/o "depósitos convenidos" y que aún no hubieran obtenido un beneficio 
previsional, podrán transferirlos a la Administración Nacional de la Seguridad Social para 
mejorar su haber previsional conforme lo determine la reglamentación o a una 
administradora de fondos de jubilaciones y pensiones, la que deberá reconvertirse, 
modificando su objeto social para tal finalidad. 

El Poder Ejecutivo nacional dictará las normas pertinentes a esos fines. 

TITULO II 

De los recursos del sistema 

ARTICULO 7º — Transfiéranse en especie a la Administración Nacional de la Seguridad 
Social los recursos que integran las cuentas de capitalización individual de los afiliados y 
beneficiarios al régimen de capitalización del Sistema Integrado de Jubilaciones y 
Pensiones previsto en la Ley 24.241 y sus modificatorias, con las limitaciones que surjan de 
lo dispuesto por el artículo 6º de la presente ley. Dichos activos pasarán a integrar el Fondo 
de Garantía de Sustentabilidad del Régimen Previsional Público de Reparto creado por el 
decreto 897/07. 

ARTICULO 8º — La totalidad de los recursos únicamente podrán ser utilizados para 
pagos de los beneficios del Sistema Integrado Previsional Argentino. 

En los términos del artículo 15 de la Ley 26.222 el activo del fondo se invertirá de acuerdo 
a criterios de seguridad y rentabilidad adecuados, contribuyendo al desarrollo sustentable 
de la economía real a efectos de garantizar el círculo virtuoso entre crecimiento económico 
y el incremento de los recursos de la seguridad social. 



 

En razón de sus actuales posiciones, las inversiones permitidas serán las previstas en el 
artículo 74 de la Ley 24.241, rigiendo las prohibiciones del artículo 75 de la citada ley y las 
limitaciones de su artículo 76. 

Queda prohibida la inversión de los fondos en el exterior. 

ARTICULO 9º — La Administración Nacional de la Seguridad Social no percibirá por la 
administración de los fondos comisión alguna de los aportantes al sistema. 

ARTICULO 10. — La totalidad de los aportes correspondientes a los trabajadores 
autónomos financiará las prestaciones del régimen previsional público, modificándose, en 
tal sentido, el artículo 18, inciso c), de la Ley 24.241 y sus modificatorias. 

TITULO III 

De la supervisión de los recursos 

ARTICULO 11. — La Administración Nacional de la Seguridad Social, entidad actuante 
en la órbita del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, gozará de autonomía 
financiera y económica, estando sujeta a la supervisión de la Comisión Bicameral de 
Control de los Fondos de la Seguridad Social creada en el ámbito del Honorable Congreso 
de la Nación. 

Dicha comisión estará integrada por SEIS (6) senadores y SEIS (6) diputados, quienes 
serán elegidos por sus respectivos cuerpos, la que establecerá su estructura interna, teniendo 
como misión constituir y ejercer la coordinación entre el Congreso Nacional y el Poder 
Ejecutivo nacional, a los efectos del cumplimiento de la presente ley y sus resultados, 
debiendo informar a los respectivos cuerpos legislativos sobre todo el proceso que se lleve 
adelante conforme a las disposiciones de esta ley. 

Para cumplir su cometido, la citada comisión deberá ser informada permanentemente y/o a 
su requerimiento de toda circunstancia que se produzca en el desenvolvimiento de los 
temas relativos a la presente ley, remitiéndosele con la información la documentación 
correspondiente. 

Podrá requerir información, formular las observaciones, propuestas y recomendaciones que 
estime pertinentes y emitir dictamen en los asuntos a su cargo. A estos efectos la Comisión 
bicameral queda facultada a dictarse su propio reglamento de funcionamiento. 

ARTICULO 12. — Créase en el ámbito de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social el Consejo del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 
Previsional Argentino, cuyo objeto será el monitoreo de los recursos del sistema y estará 
integrado por: 

a) Un representante de la ANSES;  



 

b) Un representante de la Jefatura de Gabinete de Ministros; 

c) Dos integrantes del Organo Consultivo de Jubilados y Pensionados que funciona en el 
ámbito de la ANSES; 

d) Tres representantes de las organizaciones de los trabajadores más representativas; 

e) Dos representantes de las organizaciones empresariales más representativas; 

f) Dos representantes de las entidades bancarias más representativas; 

g) Dos representantes del Congreso de la Nación, uno por cada Cámara. 

Los miembros integrantes de este consejo ejercerán su función con carácter ad honórem y 
serán designados por el Poder Ejecutivo nacional a propuesta de las entidades y organismos 
respectivos. 

TITULO IV 

Administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones 

ARTICULO 13. — En ningún, caso las compensaciones que pudieran corresponder a las 
administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones podrán superar el valor máximo 
equivalente al capital social de las administradoras liquidadas de acuerdo a las condiciones 
que establezca la reglamentación de la presente ley. A esos fines, el Estado nacional, de 
corresponder, entregará a los accionistas de dichas entidades, títulos públicos emitidos o a 
emitirse por la República Argentina, teniéndose en cuenta un cronograma mínimo de 
enajenación de dichos títulos para evitar afectaciones a la cotización de los mismos, 
permitiendo, asimismo, que la Administración Nacional de la Seguridad Social tenga 
derecho prioritario de recompra sobre dichos títulos. 

ARTICULO 14. — A través de las áreas competentes, en los supuestos de extinción de la 
relación laboral por despido directo dispuesto por la administradora de fondos de 
jubilaciones y pensiones, se realizarán todos los actos necesarios para garantizar el empleo 
de los dependientes no jerárquicos de las administradoras de fondos de jubilaciones y 
pensiones que opten por incorporarse al Estado nacional en cualquiera de sus dependencias 
que éste fije a tal fin, con reconocimiento de la antigüedad a los efectos del goce de las 
licencias legales o convencionales. 

La incorporación al Estado se efectuará en los términos del artículo 230 de la Ley de 
Contrato de Trabajo. 

ARTICULO 15. — El personal médico, técnico, auxiliar y administrativo que se 
desempeñe ante las comisiones médicas y la Comisión Médica Central creadas por el 
artículo 51 de la Ley 24.241 y sus modificatorias será transferido a la Superintendencia de 
Riesgos del Trabajo, en la proporción y oportunidad que sea necesario para su 



 

funcionamiento, conforme lo determine el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 
Social. 

A los efectos relativos a la antigüedad en el empleo del personal que sea transferido, se 
considerará como tiempo de servicio el efectivamente trabajado desde el comienzo de la 
vinculación con el organismo cedente. Asimismo, deberán transferirse los bienes 
inmuebles, muebles y equipamiento técnico necesarios para el adecuado funcionamiento de 
las comisiones médicas. 

Los gastos que demanden las comisiones médicas y la Comisión Médica Central serán 
financiados por la Administración Nacional de la Seguridad Social y las aseguradoras de 
riesgos del trabajo, en la forma y proporciones establecidas en la reglamentación. 

TITULO V 

Régimen general 

ARTICULO 16. — Los afiliados del Sistema Integrado Previsional Argentino tendrán 
derecho a la percepción de una prestación adicional por permanencia que se adicionará a las 
prestaciones establecidas en los incisos a) y b) del artículo 17 de la Ley 24.241. 

El haber mensual de esta prestación se determinará computando el UNO Y MEDIO POR 
CIENTO (1,5%) por cada año de servicios con aportes realizados al Sistema Integrado 
Previsional Argentino en igual forma y metodología que la establecida para la prestación 
compensatoria. 

Para acceder a esta prestación los afiliados deberán acreditar los requisitos establecidos en 
los incisos a) y c) del artículo 23 de la citada ley. 

A los efectos de aspectos tales como movilidad, prestación anual complementaria y otros 
inherentes a la prestación adicional por permanencia, ésta es asimilable a las disposiciones 
que a tal efecto se establecen para la prestación 

compensatoria. 

ARTICULO 17. — Deróganse el inciso e) del artículo 81 de la Ley de Impuesto a las 
Ganancias, texto ordenado en 1997 y sus modificaciones, y el artículo 113 de la Ley 24.241 
y sus modificatorias. 

ARTICULO 18. — La Administración Nacional de la Seguridad Social se subroga en las 
obligaciones y derechos que la Ley 24.241 y sus modificatorias les hubiera asignado a las 
administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones. 

TITULO VI 

Disposiciones transitorias 



 

ARTICULO 19. — La Administración Nacional de la Seguridad Social deberá adoptar las 
medidas necesarias para hacer operativa la presente ley en lo relativo a la recepción de los 
aportes y el pago de los beneficios por jubilación ordinaria, retiro por invalidez y pensión 
por fallecimiento en el plazo de SESENTA (60) días a partir de la fecha de entrada en 
vigencia de la presente ley. 

ARTICULO 20. — La presente ley es de orden público, quedando derogada toda 
disposición legal que se le oponga. 

ARTICULO 21. — La presente ley entrará en vigencia a partir de la fecha de su 
publicación en el Boletín Oficial. 

ARTICULO 22. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

DADA EN LA, SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS 
AIRES, A LOS VEINTE DIAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL AÑO DOS MIL 
OCHO. 

 



   

Sistema Argentino de Información Jurídica 

Ley 27260 

Fecha de Publicación: B.O. 22/07/2016 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 

sancionan con fuerza de Ley: 

LIBRO I 

TÍTULO I 

Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

ARTÍCULO 1º — Créase el Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y 

Pensionados, en adelante el Programa, con el objeto de implementar acuerdos que permitan 

reajustar los haberes y cancelar las deudas previsionales con respecto a aquellos 

beneficiarios que reúnan los requisitos establecidos por la presente ley. 

Podrán celebrarse acuerdos en los casos en que hubiera juicio iniciado, con o sin sentencia 

firme, y también en los que no hubiera juicio iniciado. 

Todos los acuerdos deberán ser homologados judicialmente, para lo cual se prescindirá de 

la citación de las partes. 

A los fines de agilizar la implementación del Programa, los acuerdos, los expedientes 

judiciales y las demás actuaciones que se lleven a cabo en el marco del Programa, podrán 

instrumentarse a través de medios electrónicos. También se admitirá la firma digital y/o 

cualquier otro medio que otorgue garantías suficientes sobre la identidad de la persona. 

ARTÍCULO 2° — Declárase la emergencia en materia de litigiosidad previsional, a los 

únicos fines de la creación e implementación del programa dispuesto en la presente ley, con 

el objeto de celebrar acuerdos en los casos en que hubiera juicio iniciado, con o sin 

sentencia firme, y también en los que no hubiera juicio iniciado. 

El estado de emergencia tendrá vigencia por tres (3) años a partir de la promulgación de la 

presente ley. 

Capítulo II 

Disposiciones particulares 

ARTÍCULO 3° — Podrán ingresar al Programa: 

a) Los titulares de un beneficio previsional cuyo haber inicial se hubiera calculado por los 

métodos previstos en el artículo 49 de la ley 18.037 (t.o. 1976) y sus modificatorias, o en 

los artículos 24, 97, o 98 de la ley 24.241 y sus complementarias y modificatorias; 

b) Los titulares de un beneficio previsional adquirido con anterioridad al 1° de diciembre de 

2006, cuya movilidad se rigiera por el artículo 53 de la ley 18.037 (t.o. 1976) y sus 

modificatorias, o por el artículo 38 de la ley 18.038, hasta el 31 de marzo de 1995, y/o por 

el artículo 7° inciso 2 de la ley 24.463 entre el 1° de enero de 2002 y el 31 de diciembre de 

2006; 

c) Los titulares de un beneficio previsional derivado de los individualizados en los puntos 

a) y b). 
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En el caso de los beneficiarios enunciados en el artículo 1° de la presente ley que hayan 

iniciado una acción judicial y tengan sentencia firme y no adhirieran al Programa 

implementado en la presente ley, la Administración Nacional de la Seguridad Social 

(ANSES) continuará dando cumplimiento a las mismas, conforme a lo establecido en la ley 

24.463 y en el orden de prelación establecido en el artículo 9° de la presente ley. 

ARTÍCULO 4° — El Programa se instrumentará a través de acuerdos transaccionales entre 

la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES), y los beneficiarios 

enunciados en el artículo 3° de la presente ley, que voluntariamente decidan participar. 

Los acuerdos transaccionales deberán homologarse en sede judicial, y contener 

transacciones en los términos que establezca la reglamentación de la presente ley. 

ARTÍCULO 5º — Los acuerdos transaccionales versarán sobre las siguientes materias, 

según corresponda al caso: 

I. Redeterminación del haber inicial: 

a) En los casos de beneficios otorgados al amparo de la ley 18.037 (t.o. 1976) y sus 

modificatorias, las remuneraciones consideradas para el cálculo del salario promedio serán 

actualizadas según lo establecido por el artículo 49 de dicha norma, hasta el 31 de marzo de 

1995, o la fecha de adquisición del derecho si fuere anterior, con el índice Nivel General de 

las Remuneraciones (INGR); 

b) En los casos de beneficios otorgados al amparo de la ley 24.241 y sus complementarias y 

modificatorias, las remuneraciones mencionadas en el inciso a) del artículo 24, y las 

mencionadas en el artículo 97, serán actualizadas hasta la fecha de adquisición del derecho, 

de acuerdo a un índice combinado. El mismo contemplará las variaciones del índice Nivel 

General de las Remuneraciones (INGR) desde el 1° de abril de 1991 hasta el 31 de marzo 

de 1995, luego del índice de la Remuneración Imponible Promedio de los Trabajadores 

Estables (RIPTE) hasta el 30 de junio de 2008, y desde allí las equivalentes a las 

movilidades establecidas en la ley 26.417. 

II. Movilidad de los haberes: 

a) En los casos de beneficios otorgados al amparo de las leyes 18.037 (t.o. 1976) y sus 

modificatorias y 18.038, o de un régimen general anterior, los haberes se reajustarán con el 

Índice Nivel General de las Remuneraciones (INGR) hasta el 31 de marzo de 1995; 

b) En los casos de beneficios que entre el 1° de enero de 2002 y el 31 de diciembre de 2006 

se hubieran regido, en cuanto a la movilidad, por el inciso 2 del artículo 7° de la ley 24.463 

y sus modificaciones, los haberes se reajustarán durante dicho período, según las 

variaciones anuales del índice de Salarios, Nivel General, elaborado por el Instituto 

Nacional de Estadística y Censos (INDEC) deduciéndose las sumas que pudieran haberse 

abonado en cumplimiento de las disposiciones de los decretos 1.199 del año 2004 y 764 del 

año 2006. 

El haber reajustado no podrá superar el haber máximo previsional ni los topes vigentes en 

cada período. 

La presente ley no modifica los haberes mínimos ni máximos previsionales, ni los topes y 

máximos establecidos en la ley 24.241, sus complementarias y modificatorias. 

El acuerdo no podrá incluir materias ni períodos sobre los que existiera cosa juzgada, si la 

sentencia ya se encontrare cumplida. 

ARTÍCULO 6º — Una vez homologado judicialmente, el acuerdo transaccional tendrá 

efecto de cosa juzgada, dándose por concluido el proceso judicial. 
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El reajuste del haber y el pago de las acreencias a las que se tuviere derecho, se realizarán 

de conformidad a los requisitos, plazos y orden de prelación que se establezca en la 

reglamentación de la presente ley. 

Las acreencias, constituidas por las diferencias devengadas mes a mes entre el haber 

reajustado y el haber percibido, incluirán el capital con más los intereses, hasta el efectivo 

pago, calculados de conformidad con la Tasa Pasiva Promedio que publica el Banco 

Central de la República Argentina, respetándose lo dispuesto en las leyes 23.982, 24.130 y 

25.344 y su modificatoria, y en el inciso a) del artículo 12 de la reglamentación del capítulo 

V de la citada ley 25.344, aprobada como anexo IV por el decreto 1.116 del 29 de 

noviembre de 2000 y sus modificatorios. 

El pago se realizará en efectivo, cancelándose el cincuenta por ciento (50%) en una (1) 

cuota, y el restante cincuenta por ciento (50%) en doce (12) cuotas trimestrales, iguales y 

consecutivas, las que serán actualizadas hasta la fecha de efectivo pago, con los mismos 

incrementos que se otorguen por movilidad. 

ARTÍCULO 7º — El acuerdo transaccional deberá contener propuestas de pago teniendo 

en consideración el estado de avance de los reclamos: 

a) Para los casos en los que hubiere recaído sentencia firme con anterioridad al 30 de mayo 

de 2016, se realizará una propuesta que contemple abonar las diferencias devengadas desde 

los dos (2) años previos a la notificación de la demanda; 

b) Para los casos en los que hubiere juicio iniciado con anterioridad al 30 de mayo de 2016, 

y que carezcan de sentencia firme a dicha fecha, se realizará una propuesta que contemple 

abonar las diferencias devengadas desde los dos (2) años previos a la notificación de la 

demanda y hasta un máximo de cuarenta y ocho (48) meses de retroactivo, tomándose en 

este último supuesto, los meses anteriores inmediatos a la fecha de aceptación de la 

propuesta; 

c) Para los casos en los que no hubiere juicio iniciado con anterioridad al 30 de mayo de 

2016, se realizará una propuesta que contemple abonar las diferencias devengadas desde la 

presentación de la solicitud de ingreso al Programa. Los honorarios que correspondan tanto 

por la celebración de los acuerdos transaccionales como por su correspondiente 

homologación consistirán en una suma fija que se determinará en la reglamentación y será 

gratuito para los beneficiarios del presente inciso. 

ARTÍCULO 8º — Con relación al cálculo de la retención del impuesto a las ganancias, se 

establece que el capital del retroactivo que se abone se compute como si las sumas 

adeudadas hubieran sido abonadas en el mes en que se devengaron. 

En lo que respecta a los importes que correspondan abonar en concepto de intereses y 

actualización de dicho capital, los mismos estarán exentos del impuesto a las ganancias. 

ARTÍCULO 9º — La autoridad de aplicación establecerá el orden de prelación para 

efectivizar la inclusión de los beneficiarios en el Programa, en atención a la circular 

ANSES 10/2016. 

ARTÍCULO 10. — Créase la Comisión Mixta de Control y Prevención de la Litigiosidad 

Previsional, en el ámbito del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, la que 

estará conformada por un (1) representante de la Jefatura de Gabinete de Ministros, uno (1) 

de la Secretaría de Seguridad Social del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, 

uno (1) de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y un (1) 

representante de los trabajadores activos a propuesta de la Confederación General del 

Trabajo (CGT), y será presidida por el Ministro de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. 
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La Comisión Mixta de Control y Prevención de la Litigiosidad Previsional tendrá a su 

cargo la consideración y análisis de los supuestos no contemplados en los acuerdos 

transaccionales, que ameriten un tratamiento similar a efectos de reducir la litigiosidad, a 

fin de proponer a la Comisión Bicameral de Control de los Fondos de la Seguridad Social 

su incorporación al programa creado por el artículo 1° de la presente ley. 

Asimismo, le corresponde a la Comisión Mixta de Control y Prevención de la Litigiosidad 

Previsional, la definición de criterios y estrategias para prevenir la litigiosidad a futuro. 

Capítulo III 

Autoridad de aplicación 

ARTÍCULO 11. — La Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) será la 

autoridad de aplicación del Programa y dictará las normas necesarias para su 

implementación. 

TÍTULO II 

Consejo de Sustentabilidad Previsional 

ARTÍCULO 12. — Créase el Consejo de Sustentabilidad Previsional, en el ámbito del 

Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, que tendrá a su cargo la elaboración de 

un proyecto de ley que contenga un nuevo régimen previsional, universal, integral, 

solidario, público, sustentable y de reparto para su posterior remisión por el Poder 

Ejecutivo nacional a consideración del Honorable Congreso de la Nación. 

El Consejo de Sustentabilidad Previsional deberá incorporar como parte integrante del 

mismo un (1) representante de los trabajadores activos. 

El Consejo de Sustentabilidad Previsional deberá cumplir su cometido dentro de los tres (3) 

años de la entrada en vigencia de la presente ley. Y deberá remitir un informe a la Comisión 

Bicameral de Control de los Fondos de la Seguridad Social cada seis (6) meses. 

TÍTULO III 

Pensión Universal para el Adulto Mayor 

ARTÍCULO 13. — lnstitúyese con alcance nacional la Pensión Universal para el Adulto 

Mayor, de carácter vitalicio y no contributivo, para todas las personas de sesenta y cinco 

(65) años de edad o más, que cumplan con los siguientes requisitos: 

1. Ser ciudadano argentino nativo, por opción o naturalizado, en éste último caso con una 

residencia legal mínima en el país de diez (10) años anteriores a la fecha de solicitud del 

beneficio, o ser ciudadanos extranjeros, con residencia legal mínima acreditada en el país 

de veinte (20) años, de los cuales diez (10) deben ser inmediatamente anteriores a la fecha 

de solicitud del beneficio. 

2. No ser beneficiario de jubilación, pensión o retiro, de carácter contributivo o no 

contributivo. 

3. No encontrarse percibiendo la Prestación por Desempleo prevista en la ley 24.013. 

4. En el caso que el titular perciba una única prestación podrá optar por percibir el beneficio 

que se establece en la presente. 

5. Mantener la residencia en el país. 

Los beneficiarios de las pensiones no contributivas por vejez que otorga el Ministerio de 

Desarrollo Social podrán optar por ser beneficiarios de la Pensión Universal para Adultos 



   

Sistema Argentino de Información Jurídica 

Mayores, siempre y cuando cumplan con la totalidad de los requisitos previstos en el 

presente artículo. 

ARTÍCULO 14. — La Pensión Universal para el Adulto Mayor consistirá en el pago de 

una prestación mensual equivalente al ochenta por ciento (80%) del haber mínimo 

garantizado a que se refiere el artículo 125 de la ley 24.241, sus complementarias y 

modificatorias, y se actualizará de conformidad a lo establecido en el artículo 32 de la 

misma ley. 

ARTÍCULO 15. — La prestación que por el presente Título se establece tiene los 

siguientes caracteres: 

a) Es personalísima, y no genera derecho a pensión; 

b) Es de carácter vitalicio; 

c) No puede ser enajenada ni afectada a terceros por derecho alguno, salvo lo dispuesto en 

el inciso siguiente; 

d) Es inembargable, con excepción de las cuotas por alimentos, y hasta el veinte por ciento 

(20%) del haber mensual de la prestación. 

ARTÍCULO 16. — El goce de la Pensión Universal para el Adulto Mayor es compatible 

con el desempeño de cualquier actividad en relación de dependencia o por cuenta propia. 

Los aportes y contribuciones que las leyes nacionales imponen al trabajador y al empleador 

ingresarán al Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), y serán computados como 

tiempo de servicios a los fines de poder, eventualmente, obtener un beneficio previsional de 

carácter contributivo. 

ARTÍCULO 17. — Los titulares de la Pensión Universal para el Adulto Mayor tendrán 

derecho a las prestaciones que otorga el Instituto Nacional de Servicios Sociales para 

Jubilados y Pensionados (INSSJP), y se encuentran alcanzados por las disposiciones del 

artículo 8° inciso a) de la ley 19.032 y sus modificaciones. 

Por cada beneficiario de la Pensión Universal para Adulto Mayor que acceda a las 

prestaciones se ingresarán al Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y 

Pensionados (INSSJP) las sumas equivalentes al monto que ingresaría como aportes un 

jubilado al que le corresponda la prestación mínima establecida en el artículo 125 de la ley 

24.241. El gasto correspondiente será soportado por el Tesoro Nacional con cargo a rentas 

generales. 

ARTÍCULO 18. — Sustitúyese el inciso b) del artículo 1° de la ley 24.714 y sus 

modificatorias, por el siguiente texto: 

b) Un subsistema no contributivo de aplicación a los beneficiarios del Sistema Integrado 

Previsional Argentino (SIPA), beneficiarios del régimen de pensiones no contributivas por 

invalidez, y para la Pensión Universal para el Adulto Mayor, el que se financiará con los 

recursos del régimen previsional previstos en el artículo 18 de la ley 24.241. 

ARTÍCULO 19. — El gasto que demande el pago de las prestaciones del presente Título 

será atendido por el Tesoro Nacional con fondos provenientes de rentas generales. 

ARTÍCULO 20. — Las previsiones del artículo 3° de la ley 26.970 serán aplicables para 

quienes soliciten en lo sucesivo, beneficios previsionales con reconocimiento de servicios 

amparados por la ley 24.476, modificada por el decreto 1.454/05. 

ARTÍCULO 21. — A partir del dictado de la presente, la cancelación de las obligaciones 

incluidas en el régimen de moratoria previsto en la ley 24.476 y su modificatorio será 

efectuada en la forma y condiciones que establezca la Administración Federal de Ingresos 
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Públicos (AFIP), mediante el pago al contado o en un plan de hasta sesenta (60) cuotas, 

cuyos importes se adecuarán semestralmente mediante la aplicación del índice de 

movilidad establecido por el artículo 32 de la ley 24.241 y sus modificatorias. 

ARTÍCULO 22. — Las mujeres que durante el plazo previsto en el artículo 12 cumplieran 

la edad jubilatoria prevista en el artículo 37 de la ley 24.241 y fueran menores de la edad 

prevista en el artículo 13 de la presente, podrán optar por el ingreso en el régimen de 

regularización de deudas previsionales previsto en la ley 26.970 en las condiciones allí 

previstas. 

El plazo mencionado en el artículo 12 podrá ser prorrogado por igual término para los fines 

previstos en el presente artículo. 

Para el caso de los hombres, restablécese la vigencia del artículo 6° de la ley 25.994 y el 

decreto 1454/05 por el término de un (1) año, el cual puede ser prorrogable por un (1) año 

más. 

ARTÍCULO 23. — La Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y la 

Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), en el marco de sus respectivas 

competencias, dictarán las normas complementarias y aclaratorias que fueran necesarias 

para la aplicación de lo dispuesto en el presente Título. 

TÍTULO IV 

Ratificación de Acuerdos 

ARTÍCULO 24. — Ratifícase el Acuerdo suscripto con fecha 23 de mayo de 2016 entre el 

Estado nacional, los gobiernos provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que 

como Anexo I forma parte integrante de la presente. 

ARTÍCULO 25. — Ratifícase el Acuerdo suscripto con fecha 26 de mayo de 2016 entre el 

Estado nacional y la provincia de Santiago del Estero, que como Anexo II forma parte 

integrante de la presente. 

ARTÍCULO 26. — El Tesoro Nacional, con cargo a rentas generales, deberá cubrir un 

importe equivalente a las sumas que se dejen de detraer como consecuencia de lo 

convenido en los Acuerdos ratificados en el presente Título, importe que seguirá siendo 

considerado como referencia a los fines del cálculo de la movilidad dispuesta por la ley 

26.417. 

El otorgamiento del préstamo de libre disponibilidad que establece el artículo 3° del 

Acuerdo que por la presente ley se ratifica no estará sujeto a la autorización previa que 

establece el artículo 25 de la ley 25.917. 

TÍTULO V 

Armonización de Sistemas Previsionales Provinciales 

ARTÍCULO 27. — Instrúyase al Poder Ejecutivo nacional que, por intermedio del 

organismo pertinente, arribe en un plazo de ciento veinte (120) días, a un acuerdo con las 

provincias cuyos sistemas previsionales no fueron transferidos a la Nación a fin de 

compensar las eventuales asimetrías que pudieran existir respecto de aquellas jurisdicciones 

que sí hubieran transferido sus regímenes previsionales, de manera de colocar a todas las 

provincias en pie de igualdad en materia previsional. A tales efectos, la Administración 

Nacional de la Seguridad Social (ANSES) deberá realizar las auditorías correspondientes a 

fin de evaluar los estados contables y los avances en el proceso de armonización. 

Las transferencias de fondos deberán ser determinadas en función de: 
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1. Los desequilibrios que estaría asumiendo la Administración Nacional de la Seguridad 

Social (ANSES) si el sistema previsional de que se trata hubiese sido transferido a la 

Nación y, 

2. Los avances realizados en el proceso de armonización. 

El importe de la cuota que acuerden las partes será transferido antes del día 20 de cada mes 

y actualizado semestralmente mediante los coeficientes de movilidad aplicables al Sistema 

Integrado Previsional Argentino (SIPA), en los términos de la ley 26.417 y no podrá ser 

modificado salvo un nuevo acuerdo entre las partes o en caso de incumplimiento de los 

compromisos asumidos en el correspondiente acuerdo. 

TÍTULO VI 

Afectación de los Recursos del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 

Previsional Argentino 

Capítulo I 

Recursos aplicables 

ARTÍCULO 28. — A los fines de obtener los recursos necesarios para el Programa se 

establece que: 

a) El pago de las sumas previstas en el artículo 6°, a beneficiarios del Sistema Integrado 

Previsional Argentino (SIPA) que hayan homologado judicialmente acuerdos con la 

Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) bajo el Programa establecido en 

la presente ley, podrá ser atendido con lo producido del Fondo de Garantía de 

Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional Argentino (FGS) creado por el decreto 

897/07 y modificatorios. En el caso que lo producido sea insuficiente para atender el pago 

de las sumas previstas en el artículo 6° podrá disponerse la realización de activos, lo cual 

deberá ser informado a la Comisión Bicameral de Control de los Fondos de la Seguridad 

Social; 

b) Asimismo, lo producido por el Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema 

Integrado Previsional Argentino (FGS) creado por el decreto 897/07 y modificatorios, 

podrá ser aplicado mensualmente al pago de la diferencia entre: 

i. Los haberes reajustados en cada caso particular en virtud de los acuerdos individuales con 

la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) homologados judicialmente 

bajo el Programa establecido en la presente ley y, 

ii. Los haberes que cada beneficiario del Programa hubiera percibido en caso de no haber 

arribado a un acuerdo en los términos del Programa, a cuyos efectos podrá disponerse la 

realización de activos, lo cual deberá ser informado a la Comisión Bicameral de Control de 

los Fondos de la Seguridad Social. 

c) En los casos en que los recursos del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema 

Integrado Previsional Argentino (FGS) destinados a estos fines en un mes determinado no 

sean suficientes para atender los pagos previstos en la presente ley, los mismos serán 

cubiertos con los recursos enumerados por el artículo 18 de la ley 24.241 y sus 

modificatorias y las partidas específicas asignadas para tal cometido, establecidas por las 

leyes de presupuesto. 

ARTÍCULO 29. — El Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 

Previsional Argentino (FGS) tendrá un plazo máximo de cuatro (4) años para readecuar sus 

inversiones a los nuevos topes previstos en cada inciso del artículo 74 de la ley 24.241, 

modificado en los términos de la presente ley, y para subsanar cualquier diferencia con 

dichos topes que se produzca como consecuencia del cumplimiento de los pagos previstos 
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en el Programa. Durante los primeros tres (3) años de la readecuación los límites fijados no 

podrán exceder en un veinticinco por ciento (25%) los previstos en el artículo 74 de la ley 

24.241, modificados en la presente ley. 

Capítulo II 

Adecuación del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional 

Argentino 

ARTÍCULO 30. — Sustitúyese el artículo 74 de la ley 24.241 y sus modificatorias por el 

siguiente texto: 

Artículo 74: El activo del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 

Previsional Argentino (FGS) se invertirá de acuerdo con criterios de seguridad y 

rentabilidad adecuados, respetando los límites fijados por esta ley y las normas 

reglamentarias. El Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional 

Argentino (FGS) podrá invertir el activo del Fondo administrado en: 

a) Operaciones de crédito público de las que resulte deudor el Estado nacional a través de la 

Secretaría de Hacienda del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas, ya sean títulos 

públicos, letras del Tesoro o préstamos hasta el cincuenta por ciento (50%) de los activos 

totales del Fondo. Podrá aumentarse al cien por ciento (100%) neto de los topes previstos 

en el presente artículo en la medida que el excedente cuente con recursos afectados 

específicamente a su cumplimiento o con garantías reales u otorgadas por organismos o 

entidades internacionales de los que la Nación sea parte. Quedan excluidas del tope 

establecido en el presente inciso las tenencias de títulos representativos de la deuda pública 

del Estado nacional que fueron recibidos en canje por las administradoras de fondos de 

jubilaciones y pensiones en el marco de la reestructuración de la deuda pública en los 

términos de los artículos 65 de la ley 24.156 y sus modificaciones y 62 de la ley 25.827 y 

su modificatorio, independientemente de que no cuenten con las garantías allí 

contempladas; 

b) Títulos valores emitidos por las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, las 

municipalidades, el Banco Central de la República Argentina, otros entes autárquicos del 

Estado nacional y provincial, empresas del Estado, nacionales, provinciales o municipales, 

hasta el treinta por ciento (30%) de los activos totales del Fondo; 

c) Obligaciones negociables, debentures y otros títulos valores representativos de deuda 

emitidos por sociedades anónimas nacionales, entidades financieras, cooperativas y 

asociaciones civiles y sucursales de sociedades extranjeras, autorizadas a la oferta pública 

por la Comisión Nacional de Valores, hasta el cuarenta por ciento (40%) de los activos 

totales del Fondo; 

d) Depósitos a plazo fijo en entidades financieras regidas por la ley 21.526 y sus 

modificaciones, hasta el treinta por ciento (30%) de los activos totales del Fondo; 

e) Acciones y/u obligaciones negociables convertibles en acciones de sociedades anónimas 

nacionales, mixtas o privadas cuya oferta pública esté autorizada por la Comisión Nacional 

de Valores y que estén listadas en mercados autorizados por dicha Comisión cuyo objeto 

sea organizar las operaciones con valores negociables que cuenten con oferta pública, como 

mínimo el siete por ciento (7%) y hasta un máximo del cincuenta por ciento (50%) de los 

activos totales del Fondo. 

La operatoria en acciones incluye a los futuros y opciones sobre estos títulos valores, con 

las limitaciones que al respecto establezcan las normas reglamentarias. 

Se encuentra prohibida la transferencia y/o cualquier otro acto o acción que limite, altere, 

suprima o modifique el destino, titularidad, dominio o naturaleza de los activos previstos en 
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el presente inciso siempre que resulte en una tenencia del Fondo inferior a la establecida en 

el primer párrafo del presente inciso, sin previa autorización expresa del Honorable 

Congreso de la Nación, con las siguientes excepciones: 

1. Ofertas públicas de adquisición dirigidas a todos los tenedores de dichos activos y a un 

precio equitativo autorizado por la Comisión Nacional de Valores, en los términos de los 

capítulos II, III y IV del Título III de la ley 26.831. 

2. Canjes de acciones por otras acciones de la misma u otra sociedad en el marco de 

procesos de fusión, escisión o reorganización societaria. 

f) Acciones de sociedades del Estado y sociedades anónimas con participación estatal 

mayoritaria hasta el veinte por ciento (20%) de los activos totales del Fondo; 

g) Cuotas parte de fondos comunes de inversión autorizados por la Comisión Nacional de 

Valores, de capital abierto o cerrado, hasta el veinte por ciento (20%) de los activos totales 

del Fondo; 

h) Contratos que se negocien en los mercados de futuros y opciones que el Comité 

Ejecutivo del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional 

Argentino (FGS) determine, hasta el diez por ciento (10%) de los activos totales del Fondo; 

i) Cédulas hipotecarias, letras hipotecarias y otros títulos valores que cuenten con garantía 

hipotecaria o cuyos servicios se hallen garantizados por participaciones en créditos con 

garantía hipotecaria, autorizados a la oferta pública por la Comisión Nacional de Valores, 

hasta el veinticinco por ciento (25%) de los activos totales del Fondo; 

j) Títulos valores representativos de cuotas de participación en fondos de inversión directa, 

de carácter fiduciario y singular, con oferta pública autorizada por la Comisión Nacional de 

Valores, hasta el diez por ciento (10%) de los activos totales del Fondo; 

k) Títulos valores emitidos por fideicomisos financieros no incluidos en los incisos i) o j), 

hasta el treinta por ciento (30%) de los activos totales del Fondo; 

l) Títulos valores representativos de deuda, certificados de participación, acciones, activos u 

otros títulos valores y préstamos cuya finalidad sea financiar proyectos productivos, 

inmobiliarios o de infraestructura a mediano y largo plazo en la República Argentina. 

Deberá destinarse a estas inversiones como mínimo el cinco por ciento (5%) y hasta un 

máximo del cincuenta por ciento (50%) de los activos totales del Fondo; 

m) El otorgamiento de financiamiento a los beneficiarios del Sistema Integrado Previsional 

Argentino (SIPA), hasta el veinte por ciento (20%) de los activos totales del Fondo, bajo las 

modalidades y en las condiciones que establezca la Administración Nacional de la 

Seguridad Social (ANSES). 

ARTÍCULO 31. — Sustitúyese el artículo 75 de la ley 24.241 y sus modificatorias por el 

siguiente texto: 

Artículo 75: El activo del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 

Previsional Argentino (FGS) no podrá ser invertido en acciones de sociedades gerentes de 

fondos de inversión, ya sean comunes o directos, de carácter fiduciario y singular ni en 

acciones de sociedades calificadoras de riesgo. 

ARTÍCULO 32. — Sustitúyese el artículo 76 de la ley 24.241 y sus modificatorias por el 

siguiente texto: 

Artículo 76: Las inversiones del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema 

Integrado Previsional Argentino (FGS) estarán sujetas a las siguientes limitaciones: 
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a) Calificación de Riesgo. Los siguientes activos o entidades deberán tener calificación 

otorgada por una calificadora de riesgo debidamente autorizada: 

1. Los activos del inciso b) del artículo 74, excepto por los títulos valores emitidos por el 

Banco Central de la República Argentina. 

2. Los activos de los incisos c), i) y k) del artículo 74. 

3. Las entidades financieras en las que se realicen las inversiones previstas en el inciso d) 

del artículo 74 o que mantengan activos del artículo 77. 

4. Las obligaciones negociables convertibles en acciones previstas en el inciso e) del 

artículo 74. 

5. Los activos del inciso g) del artículo 74, cuando el objeto de inversión del fondo común 

de inversión de que se trate sea principalmente la inversión en instrumentos de deuda. 

b) Otras Inversiones. El Comité Ejecutivo del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del 

Sistema Integrado Previsional Argentino (FGS) podrá establecer los requisitos mínimos 

adicionales que deberá cumplir cada una de las inversiones previstas en el artículo 74 para 

ser susceptibles de inversión por parte del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del 

Sistema Integrado Previsional Argentino (FGS); 

c) Caución. Cuando el Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 

Previsional Argentino (FGS) realice operaciones de caución con sus activos u operaciones 

financieras que requieran prendas o gravámenes sobre sus activos, solo lo podrá hacer sobre 

hasta un máximo del veinte por ciento (20%) del total de los activos del Fondo. 

ARTÍCULO 33. — Sustitúyese el artículo 77 de la ley 24.241 y sus modificatorias por el 

siguiente texto: 

Artículo 77: El activo del Fondo, en cuanto no deba ser inmediatamente aplicado, según lo 

establecido en el artículo 29 de la ley de creación del Programa Nacional de Reparación 

Histórica para Jubilados y Pensionados y en el artículo 74 y las condiciones y situaciones 

especiales que fijen las normas reglamentarias, será depositado en entidades financieras en 

cuentas destinadas exclusivamente al Fondo, en las que deberá depositarse la totalidad del 

producto de las inversiones. 

De dichas cuentas sólo podrán efectuarse extracciones destinadas a la realización de 

inversiones para el Fondo, a las erogaciones previstas en el artículo 29 de la ley de creación 

del Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados, al pago de 

endeudamiento y satisfacción de cauciones emitidas con los topes del artículo 76 inciso c) y 

al pago de las prestaciones. 

Las cuentas serán mantenidas en entidades financieras bancarias autorizadas por la ley 

21.526 y sus modificaciones. 

ARTÍCULO 34. — Sustitúyese el artículo 8° de la ley 26.425 por el siguiente texto: 

Artículo 8°: Los recursos podrán ser utilizados únicamente para pagos de los beneficios del 

Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), incluyendo los pagos previstos por el 

Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados y para las 

operaciones permitidas por el artículo 77 segundo párrafo de la ley 24.241. 

En los términos del artículo 15 de la ley 26.222 el activo del Fondo se invertirá de acuerdo 

a criterios de seguridad y rentabilidad adecuados, contribuyendo al desarrollo sustentable 

de la economía real a efectos de garantizar el círculo virtuoso entre crecimiento económico 

y el incremento de los recursos de la seguridad social. 
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Las inversiones permitidas serán las previstas en el artículo 74 de la ley 24.241 y sus 

modificatorias, rigiendo las prohibiciones del artículo 75 de la citada ley y las limitaciones 

de su artículo 76. 

TÍTULO VII 

Disposiciones finales 

ARTÍCULO 35. — Deróganse los artículos 78 a 81 de la ley 24.241 y sus modificatorias, el 

apartado 2 del inciso c) del artículo 5° de la ley 24.714 y sus modificaciones y la ley 

27.181, así como también, toda otra norma que sea contraria o incompatible con las 

disposiciones de la presente. 

LIBRO II 

RÉGIMEN DE SINCERAMIENTO FISCAL 

TITULO I 

Sistema voluntario y excepcional de declaración de tenencia de moneda nacional, 

extranjera y demás bienes en el país y en el exterior 

ARTÍCULO 36. — Las personas humanas, las sucesiones indivisas y los sujetos compidos 

en el artículo 49 de la ley 20.628 de Impuesto a las Ganancias —(texto ordenado en 1997) y 

sus modificaciones—, domiciliadas, residentes —conforme los términos del capítulo I, 

Título IX de la ley citada—, estén establecidas o constituidas en el país al 31 de diciembre 

de 2015, inscriptas o no ante la Administración Federal de Ingresos Públicos, entidad 

autárquica en el ámbito del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas, podrán declarar de 

manera voluntaria y excepcional ante dicha Administración Federal, la tenencia de bienes 

en el país y en el exterior, en las condiciones previstas en el presente Título, dentro de un 

plazo que se extenderá desde la entrada en vigencia de esta ley hasta el 31 de marzo de 

2017, inclusive. 

ARTÍCULO 37. — Podrán ser objeto de la declaración voluntaria y excepcional prevista en 

este Título los siguientes bienes: 

a) Tenencia de moneda nacional o extranjera: 

b) Inmuebles; 

c) Muebles, incluido acciones, participación en sociedades, derechos inherentes al carácter 

de beneficiario de fideicomisos u otros tipos de patrimonios de afectación similares, toda 

clase de instrumentos financieros o títulos valores, tales como bonos, obligaciones 

negociables, certificados de depósito en custodia (ADRs), cuotas partes de fondos y otros 

similares; 

d) Demás bienes en el país y en el exterior incluyendo créditos y todo tipo de derecho 

susceptible de valor económico. 

Los bienes declarados deberán ser preexistentes a la fecha de promulgación de la presente 

ley en el caso de bienes declarados por personas humanas y a la fecha de cierre del último 

balance cerrado con anterioridad al 1° de enero de 2016, en el caso de bienes declarados 

por personas jurídicas. En adelante se referirá a estas fechas como Fecha de Preexistencia 

de los Bienes. 

También quedarán comprendidas las tenencias de moneda nacional o extranjera que se 

hayan encontrado depositadas en entidades bancarias del país o del exterior durante un 

período de tres (3) meses corridos anteriores a la Fecha de Preexistencia de los Bienes, y 

pueda demostrarse que con anterioridad a la fecha de la declaración voluntaria y 

excepcional: 
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a) Fueron utilizadas en la adquisición de bienes inmuebles o muebles no fungibles ubicados 

en el país o en el exterior, o; 

b) Se hayan incorporado como capital de empresas o explotaciones o transformado en 

préstamo a otros sujetos del Impuesto a las Ganancias domiciliados en el país. Debe 

además cumplirse que se mantengan en cualquiera de tales situaciones por un plazo no 

menor a seis (6) meses o hasta el 31 de marzo de 2017, lo que resulte mayor. 

No podrán ser objeto de la declaración voluntaria y excepcional prevista en este Título, las 

tenencias de moneda o títulos valores en el exterior, que estuvieran depositadas en 

entidades financieras o agentes de custodia radicados o ubicados en jurisdicciones o países 

identificados por el Grupo de Acción Financiera (GAFI) como de Alto Riesgo o No 

Cooperantes. 

ARTÍCULO 38. — La declaración voluntaria y excepcional, se efectuará del siguiente 

modo: 

a) En el caso de tenencias de moneda o títulos valores en el exterior, mediante la 

declaración de su depósito en entidades bancarias, financieras, agentes de corretaje, agentes 

de custodia, cajas de valores u otros entes depositarios de valores del exterior, en la forma y 

plazo que disponga la reglamentación que al respecto dicte la Administración Federal de 

Ingresos Públicos. 

Quienes declaren tenencias de moneda o títulos valores en el exterior no estarán obligados a 

ingresarlos al país. Quienes opten por hacerlo, deberán ingresarlos a través de las entidades 

comprendidas en el régimen de las leyes 21.526 y sus modificatorias y 26.831; 

b) En el caso de tenencias de moneda nacional o extranjera o títulos valores depositados en 

el país, mediante la declaración y acreditación de su depósito; 

c) Tratándose de tenencias de moneda nacional o extranjera en efectivo en el país, mediante 

su depósito de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44, en entidades comprendidas 

en el régimen de las leyes 21.526 y sus modificatorias y 26.831, lo que deberá hacerse 

efectivo hasta el 31 de octubre de 2016, inclusive; 

d) Para los demás bienes muebles e inmuebles situados en el país o en el exterior, mediante 

la presentación de una declaración jurada en la que deberán individualizarse los mismos, 

con los requisitos que fije la reglamentación. 

Cuando se trate de personas humanas o sucesiones indivisas, a los efectos del presente 

artículo, será válida la declaración voluntaria y excepcional aun cuando los bienes que se 

declaren se encuentren en posesión, anotados, registrados o depositados a nombre del 

cónyuge del contribuyente de quien realiza la declaración o de sus ascendientes o 

descendientes en primer o segundo grado de consanguinidad o afinidad, o de terceros en la 

medida que estén comprendidos en el artículo 36 de la presente ley, conforme las 

condiciones que establezca la reglamentación. 

Con anterioridad a la fecha del vencimiento para la presentación de la declaración jurada 

del Impuesto a las Ganancias del período fiscal 2017, los bienes declarados deberán figurar 

a nombre del declarante. El incumplimiento de esta condición privará al sujeto que realiza 

la declaración voluntaria y excepcional de la totalidad de los beneficios previstos en el 

presente Título. 

ARTÍCULO 39. — Las personas humanas o sucesiones indivisas podrán optar, por única 

vez, por declarar ante la Administración Federal de Ingresos Públicos, bajo su CUIT 

personal, las tenencias de moneda y bienes que figuren como pertenecientes a las 

sociedades, fideicomisos, fundaciones, asociaciones o cualquier otro ente constituido en el 
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exterior cuya titularidad o beneficio les correspondiere al 31 de diciembre de 2015, 

inclusive. 

En caso de existir más de un derechohabiente, accionista o titular, los bienes podrán ser 

declarados en la proporción que decidan quienes efectúen la declaración voluntaria y 

excepcional prevista en la presente ley. 

ARTÍCULO 40. — A los efectos de la declaración voluntaria y excepcional, las tenencias 

de moneda y bienes expresados en moneda extranjera deberán valuarse en moneda nacional 

considerando el valor de cotización de la moneda extranjera que corresponda, tipo 

comprador del Banco de la Nación Argentina, vigente a la Fecha de Preexistencia de los 

Bienes. 

Cuando se declaren voluntariamente acciones, participaciones, partes de interés o 

beneficios en sociedades, fideicomisos, fundaciones, asociaciones o cualquier otro ente 

constituido en el país y/o en el exterior, los mismos deberán valuarse al valor proporcional 

que tales acciones, participaciones, partes de interés o beneficios representen sobre el total 

de los activos del ente conforme lo determine la reglamentación. 

Los bienes inmuebles se valuarán a valor de plaza conforme lo dicte la reglamentación. 

Los bienes de cambio se valuarán a la Fecha de Preexistencia de los Bienes, conforme lo 

previsto en el inciso c) del artículo 4° de la ley de Impuesto a la Ganancia Mínima 

Presunta. 

La exteriorización establecida en el párrafo que antecede implicará para el declarante, la 

aceptación incondicional de la imposibilidad de computar —a los efectos de la 

determinación del impuesto a las ganancias— los bienes de que se trata, en la existencia 

inicial del período fiscal inmediato siguiente. 

Tratándose de otros bienes, los mismos deberán valuarse a la Fecha de Preexistencia de los 

Bienes, conforme a las normas del Impuesto sobre los Bienes Personales, cuando los 

titulares sean personas humanas o sucesiones indivisas, y de acuerdo con las disposiciones 

del Impuesto a la. Ganancia Mínima Presunta, de tratarse de los sujetos comprendidos en el 

artículo 49 de la ley de Impuesto a las Ganancias (t.o. 1997) y sus modificaciones. 

ARTÍCULO 41. — Establécese un impuesto especial que se determinará sobre el valor de 

los bienes que se declaren voluntaria y excepcionalmente expresados en moneda nacional 

de acuerdo a la metodología de valuación prevista para cada caso en la presente ley, 

conforme las siguientes alícuotas: 

a) Bienes inmuebles en el país y/o en el exterior: cinco por ciento (5%); 

b) Bienes, incluidos inmuebles que, en su conjunto, sean de un valor inferior a pesos 

trescientos cinco mil ($ 305.000): cero por ciento (0%); 

c) Bienes, incluidos inmuebles que, en su conjunto, sean de un valor que supere la suma 

prevista en el inciso b) del presente artículo pero que sea menor a pesos ochocientos mil ($ 

800.000): cinco por ciento (5%); 

d) Cuando el total de los bienes declarados supere la suma prevista en el inciso c), sobre el 

valor de los bienes que no sean inmuebles: 

1. Declarados antes del 31 de diciembre de 2016, inclusive: diez por ciento (10%). 

2. Declarados a partir del 1° de enero de 2017 hasta el 31 de marzo de 2017, inclusive: 

quince por ciento (15%). 

e) Ante los casos previstos en el inciso d), se podrá optar por abonar el impuesto especial 

mediante la entrega de títulos BONAR 17 y/o GLOBAL 17, expresados a valor nominal, a 
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una alícuota de diez por ciento (10%). Esta opción podrá ejercerse desde la vigencia de la 

ley hasta el 31 de marzo de 2017, inclusive. 

ARTÍCULO 42. — No deberán abonar el impuesto especial establecido en el artículo 

precedente los fondos que se afecten a: 

a) Adquirir en forma originaria uno de los títulos públicos que emitirá el Estado nacional, 

cuyas características serán detalladas reglamentariamente por la Secretaría de Finanzas 

dependiente del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas, y que se ajustarán a las 

siguientes condiciones: 

1. Bono denominado en dólares a tres (3) años a adquirirse hasta el 30 de septiembre de 

2016, inclusive, intransferible y no negociable con un cupón de interés de cero por ciento 

(0%). 

2. Bono denominado en dólares a siete (7) años a adquirirse hasta el 31 de diciembre de 

2016, inclusive, intransferible y no negociable durante los primeros cuatro (4) años de su 

vigencia. El bono tendrá un cupón de interés de uno por ciento (1%). La adquisición en 

forma originaria del presente bono exceptuará del impuesto especial un monto equivalente 

a tres (3) veces el monto suscripto. 

b) Suscribir o adquirir cuotas partes de fondos comunes de inversión, abiertos o cerrados, 

regulados por las leyes 24.083 y sus modificatorias y complementarias, y 26.831, cuyo 

objeto sea la inversión en instrumentos destinados al financiamiento de: proyectos de 

infraestructura, inversión productiva, inmobiliarios, energías renovables, pequeñas y 

medianas empresas, préstamos hipotecarios actualizados por Unidad de Vivienda (UVI), 

desarrollo de economías regionales y demás objetos vinculados con la economía real, 

conforme a la reglamentación que oportunamente dicte la Comisión Nacional de Valores, 

entidad autárquica actuante en el ámbito de la Secretaría de Finanzas del Ministerio de 

Hacienda y Finanzas Públicas. Los fondos deberán permanecer invertidos en dichos 

instrumentos por un lapso no inferior a cinco (5) años contados a partir de la fecha de su 

suscripción o adquisición. A tal fin, la Comisión Nacional de Valores reglamentará los 

mecanismos necesarios para ejercer, a través de Caja de Valores S.A., la fiscalización del 

cumplimiento de lo dispuesto en este inciso. 

ARTÍCULO 43. — El impuesto especial que se fija en el artículo 41 deberá ser 

determinado e ingresado en la forma, plazo y condiciones que establezca la Administración 

Federal de Ingresos Públicos. 

La falta de pago del impuesto especial dentro de los plazos fijados en el presente Título y la 

reglamentación que al efecto se dicte, privará al sujeto que realiza la declaración voluntaria 

y excepcional de la totalidad de los beneficios previstos en el presente Título. 

ARTÍCULO 44. — En el caso de tenencias de moneda nacional o extranjera en efectivo 

que se depositen en entidades bancarias del país conforme el inciso c) del artículo 38, 

deberán permanecer depositadas a nombre de su titular por un plazo no menor a seis (6) 

meses o hasta el 31 de marzo de 2017, inclusive, lo que resulte mayor. Se exceptúan de esta 

obligación los porcentajes de aquellas tenencias que se destinen a los fines previstos en los 

artículos 41 y/o 42. 

Dentro de los períodos mencionados en el párrafo precedente, el sujeto que realiza la 

declaración voluntaria y excepcional podrá retirar los fondos depositados a fin de adquirir 

bienes inmuebles o muebles registrables conforme lo establezca la reglamentación. 

Vencido el plazo previsto en el párrafo precedente, el monto depositado podrá ser dispuesto 

por su titular. 
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El incumplimiento de la condición establecida en este artículo, privará al sujeto que realiza 

la declaración voluntaria y excepcional de la totalidad de los beneficios previstos en el 

presente Título. 

ARTÍCULO 45. — Los sujetos que declaren tenencias en la forma prevista en el primer 

párrafo del inciso a) del artículo 38 deberán solicitar a las entidades del exterior, la 

extensión de un resumen o estado electrónico de cuenta a la Fecha de Preexistencia de los 

Bienes prevista en el segundo párrafo del artículo 37. Del mismo deberá surgir: 

a) La identificación de la entidad del exterior y la jurisdicción en la que se encuentra 

incorporada la misma; 

b) El número de la cuenta; 

c) El nombre o denominación y el domicilio del titular de la cuenta; 

d) Que la cuenta de la que se trate fue abierta con anterioridad a la Fecha de Preexistencia 

de los Bienes; 

e) El saldo de la cuenta o valor del portafolio, en su caso, expresado en moneda extranjera a 

la Fecha de Preexistencia de los Bienes; 

f) El lugar y fecha de emisión del resumen electrónico. 

Las entidades receptoras de bienes del exterior conforme el segundo párrafo del inciso a) 

del artículo 38, deberán extender un resumen electrónico en el que conste: 

a) La identificación de la entidad del exterior de la que provienen los fondos y la 

jurisdicción de la misma; 

b) El nombre o denominación y el domicilio del titular que ingresa los fondos al país; 

c) El importe de la transferencia expresado en moneda extranjera; 

d) El lugar de donde proviene la transferencia y su fecha. 

Se faculta a la Administración Federal de Ingresos Públicos, para establecer medios y 

documentación adicionales a los mencionados precedentemente, para acreditar la 

titularidad, a la Fecha de Preexistencia de los Bienes, de la tenencia de moneda extranjera 

en el exterior por parte de los sujetos que realicen la declaración voluntaria y 

extraordinaria. 

ARTÍCULO 46. — Los sujetos que efectúen la declaración voluntaria y excepcional e 

ingresen el impuesto especial, en caso de corresponder, que se establece en el artículo 41 

y/o adquieran alguno de los títulos o cuotas partes previstos en el artículo 42, y los sujetos 

del antepenúltimo párrafo del artículo 38 por quienes puede hacerse la declaración 

voluntaria y excepcional, conforme a las disposiciones de este Título, gozarán de los 

siguientes beneficios en la medida de los bienes declarados: 

a) No estarán sujetos a lo dispuesto por el artículo 18, inciso f), de la ley 11.683 (t.o. 1998) 

y sus modificaciones, con respecto a las tenencias declaradas; 

b) Quedan liberados de toda acción civil y por delitos de la ley penal tributaria, penal 

cambiaria, aduanera e infracciones administrativas que pudieran corresponder por el 

incumplimiento de las obligaciones vinculadas o que tuvieran origen en los bienes y 

tenencias que se declaren voluntaria y excepcionalmente y en las rentas que éstos hubieran 

generado. 

Quedan comprendidos en esta liberación los socios administradores y gerentes, directores, 

síndicos y miembros de los consejos de vigilancia de las sociedades contempladas en la Ley 

General de Sociedades 19.550 (t.o. 1984) y sus modificaciones y cargos equivalentes en 
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cooperativas, fideicomisos y sucesiones indivisas, fondos comunes de inversión, y 

profesionales certificantes de los balances respectivos. 

La liberación de las acciones penales previstas en este artículo equivale a la extinción de la 

acción penal prevista en el inciso 2 del artículo 59 del Código Penal. 

Esta liberación no alcanza a las acciones que pudieran ejercer los particulares que hubieran 

sido perjudicados mediante, como consecuencia o en ocasión de dichas transgresiones. 

c) Quedan liberados del pago de los impuestos que se hubieran omitido ingresar y que 

tuvieran origen en los bienes y tenencias de moneda declarados en forma voluntaria y 

excepcional, de acuerdo con las siguientes disposiciones: 

1. Impuestos a las Ganancias, a las salidas no documentadas (conforme el artículo 37 de la 

Ley de Impuesto a las Ganancias), a la transferencia de inmuebles de personas físicas y 

sucesiones indivisas y sobre los créditos y débitos en cuentas bancarias y otras operatorias, 

respecto del monto de la materia neta imponible del impuesto que corresponda, por el 

equivalente en pesos de la tenencia de moneda local, extranjera y demás bienes que se 

declaren. La liberación comprende, asimismo, los montos consumidos hasta el período 

fiscal 2015, inclusive. No se encuentra alcanzado por la liberación, el gasto computado en 

el impuesto a las ganancias proveniente de facturas consideradas apócrifas por la 

Administración Federal de Ingresos Públicos. 

2. Impuestos internos y al valor agregado. El monto de operaciones liberado se obtendrá 

multiplicando el valor en pesos de las tenencias exteriorizadas, por el coeficiente resultante 

de dividir el monto total de las operaciones declaradas —o registradas en caso de no 

haberse presentado declaración jurada— por el monto de la utilidad bruta, correspondientes 

al período fiscal que se pretende liberar. No se encuentra alcanzado por la liberación el 

crédito fiscal del impuesto al valor agregado, proveniente de facturas consideradas 

apócrifas por parte de la Administración Federal de Ingresos Públicos. 

3. Impuestos a la ganancia mínima presunta y sobre los bienes personales y de la 

contribución especial sobre el capital de las Cooperativas, respecto del impuesto originado 

por el incremento del activo imponible, de los bienes sujetos a impuesto o del capital 

imponible, según corresponda, por un monto equivalente en pesos a las tenencias y/o bienes 

declarados. 

4. Los impuestos citados en los incisos precedentes que se pudieran adeudar por los 

períodos fiscales anteriores al que cierra el 31 de diciembre de 2015, por los bienes 

declarados conforme lo previsto en el artículo 38 de la presente ley. 

d) Los sujetos que declaren voluntaria y excepcionalmente los bienes y/o tenencias que 

poseyeran al 31 de diciembre de 2015, sumados a los que hubieren declarado con 

anterioridad a la vigencia de la presente ley, tendrán los beneficios previstos en los incisos 

anteriores, por cualquier bien o tenencia que hubieren poseído con anterioridad a dicha 

fecha y no lo hubieren declarado. 

En el caso que la Administración Federal de Ingresos Públicos detectara cualquier bien o 

tenencia que les correspondiera a los mencionados sujetos, a la Fecha de Preexistencia de 

los Bienes, que no hubiera sido declarado mediante el sistema del presente Título ni con 

anterioridad, privará al sujeto que realiza la declaración voluntaria y excepcional de los 

beneficios indicados en el párrafo precedente. 

A los fines indicados en el párrafo anterior, la Administración Federal de Ingresos Públicos 

conserva la totalidad de las facultades que le confiere la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus 

modificaciones. 
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A los fines del presente artículo, el valor en pesos de los bienes y tenencias de moneda 

declarados será el que se determine de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 40 de la 

presente ley. 

ARTÍCULO 47. — La declaración voluntaria y excepcional efectuada por las sociedades 

comprendidas en el inciso b) del artículo 49 de la Ley de Impuesto a las Ganancias 20.628 

(t.o. 1997) y sus modificaciones, liberará del impuesto del periodo fiscal al cual se impute 

la liberación correspondiente a los socios que hubieran resultado contribuyentes por dicho 

período fiscal, en proporción a la materia imponible que les sea atribuible, de acuerdo con 

su participación en la misma. 

ARTÍCULO 48. — Las personas humanas y sucesiones indivisas que efectúen la 

declaración voluntaria y excepcional, podrán liberar con la misma las obligaciones fiscales 

de las empresas o explotaciones unipersonales, de las que sean o hubieran sido titulares o 

de las que sean o hubieran sido titulares aquellos por quienes el declarante hubiera 

realizado su declaración en los términos del artículo 38 de la presente ley. 

ARTÍCULO 49. — Invitase a las provincias, a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y a 

los municipios a adherir al régimen de declaración voluntaria y excepcional, adoptando 

medidas tendientes a liberar los impuestos y tasas locales que los declarantes hayan omitido 

ingresar en sus respectivas jurisdicciones. 

ARTÍCULO 50. — Los sujetos que efectúen la declaración voluntaria y excepcional 

prevista por el artículo 36 de la presente ley y aquellos por quienes el contribuyente 

realizara dicha declaración de acuerdo con lo previsto por el artículo 38 de la presente ley, 

no estarán obligados a brindar a la Administración Federal de Ingresos Públicos 

información adicional a la contenida en la referida declaración, con relación a los bienes y 

tenencias objeto de la misma, sin perjuicio del cumplimiento de las disposiciones de la ley 

25.246 y sus modificaciones y de la capacidad de la Administración Federal de Ingresos 

Públicos de cumplir con sus obligaciones y cooperar con otras entidades públicas en el 

marco de la norma referida. 

Al momento de practicar la declaración voluntaria y excepcional, el declarante no podrá 

tomar en cuenta a su favor los efectos de la prescripción corrida desde el ingreso de los 

bienes al patrimonio. 

ARTÍCULO 51. — El gravamen que se crea por el presente Título se regirá por lo 

dispuesto en la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones. 

El producido del gravamen establecido en el artículo 41 se destinará a la Administración 

Nacional de la Seguridad Social (ANSES) organismo descentralizado en el ámbito del 

Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (MTEySS), para atender al Programa 

Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados, y no deberá ser 

considerado a los fines del cálculo de la movilidad dispuesta por la ley 26.417. 

TITULO II 

Regularización excepcional de obligaciones tributarias, de la seguridad social y aduaneras 

ARTÍCULO 52. — Los contribuyentes y responsables de los tributos y de los recursos de 

la seguridad social cuya aplicación, percepción y fiscalización se encuentra a cargo de la 

Administración Federal de Ingresos Públicos podrán acogerse por las obligaciones vencidas 

al 31 de mayo de 2016, inclusive, o infracciones cometidas relacionadas con dichas 

obligaciones con excepción de los aportes y contribuciones con destino al sistema de obras 

sociales y las cuotas con destino al régimen de riesgos del trabajo, al régimen de 

regularización de deudas tributarias y de exención de intereses, multas y demás sanciones 

que se establece por el presente Título. 
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Se consideran comprendidas en el presente régimen las obligaciones correspondientes al 

Fondo para Educación y Promoción Cooperativa establecido por la ley 23.427 y sus 

modificaciones, así como también los cargos suplementarios por tributos a la exportación o 

importación, las liquidaciones de los citados tributos comprendidas en el procedimiento 

para las infracciones conforme lo previsto por la ley 22.415 y sus modificaciones y los 

importes que en concepto de estímulos a la exportación debieran restituirse al fisco 

nacional; no resultando alcanzadas por el mismo las obligaciones o infracciones vinculadas 

con regímenes promocionales que concedan beneficios tributarios. 

El acogimiento previsto en el párrafo anterior podrá formularse entre el primer mes 

calendario posterior al de la publicación de la reglamentación del régimen en el Boletín 

Oficial hasta el 31 de marzo de 2017, inclusive. 

ARTÍCULO 53. — Quedan incluidas en lo dispuesto en el artículo anterior aquellas 

obligaciones que se encuentren en curso de discusión administrativa o sean objeto de un 

procedimiento administrativo o judicial a la fecha de publicación de la presente ley en el 

Boletín Oficial, en tanto el demandado se allane incondicionalmente por las obligaciones 

regularizadas y, en su caso, desista y renuncie a toda acción y derecho, incluso el de 

repetición, asumiendo el pago de las costas y gastos causídicos. 

El allanamiento y/o, en su caso, desistimiento podrá ser total o parcial y procederá en 

cualquier etapa o instancia administrativa o judicial, según corresponda. 

Quedan también incluidas en el artículo anterior aquellas obligaciones respecto de las 

cuales hubieran prescripto las facultades de la Administración Federal de Ingresos Públicos 

para determinarlas y exigirlas, y sobre las que se hubiera formulado denuncia penal 

tributaria o, en su caso, penal económica, contra los contribuyentes o responsables. 

ARTÍCULO 54. — El acogimiento al presente régimen producirá la suspensión de las 

acciones penales tributarias y aduaneras en curso y la interrupción del curso de la 

prescripción penal, aun cuando no se hubiera efectuado la denuncia penal a ese momento o 

cualquiera sea la etapa del proceso en que se encuentre la causa, siempre y cuando la 

misma no tuviere sentencia firme. 

La cancelación total de la deuda en las condiciones previstas en el presente régimen —de 

contado o mediante plan de facilidades de pago— producirá la extinción de la acción penal, 

en la medida que no exista sentencia firme a la fecha de cancelación. En el caso de las 

infracciones aduaneras, la cancelación total producirá la extinción de la acción penal 

aduanera (en los términos de los artículos 930 y 932 del Código Aduanero), en la medida 

en que no exista sentencia firme a la fecha de acogimiento. 

La caducidad del plan de facilidades de pago, implicará la reanudación de la acción penal 

tributaria o aduanera, según fuere el caso, o habilitará la promoción por parte de la 

Administración Federal de Ingresos Públicos de la denuncia penal que corresponda, en 

aquellos casos en que el acogimiento se hubiere dado en forma previa a su interposición. 

También importará el comienzo del cómputo de la prescripción penal tributaria y/o 

aduanera. 

ARTÍCULO 55. — Se establece, con alcance general, para los sujetos que se acojan al 

régimen de regularización excepcional previsto en este Título y mientras cumplan con los 

pagos previstos en el artículo anterior, la exención y/o condonación: 

a) De las multas y demás sanciones previstas en la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus 

modificaciones, en la ley 17.250 y sus modificaciones, en la ley 22.161 y sus 

modificaciones y en la ley 22.415 y sus modificaciones, que no se encontraren firmes a la 

fecha del acogimiento al régimen de regularización previsto en este Título; 
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b) Del cien por ciento (100%) de los intereses resarcitorios y/o punitorios previstos en los 

artículos 37 y 52 de la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones del capital adeudado y 

adherido al régimen de regularización correspondiente al aporte personal previsto en el 

artículo 10, inciso c) de la ley 24.241 y sus modificaciones, de los trabajadores autónomos 

comprendidos en el artículo 2°, inciso b) de la citada norma legal; 

c) De los intereses resarcitorios y/o punitorios previstos en los artículos 37, 52 y 168 de la 

ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones, los intereses resarcitorios y/o punitorios sobre 

multas y tributos aduaneros (incluidos los importes que en concepto de estímulos a la 

exportación debieran restituirse al fisco nacional) en el importe que por el total de intereses 

supere el porcentaje que para cada caso se establece a continuación: 

1. Período fiscal 2015 y obligaciones mensuales vencidas al 31 de mayo de 2016: el diez 

por ciento (10%) del capital adeudado. 

2. Períodos fiscales 2013 y 2014: veinticinco por ciento (25%) del capital adeudado. 

3. Períodos fiscales 2011 y 2012: cincuenta por ciento (50%) del capital adeudado. 

4. Períodos fiscales 2010 y anteriores: setenta y cinco por ciento (75%) del capital 

adeudado. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior será de aplicación respecto de los conceptos 

mencionados que no hayan sido pagados o cumplidos con anterioridad a la fecha de entrada 

en vigencia de la presente ley y correspondan a obligaciones impositivas, aduaneras y de 

los recursos de la seguridad social vencidas o por infracciones cometidas al 31 de mayo de 

2016. 

ARTÍCULO 56. — El beneficio de liberación de multas y demás sanciones 

correspondientes a infracciones formales cometidas hasta el 31 de mayo de 2016, que no se 

encuentren firmes ni abonadas, operará cuando con anterioridad a la fecha en que finalice el 

plazo para el acogimiento al presente régimen, se haya cumplido o se cumpla la respectiva 

obligación formal. 

De haberse sustanciado el sumario administrativo previsto en el artículo 70 de la ley 11.683 

(t.o. 1998) y sus modificaciones, el citado beneficio operará cuando el acto u omisión 

atribuido se hubiere subsanado antes de la fecha de vencimiento del plazo para el 

acogimiento al presente régimen. 

Cuando el deber formal transgredido no fuese, por su naturaleza, susceptible de ser 

cumplido con posterioridad a la comisión de la infracción, la sanción quedará condonada de 

oficio, siempre que la falta haya sido cometida con anterioridad al 31 de mayo de 2016, 

inclusive. 

Las multas y demás sanciones, correspondientes a obligaciones sustanciales devengadas al 

31 de mayo de 2016, quedarán condonadas de pleno derecho, siempre que no se 

encontraren firmes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley y la obligación principal 

hubiera sido cancelada a dicha fecha. 

También serán condonados los intereses resarcitorios y/o punitorios correspondientes al 

capital cancelado con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

La liberación de multas y sanciones importará, asimismo y de corresponder la baja de la 

inscripción del contribuyente del Registro Público de Empleadores con Sanciones 

Laborales (REPSAL) contemplado en la ley 26.940. 

ARTÍCULO 57. — El beneficio que establece el artículo 55 procederá si los sujetos 

cumplen, respecto del capital, multas firmes e intereses no condonados, algunas de las 

siguientes condiciones: 



   

Sistema Argentino de Información Jurídica 

a) Cancelación mediante pago al contado, hasta la fecha en que se efectúe el acogimiento al 

presente régimen, siendo de aplicación en estos casos una reducción del quince por ciento 

(15%) de la deuda consolidada; 

b) Cancelación total mediante alguno de los planes de facilidades de pago que al respecto 

disponga la Administración Federal de Ingresos Públicos, los que se ajustarán a las 

siguientes condiciones: 

1. Un pago a cuenta equivalente al cinco por ciento (5%) de la deuda. Por el saldo de deuda 

resultante, hasta sesenta (60) cuotas mensuales, con un interés de financiación del uno 

coma cinco por ciento (1,5%) mensual. 

2. Las Micro y Pequeñas Empresas, conforme lo disponga la Secretaría de Emprendedores 

y de la Pequeña y Mediana Empresa, podrán optar por el plan indicado en el numeral 1 de 

este inciso o por ingresar un pago a cuenta equivalente al diez por ciento (10%) de la deuda 

y, por el saldo de deuda resultante, hasta noventa (90) cuotas mensuales, con un interés de 

financiación equivalente a la tasa pasiva promedio del Banco de la Nación Argentina. 

3. Las Medianas Empresas y los grandes contribuyentes podrán optar, por el plan indicado 

en el numeral 1 del presente inciso, o por ingresar un pago a cuenta equivalente al quince 

por ciento (15%) de la deuda y por el saldo de deuda resultante, hasta noventa (90) cuotas 

mensuales, con un interés de financiación equivalente a la tasa pasiva promedio del Banco 

de la Nación Argentina sujeto a un piso del uno coma cinco por ciento (1,5%) mensual. 

4. En el caso de los contribuyentes que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley 

se encuentren alcanzados por declaraciones de estado de emergencia y/o desastre 

agropecuario, de conformidad con lo dispuesto en la ley 26.509, el plan de facilidades de 

pago será de hasta noventa (90) cuotas mensuales, con un interés del uno por ciento (1%) 

mensual. 

El contribuyente podrá optar por cancelar anticipadamente el plan de pagos en la forma y 

bajo las condiciones que al efecto disponga la Administración Federal de Ingresos Públicos. 

ARTÍCULO 58. — Establécese un régimen de regularización de deudas por contribuciones 

patronales destinados a Estados provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que 

actualmente mantengan deudas con la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), 

se encuentre iniciado juicio al respecto o no, por un plazo de noventa (90) cuotas 

mensuales, fijándose una tasa de interés calculados en base a la Tasa Pasiva Promedio del 

Banco de la Nación Argentina y estableciéndose el plazo para acogerse al presente 

beneficio hasta el 31 de diciembre de 2016. Para acceder al beneficio deberán realizar un 

pago a cuenta por el equivalente al diez por ciento (10%) de la deuda. 

Alternativamente al plan dispuesto por el párrafo anterior, la Administración Federal de 

Ingresos Públicos podrá ofrecer a los Estados Provinciales y a la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires un tratamiento análogo al dispuesto para las Universidades Nacionales por el 

del Decreto 1571, del 1° de noviembre de 2010. Será condición inexorable de su 

otorgamiento que la jurisdicción que acepte acogerse al mencionado tratamiento acuerde 

con la referida Administración Federal de Ingresos Públicos el financiamiento de los gastos 

que le irroga la recaudación de los impuestos nacionales coparticipables. 

La Administración Federal de Ingresos Públicos establecerá las modalidades, plazos y 

demás condiciones para el acogimiento al mencionado tratamiento alternativo. Las cuotas 

de los planes de facilidades de pago que se dicten serán detraídas de la coparticipación 

federal de impuestos juntamente con la cancelación de las obligaciones previsionales 

corrientes. 

ARTÍCULO 59. — Cuando se trate de deudas en ejecución judicial, acreditada en autos la 

adhesión al régimen, firme la resolución judicial que tenga por formalizado el allanamiento 
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a la pretensión fiscal y una vez regularizada en su totalidad la deuda conforme a lo previsto 

en los incisos a) o b) del artículo 57, la Administración Federal de Ingresos Públicos podrá 

solicitar al juez el archivo de las actuaciones. 

Para el caso que la solicitud de adhesión resulte anulada, o se declare el rechazo del plan de 

facilidades por cualquier causa, la citada Administración Federal proseguirá con las 

acciones destinadas al cobro de la deuda en cuestión, conforme a la normativa vigente. De 

producirse la caducidad del plan de facilidades, iniciará una nueva ejecución por el saldo 

adeudado del citado plan. 

ARTÍCULO 60. — Los agentes de retención y percepción quedarán liberados de multas y 

de cualquier otra sanción que no se encuentre firme a la fecha de entrada en vigencia de la 

presente ley, cuando exterioricen y paguen —en los términos de los incisos a) o b) del 

artículo 57—, el importe que hubieran omitido retener o percibir, o el importe que, 

habiendo sido retenido o percibido, no hubieran ingresado, luego de vencido el plazo para 

hacerlo. 

De tratarse de retenciones no practicadas o percepciones no efectuadas, los agentes de 

retención o percepción que no se encontraren en alguna de las situaciones de exclusión 

previstas en el Título VII, del libro II de esta ley, quedarán eximidos de responsabilidad si 

el sujeto pasible de dichas obligaciones regulariza su situación en los términos del presente 

régimen o lo hubiera hecho con anterioridad. 

Respecto de los agentes de retención y percepción, regirán las mismas condiciones 

suspensivas y extintivas de la acción penal previstas en el artículo 54 para los 

contribuyentes en general, así como también las mismas causales de exclusión previstas en 

términos generales. 

ARTÍCULO 61. — Podrán regularizarse mediante el presente régimen las obligaciones 

fiscales vencidas al 31 de mayo de 2016, incluidos en planes de facilidades de pago 

respecto de los cuales haya operado la correspondiente caducidad a la fecha de entrada en 

vigencia de la presente ley. 

Asimismo, podrán reformularse los planes de facilidades de pago que se encuentren 

vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, excluidos aquellos mediante 

los cuales se haya solicitado la extinción de la acción penal, sobre la base del artículo 16 de 

la ley 24.769 y sus modificaciones, aplicándose las exenciones y/o condonaciones 

establecidas en el artículo 55 a los intereses resarcitorios, en la medida que no hayan sido 

cancelados a la fecha mencionada. 

ARTÍCULO 62. — No se encuentran sujetas a reintegro o repetición las sumas que, con 

anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se hubieran ingresado en 

concepto de intereses resarcitorios y/o punitorios y multas, así como los intereses previstos 

en el artículo 168 de la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones, por las obligaciones 

comprendidas en el presente régimen. 

TÍTULO III 

Beneficios para contribuyentes cumplidores 

ARTÍCULO 63. — Los contribuyentes que hayan cumplido con sus obligaciones 

tributarias correspondientes a los dos (2) períodos fiscales inmediatos anteriores al período 

fiscal 2016, y que cumplan con los requisitos del artículo 66, gozarán de la exención del 

impuesto sobre los bienes personales por los períodos fiscales 2016, 2017 y 2018, 

inclusive. Se incluye dentro de este beneficio a los responsables sustitutos previstos en el 

artículo sin número agregado a continuación del artículo 25 y en el artículo 26 del Título VI 

de la Ley de Impuesto sobre los Bienes Personales, 23.966 (t.o. 1997), y sus 

modificaciones. 
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Los anticipos del Impuesto sobre los Bienes Personales, período fiscal 2016, que se hayan 

abonado hasta la fecha de acogimiento al beneficio, podrán ser devueltos o compensados 

conforme lo establezca la reglamentación. 

Los contribuyentes que hayan cumplido con sus obligaciones tributarias correspondientes a 

los dos (2) períodos fiscales inmediatos anteriores al período fiscal 2016, que cumplan con 

los requisitos del artículo 66, y que no hayan sido alcanzados por el beneficio dispuesto en 

el primer y segundo párrafo del presente artículo, quedarán exentos del impuesto a las 

ganancias aplicables a la primera cuota del sueldo anual complementario correspondiente al 

período fiscal 2016. 

ARTÍCULO 64. — El plazo para acogerse al beneficio establecido en el artículo precedente 

se extenderá hasta el 31 de marzo de 2017, inclusive. 

ARTÍCULO 65. — Quedan excluidos del beneficio establecido en este Título aquellos 

sujetos con relación a los cuales se verifique el acogimiento al sistema voluntario y 

excepcional de declaración de tenencia de moneda nacional, extranjera y demás bienes en 

el país y en el exterior previsto en el Título I del libro II del presente ordenamiento. 

ARTÍCULO 66. — Los contribuyentes que aspiren al beneficio del artículo 63, deberán, 

asimismo, cumplir con las siguientes condiciones: 

a) No haber adherido, en los dos (2) períodos fiscales inmediatos anteriores al período 

fiscal 2016, al régimen de exteriorización voluntario ni al de regularización de obligaciones 

tributarias establecidos en la ley 26.860, ni a los planes de pago particulares otorgados por 

la Administración Federal de Ingresos Públicos en uso de las facultades delegadas en el 

artículo 32 de la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones; 

b) No poseer deudas en condición de ser ejecutadas por la Administración Federal de 

Ingresos Públicos, haber sido ejecutado fiscalmente ni condenado, con condena firme, por 

multas por defraudación fiscal en los dos (2) períodos fiscales inmediatos anteriores al 

período fiscal 2016. 

TÍTULO IV 

Modificación del impuesto sobre los bienes personales 

ARTÍCULO 67. — Derógase el inciso i) del artículo 21 del Título VI de la Ley de 

impuesto sobre los bienes personales, 23.966 (t.o. 1997), y sus modificaciones. 

ARTÍCULO 68. — Sustitúyese el primer párrafo del inciso g) del artículo 22 del Título VI 

de la ley de Impuesto sobre los Bienes Personales 23.966 (t.o. 1997) y sus modificaciones, 

por el siguiente texto: 

g) Objetos personales y del hogar, con exclusión de los enunciados en el inciso e): por su 

valor de costo. El monto a consignar por los bienes comprendidos en este inciso no podrá 

ser inferior al que resulte de aplicar el cinco por ciento (5%) sobre la suma del valor total de 

los bienes gravados situados en el país y el valor de los inmuebles situados en el exterior 

sin deducir de la base de cálculo el monto previsto en el artículo 24 de la presente ley. 

ARTÍCULO 69. — Incorpórase como artículo 24 del Título VI de la ley de Impuesto sobre 

los Bienes Personales, 23.966 (t.o. 1997), y sus modificaciones, el siguiente: 

Artículo 24: No estarán alcanzados por el impuesto los bienes gravados —excepto los 

comprendidos en el artículo sin número incorporado a continuación del artículo 25 de esta 

ley— pertenecientes a los sujetos indicados en el inciso a) del artículo 17, cuando su valor 

en conjunto determinado de acuerdo con las normas de esta ley, resulten: 

a) Para el período fiscal 2016, iguales o inferiores a pesos ochocientos mil ($ 800.000); 
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b) Para el período fiscal 2017, iguales o inferiores a pesos novecientos cincuenta mil ($ 

950.000); 

c) A partir del período fiscal 2018 y siguientes, iguales o inferiores a pesos un millón 

cincuenta mil ($ 1.050.000). 

ARTÍCULO 70. — Sustitúyese el artículo 25 del Título VI de la Ley de Impuesto sobre los 

Bienes Personales, 23.966, (t.o. 1997), y sus modificaciones, por el siguiente: 

Artículo 25: El gravamen a ingresar por los contribuyentes indicados en el inciso a) del 

artículo 17 surgirá de la aplicación, sobre el valor total de los bienes sujetos al impuesto —

excepto los comprendidos en el artículo sin número incorporado a continuación del artículo 

25 de esta ley—, sobre el monto que exceda del establecido en el artículo 24, las sumas que 

para cada caso se fija a continuación: 

a) Para el período fiscal 2016, setenta y cinco centésimos por ciento (0,75%); 

b) Para el período fiscal 2017, cincuenta centésimos por ciento (0,50%); 

c) A partir del período fiscal 2018 y siguientes, veinticinco centésimos por ciento (0,25%). 

Los sujetos de este impuesto podrán computar como pago a cuenta las sumas efectivamente 

pagadas en el exterior por gravámenes similares al presente que consideren como base 

imponible el patrimonio o los bienes en forma global. Este crédito sólo podrá computarse 

hasta el incremento de la obligación fiscal originado por la incorporación de los bienes 

situados con carácter permanente en el exterior. 

ARTÍCULO 71. — Sustitúyese, en el primer párrafo del artículo sin número incorporado a 

continuación del artículo 25 del Título VI de la Ley de Impuesto sobre los Bienes 

Personales, 23.966 (t.o. 1997), y sus modificaciones, la expresión “de cincuenta centésimos 

por ciento (0,50%)” por la expresión “de veinticinco centésimos por ciento (0,25%)”. 

ARTÍCULO 72. — Sustitúyese el primer párrafo del artículo 26 del Título VI de la ley de 

Impuesto sobre los Bienes Personales 23.966 (t.o. 1997) y sus modificaciones, por el 

siguiente: 

Los contribuyentes del impuesto a la ganancia mínima presunta, las sucesiones indivisas 

radicadas en el país y toda otra persona de existencia visible o ideal domiciliada en el país 

que tenga el condominio, posesión, uso, goce, disposición, depósito, tenencia, custodia, 

administración o guarda de bienes sujetos al impuesto que pertenezcan a los sujetos 

mencionados en el inciso b) del artículo 17, deberán ingresar con carácter de pago único y 

definitivo calculado sobre el valor de dichos bienes —determinado con arreglo a las normas 

de la presente ley— al 31 de diciembre de cada año: 

- Para el año 2016, el setenta y cinco centésimos por ciento (0,75%). 

- Para el año 2017, el cincuenta centésimos por ciento (0,50%). 

- A partir del año 2018 y siguientes, el veinticinco centésimos por ciento (0,25%). 

TÍTULO V 

Modificación del impuesto a las ganancias y derogación del impuesto a la ganancia mínima 

presunta 

ARTÍCULO 73. — Sustitúyese el inciso c) del artículo 137 de la ley 20.628 de Impuesto a 

las Ganancias, (t.o. 1997) y sus modificaciones, por el siguiente: 

c) La exclusión dispuesta en el último párrafo in fine del inciso v) respecto de las 

actualizaciones que constituyen ganancias de fuente extranjera, no comprende a las 

diferencias de cambio a las que este Título atribuye la misma fuente. 
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ARTÍCULO 74. — Sustitúyese el cuarto párrafo del artículo 154 de la ley 20.628 de 

impuesto a las ganancias (t.o. 1997) y sus modificaciones, por el siguiente: 

A efectos de las actualizaciones previstas en los párrafos precedentes, si los costos o 

inversiones actualizables deben computarse en moneda argentina, se convertirán a la 

moneda del país en el que se hubiesen encontrado situados, colocados o utilizados 

económicamente los bienes, al tipo de cambio vendedor que considera el artículo 158, 

correspondiente a la fecha en que se produzca la enajenación de los bienes a los que se 

refieren los artículos 152 y 153. 

ARTÍCULO 75. — Derógase el sexto párrafo del artículo 90 de la ley 20.628 de impuesto a 

las ganancias (t.o. 1997) y sus modificaciones. 

ARTÍCULO 76. — Derógase el Título V de la ley 25.063, de impuesto a la ganancia 

mínima presunta, para los ejercicios que se inician a partir del 1° de enero de 2019. 

TÍTULO VI 

Comisión Bicameral para la Reforma Tributaria 

ARTÍCULO 77. — Créase, en el ámbito del Poder Legislativo nacional, la “Comisión 

Bicameral para la Reforma Tributaria”. La misma estará integrada por quince (15) 

diputados y quince (15) senadores, elegidos por sus respectivos Cuerpos respetando la 

pluralidad y proporcionalidad en la composición de los distintos bloques políticos y 

asegurando la inclusión de éstos cuando estuvieren conformados por cinco (5) o más 

legisladores. 

ARTÍCULO 78. — La Comisión tendrá como objeto el análisis y evaluación de las 

propuestas de reforma del sistema tributario nacional que elabore y remita el Poder 

Ejecutivo nacional, orientado a: 

a) Fortalecer la equidad de la presión tributaria; 

b) Profundizar su progresividad; 

c) Simplificar su estructura y administración; 

d) Fortalecer la complementariedad y coordinación federal; 

e) Propender al establecimiento gradual de las reformas, dotando de mayor previsibilidad a 

la acción del Estado en la materia en función de reducir los grados de incertidumbre del 

contribuyente. 

La Comisión Bicameral tendrá un presupuesto que se imputará al presupuesto anual de 

ambas Cámaras. 

El Poder Ejecutivo nacional remitirá el o los proyectos de reforma al sistema tributario 

nacional dentro de los trescientos sesenta y cinco (365) días corridos a partir de la 

constitución de la comisión. 

ARTÍCULO 79. — La Comisión deberá elevar un informe final a ambas Cámaras, 

detallando lo actuado y proponiendo un plan de implementación legislativa de las reformas 

que recomiende en orden a los objetivos de su creación. 

ARTÍCULO 80. — La Comisión está facultada para solicitar al Poder Ejecutivo nacional, a 

través del Jefe de Gabinete de Ministros y/o del Ministro de Hacienda y Finanzas Públicas, 

y a los organismos de regulación y/o control competentes toda información que contribuya 

al logro de sus objetivos. 

Asimismo, podrá instrumentar los mecanismos necesarios que aseguren la participación de 

universidades, academias, organizaciones sociales, y solicitar la colaboración y 
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asesoramiento de personas, instituciones y organismos especializados en la materia objeto 

de tratamiento. 

TÍTULO VII 

Disposiciones generales 

ARTÍCULO 81. — Ninguna de las disposiciones del libro II de la presente ley liberará a 

los sujetos mencionados en el artículo 20 de la ley 25.246 y sus modificatorias de las 

obligaciones impuestas por la legislación vigente tendiente a prevenir el lavado de activos y 

el financiamiento del terrorismo. 

ARTÍCULO 82. — Quedan excluidos de las disposiciones del Título I del libro II, los 

sujetos que entre el 1° de enero de 2010, inclusive, y la vigencia de la presente ley, 

hubieran desempeñado las siguientes funciones públicas: 

a) Presidente y vicepresidente de la Nación, gobernador, vicegobernador, jefe o vicejefe de 

gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o intendente municipal; 

b) Senador o diputado nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o 

concejal municipal, o Parlamentario del Mercosur; 

c) Magistrado del Poder Judicial nacional, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires; 

d) Magistrado del Ministerio Público nacional, provincial, municipal o de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires; 

e) Defensor del Pueblo o adjunto del Defensor del Pueblo nacional, provincial, municipal o 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

f) Jefe de Gabinete de Ministros, ministro, secretario o subsecretario del Poder Ejecutivo 

nacional, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

g) Interventor federal, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

h) Síndico General de la Nación, síndico general adjunto de la Sindicatura General, 

presidente o auditor general de la Auditoría General, autoridad superior de los entes 

reguladores y los demás órganos que integran los sistemas de control del sector público 

nacional, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y los miembros 

de organismos jurisdiccionales administrativos en los tres niveles de gobiernos; 

i) Miembro del Consejo de la Magistratura o del jurado de enjuiciamiento; 

j) Embajador, cónsul o funcionario destacado en misión oficial permanente en el exterior; 

k) Personal en actividad de las fuerzas armadas, de la Policía Federal Argentina, de la 

Policía de Seguridad Aeroportuaria, de la Gendarmería Nacional, de la Prefectura Naval 

Argentina o del Servicio Penitenciario Federal, con jerarquía no menor de coronel o 

equivalente, personal de la Policía provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires con categoría no inferior a la de Comisario, o personal de categoría inferior, a 

cargo de Comisaría; 

l) Rector, decano o secretario de las universidades nacionales, provinciales, municipales o 

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

m) Funcionario o empleado con categoría o función no inferior a la de director o 

equivalente, que preste servicio en la Administración Pública nacional, provincial, 

municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, centralizada o descentralizada, las 

entidades autárquicas, los bancos y entidades financieras del sistema oficial, las obras 
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sociales administradas por el Estado, las empresas del Estado, las sociedades del Estado o 

personal con similar categoría o función y en otros entes del sector público; 

n) Funcionario colaborador de interventor federal, provincial, municipal o de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, con categoría o función no inferior a la de director o 

equivalente; 

o) Personal de los organismos indicados en el inciso h) del presente artículo, con categoría 

no inferior a la de director o equivalente; 

p) Funcionario o empleado público encargado de otorgar habilitaciones administrativas 

para el ejercicio de cualquier actividad, como también todo funcionario o empleado público 

encargado de controlar el funcionamiento de dichas actividades o de ejercer cualquier otro 

control en virtud de un poder de policía; 

q) Funcionario que integra los organismos de control de los servicios públicos privatizados, 

con categoría no inferior a la de director; 

r) Personal que se desempeña en el Poder Legislativo nacional, provincial, municipal o de 

la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con categoría no inferior a la de director; 

s) Personal que cumpla servicios en el Poder Judicial o en el Ministerio Público nacional, 

provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con categoría no inferior 

a secretario o equivalente; 

t) Funcionario o empleado público que integre comisiones de adjudicación de licitaciones, 

de compra o de recepción de bienes, o participe en la toma de decisiones de licitaciones o 

compras en cualquiera de los tres niveles de gobierno; 

u) Funcionario público que tenga por función administrar un patrimonio público o privado, 

o controlar o fiscalizar los ingresos públicos cualquiera fuera su naturaleza; 

v) Director o administrador de las entidades sometidas al control externo del Congreso de la 

Nación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 de la ley 24.156; 

w) Personal de los organismos de inteligencia, sin distinción de grados, sea su situación de 

revista permanente o transitoria. 

ARTÍCULO 83. — Quedan excluidos de las disposiciones del Título I del libro II los 

cónyuges, los padres y los hijos menores emancipados de los sujetos alcanzados en los 

incisos a) al w) del artículo 82. 

ARTÍCULO 84. — Quedan excluidos de las disposiciones de los Títulos I y II del libro II 

de la presente ley, con las salvedades que se expondrán, quienes se hallen en alguna de las 

siguientes situaciones a la fecha de publicación de la presente en el Boletín Oficial: 

a) Los declarados en estado de quiebra, respecto de los cuales no se haya dispuesto la 

continuidad de la explotación, conforme a lo establecido en las leyes 24.522 y sus 

modificaciones o 25.284 y sus modificaciones, mientras duren los efectos de dicha 

declaración; 

b) Los condenados por alguno de los delitos previstos en las leyes 23.771 o 24.769 y sus 

modificaciones, respecto de los cuales se haya dictado sentencia firme con anterioridad a la 

entrada en vigencia de la presente ley, siempre que la condena no estuviere cumplida; 

c) Los condenados por delitos comunes, que tengan conexión con el incumplimiento de sus 

obligaciones tributarias o las de terceros, respecto de los cuales se haya dictado sentencia 

firme con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, siempre que la 

condena no estuviere cumplida; 
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d) Las personas jurídicas en las que, según corresponda, sus socios, administradores, 

directores, síndicos, miembros del consejo de vigilancia, consejeros o quienes ocupen 

cargos equivalentes en las mismas, hayan sido condenados con fundamento en las leyes 

23.771 o 24.769 y sus modificaciones, o por delitos comunes que tengan conexión con el 

incumplimiento de sus obligaciones tributarias o las de terceros, respecto de los cuales se 

haya dictado sentencia firme con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la 

presente ley, siempre que la condena no estuviere cumplida; 

e) Quienes estuvieran procesados, aun cuando no estuviera firme dicho auto de mérito, por 

los siguientes delitos: 

1. Contra el orden económico y financiero previstos en los artículos 303, 306, 307, 309, 

310, 311 y 312 del Código Penal. 

2. Enumerados en el artículo 6° de la ley 25.246, con excepción del inciso j). 

3. Estafa y otras defraudaciones previstas en los artículos 172, 173 y 174 del Código Penal. 

4. Usura previsto en el artículo 175 bis del Código Penal. 

5. Quebrados y otros deudores punibles previstos en los artículos 176, 177, 178 y 179 del 

Código Penal. 

6. Contra la fe pública previstos en los artículos 282, 283 y 287 del Código Penal. 

7. Falsificación de marcas, contraseñas o firmas oficiales previstos en el artículo 289 del 

Código Penal y falsificación de marcas registradas previsto en el artículo 31 de la ley 

22.362. 

8. Encubrimiento al adquirir, recibir u ocultar dinero, cosas o efectos provenientes de un 

delito previsto en el inciso c) del numeral 1 del artículo 277 del Código Penal. 

9. Homicidio por precio o promesa remuneratoria, explotación sexual y secuestro extorsivo 

establecido en el inciso 3 del artículo 80, artículos 127 y 170 del Código Penal, 

respectivamente. 

Quienes a la fecha de la declaración voluntaria y excepcional y/o de adhesión al régimen de 

regularización de excepción tuvieran un proceso penal en trámite por los delitos 

enumerados en el inciso e), podrán adherir en forma condicional al régimen de 

sinceramiento fiscal. El auto de procesamiento que se dicte en fecha posterior, dará lugar a 

la pérdida automática de todos los beneficios que otorgan los Títulos I y II del libro II de 

esta ley. 

ARTÍCULO 85. — Los sujetos indicados en el artículo 36 de la presente ley que no 

realicen la declaración voluntaria y excepcional prevista en el Título I del libro II, deberán 

presentar una declaración jurada de confirmación de datos, en los términos, formas y 

condiciones que establezca la Administración Federal de Ingresos Públicos, indicando que 

la totalidad de los bienes y tenencias que poseen son aquellos exteriorizados en las 

declaraciones juradas del impuesto a las ganancias del impuesto sobre los bienes personales 

o, en su caso, del impuesto a la ganancia mínima presunta, correspondientes al último 

ejercicio fiscal cerrado al 31 de diciembre de 2015. 

Quienes presenten la declaración jurada de confirmación de datos indicada en el párrafo 

precedente, gozarán de los beneficios previstos en el artículo 46 de la presente ley, por 

cualquier bien o tenencia que hubieren poseído —lo mantengan o no en su patrimonio— 

con anterioridad al último ejercicio fiscal cerrado al 31 de diciembre de 2015 y no lo 

hubieren declarado. Asimismo, gozarán de los beneficios previstos en el Título III del libro 

II de esta norma. 
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En el caso de que la Administración Federal de Ingresos Públicos detectara cualquier bien o 

tenencia que les correspondiera a los mencionados sujetos, durante el último ejercicio fiscal 

cerrado al 31 de diciembre de 2015, que no hubiera sido incluido en declaración jurada de 

confirmación de datos, privará al sujeto declarante de los beneficios indicados en el párrafo 

anterior. 

A los fines indicados en este artículo, la Administración Federal de Ingresos Públicos 

conserva la totalidad de las facultades que le confiere la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus 

modificaciones. 

ARTÍCULO 86. — La Administración Federal de Ingresos Públicos estará dispensada de 

formular denuncia penal respecto de los delitos previstos en las leyes 23.771 y 24.769 y sus 

modificaciones, según corresponda, así como el Banco Central de la República Argentina 

de sustanciar los sumarios penales cambiarios y/o formular denuncia penal respecto de los 

delitos previstos en la ley 19.359 (t.o. 1995) y sus modificaciones —salvo que se trate del 

supuesto previsto en el inciso b) del artículo 1° del anexo de dicha ley— en la medida que 

los sujetos de que se trate regularicen sus obligaciones tributarias, de la seguridad social y 

aduaneras conforme a las disposiciones de los Títulos I y II del libro I de la presente ley. 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo precedente la Administración Federal de 

Ingresos Públicos estará obligada a cumplir como sujeto obligado con las obligaciones 

establecidas en la ley 25.246 y sus modificatorias, incluyendo la obligación de brindar a la 

Unidad de Información Financiera, dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos 

Humanos, toda la información por ésta requerida sin la posibilidad de oponer el secreto 

fiscal previsto en el artículo 101 de la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones. 

ARTÍCULO 87. — La obligación de guardar secreto establecida en el artículo 22 de la ley 

25.246, incluye la reserva de la identidad de los sujetos reportantes y reportados durante 

todo el proceso de análisis a cargo de la Unidad de Información. Financiera y la prohibición 

de revelar la fuente de su información en el cumplimiento de las obligaciones establecidas 

en los artículos 13, inciso 3 y 19 de la ley 25.246. 

La declaración voluntaria y excepcional que presente un contribuyente así como toda la 

información y documentación que aporte, las consultas que efectúe y el contenido de todos 

y cada uno de los trámites conducentes a la realización de dicha declaración, están 

alcanzados por el secreto fiscal y regulado por lo dispuesto en el artículo 101 de la ley 

11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones. 

Los magistrados, funcionarios, empleados judiciales o dependientes de la Administración. 

Federal de Ingresos Públicos, están obligados a mantener el más absoluto secreto de todo lo 

que llegue a su conocimiento en el desempeño de sus funciones sin poder comunicarlo a 

persona alguna, ni aun a solicitud del interesado, salvo a sus superiores jerárquicos. Igual 

obligación existirá para todo tercero respecto de cualquier documentación o información de 

cualquier modo relacionada con las declaraciones voluntarias y excepcionales reguladas por 

esta ley que fueran presentadas por cualquier contribuyente. 

Los magistrados, funcionarios, empleados judiciales o dependientes de la Administración 

Federal de Ingresos Públicos, los declarantes del Título I del libro II de la presente y 

terceros que divulguen o reproduzcan documentación o información de cualquier modo 

relacionada con las declaraciones voluntarias y excepcionales reguladas por esta ley 

incurrirán en la pena prevista por el artículo 157 del Código Penal. 

Los periodistas y comunicadores sociales, así como los medios de comunicación y sus 

responsables legales, por motivos de interés público estarán exceptuados de lo antedicho. 

ARTÍCULO 88. — No habrá ninguna limitación en el marco del presente régimen a la 

capacidad actual del Estado de intercambiar información, reportar, analizar, investigar y 

sancionar conductas que pudiesen encuadrar en los artículos 303 y 306 del Código Penal. 
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La Unidad de Información Financiera podrá, a su discreción, comunicar información a otras 

entidades públicas con facultades de inteligencia o investigación. 

ARTÍCULO 89. — Los sujetos que regularicen obligaciones alcanzadas por el régimen 

establecido en el Título I del libro II de la presente ley, podrán acceder concurrentemente a 

los beneficios dispuestos en el Título II del libro II de la presente ley. 

ARTÍCULO 90. — Creáse el Registro de Entidades Pasivas del Exterior a cargo de la 

Administración Federal de Ingresos Públicos. 

Los contribuyentes que sean titulares de más del cincuenta por ciento (50%) de las acciones 

o participaciones del capital, los directores, gerentes, apoderados, miembros de los órganos 

de fiscalización o quienes desempeñen cargos similares en sociedades, fideicomisos, 

fundaciones o cualquier otro ente del exterior que obtenga una renta pasiva superior al 

cincuenta por ciento (50%) de sus ingresos brutos durante el año calendario, estarán 

obligados a informar a dicho registro los datos que identifiquen a la entidad pasiva del 

exterior y su vinculación con la misma. 

La Administración Federal de Ingresos Públicos reglamentará la forma, plazos y 

condiciones en que los contribuyentes deberán cumplir con el deber de información 

impuesto por este artículo. 

ARTÍCULO 91. — Creáse la Mesa de Coordinación del Régimen de Sinceramiento Fiscal 

destinada a colaborar en la correcta implementación y ejecución del mismo, aconsejando la 

adopción de las medidas necesarias para ello. 

La mesa estará integrada por representantes de: 

- La Secretaría de Hacienda del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas, que la 

presidirá y decidirá la convocatoria a sus reuniones. 

- La Administración Federal de Ingresos Públicos. El Banco Central de la República 

Argentina. 

- La Unidad de Información Financiera. La Comisión Nacional de Valores. 

ARTÍCULO 92. — Modifíquese la ley 25.246 y sus modificatorias, del siguiente modo: 

a) Sustitúyese, en el artículo 5° de la ley 25.246 y sus modificatorias, la expresión “en 

jurisdicción del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación”, por la siguiente 

expresión: “en jurisdicción del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas de la Nación”; 

b) Sustitúyese en el primer párrafo del artículo 9° de la ley 25.246 y sus modificatorias, la 

expresión “a propuesta del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”, por la siguiente 

expresión: “a propuesta del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas de la Nación”; 

c) Sustitúyese en el inciso a) del artículo 9° de la ley 25.246 y sus modificatorias, la 

expresión “en el ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”, por la siguiente 

expresión: “en el ámbito del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas de la Nación”; 

d) Sustitúyese en el inciso f) del artículo 9° de la ley 25.246 y sus modificatorias, la 

expresión “presentar al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos” por la siguiente 

expresión: “presentar al Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas”; 

e) Sustitúyese en el inciso g) del artículo 9° de la ley 25.246 y sus modificatorias, la 

expresión “el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos elevará” por la siguiente 

expresión: “el Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas elevará”; 

f) Sustitúyese el inciso a) del artículo 27 de la ley 25.246 y sus modificatorias, por el 

siguiente: “a) Aportes determinados en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de 
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Recursos de la Administración Nacional dentro de los asignados al Ministerio de Hacienda 

y Finanzas Públicas de la Nación”. 

ARTÍCULO 93. — La Administración Federal de Ingresos Públicos reglamentará el 

régimen previsto en el libro II de la presente ley, dentro de los treinta (30) días corridos 

contados a partir de la entrada en vigencia de la misma y dictará las normas 

complementarias que resulten necesarias a los efectos de su aplicación. 

ARTÍCULO 94. — El Poder Ejecutivo nacional reglamentará los Títulos IV y V del libro II 

de la presente ley y dictará las normas complementarías que resulten necesarias para su 

aplicación. 

ARTÍCULO 95. — Decláranse de orden público las disposiciones del libro I de la presente 

ley. 

ARTÍCULO 96. — Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia a partir del día 

siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial. 

ARTÍCULO 97. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS 

AIRES, A LOS VEINTINUEVE DIAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL 

DIECISEIS. 

— REGISTRADA BAJO EL N° 27260 — 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZÓ. — Eugenio Inchausti. — Juan P. Tunessi. 
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ANEXO II 

ACUERDO NACIÓN-PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO 

PROPÓSITO: 

Resolver las diferencias existentes entre la Nación, las Provincias y la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, respecto a la validez y efectos del artículo 76 de la Ley Nacional N° 26.078 

que dispone la prórroga del Acuerdo entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos 

Provinciales, del 12 de agosto de 1992, ratificado por la Ley N° 24.130 y disponer un 

esquema de eliminación gradual de la detracción del 15% de la masa de impuestos 

coparticipables allí pactada (en adelante 15 PUNTOS PORCENTUALES DEL ACUERDO 

FEDERAL). 

POR ELLO, 

EL ESTADO NACIONAL, REPRESENTADO POR EL SEÑOR MINISTRO DEL 

INTERIOR, OBRAS PÚBLICAS Y VIVIENDA DE LA NACIÓN Y LA PROVINCIA 

DE SANTIAGO DEL ESTERO, REPRESENTADA POR LA SEÑORA 

GOBERNADORA. 

ACUERDAN: 

Artículo 1: Reducir la detracción de los 15 puntos porcentuales de la masa de recursos 

coparticipables, con destino a obligaciones previsionales nacionales y otros gastos 

operativos que resulten necesarios, a cargo de la Administración Nacional de la Seguridad 

Social (ANSES), establecida en el Acuerdo Federal del 12 de Agosto de 1992, suscripto 

entre el Estado Nacional y las Provincias, ratificado por la Ley N° 24.130, que fuera 

prorrogada en último término por el art. 76 de la Ley N° 26.078, a razón de TRES (3) 
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puntos porcentuales por año calendario, de resultas de lo cual, la detracción será la 

siguiente: 

Año 2016: DOCE PUNTOS PORCENTUALES. 

Año 2017: NUEVE PUNTOS PORCENTUALES. 

Año 2018: SEIS PUNTOS PORCENTUALES. 

Año 2019: TRES PUNTOS PORCENTUALES. 

Año 2020 y sucesivos: CERO PUNTOS PORCENTUALES. 

Artículo 2: El Estado Nacional podrá aplicar hasta un CINCUENTA POR CIENTO (50%) 

de las sumas adicionales que anualmente le corresponda a la Provincia de Santiago del 

Estero, en virtud de lo acordado en el artículo anterior, a compensar los créditos que 

respecto de dicha provincia ostente a su favor; dejando aclarado que deberá tratarse de 

créditos exigibles. Si en el año 2020, la Provincia de Santiago del Estero tuviera deudas 

remanentes con la Nación que pudieran ser objeto de compensación con los créditos que 

tenga disponibles esta provincia en concepto de coparticipación federal de impuestos, 

incluidas asignaciones específicas y regímenes especiales, la compensación no podrá 

afectar más de un tercio de los ingresos que se generen a favor de la Provincia de Santiago 

del Estero, por el cese de la detracción de los QUINCE PUNTOS PORCENTUALES DEL 

ACUERDO FEDERAL. 

Artículo 3: La Nación generará los instrumentos necesarios e instruirá al Fondo de Garantía 

de Sustentabilidad, para que otorgue a la Provincia de Santiago del Estero un préstamo de 

libre disponibilidad con desembolsos y cancelaciones parciales y sucesivas (en adelante el 

PRÉSTAMO), en los términos y condiciones que resultan del presente artículo. 

MONTO: Será equivalente a seis (6) puntos porcentuales en el año 2016, de los quince (15) 

puntos porcentuales de la masa de recursos coparticipables que le hubiera correspondido a 

la Provincia de Santiago del Estero, si no se aplicara la detracción del 15% con destino a 

obligaciones previsionales nacionales y otros gastos operativos que resulten necesarios, a 

cargo de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES), establecida en el 

Acuerdo Federal del 12 de Agosto de 1992, suscripto entre el ESTADO NACIONAL y las 

PROVINCIAS, ratificado por la Ley N° 24.130, que fuera prorrogada en último término 

por el art. 76 de la Ley N° 26.078; y, para cada uno de los períodos 2017, 2018 y 2019, un 

monto equivalente a tres (3) puntos porcentuales calculados en la forma dispuesta 

precedentemente. A los fines de la determinación de cada desembolso, se tomará la 

proyección de recaudación nacional prevista en la Ley Anual de Presupuesto y el aumento 

o reducción que corresponda en virtud de la recaudación efectivamente ocurrida al 31 de 

diciembre de cada año, aumentará o reducirá, respectivamente, el desembolso del año 

siguiente. 

PLAZO: El monto de cada desembolso se cancelará a los CUATRO (4) años, de suerte tal 

que: 

El capital del desembolso del año 2016, se cancelará en 2020. 

El capital del desembolso del año 2017, se cancelará en 2021. 

El capital del desembolso del año 2018, se cancelará en 2022. 

El capital del desembolso del año 2019, se cancelará en 2023. 

INTERESES: Los intereses no se capitalizarán y se devengarán a partir del día de cada 

desembolso, se pagarán semestralmente y se calcularán con la tasa BADLAR, menos el 

subsidio necesario otorgado por el Tesoro Nacional para que la tasa resultante neta alcance 
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el quince por ciento (15%) anual vencida para el año 2016 y 2017, y del 12% anual vencida 

para el año 2018 y 2019. 

GARANTÍA: El PRÉSTAMO estará constituido por cada uno de sus desembolsos, los 

intereses y demás accesorios, los cuales se garantizarán al acreedor del PRÉSTAMO 

mediante la pertinente cesión de recursos coparticipables que le correspondan a la Provincia 

de Santiago del Estero por cualquier concepto. La cesión deberá ser notificada al BANCO 

DE LA NACIÓN ARGENTINA previo a cada desembolso, sin lo cual no podrá 

efectivizarse el mismo. 

Artículo 4: La suscripción del presente no implica de ningún modo el reconocimiento o no 

de la validez constitucional del artículo 76 de la Ley 26.078, así como tampoco implica la 

renuncia a los reclamos administrativos y/o judiciales que la Provincia de Santiago del 

Estero haya efectuado o efectúe, respecto a las detracciones comprendidas o no en este 

Acuerdo. 

Artículo 5: La Nación suscribe el presente ad referéndum del Congreso de la Nación, y la 

Provincia de Santiago del Estero ad referéndum de la Legislatura Provincial y/o de cumplir 

el procedimiento legal establecido en su Constitución para la ratificación de este tipo de 

acuerdos. En el mismo sentido, la Provincia de Santiago del Estero se compromete a remitir 

el presente acuerdo en forma inmediata a sus respectiva Legislatura. 

Artículo 6: Las Partes se comprometen a suscribir toda la documentación y/o instrumentos 

complementarios, tales como actas, actas acuerdo, convenios, etc., que resulten necesarios 

para poder materializar el presente acuerdo. 

Artículo 7: Los términos del presente acuerdo entrarán en vigencia a partir del 1° de enero 

de 2016. 

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 26 días del mes de mayo de 2016, previa 

lectura y ratificación, firman los intervinientes DOS (2) ejemplares de un mismo tenor y a 

un mismo efecto. 

 



PROGRAMA NACIONAL DE REPARACIÓN HISTÓRICA PARA JUBILADOS Y PENSIONADOS 

 

Ley 27260 

 

Creación. 

 

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan 
con fuerza de  

 

Ley: 

 

LIBRO I 

 

TÍTULO I 

 

Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados 

 

Capítulo I 

 

Disposiciones Generales 

 

ARTÍCULO 1º — Créase el Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y 
Pensionados, en adelante el Programa, con el objeto de implementar acuerdos que permitan 
reajustar los haberes y cancelar las deudas previsionales con respecto a aquellos beneficiarios que 
reúnan los requisitos establecidos por la presente ley. 

 



Podrán celebrarse acuerdos en los casos en que hubiera juicio iniciado, con o sin sentencia firme, y 
también en los que no hubiera juicio iniciado. 

 

Todos los acuerdos deberán ser homologados judicialmente, para lo cual se prescindirá de la 
citación de las partes. 

 

A los fines de agilizar la implementación del Programa, los acuerdos, los expedientes judiciales y 
las demás actuaciones que se lleven a cabo en el marco del Programa, podrán instrumentarse a 
través de medios electrónicos. También se admitirá la firma digital y/o cualquier otro medio que 
otorgue garantías suficientes sobre la identidad de la persona. 

 

ARTÍCULO 2° — Declárase la emergencia en materia de litigiosidad previsional, a los únicos fines 
de la creación e implementación del programa dispuesto en la presente ley, con el objeto de 
celebrar acuerdos en los casos en que hubiera juicio iniciado, con o sin sentencia firme, y también 
en los que no hubiera juicio iniciado. 

 

El estado de emergencia tendrá vigencia por tres (3) años a partir de la promulgación de la 
presente ley. 

 

Capítulo II 

 

Disposiciones particulares 

 

ARTÍCULO 3° — Podrán ingresar al Programa: 

 

a) Los titulares de un beneficio previsional cuyo haber inicial se hubiera calculado por los métodos 
previstos en el artículo 49 de la ley 18.037 (t.o. 1976) y sus modificatorias, o en los artículos 24, 97, 
o 98 de la ley 24.241 y sus complementarias y modificatorias; 

 



b) Los titulares de un beneficio previsional adquirido con anterioridad al 1° de diciembre de 2006, 
cuya movilidad se rigiera por el artículo 53 de la ley 18.037 (t.o. 1976) y sus modificatorias, o por el 
artículo 38 de la ley 18.038, hasta el 31 de marzo de 1995, y/o por el artículo 7° inciso 2 de la ley 
24.463 entre el 1° de enero de 2002 y el 31 de diciembre de 2006; 

 

c) Los titulares de un beneficio previsional derivado de los individualizados en los puntos a) y b). 

 

En el caso de los beneficiarios enunciados en el artículo 1° de la presente ley que hayan iniciado 
una acción judicial y tengan sentencia firme y no adhirieran al Programa implementado en la 
presente ley, la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) continuará dando 
cumplimiento a las mismas, conforme a lo establecido en la ley 24.463 y en el orden de prelación 
establecido en el artículo 9° de la presente ley. 

 

ARTÍCULO 4° — El Programa se instrumentará a través de acuerdos transaccionales entre la 
Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES), y los beneficiarios enunciados en el 
artículo 3° de la presente ley, que voluntariamente decidan participar. 

 

Los acuerdos transaccionales deberán homologarse en sede judicial, y contener transacciones en 
los términos que establezca la reglamentación de la presente ley. 

 

ARTÍCULO 5º — Los acuerdos transaccionales versarán sobre las siguientes materias, según 
corresponda al caso: 

 

I. Redeterminación del haber inicial: 

 

a) En los casos de beneficios otorgados al amparo de la ley 18.037 (t.o. 1976) y sus modificatorias, 
las remuneraciones consideradas para el cálculo del salario promedio serán actualizadas según lo 
establecido por el artículo 49 de dicha norma, hasta el 31 de marzo de 1995, o la fecha de 
adquisición del derecho si fuere anterior, con el índice Nivel General de las Remuneraciones 
(INGR); 

 



b) En los casos de beneficios otorgados al amparo de la ley 24.241 y sus complementarias y 
modificatorias, las remuneraciones mencionadas en el inciso a) del artículo 24, y las mencionadas 
en el artículo 97, serán actualizadas hasta la fecha de adquisición del derecho, de acuerdo a un 
índice combinado. El mismo contemplará las variaciones del índice Nivel General de las 
Remuneraciones (INGR) desde el 1° de abril de 1991 hasta el 31 de marzo de 1995, luego del 
índice de la Remuneración Imponible Promedio de los Trabajadores Estables (RIPTE) hasta el 30 de 
junio de 2008, y desde allí las equivalentes a las movilidades establecidas en la ley 26.417. (Nota 
Infoleg: por art. 2º del Decreto Nº 894/2016 B.O. 28/07/2016 se establece que las remuneraciones 
mencionadas en el presente inciso serán actualizadas de acuerdo al índice combinado establecido 
en el Anexo I de la Resolución de la Secretaría de Seguridad Social N° 6 de fecha 18 de julio de 
2016. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial) 

 

II. Movilidad de los haberes: 

 

a) En los casos de beneficios otorgados al amparo de las leyes 18.037 (t.o. 1976) y sus 
modificatorias y 18.038, o de un régimen general anterior, los haberes se reajustarán con el Índice 
Nivel General de las Remuneraciones (INGR) hasta el 31 de marzo de 1995; 

 

b) En los casos de beneficios que entre el 1° de enero de 2002 y el 31 de diciembre de 2006 se 
hubieran regido, en cuanto a la movilidad, por el inciso 2 del artículo 7° de la ley 24.463 y sus 
modificaciones, los haberes se reajustarán durante dicho período, según las variaciones anuales 
del índice de Salarios, Nivel General, elaborado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos 
(INDEC) deduciéndose las sumas que pudieran haberse abonado en cumplimiento de las 
disposiciones de los decretos 1.199 del año 2004 y 764 del año 2006. 

 

El haber reajustado no podrá superar el haber máximo previsional ni los topes vigentes en cada 
período. 

 

La presente ley no modifica los haberes mínimos ni máximos previsionales, ni los topes y máximos 
establecidos en la ley 24.241, sus complementarias y modificatorias. 

 

El acuerdo no podrá incluir materias ni períodos sobre los que existiera cosa juzgada, si la 
sentencia ya se encontrare cumplida. 



 

ARTÍCULO 6º — Una vez homologado judicialmente, el acuerdo transaccional tendrá efecto de 
cosa juzgada, dándose por concluido el proceso judicial. 

 

El reajuste del haber y el pago de las acreencias a las que se tuviere derecho, se realizarán de 
conformidad a los requisitos, plazos y orden de prelación que se establezca en la reglamentación 
de la presente ley. 

 

Las acreencias, constituidas por las diferencias devengadas mes a mes entre el haber reajustado y 
el haber percibido, incluirán el capital con más los intereses, hasta el efectivo pago, calculados de 
conformidad con la Tasa Pasiva Promedio que publica el Banco Central de la República Argentina, 
respetándose lo dispuesto en las leyes 23.982, 24.130 y 25.344 y su modificatoria, y en el inciso a) 
del artículo 12 de la reglamentación del capítulo V de la citada ley 25.344, aprobada como anexo 
IV por el decreto 1.116 del 29 de noviembre de 2000 y sus modificatorios. 

 

El pago se realizará en efectivo, cancelándose el cincuenta por ciento (50%) en una (1) cuota, y el 
restante cincuenta por ciento (50%) en doce (12) cuotas trimestrales, iguales y consecutivas, las 
que serán actualizadas hasta la fecha de efectivo pago, con los mismos incrementos que se 
otorguen por movilidad. 

 

ARTÍCULO 7º — El acuerdo transaccional deberá contener propuestas de pago teniendo en 
consideración el estado de avance de los reclamos: 

 

a) Para los casos en los que hubiere recaído sentencia firme con anterioridad al 30 de mayo de 
2016, se realizará una propuesta que contemple abonar las diferencias devengadas desde los dos 
(2) años previos a la notificación de la demanda; 

 

b) Para los casos en los que hubiere juicio iniciado con anterioridad al 30 de mayo de 2016, y que 
carezcan de sentencia firme a dicha fecha, se realizará una propuesta que contemple abonar las 
diferencias devengadas desde los dos (2) años previos a la notificación de la demanda y hasta un 
máximo de cuarenta y ocho (48) meses de retroactivo, tomándose en este último supuesto, los 
meses anteriores inmediatos a la fecha de aceptación de la propuesta; 

 



c) Para los casos en los que no hubiere juicio iniciado con anterioridad al 30 de mayo de 2016, se 
realizará una propuesta que contemple abonar las diferencias devengadas desde la presentación 
de la solicitud de ingreso al Programa. Los honorarios que correspondan tanto por la celebración 
de los acuerdos transaccionales como por su correspondiente homologación consistirán en una 
suma fija que se determinará en la reglamentación y será gratuito para los beneficiarios del 
presente inciso. 

 

ARTÍCULO 8º — Con relación al cálculo de la retención del impuesto a las ganancias, se establece 
que el capital del retroactivo que se abone se compute como si las sumas adeudadas hubieran 
sido abonadas en el mes en que se devengaron. 

 

En lo que respecta a los importes que correspondan abonar en concepto de intereses y 
actualización de dicho capital, los mismos estarán exentos del impuesto a las ganancias. 

 

ARTÍCULO 9º — La autoridad de aplicación establecerá el orden de prelación para efectivizar la 
inclusión de los beneficiarios en el Programa, en atención a la circular ANSES 10/2016. 

 

ARTÍCULO 10. — Créase la Comisión Mixta de Control y Prevención de la Litigiosidad Previsional, 
en el ámbito del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, la que estará conformada por 
un (1) representante de la Jefatura de Gabinete de Ministros, uno (1) de la Secretaría de Seguridad 
Social del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, uno (1) de la Administración Nacional 
de la Seguridad Social (ANSES) y un (1) representante de los trabajadores activos a propuesta de la 
Confederación General del Trabajo (CGT), y será presidida por el Ministro de Trabajo, Empleo y 
Seguridad Social. 

 

La Comisión Mixta de Control y Prevención de la Litigiosidad Previsional tendrá a su cargo la 
consideración y análisis de los supuestos no contemplados en los acuerdos transaccionales, que 
ameriten un tratamiento similar a efectos de reducir la litigiosidad, a fin de proponer a la Comisión 
Bicameral de Control de los Fondos de la Seguridad Social su incorporación al programa creado 
por el artículo 1° de la presente ley. 

 

Asimismo, le corresponde a la Comisión Mixta de Control y Prevención de la Litigiosidad 
Previsional, la definición de criterios y estrategias para prevenir la litigiosidad a futuro. 



 

Capítulo III 

 

Autoridad de aplicación 

 

ARTÍCULO 11. — La Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) será la autoridad de 
aplicación del Programa y dictará las normas necesarias para su implementación. 

 

TÍTULO II 

 

Consejo de Sustentabilidad Previsional 

 

ARTÍCULO 12. — Créase el Consejo de Sustentabilidad Previsional, en el ámbito del Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Seguridad Social, que tendrá a su cargo la elaboración de un proyecto de ley 
que contenga un nuevo régimen previsional, universal, integral, solidario, público, sustentable y de 
reparto para su posterior remisión por el Poder Ejecutivo nacional a consideración del Honorable 
Congreso de la Nación. 

 

El Consejo de Sustentabilidad Previsional deberá incorporar como parte integrante del mismo un 
(1) representante de los trabajadores activos. 

 

El Consejo de Sustentabilidad Previsional deberá cumplir su cometido dentro de los tres (3) años 
de la entrada en vigencia de la presente ley. Y deberá remitir un informe a la Comisión Bicameral 
de Control de los Fondos de la Seguridad Social cada seis (6) meses. 

 

TÍTULO III 

 

Pensión Universal para el Adulto Mayor 

 



ARTÍCULO 13. — lnstitúyese con alcance nacional la Pensión Universal para el Adulto Mayor, de 
carácter vitalicio y no contributivo, para todas las personas de sesenta y cinco (65) años de edad o 
más, que cumplan con los siguientes requisitos: 

 

1. Ser ciudadano argentino nativo, por opción o naturalizado, en éste último caso con una 
residencia legal mínima en el país de diez (10) años anteriores a la fecha de solicitud del beneficio, 
o ser ciudadanos extranjeros, con residencia legal mínima acreditada en el país de veinte (20) 
años, de los cuales diez (10) deben ser inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud del 
beneficio. 

 

2. No ser beneficiario de jubilación, pensión o retiro, de carácter contributivo o no contributivo. 

 

3. No encontrarse percibiendo la Prestación por Desempleo prevista en la ley 24.013. 

 

4. En el caso que el titular perciba una única prestación podrá optar por percibir el beneficio que 
se establece en la presente. 

 

5. Mantener la residencia en el país. 

 

Los beneficiarios de las pensiones no contributivas por vejez que otorga el Ministerio de Desarrollo 
Social podrán optar por ser beneficiarios de la Pensión Universal para Adultos Mayores, siempre y 
cuando cumplan con la totalidad de los requisitos previstos en el presente artículo. 

 

ARTÍCULO 14. — La Pensión Universal para el Adulto Mayor consistirá en el pago de una 
prestación mensual equivalente al ochenta por ciento (80%) del haber mínimo garantizado a que 
se refiere el artículo 125 de la ley 24.241, sus complementarias y modificatorias, y se actualizará 
de conformidad a lo establecido en el artículo 32 de la misma ley. 

 

ARTÍCULO 15. — La prestación que por el presente Título se establece tiene los siguientes 
caracteres: 

 



a) Es personalísima, y no genera derecho a pensión; 

 

b) Es de carácter vitalicio; 

 

c) No puede ser enajenada ni afectada a terceros por derecho alguno, salvo lo dispuesto en el 
inciso siguiente; 

 

d) Es inembargable, con excepción de las cuotas por alimentos, y hasta el veinte por ciento (20%) 
del haber mensual de la prestación. 

 

ARTÍCULO 16. — El goce de la Pensión Universal para el Adulto Mayor es compatible con el 
desempeño de cualquier actividad en relación de dependencia o por cuenta propia. Los aportes y 
contribuciones que las leyes nacionales imponen al trabajador y al empleador ingresarán al 
Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), y serán computados como tiempo de servicios a 
los fines de poder, eventualmente, obtener un beneficio previsional de carácter contributivo. 

 

ARTÍCULO 17. — Los titulares de la Pensión Universal para el Adulto Mayor tendrán derecho a las 
prestaciones que otorga el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados 
(INSSJP), y se encuentran alcanzados por las disposiciones del artículo 8° inciso a) de la ley 19.032 
y sus modificaciones. 

 

Por cada beneficiario de la Pensión Universal para Adulto Mayor que acceda a las prestaciones se 
ingresarán al Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (INSSJP) las 
sumas equivalentes al monto que ingresaría como aportes un jubilado al que le corresponda la 
prestación mínima establecida en el artículo 125 de la ley 24.241. El gasto correspondiente será 
soportado por el Tesoro Nacional con cargo a rentas generales. 

 

ARTÍCULO 18. — Sustitúyese el inciso b) del artículo 1° de la ley 24.714 y sus modificatorias, por el 
siguiente texto: 

 



b) Un subsistema no contributivo de aplicación a los beneficiarios del Sistema Integrado 
Previsional Argentino (SIPA), beneficiarios del régimen de pensiones no contributivas por invalidez, 
y para la Pensión Universal para el Adulto Mayor, el que se financiará con los recursos del régimen 
previsional previstos en el artículo 18 de la ley 24.241. 

 

ARTÍCULO 19. — El gasto que demande el pago de las prestaciones del presente Título será 
atendido por el Tesoro Nacional con fondos provenientes de rentas generales. 

 

ARTÍCULO 20. — Las previsiones del artículo 3° de la ley 26.970 serán aplicables para quienes 
soliciten en lo sucesivo, beneficios previsionales con reconocimiento de servicios amparados por la 
ley 24.476, modificada por el decreto 1.454/05. 

 

ARTÍCULO 21. — A partir del dictado de la presente, la cancelación de las obligaciones incluidas en 
el régimen de moratoria previsto en la ley 24.476 y su modificatorio será efectuada en la forma y 
condiciones que establezca la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), mediante el 
pago al contado o en un plan de hasta sesenta (60) cuotas, cuyos importes se adecuarán 
semestralmente mediante la aplicación del índice de movilidad establecido por el artículo 32 de la 
ley 24.241 y sus modificatorias. 

 

ARTÍCULO 22. — Las mujeres que durante el plazo previsto en el artículo 12 cumplieran la edad 
jubilatoria prevista en el artículo 37 de la ley 24.241 y fueran menores de la edad prevista en el 
artículo 13 de la presente, podrán optar por el ingreso en el régimen de regularización de deudas 
previsionales previsto en la ley 26.970 en las condiciones allí previstas. (Nota Infoleg: por art. 15 
del Decreto Nº 894/2016 B.O. 28/07/2016 se establece que el plazo referido en el presente 
párrafo vencerá el día 23 de julio de 2019. Vigencia: a partir del día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial) 

 

El plazo mencionado en el artículo 12 podrá ser prorrogado por igual término para los fines 
previstos en el presente artículo. 

 

Para el caso de los hombres, restablécese la vigencia del artículo 6° de la ley 25.994 y el decreto 
1454/05 por el término de un (1) año, el cual puede ser prorrogable por un (1) año más. 

 



ARTÍCULO 23. — La Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) y la Administración 
Federal de Ingresos Públicos (AFIP), en el marco de sus respectivas competencias, dictarán las 
normas complementarias y aclaratorias que fueran necesarias para la aplicación de lo dispuesto en 
el presente Título. 

 

TÍTULO IV 

 

Ratificación de Acuerdos 

 

ARTÍCULO 24. — Ratifícase el Acuerdo suscripto con fecha 23 de mayo de 2016 entre el Estado 
nacional, los gobiernos provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que como Anexo I 
forma parte integrante de la presente. 

 

ARTÍCULO 25. — Ratifícase el Acuerdo suscripto con fecha 26 de mayo de 2016 entre el Estado 
nacional y la provincia de Santiago del Estero, que como Anexo II forma parte integrante de la 
presente. 

 

ARTÍCULO 26. — El Tesoro Nacional, con cargo a rentas generales, deberá cubrir un importe 
equivalente a las sumas que se dejen de detraer como consecuencia de lo convenido en los 
Acuerdos ratificados en el presente Título, importe que seguirá siendo considerado como 
referencia a los fines del cálculo de la movilidad dispuesta por la ley 26.417. 

 

El otorgamiento del préstamo de libre disponibilidad que establece el artículo 3° del Acuerdo que 
por la presente ley se ratifica no estará sujeto a la autorización previa que establece el artículo 25 
de la ley 25.917. 

 

TÍTULO V 

 

Armonización de Sistemas Previsionales Provinciales 

 



ARTÍCULO 27. — Instrúyase al Poder Ejecutivo nacional que, por intermedio del organismo 
pertinente, arribe en un plazo de ciento veinte (120) días, a un acuerdo con las provincias cuyos 
sistemas previsionales no fueron transferidos a la Nación a fin de compensar las eventuales 
asimetrías que pudieran existir respecto de aquellas jurisdicciones que sí hubieran transferido sus 
regímenes previsionales, de manera de colocar a todas las provincias en pie de igualdad en 
materia previsional. A tales efectos, la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) 
deberá realizar las auditorías correspondientes a fin de evaluar los estados contables y los avances 
en el proceso de armonización. 

 

Las transferencias de fondos deberán ser determinadas en función de: 

 

1. Los desequilibrios que estaría asumiendo la Administración Nacional de la Seguridad Social 
(ANSES) si el sistema previsional de que se trata hubiese sido transferido a la Nación y, 

 

2. Los avances realizados en el proceso de armonización. 

 

El importe de la cuota que acuerden las partes será transferido antes del día 20 de cada mes y 
actualizado semestralmente mediante los coeficientes de movilidad aplicables al Sistema 
Integrado Previsional Argentino (SIPA), en los términos de la ley 26.417 y no podrá ser modificado 
salvo un nuevo acuerdo entre las partes o en caso de incumplimiento de los compromisos 
asumidos en el correspondiente acuerdo. 

 

TÍTULO VI 

 

Afectación de los Recursos del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 
Previsional Argentino 

 

Capítulo I 

 

Recursos aplicables 

 



ARTÍCULO 28. — A los fines de obtener los recursos necesarios para el Programa se establece que: 

 

a) El pago de las sumas previstas en el artículo 6°, a beneficiarios del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (SIPA) que hayan homologado judicialmente acuerdos con la Administración Nacional 
de la Seguridad Social (ANSES) bajo el Programa establecido en la presente ley, podrá ser atendido 
con lo producido del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (FGS) creado por el decreto 897/07 y modificatorios. En el caso que lo producido sea 
insuficiente para atender el pago de las sumas previstas en el artículo 6° podrá disponerse la 
realización de activos, lo cual deberá ser informado a la Comisión Bicameral de Control de los 
Fondos de la Seguridad Social; 

 

b) Asimismo, lo producido por el Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 
Previsional Argentino (FGS) creado por el decreto 897/07 y modificatorios, podrá ser aplicado 
mensualmente al pago de la diferencia entre: 

 

i. Los haberes reajustados en cada caso particular en virtud de los acuerdos individuales con la 
Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) homologados judicialmente bajo el 
Programa establecido en la presente ley y, 

 

ii. Los haberes que cada beneficiario del Programa hubiera percibido en caso de no haber arribado 
a un acuerdo en los términos del Programa, a cuyos efectos podrá disponerse la realización de 
activos, lo cual deberá ser informado a la Comisión Bicameral de Control de los Fondos de la 
Seguridad Social. 

 

c) En los casos en que los recursos del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 
Previsional Argentino (FGS) destinados a estos fines en un mes determinado no sean suficientes 
para atender los pagos previstos en la presente ley, los mismos serán cubiertos con los recursos 
enumerados por el artículo 18 de la ley 24.241 y sus modificatorias y las partidas específicas 
asignadas para tal cometido, establecidas por las leyes de presupuesto. 

 

ARTÍCULO 29. — El Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (FGS) tendrá un plazo máximo de cuatro (4) años para readecuar sus inversiones a los 
nuevos topes previstos en cada inciso del artículo 74 de la ley 24.241, modificado en los términos 
de la presente ley, y para subsanar cualquier diferencia con dichos topes que se produzca como 



consecuencia del cumplimiento de los pagos previstos en el Programa. Durante los primeros tres 
(3) años de la readecuación los límites fijados no podrán exceder en un veinticinco por ciento 
(25%) los previstos en el artículo 74 de la ley 24.241, modificados en la presente ley. 

 

Capítulo II 

 

Adecuación del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional Argentino 

 

ARTÍCULO 30. — Sustitúyese el artículo 74 de la ley 24.241 y sus modificatorias por el siguiente 
texto: 

 

Artículo 74: El activo del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (FGS) se invertirá de acuerdo con criterios de seguridad y rentabilidad adecuados, 
respetando los límites fijados por esta ley y las normas reglamentarias. El Fondo de Garantía de 
Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional Argentino (FGS) podrá invertir el activo del 
Fondo administrado en: 

 

a) Operaciones de crédito público de las que resulte deudor el Estado nacional a través de la 
Secretaría de Hacienda del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas, ya sean títulos públicos, 
letras del Tesoro o préstamos hasta el cincuenta por ciento (50%) de los activos totales del Fondo. 
Podrá aumentarse al cien por ciento (100%) neto de los topes previstos en el presente artículo en 
la medida que el excedente cuente con recursos afectados específicamente a su cumplimiento o 
con garantías reales u otorgadas por organismos o entidades internacionales de los que la Nación 
sea parte. Quedan excluidas del tope establecido en el presente inciso las tenencias de títulos 
representativos de la deuda pública del Estado nacional que fueron recibidos en canje por las 
administradoras de fondos de jubilaciones y pensiones en el marco de la reestructuración de la 
deuda pública en los términos de los artículos 65 de la ley 24.156 y sus modificaciones y 62 de la 
ley 25.827 y su modificatorio, independientemente de que no cuenten con las garantías allí 
contempladas; 

 

b) Títulos valores emitidos por las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, las 
municipalidades, el Banco Central de la República Argentina, otros entes autárquicos del Estado 
nacional y provincial, empresas del Estado, nacionales, provinciales o municipales, hasta el treinta 
por ciento (30%) de los activos totales del Fondo; 



 

c) Obligaciones negociables, debentures y otros títulos valores representativos de deuda emitidos 
por sociedades anónimas nacionales, entidades financieras, cooperativas y asociaciones civiles y 
sucursales de sociedades extranjeras, autorizadas a la oferta pública por la Comisión Nacional de 
Valores, hasta el cuarenta por ciento (40%) de los activos totales del Fondo; 

 

d) Depósitos a plazo fijo en entidades financieras regidas por la ley 21.526 y sus modificaciones, 
hasta el treinta por ciento (30%) de los activos totales del Fondo; 

 

e) Acciones y/u obligaciones negociables convertibles en acciones de sociedades anónimas 
nacionales, mixtas o privadas cuya oferta pública esté autorizada por la Comisión Nacional de 
Valores y que estén listadas en mercados autorizados por dicha Comisión cuyo objeto sea 
organizar las operaciones con valores negociables que cuenten con oferta pública, como mínimo el 
siete por ciento (7%) y hasta un máximo del cincuenta por ciento (50%) de los activos totales del 
Fondo. 

 

La operatoria en acciones incluye a los futuros y opciones sobre estos títulos valores, con las 
limitaciones que al respecto establezcan las normas reglamentarias. 

 

Se encuentra prohibida la transferencia y/o cualquier otro acto o acción que limite, altere, suprima 
o modifique el destino, titularidad, dominio o naturaleza de los activos previstos en el presente 
inciso siempre que resulte en una tenencia del Fondo inferior a la establecida en el primer párrafo 
del presente inciso, sin previa autorización expresa del Honorable Congreso de la Nación, con las 
siguientes excepciones: 

 

1. Ofertas públicas de adquisición dirigidas a todos los tenedores de dichos activos y a un precio 
equitativo autorizado por la Comisión Nacional de Valores, en los términos de los capítulos II, III y 
IV del Título III de la ley 26.831. 

 

2. Canjes de acciones por otras acciones de la misma u otra sociedad en el marco de procesos de 
fusión, escisión o reorganización societaria. 

 



f) Acciones de sociedades del Estado y sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria 
hasta el veinte por ciento (20%) de los activos totales del Fondo; 

 

g) Cuotas parte de fondos comunes de inversión autorizados por la Comisión Nacional de Valores, 
de capital abierto o cerrado, hasta el veinte por ciento (20%) de los activos totales del Fondo; 

 

h) Contratos que se negocien en los mercados de futuros y opciones que el Comité Ejecutivo del 
Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional Argentino (FGS) 
determine, hasta el diez por ciento (10%) de los activos totales del Fondo; 

 

i) Cédulas hipotecarias, letras hipotecarias y otros títulos valores que cuenten con garantía 
hipotecaria o cuyos servicios se hallen garantizados por participaciones en créditos con garantía 
hipotecaria, autorizados a la oferta pública por la Comisión Nacional de Valores, hasta el 
veinticinco por ciento (25%) de los activos totales del Fondo; 

 

j) Títulos valores representativos de cuotas de participación en fondos de inversión directa, de 
carácter fiduciario y singular, con oferta pública autorizada por la Comisión Nacional de Valores, 
hasta el diez por ciento (10%) de los activos totales del Fondo; 

 

k) Títulos valores emitidos por fideicomisos financieros no incluidos en los incisos i) o j), hasta el 
treinta por ciento (30%) de los activos totales del Fondo; 

 

l) Títulos valores representativos de deuda, certificados de participación, acciones, activos u otros 
títulos valores y préstamos cuya finalidad sea financiar proyectos productivos, inmobiliarios o de 
infraestructura a mediano y largo plazo en la República Argentina. Deberá destinarse a estas 
inversiones como mínimo el cinco por ciento (5%) y hasta un máximo del cincuenta por ciento 
(50%) de los activos totales del Fondo; 

 

m) El otorgamiento de financiamiento a los beneficiarios del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (SIPA), hasta el veinte por ciento (20%) de los activos totales del Fondo, bajo las 
modalidades y en las condiciones que establezca la Administración Nacional de la Seguridad Social 
(ANSES). 



 

ARTÍCULO 31. — Sustitúyese el artículo 75 de la ley 24.241 y sus modificatorias por el siguiente 
texto: 

 

Artículo 75: El activo del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (FGS) no podrá ser invertido en acciones de sociedades gerentes de fondos de inversión, 
ya sean comunes o directos, de carácter fiduciario y singular ni en acciones de sociedades 
calificadoras de riesgo. 

 

ARTÍCULO 32. — Sustitúyese el artículo 76 de la ley 24.241 y sus modificatorias por el siguiente 
texto: 

 

Artículo 76: Las inversiones del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado 
Previsional Argentino (FGS) estarán sujetas a las siguientes limitaciones: 

 

a) Calificación de Riesgo. Los siguientes activos o entidades deberán tener calificación otorgada 
por una calificadora de riesgo debidamente autorizada: 

 

1. Los activos del inciso b) del artículo 74, excepto por los títulos valores emitidos por el Banco 
Central de la República Argentina. 

 

2. Los activos de los incisos c), i) y k) del artículo 74. 

 

3. Las entidades financieras en las que se realicen las inversiones previstas en el inciso d) del 
artículo 74 o que mantengan activos del artículo 77. 

 

4. Las obligaciones negociables convertibles en acciones previstas en el inciso e) del artículo 74. 

 



5. Los activos del inciso g) del artículo 74, cuando el objeto de inversión del fondo común de 
inversión de que se trate sea principalmente la inversión en instrumentos de deuda. 

 

b) Otras Inversiones. El Comité Ejecutivo del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema 
Integrado Previsional Argentino (FGS) podrá establecer los requisitos mínimos adicionales que 
deberá cumplir cada una de las inversiones previstas en el artículo 74 para ser susceptibles de 
inversión por parte del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (FGS); 

 

c) Caución. Cuando el Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional 
Argentino (FGS) realice operaciones de caución con sus activos u operaciones financieras que 
requieran prendas o gravámenes sobre sus activos, solo lo podrá hacer sobre hasta un máximo del 
veinte por ciento (20%) del total de los activos del Fondo. 

 

ARTÍCULO 33. — Sustitúyese el artículo 77 de la ley 24.241 y sus modificatorias por el siguiente 
texto: 

 

Artículo 77: El activo del Fondo, en cuanto no deba ser inmediatamente aplicado, según lo 
establecido en el artículo 29 de la ley de creación del Programa Nacional de Reparación Histórica 
para Jubilados y Pensionados y en el artículo 74 y las condiciones y situaciones especiales que fijen 
las normas reglamentarias, será depositado en entidades financieras en cuentas destinadas 
exclusivamente al Fondo, en las que deberá depositarse la totalidad del producto de las 
inversiones. 

 

De dichas cuentas sólo podrán efectuarse extracciones destinadas a la realización de inversiones 
para el Fondo, a las erogaciones previstas en el artículo 29 de la ley de creación del Programa 
Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados, al pago de endeudamiento y 
satisfacción de cauciones emitidas con los topes del artículo 76 inciso c) y al pago de las 
prestaciones. 

 

Las cuentas serán mantenidas en entidades financieras bancarias autorizadas por la ley 21.526 y 
sus modificaciones. 

 



ARTÍCULO 34. — Sustitúyese el artículo 8° de la ley 26.425 por el siguiente texto: 

 

Artículo 8°: Los recursos podrán ser utilizados únicamente para pagos de los beneficios del Sistema 
Integrado Previsional Argentino (SIPA), incluyendo los pagos previstos por el Programa Nacional de 
Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados y para las operaciones permitidas por el 
artículo 77 segundo párrafo de la ley 24.241. 

 

En los términos del artículo 15 de la ley 26.222 el activo del Fondo se invertirá de acuerdo a 
criterios de seguridad y rentabilidad adecuados, contribuyendo al desarrollo sustentable de la 
economía real a efectos de garantizar el círculo virtuoso entre crecimiento económico y el 
incremento de los recursos de la seguridad social. 

 

Las inversiones permitidas serán las previstas en el artículo 74 de la ley 24.241 y sus 
modificatorias, rigiendo las prohibiciones del artículo 75 de la citada ley y las limitaciones de su 
artículo 76. 

 

TÍTULO VII 

 

Disposiciones finales 

 

ARTÍCULO 35. — Deróganse los artículos 78 a 81 de la ley 24.241 y sus modificatorias, el apartado 
2 del inciso c) del artículo 5° de la ley 24.714 y sus modificaciones y la ley 27.181, así como 
también, toda otra norma que sea contraria o incompatible con las disposiciones de la presente. 

 

LIBRO II 

 

RÉGIMEN DE SINCERAMIENTO FISCAL 

 

TITULO I 



 

Sistema voluntario y excepcional de declaración de tenencia de moneda nacional, extranjera y 
demás bienes en el país y en el exterior 

 

ARTÍCULO 36. — Las personas humanas, las sucesiones indivisas y los sujetos comprendidos en el 
artículo 49 de la ley 20.628 de Impuesto a las Ganancias —(texto ordenado en 1997) y sus 
modificaciones—, domiciliadas, residentes —conforme los términos del capítulo I, Título IX de la 
ley citada—, estén establecidas o constituidas en el país al 31 de diciembre de 2015, inscriptas o 
no ante la Administración Federal de Ingresos Públicos, entidad autárquica en el ámbito del 
Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas, podrán declarar de manera voluntaria y excepcional 
ante dicha Administración Federal, la tenencia de bienes en el país y en el exterior, en las 
condiciones previstas en el presente Título, dentro de un plazo que se extenderá desde la entrada 
en vigencia de esta ley hasta el 31 de marzo de 2017, inclusive. 

 

ARTÍCULO 37. — Podrán ser objeto de la declaración voluntaria y excepcional prevista en este 
Título los siguientes bienes: 

 

a) Tenencia de moneda nacional o extranjera: 

 

b) Inmuebles; 

 

c) Muebles, incluido acciones, participación en sociedades, derechos inherentes al carácter de 
beneficiario de fideicomisos u otros tipos de patrimonios de afectación similares, toda clase de 
instrumentos financieros o títulos valores, tales como bonos, obligaciones negociables, 
certificados de depósito en custodia (ADRs), cuotas partes de fondos y otros similares; 

 

d) Demás bienes en el país y en el exterior incluyendo créditos y todo tipo de derecho susceptible 
de valor económico. (Nota Infoleg: Por art. 1° de la Resolución N° 40090/2016 de la 
Superintendencia de Seguros de la Nación B.O. 14/10/2016 se establece  que quedan 
comprendidos en el inciso d) del Artículo 37 de la Ley N° 27.260, los bienes y/o créditos originados 
en pólizas de seguro contratadas en el exterior, en la medida en que se cancelen y/o rescaten con 
anterioridad a la declaración voluntaria y excepcional de dicho crédito en los términos del Título I 
del Libro II de la mencionada Ley.) 



 

Los bienes declarados deberán ser preexistentes a la fecha de promulgación de la presente ley en 
el caso de bienes declarados por personas humanas y a la fecha de cierre del último balance 
cerrado con anterioridad al 1° de enero de 2016, en el caso de bienes declarados por personas 
jurídicas. En adelante se referirá a estas fechas como Fecha de Preexistencia de los Bienes. 

 

También quedarán comprendidas las tenencias de moneda nacional o extranjera que se hayan 
encontrado depositadas en entidades bancarias del país o del exterior durante un período de tres 
(3) meses corridos anteriores a la Fecha de Preexistencia de los Bienes, y pueda demostrarse que 
con anterioridad a la fecha de la declaración voluntaria y excepcional: 

 

a) Fueron utilizadas en la adquisición de bienes inmuebles o muebles no fungibles ubicados en el 
país o en el exterior, o; 

 

b) Se hayan incorporado como capital de empresas o explotaciones o transformado en préstamo a 
otros sujetos del Impuesto a las Ganancias domiciliados en el país. Debe además cumplirse que se 
mantengan en cualquiera de tales situaciones por un plazo no menor a seis (6) meses o hasta el 31 
de marzo de 2017, lo que resulte mayor. 

 

No podrán ser objeto de la declaración voluntaria y excepcional prevista en este Título, las 
tenencias de moneda o títulos valores en el exterior, que estuvieran depositadas en entidades 
financieras o agentes de custodia radicados o ubicados en jurisdicciones o países identificados por 
el Grupo de Acción Financiera (GAFI) como de Alto Riesgo o No Cooperantes. 

 

ARTÍCULO 38. — La declaración voluntaria y excepcional, se efectuará del siguiente modo: 

 

a) En el caso de tenencias de moneda o títulos valores en el exterior, mediante la declaración de 
su depósito en entidades bancarias, financieras, agentes de corretaje, agentes de custodia, cajas 
de valores u otros entes depositarios de valores del exterior, en la forma y plazo que disponga la 
reglamentación que al respecto dicte la Administración Federal de Ingresos Públicos. 

 



Quienes declaren tenencias de moneda o títulos valores en el exterior no estarán obligados a 
ingresarlos al país. Quienes opten por hacerlo, deberán ingresarlos a través de las entidades 
comprendidas en el régimen de las leyes 21.526 y sus modificatorias y 26.831; 

 

b) En el caso de tenencias de moneda nacional o extranjera o títulos valores depositados en el 
país, mediante la declaración y acreditación de su depósito; 

 

c) Tratándose de tenencias de moneda nacional o extranjera en efectivo en el país, mediante su 
depósito de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44, en entidades comprendidas en el 
régimen de las leyes 21.526 y sus modificatorias y 26.831, lo que deberá hacerse efectivo hasta el 
31 de octubre de 2016, inclusive; 

 

d) Para los demás bienes muebles e inmuebles situados en el país o en el exterior, mediante la 
presentación de una declaración jurada en la que deberán individualizarse los mismos, con los 
requisitos que fije la reglamentación. 

 

Cuando se trate de personas humanas o sucesiones indivisas, a los efectos del presente artículo, 
será válida la declaración voluntaria y excepcional aun cuando los bienes que se declaren se 
encuentren en posesión, anotados, registrados o depositados a nombre del cónyuge del 
contribuyente de quien realiza la declaración o de sus ascendientes o descendientes en primer o 
segundo grado de consanguinidad o afinidad, o de terceros en la medida que estén comprendidos 
en el artículo 36 de la presente ley, conforme las condiciones que establezca la reglamentación. 

 

Con anterioridad a la fecha del vencimiento para la presentación de la declaración jurada del 
Impuesto a las Ganancias del período fiscal 2017, los bienes declarados deberán figurar a nombre 
del declarante. El incumplimiento de esta condición privará al sujeto que realiza la declaración 
voluntaria y excepcional de la totalidad de los beneficios previstos en el presente Título. 

 

ARTÍCULO 39. — Las personas humanas o sucesiones indivisas podrán optar, por única vez, por 
declarar ante la Administración Federal de Ingresos Públicos, bajo su CUIT personal, las tenencias 
de moneda y bienes que figuren como pertenecientes a las sociedades, fideicomisos, fundaciones, 
asociaciones o cualquier otro ente constituido en el exterior cuya titularidad o beneficio les 
correspondiere al 31 de diciembre de 2015, inclusive. 



 

En caso de existir más de un derechohabiente, accionista o titular, los bienes podrán ser 
declarados en la proporción que decidan quienes efectúen la declaración voluntaria y excepcional 
prevista en la presente ley. 

 

ARTÍCULO 40. — A los efectos de la declaración voluntaria y excepcional, las tenencias de moneda 
y bienes expresados en moneda extranjera deberán valuarse en moneda nacional considerando el 
valor de cotización de la moneda extranjera que corresponda, tipo comprador del Banco de la 
Nación Argentina, vigente a la Fecha de Preexistencia de los Bienes. 

 

Cuando se declaren voluntariamente acciones, participaciones, partes de interés o beneficios en 
sociedades, fideicomisos, fundaciones, asociaciones o cualquier otro ente constituido en el país 
y/o en el exterior, los mismos deberán valuarse al valor proporcional que tales acciones, 
participaciones, partes de interés o beneficios representen sobre el total de los activos del ente 
conforme lo determine la reglamentación. 

 

Los bienes inmuebles se valuarán a valor de plaza conforme lo dicte la reglamentación. 

 

Los bienes de cambio se valuarán a la Fecha de Preexistencia de los Bienes, conforme lo previsto 
en el inciso c) del artículo 4° de la ley de Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta. 

 

La exteriorización establecida en el párrafo que antecede implicará para el declarante, la 
aceptación incondicional de la imposibilidad de computar —a los efectos de la determinación del 
impuesto a las ganancias— los bienes de que se trata, en la existencia inicial del período fiscal 
inmediato siguiente. 

 

Tratándose de otros bienes, los mismos deberán valuarse a la Fecha de Preexistencia de los 
Bienes, conforme a las normas del Impuesto sobre los Bienes Personales, cuando los titulares sean 
personas humanas o sucesiones indivisas, y de acuerdo con las disposiciones del Impuesto a la. 
Ganancia Mínima Presunta, de tratarse de los sujetos comprendidos en el artículo 49 de la ley de 
Impuesto a las Ganancias (t.o. 1997) y sus modificaciones. 

 



ARTÍCULO 41. — Establécese un impuesto especial que se determinará sobre el valor de los bienes 
que se declaren voluntaria y excepcionalmente expresados en moneda nacional de acuerdo a la 
metodología de valuación prevista para cada caso en la presente ley, conforme las siguientes 
alícuotas: 

 

a) Bienes inmuebles en el país y/o en el exterior: cinco por ciento (5%); 

 

b) Bienes, incluidos inmuebles que, en su conjunto, sean de un valor inferior a pesos trescientos 
cinco mil ($ 305.000): cero por ciento (0%); 

 

c) Bienes, incluidos inmuebles que, en su conjunto, sean de un valor que supere la suma prevista 
en el inciso b) del presente artículo pero que sea menor a pesos ochocientos mil ($ 800.000): cinco 
por ciento (5%); 

 

d) Cuando el total de los bienes declarados supere la suma prevista en el inciso c), sobre el valor 
de los bienes que no sean inmuebles: 

 

1. Declarados antes del 31 de diciembre de 2016, inclusive: diez por ciento (10%). 

 

2. Declarados a partir del 1° de enero de 2017 hasta el 31 de marzo de 2017, inclusive: quince por 
ciento (15%). 

 

e) Ante los casos previstos en el inciso d), se podrá optar por abonar el impuesto especial 
mediante la entrega de títulos BONAR 17 y/o GLOBAL 17, expresados a valor nominal, a una 
alícuota de diez por ciento (10%). Esta opción podrá ejercerse desde la vigencia de la ley hasta el 
31 de marzo de 2017, inclusive. 

 

(Nota Infoleg: por Circular Nº 6/2016 de la AFIP B.O. 21/12/2016 se aclara con relación al pago del 
impuesto especial desde el exterior, que la aplicación de la alícuota del DIEZ POR CIENTO (10%) 
prevista en el punto 1. del inciso d) del presente Artículo, corresponderá siempre que el trámite de 



transferencia bancaria internacional ante la entidad financiera del país de origen de los fondos se 
inicie antes del 31 de diciembre de 2016, inclusive) 

 

ARTÍCULO 42. — No deberán abonar el impuesto especial establecido en el artículo precedente los 
fondos que se afecten a: 

 

a) Adquirir en forma originaria uno de los títulos públicos que emitirá el Estado nacional, cuyas 
características serán detalladas reglamentariamente por la Secretaría de Finanzas dependiente del 
Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas, y que se ajustarán a las siguientes condiciones: 

 

1. Bono denominado en dólares a tres (3) años a adquirirse hasta el 30 de septiembre de 2016, 
inclusive, intransferible y no negociable con un cupón de interés de cero por ciento (0%). 

 

2. Bono denominado en dólares a siete (7) años a adquirirse hasta el 31 de diciembre de 2016, 
inclusive, intransferible y no negociable durante los primeros cuatro (4) años de su vigencia. El 
bono tendrá un cupón de interés de uno por ciento (1%). La adquisición en forma originaria del 
presente bono exceptuará del impuesto especial un monto equivalente a tres (3) veces el monto 
suscripto. 

 

b) Suscribir o adquirir cuotas partes de fondos comunes de inversión, abiertos o cerrados, 
regulados por las leyes 24.083 y sus modificatorias y complementarias, y 26.831, cuyo objeto sea 
la inversión en instrumentos destinados al financiamiento de: proyectos de infraestructura, 
inversión productiva, inmobiliarios, energías renovables, pequeñas y medianas empresas, 
préstamos hipotecarios actualizados por Unidad de Vivienda (UVI), desarrollo de economías 
regionales y demás objetos vinculados con la economía real, conforme a la reglamentación que 
oportunamente dicte la Comisión Nacional de Valores, entidad autárquica actuante en el ámbito 
de la Secretaría de Finanzas del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas. Los fondos deberán 
permanecer invertidos en dichos instrumentos por un lapso no inferior a cinco (5) años contados a 
partir de la fecha de su suscripción o adquisición. A tal fin, la Comisión Nacional de Valores 
reglamentará los mecanismos necesarios para ejercer, a través de Caja de Valores S.A., la 
fiscalización del cumplimiento de lo dispuesto en este inciso. 

 



ARTÍCULO 43. — El impuesto especial que se fija en el artículo 41 deberá ser determinado e 
ingresado en la forma, plazo y condiciones que establezca la Administración Federal de Ingresos 
Públicos. 

 

La falta de pago del impuesto especial dentro de los plazos fijados en el presente Título y la 
reglamentación que al efecto se dicte, privará al sujeto que realiza la declaración voluntaria y 
excepcional de la totalidad de los beneficios previstos en el presente Título. 

 

ARTÍCULO 44. — En el caso de tenencias de moneda nacional o extranjera en efectivo que se 
depositen en entidades bancarias del país conforme el inciso c) del artículo 38, deberán 
permanecer depositadas a nombre de su titular por un plazo no menor a seis (6) meses o hasta el 
31 de marzo de 2017, inclusive, lo que resulte mayor. Se exceptúan de esta obligación los 
porcentajes de aquellas tenencias que se destinen a los fines previstos en los artículos 41 y/o 42. 

 

Dentro de los períodos mencionados en el párrafo precedente, el sujeto que realiza la declaración 
voluntaria y excepcional podrá retirar los fondos depositados a fin de adquirir bienes inmuebles o 
muebles registrables conforme lo establezca la reglamentación. 

 

Vencido el plazo previsto en el párrafo precedente, el monto depositado podrá ser dispuesto por 
su titular. 

 

El incumplimiento de la condición establecida en este artículo, privará al sujeto que realiza la 
declaración voluntaria y excepcional de la totalidad de los beneficios previstos en el presente 
Título. 

 

ARTÍCULO 45. — Los sujetos que declaren tenencias en la forma prevista en el primer párrafo del 
inciso a) del artículo 38 deberán solicitar a las entidades del exterior, la extensión de un resumen o 
estado electrónico de cuenta a la Fecha de Preexistencia de los Bienes prevista en el segundo 
párrafo del artículo 37. Del mismo deberá surgir: 

 

a) La identificación de la entidad del exterior y la jurisdicción en la que se encuentra incorporada la 
misma; 



 

b) El número de la cuenta; 

 

c) El nombre o denominación y el domicilio del titular de la cuenta; 

 

d) Que la cuenta de la que se trate fue abierta con anterioridad a la Fecha de Preexistencia de los 
Bienes; 

 

e) El saldo de la cuenta o valor del portafolio, en su caso, expresado en moneda extranjera a la 
Fecha de Preexistencia de los Bienes; 

 

f) El lugar y fecha de emisión del resumen electrónico. 

 

Las entidades receptoras de bienes del exterior conforme el segundo párrafo del inciso a) del 
artículo 38, deberán extender un resumen electrónico en el que conste: 

 

a) La identificación de la entidad del exterior de la que provienen los fondos y la jurisdicción de la 
misma; 

 

b) El nombre o denominación y el domicilio del titular que ingresa los fondos al país; 

 

c) El importe de la transferencia expresado en moneda extranjera; 

 

d) El lugar de donde proviene la transferencia y su fecha. 

 

Se faculta a la Administración Federal de Ingresos Públicos, para establecer medios y 
documentación adicionales a los mencionados precedentemente, para acreditar la titularidad, a la 



Fecha de Preexistencia de los Bienes, de la tenencia de moneda extranjera en el exterior por parte 
de los sujetos que realicen la declaración voluntaria y extraordinaria. 

 

ARTÍCULO 46. — Los sujetos que efectúen la declaración voluntaria y excepcional e ingresen el 
impuesto especial, en caso de corresponder, que se establece en el artículo 41 y/o adquieran 
alguno de los títulos o cuotas partes previstos en el artículo 42, y los sujetos del antepenúltimo 
párrafo del artículo 38 por quienes puede hacerse la declaración voluntaria y excepcional, 
conforme a las disposiciones de este Título, gozarán de los siguientes beneficios en la medida de 
los bienes declarados: 

 

a) No estarán sujetos a lo dispuesto por el artículo 18, inciso f), de la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus 
modificaciones, con respecto a las tenencias declaradas; 

 

b) Quedan liberados de toda acción civil y por delitos de la ley penal tributaria, penal cambiaria, 
aduanera e infracciones administrativas que pudieran corresponder por el incumplimiento de las 
obligaciones vinculadas o que tuvieran origen en los bienes y tenencias que se declaren voluntaria 
y excepcionalmente y en las rentas que éstos hubieran generado. 

 

Quedan comprendidos en esta liberación los socios administradores y gerentes, directores, 
síndicos y miembros de los consejos de vigilancia de las sociedades contempladas en la Ley 
General de Sociedades 19.550 (t.o. 1984) y sus modificaciones y cargos equivalentes en 
cooperativas, fideicomisos y sucesiones indivisas, fondos comunes de inversión, y profesionales 
certificantes de los balances respectivos. 

 

La liberación de las acciones penales previstas en este artículo equivale a la extinción de la acción 
penal prevista en el inciso 2 del artículo 59 del Código Penal. 

 

Esta liberación no alcanza a las acciones que pudieran ejercer los particulares que hubieran sido 
perjudicados mediante, como consecuencia o en ocasión de dichas transgresiones. 

 

c) Quedan liberados del pago de los impuestos que se hubieran omitido ingresar y que tuvieran 
origen en los bienes y tenencias de moneda declarados en forma voluntaria y excepcional, de 
acuerdo con las siguientes disposiciones: 



 

1. Impuestos a las Ganancias, a las salidas no documentadas (conforme el artículo 37 de la Ley de 
Impuesto a las Ganancias), a la transferencia de inmuebles de personas físicas y sucesiones 
indivisas y sobre los créditos y débitos en cuentas bancarias y otras operatorias, respecto del 
monto de la materia neta imponible del impuesto que corresponda, por el equivalente en pesos 
de la tenencia de moneda local, extranjera y demás bienes que se declaren. La liberación 
comprende, asimismo, los montos consumidos hasta el período fiscal 2015, inclusive. No se 
encuentra alcanzado por la liberación, el gasto computado en el impuesto a las ganancias 
proveniente de facturas consideradas apócrifas por la Administración Federal de Ingresos Públicos. 

 

2. Impuestos internos y al valor agregado. El monto de operaciones liberado se obtendrá 
multiplicando el valor en pesos de las tenencias exteriorizadas, por el coeficiente resultante de 
dividir el monto total de las operaciones declaradas —o registradas en caso de no haberse 
presentado declaración jurada— por el monto de la utilidad bruta, correspondientes al período 
fiscal que se pretende liberar. No se encuentra alcanzado por la liberación el crédito fiscal del 
impuesto al valor agregado, proveniente de facturas consideradas apócrifas por parte de la 
Administración Federal de Ingresos Públicos. 

 

3. Impuestos a la ganancia mínima presunta y sobre los bienes personales y de la contribución 
especial sobre el capital de las Cooperativas, respecto del impuesto originado por el incremento 
del activo imponible, de los bienes sujetos a impuesto o del capital imponible, según corresponda, 
por un monto equivalente en pesos a las tenencias y/o bienes declarados. 

 

4. Los impuestos citados en los incisos precedentes que se pudieran adeudar por los períodos 
fiscales anteriores al que cierra el 31 de diciembre de 2015, por los bienes declarados conforme lo 
previsto en el artículo 38 de la presente ley. 

 

d) Los sujetos que declaren voluntaria y excepcionalmente los bienes y/o tenencias que poseyeran 
al 31 de diciembre de 2015, sumados a los que hubieren declarado con anterioridad a la vigencia 
de la presente ley, tendrán los beneficios previstos en los incisos anteriores, por cualquier bien o 
tenencia que hubieren poseído con anterioridad a dicha fecha y no lo hubieren declarado. 

 

En el caso que la Administración Federal de Ingresos Públicos detectara cualquier bien o tenencia 
que les correspondiera a los mencionados sujetos, a la Fecha de Preexistencia de los Bienes, que 
no hubiera sido declarado mediante el sistema del presente Título ni con anterioridad, privará al 



sujeto que realiza la declaración voluntaria y excepcional de los beneficios indicados en el párrafo 
precedente. 

 

A los fines indicados en el párrafo anterior, la Administración Federal de Ingresos Públicos 
conserva la totalidad de las facultades que le confiere la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus 
modificaciones. 

 

A los fines del presente artículo, el valor en pesos de los bienes y tenencias de moneda declarados 
será el que se determine de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 40 de la presente ley. 

 

ARTÍCULO 47. — La declaración voluntaria y excepcional efectuada por las sociedades 
comprendidas en el inciso b) del artículo 49 de la Ley de Impuesto a las Ganancias 20.628 (t.o. 
1997) y sus modificaciones, liberará del impuesto del periodo fiscal al cual se impute la liberación 
correspondiente a los socios que hubieran resultado contribuyentes por dicho período fiscal, en 
proporción a la materia imponible que les sea atribuible, de acuerdo con su participación en la 
misma. 

 

ARTÍCULO 48. — Las personas humanas y sucesiones indivisas que efectúen la declaración 
voluntaria y excepcional, podrán liberar con la misma las obligaciones fiscales de las empresas o 
explotaciones unipersonales, de las que sean o hubieran sido titulares o de las que sean o 
hubieran sido titulares aquellos por quienes el declarante hubiera realizado su declaración en los 
términos del artículo 38 de la presente ley. 

 

ARTÍCULO 49. — Invitase a las provincias, a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y a los municipios 
a adherir al régimen de declaración voluntaria y excepcional, adoptando medidas tendientes a 
liberar los impuestos y tasas locales que los declarantes hayan omitido ingresar en sus respectivas 
jurisdicciones. 

 

ARTÍCULO 50. — Los sujetos que efectúen la declaración voluntaria y excepcional prevista por el 
artículo 36 de la presente ley y aquellos por quienes el contribuyente realizara dicha declaración 
de acuerdo con lo previsto por el artículo 38 de la presente ley, no estarán obligados a brindar a la 
Administración Federal de Ingresos Públicos información adicional a la contenida en la referida 
declaración, con relación a los bienes y tenencias objeto de la misma, sin perjuicio del 
cumplimiento de las disposiciones de la ley 25.246 y sus modificaciones y de la capacidad de la 



Administración Federal de Ingresos Públicos de cumplir con sus obligaciones y cooperar con otras 
entidades públicas en el marco de la norma referida. 

 

Al momento de practicar la declaración voluntaria y excepcional, el declarante no podrá tomar en 
cuenta a su favor los efectos de la prescripción corrida desde el ingreso de los bienes al 
patrimonio. 

 

ARTÍCULO 51. — El gravamen que se crea por el presente Título se regirá por lo dispuesto en la ley 
11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones. 

 

El producido del gravamen establecido en el artículo 41 se destinará a la Administración Nacional 
de la Seguridad Social (ANSES) organismo descentralizado en el ámbito del Ministerio de Trabajo, 
Empleo y Seguridad Social (MTEySS), para atender al Programa Nacional de Reparación Histórica 
para Jubilados y Pensionados, y no deberá ser considerado a los fines del cálculo de la movilidad 
dispuesta por la ley 26.417. 

 

TITULO II 

 

Regularización excepcional de obligaciones tributarias, de la seguridad social y aduaneras 

 

ARTÍCULO 52. — Los contribuyentes y responsables de los tributos y de los recursos de la 
seguridad social cuya aplicación, percepción y fiscalización se encuentra a cargo de la 
Administración Federal de Ingresos Públicos podrán acogerse por las obligaciones vencidas al 31 
de mayo de 2016, inclusive, o infracciones cometidas relacionadas con dichas obligaciones con 
excepción de los aportes y contribuciones con destino al sistema de obras sociales y las cuotas con 
destino al régimen de riesgos del trabajo, al régimen de regularización de deudas tributarias y de 
exención de intereses, multas y demás sanciones que se establece por el presente Título. 

 

Se consideran comprendidas en el presente régimen las obligaciones correspondientes al Fondo 
para Educación y Promoción Cooperativa establecido por la ley 23.427 y sus modificaciones, así 
como también los cargos suplementarios por tributos a la exportación o importación, las 
liquidaciones de los citados tributos comprendidas en el procedimiento para las infracciones 
conforme lo previsto por la ley 22.415 y sus modificaciones y los importes que en concepto de 



estímulos a la exportación debieran restituirse al fisco nacional; no resultando alcanzadas por el 
mismo las obligaciones o infracciones vinculadas con regímenes promocionales que concedan 
beneficios tributarios. 

 

El acogimiento previsto en el párrafo anterior podrá formularse entre el primer mes calendario 
posterior al de la publicación de la reglamentación del régimen en el Boletín Oficial hasta el 31 de 
marzo de 2017, inclusive. 

 

(Nota Infoleg: por art. 1º de la Resolución General Nº 3920/2016 de la AFIP B.O. 29/07/2016 se 
establece que el acogimiento podrá formularse entre los días 1 de agosto de 2016 y 31 de marzo 
de 2017, ambos inclusive) 

 

ARTÍCULO 53. — Quedan incluidas en lo dispuesto en el artículo anterior aquellas obligaciones que 
se encuentren en curso de discusión administrativa o sean objeto de un procedimiento 
administrativo o judicial a la fecha de publicación de la presente ley en el Boletín Oficial, en tanto 
el demandado se allane incondicionalmente por las obligaciones regularizadas y, en su caso, 
desista y renuncie a toda acción y derecho, incluso el de repetición, asumiendo el pago de las 
costas y gastos causídicos. 

 

El allanamiento y/o, en su caso, desistimiento podrá ser total o parcial y procederá en cualquier 
etapa o instancia administrativa o judicial, según corresponda. 

 

Quedan también incluidas en el artículo anterior aquellas obligaciones respecto de las cuales 
hubieran prescripto las facultades de la Administración Federal de Ingresos Públicos para 
determinarlas y exigirlas, y sobre las que se hubiera formulado denuncia penal tributaria o, en su 
caso, penal económica, contra los contribuyentes o responsables. 

 

ARTÍCULO 54. — El acogimiento al presente régimen producirá la suspensión de las acciones 
penales tributarias y aduaneras en curso y la interrupción del curso de la prescripción penal, aun 
cuando no se hubiera efectuado la denuncia penal a ese momento o cualquiera sea la etapa del 
proceso en que se encuentre la causa, siempre y cuando la misma no tuviere sentencia firme. 

 



La cancelación total de la deuda en las condiciones previstas en el presente régimen —de contado 
o mediante plan de facilidades de pago— producirá la extinción de la acción penal, en la medida 
que no exista sentencia firme a la fecha de cancelación. En el caso de las infracciones aduaneras, la 
cancelación total producirá la extinción de la acción penal aduanera (en los términos de los 
artículos 930 y 932 del Código Aduanero), en la medida en que no exista sentencia firme a la fecha 
de acogimiento. 

 

La caducidad del plan de facilidades de pago, implicará la reanudación de la acción penal tributaria 
o aduanera, según fuere el caso, o habilitará la promoción por parte de la Administración Federal 
de Ingresos Públicos de la denuncia penal que corresponda, en aquellos casos en que el 
acogimiento se hubiere dado en forma previa a su interposición. También importará el comienzo 
del cómputo de la prescripción penal tributaria y/o aduanera. 

 

ARTÍCULO 55. — Se establece, con alcance general, para los sujetos que se acojan al régimen de 
regularización excepcional previsto en este Título y mientras cumplan con los pagos previstos en el 
artículo anterior, la exención y/o condonación: 

 

a) De las multas y demás sanciones previstas en la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones, en la 
ley 17.250 y sus modificaciones, en la ley 22.161 y sus modificaciones y en la ley 22.415 y sus 
modificaciones, que no se encontraren firmes a la fecha del acogimiento al régimen de 
regularización previsto en este Título; 

 

b) Del cien por ciento (100%) de los intereses resarcitorios y/o punitorios previstos en los artículos 
37 y 52 de la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones del capital adeudado y adherido al 
régimen de regularización correspondiente al aporte personal previsto en el artículo 10, inciso c) 
de la ley 24.241 y sus modificaciones, de los trabajadores autónomos comprendidos en el artículo 
2°, inciso b) de la citada norma legal; 

 

c) De los intereses resarcitorios y/o punitorios previstos en los artículos 37, 52 y 168 de la ley 
11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones, los intereses resarcitorios y/o punitorios sobre multas y 
tributos aduaneros (incluidos los importes que en concepto de estímulos a la exportación debieran 
restituirse al fisco nacional) en el importe que por el total de intereses supere el porcentaje que 
para cada caso se establece a continuación: 

 



1. Período fiscal 2015 y obligaciones mensuales vencidas al 31 de mayo de 2016: el diez por ciento 
(10%) del capital adeudado. 

 

2. Períodos fiscales 2013 y 2014: veinticinco por ciento (25%) del capital adeudado. 

 

3. Períodos fiscales 2011 y 2012: cincuenta por ciento (50%) del capital adeudado. 

 

4. Períodos fiscales 2010 y anteriores: setenta y cinco por ciento (75%) del capital adeudado. 

 

Lo dispuesto en el párrafo anterior será de aplicación respecto de los conceptos mencionados que 
no hayan sido pagados o cumplidos con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la 
presente ley y correspondan a obligaciones impositivas, aduaneras y de los recursos de la 
seguridad social vencidas o por infracciones cometidas al 31 de mayo de 2016. 

 

ARTÍCULO 56. — El beneficio de liberación de multas y demás sanciones correspondientes a 
infracciones formales cometidas hasta el 31 de mayo de 2016, que no se encuentren firmes ni 
abonadas, operará cuando con anterioridad a la fecha en que finalice el plazo para el acogimiento 
al presente régimen, se haya cumplido o se cumpla la respectiva obligación formal. 

 

De haberse sustanciado el sumario administrativo previsto en el artículo 70 de la ley 11.683 (t.o. 
1998) y sus modificaciones, el citado beneficio operará cuando el acto u omisión atribuido se 
hubiere subsanado antes de la fecha de vencimiento del plazo para el acogimiento al presente 
régimen. 

 

Cuando el deber formal transgredido no fuese, por su naturaleza, susceptible de ser cumplido con 
posterioridad a la comisión de la infracción, la sanción quedará condonada de oficio, siempre que 
la falta haya sido cometida con anterioridad al 31 de mayo de 2016, inclusive. 

 

Las multas y demás sanciones, correspondientes a obligaciones sustanciales devengadas al 31 de 
mayo de 2016, quedarán condonadas de pleno derecho, siempre que no se encontraren firmes a 



la fecha de entrada en vigencia de esta ley y la obligación principal hubiera sido cancelada a dicha 
fecha. 

 

También serán condonados los intereses resarcitorios y/o punitorios correspondientes al capital 
cancelado con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

 

La liberación de multas y sanciones importará, asimismo y de corresponder la baja de la 
inscripción del contribuyente del Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales 
(REPSAL) contemplado en la ley 26.940. 

 

ARTÍCULO 57. — El beneficio que establece el artículo 55 procederá si los sujetos cumplen, 
respecto del capital, multas firmes e intereses no condonados, algunas de las siguientes 
condiciones: 

 

a) Cancelación mediante pago al contado, hasta la fecha en que se efectúe el acogimiento al 
presente régimen, siendo de aplicación en estos casos una reducción del quince por ciento (15%) 
de la deuda consolidada; 

 

b) Cancelación total mediante alguno de los planes de facilidades de pago que al respecto 
disponga la Administración Federal de Ingresos Públicos, los que se ajustarán a las siguientes 
condiciones: 

 

1. Un pago a cuenta equivalente al cinco por ciento (5%) de la deuda. Por el saldo de deuda 
resultante, hasta sesenta (60) cuotas mensuales, con un interés de financiación del uno coma 
cinco por ciento (1,5%) mensual. 

 

2. Las Micro y Pequeñas Empresas, conforme lo disponga la Secretaría de Emprendedores y de la 
Pequeña y Mediana Empresa, podrán optar por el plan indicado en el numeral 1 de este inciso o 
por ingresar un pago a cuenta equivalente al diez por ciento (10%) de la deuda y, por el saldo de 
deuda resultante, hasta noventa (90) cuotas mensuales, con un interés de financiación 
equivalente a la tasa pasiva promedio del Banco de la Nación Argentina. 

 



3. Las Medianas Empresas y los grandes contribuyentes podrán optar, por el plan indicado en el 
numeral 1 del presente inciso, o por ingresar un pago a cuenta equivalente al quince por ciento 
(15%) de la deuda y por el saldo de deuda resultante, hasta noventa (90) cuotas mensuales, con un 
interés de financiación equivalente a la tasa pasiva promedio del Banco de la Nación Argentina 
sujeto a un piso del uno coma cinco por ciento (1,5%) mensual. 

 

4. En el caso de los contribuyentes que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se 
encuentren alcanzados por declaraciones de estado de emergencia y/o desastre agropecuario, de 
conformidad con lo dispuesto en la ley 26.509, el plan de facilidades de pago será de hasta 
noventa (90) cuotas mensuales, con un interés del uno por ciento (1%) mensual. 

 

El contribuyente podrá optar por cancelar anticipadamente el plan de pagos en la forma y bajo las 
condiciones que al efecto disponga la Administración Federal de Ingresos Públicos. 

 

ARTÍCULO 58. — Establécese un régimen de regularización de deudas por contribuciones 
patronales destinados a Estados provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que 
actualmente mantengan deudas con la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), se 
encuentre iniciado juicio al respecto o no, por un plazo de noventa (90) cuotas mensuales, 
fijándose una tasa de interés calculados en base a la Tasa Pasiva Promedio del Banco de la Nación 
Argentina y estableciéndose el plazo para acogerse al presente beneficio hasta el 31 de diciembre 
de 2016. Para acceder al beneficio deberán realizar un pago a cuenta por el equivalente al diez por 
ciento (10%) de la deuda. 

 

Alternativamente al plan dispuesto por el párrafo anterior, la Administración Federal de Ingresos 
Públicos podrá ofrecer a los Estados Provinciales y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires un 
tratamiento análogo al dispuesto para las Universidades Nacionales por el del Decreto 1571, del 1° 
de noviembre de 2010. Será condición inexorable de su otorgamiento que la jurisdicción que 
acepte acogerse al mencionado tratamiento acuerde con la referida Administración Federal de 
Ingresos Públicos el financiamiento de los gastos que le irroga la recaudación de los impuestos 
nacionales coparticipables. 

 

La Administración Federal de Ingresos Públicos establecerá las modalidades, plazos y demás 
condiciones para el acogimiento al mencionado tratamiento alternativo. Las cuotas de los planes 
de facilidades de pago que se dicten serán detraídas de la coparticipación federal de impuestos 
juntamente con la cancelación de las obligaciones previsionales corrientes. 



 

ARTÍCULO 59. — Cuando se trate de deudas en ejecución judicial, acreditada en autos la adhesión 
al régimen, firme la resolución judicial que tenga por formalizado el allanamiento a la pretensión 
fiscal y una vez regularizada en su totalidad la deuda conforme a lo previsto en los incisos a) o b) 
del artículo 57, la Administración Federal de Ingresos Públicos podrá solicitar al juez el archivo de 
las actuaciones. 

 

Para el caso que la solicitud de adhesión resulte anulada, o se declare el rechazo del plan de 
facilidades por cualquier causa, la citada Administración Federal proseguirá con las acciones 
destinadas al cobro de la deuda en cuestión, conforme a la normativa vigente. De producirse la 
caducidad del plan de facilidades, iniciará una nueva ejecución por el saldo adeudado del citado 
plan. 

 

ARTÍCULO 60. — Los agentes de retención y percepción quedarán liberados de multas y de 
cualquier otra sanción que no se encuentre firme a la fecha de entrada en vigencia de la presente 
ley, cuando exterioricen y paguen —en los términos de los incisos a) o b) del artículo 57—, el 
importe que hubieran omitido retener o percibir, o el importe que, habiendo sido retenido o 
percibido, no hubieran ingresado, luego de vencido el plazo para hacerlo. 

 

De tratarse de retenciones no practicadas o percepciones no efectuadas, los agentes de retención 
o percepción que no se encontraren en alguna de las situaciones de exclusión previstas en el Título 
VII, del libro II de esta ley, quedarán eximidos de responsabilidad si el sujeto pasible de dichas 
obligaciones regulariza su situación en los términos del presente régimen o lo hubiera hecho con 
anterioridad. 

 

Respecto de los agentes de retención y percepción, regirán las mismas condiciones suspensivas y 
extintivas de la acción penal previstas en el artículo 54 para los contribuyentes en general, así 
como también las mismas causales de exclusión previstas en términos generales. 

 

ARTÍCULO 61. — Podrán regularizarse mediante el presente régimen las obligaciones fiscales 
vencidas al 31 de mayo de 2016, incluidos en planes de facilidades de pago respecto de los cuales 
haya operado la correspondiente caducidad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 

 



Asimismo, podrán reformularse los planes de facilidades de pago que se encuentren vigentes a la 
fecha de entrada en vigencia de la presente ley, excluidos aquellos mediante los cuales se haya 
solicitado la extinción de la acción penal, sobre la base del artículo 16 de la ley 24.769 y sus 
modificaciones, aplicándose las exenciones y/o condonaciones establecidas en el artículo 55 a los 
intereses resarcitorios, en la medida que no hayan sido cancelados a la fecha mencionada. 

 

ARTÍCULO 62. — No se encuentran sujetas a reintegro o repetición las sumas que, con 
anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, se hubieran ingresado en 
concepto de intereses resarcitorios y/o punitorios y multas, así como los intereses previstos en el 
artículo 168 de la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones, por las obligaciones comprendidas 
en el presente régimen. 

 

TÍTULO III 

 

Beneficios para contribuyentes cumplidores 

 

ARTÍCULO 63. — Los contribuyentes que hayan cumplido con sus obligaciones tributarias 
correspondientes a los dos (2) períodos fiscales inmediatos anteriores al período fiscal 2016, y que 
cumplan con los requisitos del artículo 66, gozarán de la exención del impuesto sobre los bienes 
personales por los períodos fiscales 2016, 2017 y 2018, inclusive. Se incluye dentro de este 
beneficio a los responsables sustitutos previstos en el artículo sin número agregado a continuación 
del artículo 25 y en el artículo 26 del Título VI de la Ley de Impuesto sobre los Bienes Personales, 
23.966 (t.o. 1997), y sus modificaciones. 

 

Los anticipos del Impuesto sobre los Bienes Personales, período fiscal 2016, que se hayan abonado 
hasta la fecha de acogimiento al beneficio, podrán ser devueltos o compensados conforme lo 
establezca la reglamentación. 

 

Los contribuyentes que hayan cumplido con sus obligaciones tributarias correspondientes a los 
dos (2) períodos fiscales inmediatos anteriores al período fiscal 2016, que cumplan con los 
requisitos del artículo 66, y que no hayan sido alcanzados por el beneficio dispuesto en el primer y 
segundo párrafo del presente artículo, quedarán exentos del impuesto a las ganancias aplicables a 
la primera cuota del sueldo anual complementario correspondiente al período fiscal 2016. 



 

ARTÍCULO 64. — El plazo para acogerse al beneficio establecido en el artículo precedente se 
extenderá hasta el 31 de marzo de 2017, inclusive. 

 

ARTÍCULO 65. — Quedan excluidos del beneficio establecido en este Título aquellos sujetos con 
relación a los cuales se verifique el acogimiento al sistema voluntario y excepcional de declaración 
de tenencia de moneda nacional, extranjera y demás bienes en el país y en el exterior previsto en 
el Título I del libro II del presente ordenamiento. 

 

ARTÍCULO 66. — Los contribuyentes que aspiren al beneficio del artículo 63, deberán, asimismo, 
cumplir con las siguientes condiciones: 

 

a) No haber adherido, en los dos (2) períodos fiscales inmediatos anteriores al período fiscal 2016, 
al régimen de exteriorización voluntario ni al de regularización de obligaciones tributarias 
establecidos en la ley 26.860, ni a los planes de pago particulares otorgados por la Administración 
Federal de Ingresos Públicos en uso de las facultades delegadas en el artículo 32 de la ley 11.683 
(t.o. 1998) y sus modificaciones; 

 

b) No poseer deudas en condición de ser ejecutadas por la Administración Federal de Ingresos 
Públicos, haber sido ejecutado fiscalmente ni condenado, con condena firme, por multas por 
defraudación fiscal en los dos (2) períodos fiscales inmediatos anteriores al período fiscal 2016. 

 

TÍTULO IV 

 

Modificación del impuesto sobre los bienes personales 

 

ARTÍCULO 67. — Derógase el inciso i) del artículo 21 del Título VI de la Ley de impuesto sobre los 
bienes personales, 23.966 (t.o. 1997), y sus modificaciones. 

 



ARTÍCULO 68. — Sustitúyese el primer párrafo del inciso g) del artículo 22 del Título VI de la ley de 
Impuesto sobre los Bienes Personales 23.966 (t.o. 1997) y sus modificaciones, por el siguiente 
texto: 

 

g) Objetos personales y del hogar, con exclusión de los enunciados en el inciso e): por su valor de 
costo. El monto a consignar por los bienes comprendidos en este inciso no podrá ser inferior al 
que resulte de aplicar el cinco por ciento (5%) sobre la suma del valor total de los bienes gravados 
situados en el país y el valor de los inmuebles situados en el exterior sin deducir de la base de 
cálculo el monto previsto en el artículo 24 de la presente ley. 

 

ARTÍCULO 69. — Incorpórase como artículo 24 del Título VI de la ley de Impuesto sobre los Bienes 
Personales, 23.966 (t.o. 1997), y sus modificaciones, el siguiente: 

 

Artículo 24: No estarán alcanzados por el impuesto los bienes gravados —excepto los 
comprendidos en el artículo sin número incorporado a continuación del artículo 25 de esta ley— 
pertenecientes a los sujetos indicados en el inciso a) del artículo 17, cuando su valor en conjunto 
determinado de acuerdo con las normas de esta ley, resulten: 

 

a) Para el período fiscal 2016, iguales o inferiores a pesos ochocientos mil ($ 800.000); 

 

b) Para el período fiscal 2017, iguales o inferiores a pesos novecientos cincuenta mil ($ 950.000); 

 

c) A partir del período fiscal 2018 y siguientes, iguales o inferiores a pesos un millón cincuenta mil 
($ 1.050.000). 

 

ARTÍCULO 70. — Sustitúyese el artículo 25 del Título VI de la Ley de Impuesto sobre los Bienes 
Personales, 23.966, (t.o. 1997), y sus modificaciones, por el siguiente: 

 

Artículo 25: El gravamen a ingresar por los contribuyentes indicados en el inciso a) del artículo 17 
surgirá de la aplicación, sobre el valor total de los bienes sujetos al impuesto —excepto los 
comprendidos en el artículo sin número incorporado a continuación del artículo 25 de esta ley—, 



sobre el monto que exceda del establecido en el artículo 24, las sumas que para cada caso se fija a 
continuación: 

 

a) Para el período fiscal 2016, setenta y cinco centésimos por ciento (0,75%); 

 

b) Para el período fiscal 2017, cincuenta centésimos por ciento (0,50%); 

 

c) A partir del período fiscal 2018 y siguientes, veinticinco centésimos por ciento (0,25%). 

 

Los sujetos de este impuesto podrán computar como pago a cuenta las sumas efectivamente 
pagadas en el exterior por gravámenes similares al presente que consideren como base imponible 
el patrimonio o los bienes en forma global. Este crédito sólo podrá computarse hasta el 
incremento de la obligación fiscal originado por la incorporación de los bienes situados con 
carácter permanente en el exterior. 

 

ARTÍCULO 71. — Sustitúyese, en el primer párrafo del artículo sin número incorporado a 
continuación del artículo 25 del Título VI de la Ley de Impuesto sobre los Bienes Personales, 
23.966 (t.o. 1997), y sus modificaciones, la expresión “de cincuenta centésimos por ciento 
(0,50%)” por la expresión “de veinticinco centésimos por ciento (0,25%)”. 

 

ARTÍCULO 72. — Sustitúyese el primer párrafo del artículo 26 del Título VI de la ley de Impuesto 
sobre los Bienes Personales 23.966 (t.o. 1997) y sus modificaciones, por el siguiente: 

 

Los contribuyentes del impuesto a la ganancia mínima presunta, las sucesiones indivisas radicadas 
en el país y toda otra persona de existencia visible o ideal domiciliada en el país que tenga el 
condominio, posesión, uso, goce, disposición, depósito, tenencia, custodia, administración o 
guarda de bienes sujetos al impuesto que pertenezcan a los sujetos mencionados en el inciso b) 
del artículo 17, deberán ingresar con carácter de pago único y definitivo calculado sobre el valor 
de dichos bienes —determinado con arreglo a las normas de la presente ley— al 31 de diciembre 
de cada año: 

 



- Para el año 2016, el setenta y cinco centésimos por ciento (0,75%). 

 

- Para el año 2017, el cincuenta centésimos por ciento (0,50%). 

 

- A partir del año 2018 y siguientes, el veinticinco centésimos por ciento (0,25%). 

 

TÍTULO V 

 

Modificación del impuesto a las ganancias y derogación del impuesto a la ganancia mínima 
presunta 

 

ARTÍCULO 73. — Sustitúyese el inciso c) del artículo 137 de la ley 20.628 de Impuesto a las 
Ganancias, (t.o. 1997) y sus modificaciones, por el siguiente: 

 

c) La exclusión dispuesta en el último párrafo in fine del inciso v) respecto de las actualizaciones 
que constituyen ganancias de fuente extranjera, no comprende a las diferencias de cambio a las 
que este Título atribuye la misma fuente. 

 

ARTÍCULO 74. — Sustitúyese el cuarto párrafo del artículo 154 de la ley 20.628 de impuesto a las 
ganancias (t.o. 1997) y sus modificaciones, por el siguiente: 

 

A efectos de las actualizaciones previstas en los párrafos precedentes, si los costos o inversiones 
actualizables deben computarse en moneda argentina, se convertirán a la moneda del país en el 
que se hubiesen encontrado situados, colocados o utilizados económicamente los bienes, al tipo 
de cambio vendedor que considera el artículo 158, correspondiente a la fecha en que se produzca 
la enajenación de los bienes a los que se refieren los artículos 152 y 153. 

 

ARTÍCULO 75. — Derógase el sexto párrafo del artículo 90 de la ley 20.628 de impuesto a las 
ganancias (t.o. 1997) y sus modificaciones. 



 

ARTÍCULO 76. — Derógase el Título V de la ley 25.063, de impuesto a la ganancia mínima presunta, 
para los ejercicios que se inician a partir del 1° de enero de 2019. 

 

TÍTULO VI 

 

Comisión Bicameral para la Reforma Tributaria 

 

ARTÍCULO 77. — Créase, en el ámbito del Poder Legislativo nacional, la “Comisión Bicameral para 
la Reforma Tributaria”. La misma estará integrada por quince (15) diputados y quince (15) 
senadores, elegidos por sus respectivos Cuerpos respetando la pluralidad y proporcionalidad en la 
composición de los distintos bloques políticos y asegurando la inclusión de éstos cuando 
estuvieren conformados por cinco (5) o más legisladores. 

 

ARTÍCULO 78. — La Comisión tendrá como objeto el análisis y evaluación de las propuestas de 
reforma del sistema tributario nacional que elabore y remita el Poder Ejecutivo nacional, 
orientado a: 

 

a) Fortalecer la equidad de la presión tributaria; 

 

b) Profundizar su progresividad; 

 

c) Simplificar su estructura y administración; 

 

d) Fortalecer la complementariedad y coordinación federal; 

 

e) Propender al establecimiento gradual de las reformas, dotando de mayor previsibilidad a la 
acción del Estado en la materia en función de reducir los grados de incertidumbre del 
contribuyente. 



 

La Comisión Bicameral tendrá un presupuesto que se imputará al presupuesto anual de ambas 
Cámaras. 

 

El Poder Ejecutivo nacional remitirá el o los proyectos de reforma al sistema tributario nacional 
dentro de los trescientos sesenta y cinco (365) días corridos a partir de la constitución de la 
comisión. 

 

ARTÍCULO 79. — La Comisión deberá elevar un informe final a ambas Cámaras, detallando lo 
actuado y proponiendo un plan de implementación legislativa de las reformas que recomiende en 
orden a los objetivos de su creación. 

 

ARTÍCULO 80. — La Comisión está facultada para solicitar al Poder Ejecutivo nacional, a través del 
Jefe de Gabinete de Ministros y/o del Ministro de Hacienda y Finanzas Públicas, y a los organismos 
de regulación y/o control competentes toda información que contribuya al logro de sus objetivos. 

 

Asimismo, podrá instrumentar los mecanismos necesarios que aseguren la participación de 
universidades, academias, organizaciones sociales, y solicitar la colaboración y asesoramiento de 
personas, instituciones y organismos especializados en la materia objeto de tratamiento. 

 

TÍTULO VII 

 

Disposiciones generales 

 

ARTÍCULO 81. — Ninguna de las disposiciones del libro II de la presente ley liberará a los sujetos 
mencionados en el artículo 20 de la ley 25.246 y sus modificatorias de las obligaciones impuestas 
por la legislación vigente tendiente a prevenir el lavado de activos y el financiamiento del 
terrorismo. 

 



ARTÍCULO 82. — Quedan excluidos de las disposiciones del Título I del libro II, los sujetos que 
entre el 1° de enero de 2010, inclusive, y la vigencia de la presente ley, hubieran desempeñado las 
siguientes funciones públicas: 

 

a) Presidente y vicepresidente de la Nación, gobernador, vicegobernador, jefe o vicejefe de 
gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o intendente municipal; 

 

b) Senador o diputado nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o concejal 
municipal, o Parlamentario del Mercosur; 

 

c) Magistrado del Poder Judicial nacional, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires; 

 

d) Magistrado del Ministerio Público nacional, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires; 

 

e) Defensor del Pueblo o adjunto del Defensor del Pueblo nacional, provincial, municipal o de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

 

f) Jefe de Gabinete de Ministros, ministro, secretario o subsecretario del Poder Ejecutivo nacional, 
provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

 

g) Interventor federal, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

 

h) Síndico General de la Nación, síndico general adjunto de la Sindicatura General, presidente o 
auditor general de la Auditoría General, autoridad superior de los entes reguladores y los demás 
órganos que integran los sistemas de control del sector público nacional, provincial, municipal o de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y los miembros de organismos jurisdiccionales 
administrativos en los tres niveles de gobiernos; 

 



i) Miembro del Consejo de la Magistratura o del jurado de enjuiciamiento; 

 

j) Embajador, cónsul o funcionario destacado en misión oficial permanente en el exterior; 

 

k) Personal en actividad de las fuerzas armadas, de la Policía Federal Argentina, de la Policía de 
Seguridad Aeroportuaria, de la Gendarmería Nacional, de la Prefectura Naval Argentina o del 
Servicio Penitenciario Federal, con jerarquía no menor de coronel o equivalente, personal de la 
Policía provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con categoría no inferior a 
la de Comisario, o personal de categoría inferior, a cargo de Comisaría; 

 

l) Rector, decano o secretario de las universidades nacionales, provinciales, municipales o de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires; 

 

m) Funcionario o empleado con categoría o función no inferior a la de director o equivalente, que 
preste servicio en la Administración Pública nacional, provincial, municipal o de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, centralizada o descentralizada, las entidades autárquicas, los bancos y 
entidades financieras del sistema oficial, las obras sociales administradas por el Estado, las 
empresas del Estado, las sociedades del Estado o personal con similar categoría o función y en 
otros entes del sector público; 

 

n) Funcionario colaborador de interventor federal, provincial, municipal o de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, con categoría o función no inferior a la de director o equivalente; 

 

o) Personal de los organismos indicados en el inciso h) del presente artículo, con categoría no 
inferior a la de director o equivalente; 

 

p) Funcionario o empleado público encargado de otorgar habilitaciones administrativas para el 
ejercicio de cualquier actividad, como también todo funcionario o empleado público encargado de 
controlar el funcionamiento de dichas actividades o de ejercer cualquier otro control en virtud de 
un poder de policía; 

 



q) Funcionario que integra los organismos de control de los servicios públicos privatizados, con 
categoría no inferior a la de director; 

 

r) Personal que se desempeña en el Poder Legislativo nacional, provincial, municipal o de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, con categoría no inferior a la de director; 

 

s) Personal que cumpla servicios en el Poder Judicial o en el Ministerio Público nacional, provincial, 
municipal o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con categoría no inferior a secretario o 
equivalente; 

 

t) Funcionario o empleado público que integre comisiones de adjudicación de licitaciones, de 
compra o de recepción de bienes, o participe en la toma de decisiones de licitaciones o compras 
en cualquiera de los tres niveles de gobierno; 

 

u) Funcionario público que tenga por función administrar un patrimonio público o privado, o 
controlar o fiscalizar los ingresos públicos cualquiera fuera su naturaleza; 

 

v) Director o administrador de las entidades sometidas al control externo del Congreso de la 
Nación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 de la ley 24.156; 

 

w) Personal de los organismos de inteligencia, sin distinción de grados, sea su situación de revista 
permanente o transitoria. 

 

ARTÍCULO 83. — Quedan excluidos de las disposiciones del Título I del libro II los cónyuges, los 
padres y los hijos menores emancipados de los sujetos alcanzados en los incisos a) al w) del 
artículo 82. 

 

ARTÍCULO 84. — Quedan excluidos de las disposiciones de los Títulos I y II del libro II de la 
presente ley, con las salvedades que se expondrán, quienes se hallen en alguna de las siguientes 
situaciones a la fecha de publicación de la presente en el Boletín Oficial: 

 



a) Los declarados en estado de quiebra, respecto de los cuales no se haya dispuesto la continuidad 
de la explotación, conforme a lo establecido en las leyes 24.522 y sus modificaciones o 25.284 y 
sus modificaciones, mientras duren los efectos de dicha declaración; 

 

b) Los condenados por alguno de los delitos previstos en las leyes 23.771 o 24.769 y sus 
modificaciones, respecto de los cuales se haya dictado sentencia firme con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la presente ley, siempre que la condena no estuviere cumplida; 

 

c) Los condenados por delitos comunes, que tengan conexión con el incumplimiento de sus 
obligaciones tributarias o las de terceros, respecto de los cuales se haya dictado sentencia firme 
con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, siempre que la condena no 
estuviere cumplida; 

 

d) Las personas jurídicas en las que, según corresponda, sus socios, administradores, directores, 
síndicos, miembros del consejo de vigilancia, consejeros o quienes ocupen cargos equivalentes en 
las mismas, hayan sido condenados con fundamento en las leyes 23.771 o 24.769 y sus 
modificaciones, o por delitos comunes que tengan conexión con el incumplimiento de sus 
obligaciones tributarias o las de terceros, respecto de los cuales se haya dictado sentencia firme 
con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, siempre que la condena no 
estuviere cumplida; 

 

e) Quienes estuvieran procesados, aun cuando no estuviera firme dicho auto de mérito, por los 
siguientes delitos: 

 

1. Contra el orden económico y financiero previstos en los artículos 303, 306, 307, 309, 310, 311 y 
312 del Código Penal. 

 

2. Enumerados en el artículo 6° de la ley 25.246, con excepción del inciso j). 

 

3. Estafa y otras defraudaciones previstas en los artículos 172, 173 y 174 del Código Penal. 

 



4. Usura previsto en el artículo 175 bis del Código Penal. 

 

5. Quebrados y otros deudores punibles previstos en los artículos 176, 177, 178 y 179 del Código 
Penal. 

 

6. Contra la fe pública previstos en los artículos 282, 283 y 287 del Código Penal. 

 

7. Falsificación de marcas, contraseñas o firmas oficiales previstos en el artículo 289 del Código 
Penal y falsificación de marcas registradas previsto en el artículo 31 de la ley 22.362. 

 

8. Encubrimiento al adquirir, recibir u ocultar dinero, cosas o efectos provenientes de un delito 
previsto en el inciso c) del numeral 1 del artículo 277 del Código Penal. 

 

9. Homicidio por precio o promesa remuneratoria, explotación sexual y secuestro extorsivo 
establecido en el inciso 3 del artículo 80, artículos 127 y 170 del Código Penal, respectivamente. 

 

Quienes a la fecha de la declaración voluntaria y excepcional y/o de adhesión al régimen de 
regularización de excepción tuvieran un proceso penal en trámite por los delitos enumerados en el 
inciso e), podrán adherir en forma condicional al régimen de sinceramiento fiscal. El auto de 
procesamiento que se dicte en fecha posterior, dará lugar a la pérdida automática de todos los 
beneficios que otorgan los Títulos I y II del libro II de esta ley. 

 

ARTÍCULO 85. — Los sujetos indicados en el artículo 36 de la presente ley que no realicen la 
declaración voluntaria y excepcional prevista en el Título I del libro II, deberán presentar una 
declaración jurada de confirmación de datos, en los términos, formas y condiciones que establezca 
la Administración Federal de Ingresos Públicos, indicando que la totalidad de los bienes y 
tenencias que poseen son aquellos exteriorizados en las declaraciones juradas del impuesto a las 
ganancias del impuesto sobre los bienes personales o, en su caso, del impuesto a la ganancia 
mínima presunta, correspondientes al último ejercicio fiscal cerrado al 31 de diciembre de 2015. 

 



Quienes presenten la declaración jurada de confirmación de datos indicada en el párrafo 
precedente, gozarán de los beneficios previstos en el artículo 46 de la presente ley, por cualquier 
bien o tenencia que hubieren poseído —lo mantengan o no en su patrimonio— con anterioridad al 
último ejercicio fiscal cerrado al 31 de diciembre de 2015 y no lo hubieren declarado. Asimismo, 
gozarán de los beneficios previstos en el Título III del libro II de esta norma. 

 

En el caso de que la Administración Federal de Ingresos Públicos detectara cualquier bien o 
tenencia que les correspondiera a los mencionados sujetos, durante el último ejercicio fiscal 
cerrado al 31 de diciembre de 2015, que no hubiera sido incluido en declaración jurada de 
confirmación de datos, privará al sujeto declarante de los beneficios indicados en el párrafo 
anterior. 

 

A los fines indicados en este artículo, la Administración Federal de Ingresos Públicos conserva la 
totalidad de las facultades que le confiere la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones. 

 

ARTÍCULO 86. — La Administración Federal de Ingresos Públicos estará dispensada de formular 
denuncia penal respecto de los delitos previstos en las leyes 23.771 y 24.769 y sus modificaciones, 
según corresponda, así como el Banco Central de la República Argentina de sustanciar los 
sumarios penales cambiarios y/o formular denuncia penal respecto de los delitos previstos en la 
ley 19.359 (t.o. 1995) y sus modificaciones —salvo que se trate del supuesto previsto en el inciso 
b) del artículo 1° del anexo de dicha ley— en la medida que los sujetos de que se trate regularicen 
sus obligaciones tributarias, de la seguridad social y aduaneras conforme a las disposiciones de los 
Títulos I y II del libro I de la presente ley. 

 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo precedente la Administración Federal de Ingresos 
Públicos estará obligada a cumplir como sujeto obligado con las obligaciones establecidas en la ley 
25.246 y sus modificatorias, incluyendo la obligación de brindar a la Unidad de Información 
Financiera, dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, toda la información por 
ésta requerida sin la posibilidad de oponer el secreto fiscal previsto en el artículo 101 de la ley 
11.683 (t.o. 1998) y sus modificaciones. 

 

ARTÍCULO 87. — La obligación de guardar secreto establecida en el artículo 22 de la ley 25.246, 
incluye la reserva de la identidad de los sujetos reportantes y reportados durante todo el proceso 
de análisis a cargo de la Unidad de Información. Financiera y la prohibición de revelar la fuente de 



su información en el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 13, inciso 3 y 
19 de la ley 25.246. 

 

La declaración voluntaria y excepcional que presente un contribuyente así como toda la 
información y documentación que aporte, las consultas que efectúe y el contenido de todos y cada 
uno de los trámites conducentes a la realización de dicha declaración, están alcanzados por el 
secreto fiscal y regulado por lo dispuesto en el artículo 101 de la ley 11.683 (t.o. 1998) y sus 
modificaciones. 

 

Los magistrados, funcionarios, empleados judiciales o dependientes de la Administración. Federal 
de Ingresos Públicos, están obligados a mantener el más absoluto secreto de todo lo que llegue a 
su conocimiento en el desempeño de sus funciones sin poder comunicarlo a persona alguna, ni 
aun a solicitud del interesado, salvo a sus superiores jerárquicos. Igual obligación existirá para 
todo tercero respecto de cualquier documentación o información de cualquier modo relacionada 
con las declaraciones voluntarias y excepcionales reguladas por esta ley que fueran presentadas 
por cualquier contribuyente. 

 

Los magistrados, funcionarios, empleados judiciales o dependientes de la Administración Federal 
de Ingresos Públicos, los declarantes del Título I del libro II de la presente y terceros que divulguen 
o reproduzcan documentación o información de cualquier modo relacionada con las declaraciones 
voluntarias y excepcionales reguladas por esta ley incurrirán en la pena prevista por el artículo 157 
del Código Penal. 

 

Los periodistas y comunicadores sociales, así como los medios de comunicación y sus responsables 
legales, por motivos de interés público estarán exceptuados de lo antedicho. 

 

ARTÍCULO 88. — No habrá ninguna limitación en el marco del presente régimen a la capacidad 
actual del Estado de intercambiar información, reportar, analizar, investigar y sancionar conductas 
que pudiesen encuadrar en los artículos 303 y 306 del Código Penal. 

 

La Unidad de Información Financiera podrá, a su discreción, comunicar información a otras 
entidades públicas con facultades de inteligencia o investigación. 

 



ARTÍCULO 89. — Los sujetos que regularicen obligaciones alcanzadas por el régimen establecido 
en el Título I del libro II de la presente ley, podrán acceder concurrentemente a los beneficios 
dispuestos en el Título II del libro II de la presente ley. 

 

ARTÍCULO 90. — Creáse el Registro de Entidades Pasivas del Exterior a cargo de la Administración 
Federal de Ingresos Públicos. 

 

Los contribuyentes que sean titulares de más del cincuenta por ciento (50%) de las acciones o 
participaciones del capital, los directores, gerentes, apoderados, miembros de los órganos de 
fiscalización o quienes desempeñen cargos similares en sociedades, fideicomisos, fundaciones o 
cualquier otro ente del exterior que obtenga una renta pasiva superior al cincuenta por ciento 
(50%) de sus ingresos brutos durante el año calendario, estarán obligados a informar a dicho 
registro los datos que identifiquen a la entidad pasiva del exterior y su vinculación con la misma. 

 

La Administración Federal de Ingresos Públicos reglamentará la forma, plazos y condiciones en que 
los contribuyentes deberán cumplir con el deber de información impuesto por este artículo. 

 

ARTÍCULO 91. — Creáse la Mesa de Coordinación del Régimen de Sinceramiento Fiscal destinada a 
colaborar en la correcta implementación y ejecución del mismo, aconsejando la adopción de las 
medidas necesarias para ello. 

 

La mesa estará integrada por representantes de: 

 

- La Secretaría de Hacienda del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas, que la presidirá y 
decidirá la convocatoria a sus reuniones. 

 

- La Administración Federal de Ingresos Públicos. El Banco Central de la República Argentina. 

 

- La Unidad de Información Financiera. La Comisión Nacional de Valores. 

 



ARTÍCULO 92. — Modifíquese la ley 25.246 y sus modificatorias, del siguiente modo: 

 

a) Sustitúyese, en el artículo 5° de la ley 25.246 y sus modificatorias, la expresión “en jurisdicción 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación”, por la siguiente expresión: “en 
jurisdicción del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas de la Nación”; 

 

b) Sustitúyese en el primer párrafo del artículo 9° de la ley 25.246 y sus modificatorias, la 
expresión “a propuesta del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”, por la siguiente 
expresión: “a propuesta del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas de la Nación”; 

 

c) Sustitúyese en el inciso a) del artículo 9° de la ley 25.246 y sus modificatorias, la expresión “en el 
ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”, por la siguiente expresión: “en el ámbito 
del Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas de la Nación”; 

 

d) Sustitúyese en el inciso f) del artículo 9° de la ley 25.246 y sus modificatorias, la expresión 
“presentar al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos” por la siguiente expresión: “presentar al 
Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas”; 

 

e) Sustitúyese en el inciso g) del artículo 9° de la ley 25.246 y sus modificatorias, la expresión “el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos elevará” por la siguiente expresión: “el Ministerio de 
Hacienda y Finanzas Públicas elevará”; 

 

f) Sustitúyese el inciso a) del artículo 27 de la ley 25.246 y sus modificatorias, por el siguiente: “a) 
Aportes determinados en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos de la 
Administración Nacional dentro de los asignados al Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas de 
la Nación”. 

 

ARTÍCULO 93. — La Administración Federal de Ingresos Públicos reglamentará el régimen previsto 
en el libro II de la presente ley, dentro de los treinta (30) días corridos contados a partir de la 
entrada en vigencia de la misma y dictará las normas complementarias que resulten necesarias a 
los efectos de su aplicación. 

 



ARTÍCULO 94. — El Poder Ejecutivo nacional reglamentará los Títulos IV y V del libro II de la 
presente ley y dictará las normas complementarías que resulten necesarias para su aplicación. 

 

ARTÍCULO 95. — Decláranse de orden público las disposiciones del libro I de la presente ley. 

 

ARTÍCULO 96. — Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia a partir del día siguiente 
al de su publicación en el Boletín Oficial. 

 

ARTÍCULO 97. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 

 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS 
VEINTINUEVE DIAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL DIECISEIS. 

 

— REGISTRADA BAJO EL N° 27260 — 

 

MARTA G. MICHETTI. — EMILIO MONZÓ. — Eugenio Inchausti. — Juan P. Tunessi. 
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